
Preguntas Frecuentes 

 
81 . QUIÉNES PUEDEN PRESENTAR UN PROYECTO DE ACUERDO? 

Los proyectos de acuerdo pueden ser presentados por los concejales y los alcaldes, en materias relacionadas con sus 
atribuciones por los personeros, los contralores y las Juntas Administradoras Locales. También podrán ser de iniciativa popular. 
El artículo 71 de la Ley 136 de l.994 Parágrafo 1o. establece: "Los acuerdos a los que se refieren los numerales 2, 3 y 6 del 
artículo 313 de la Constitución Política, sólo podrán ser dictados a iniciativa del alcalde." La Constitución Política en su artículo 
313 por su parte determina: 2o) Adoptar los correspondientes planes y programas de desarrollo económico y social y de obras 
públicas. 3o) Autorizar al alcalde para celebrar contratos y ejercer pro tempore precisas funciones de las que corresponden al 
concejo. 6o) Determinar la estructura de la administración municipal y las funciones de sus dependencias; las escalas de 
remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos; crear, a iniciativa del alcalde, establecimientos públicos y 
empresas industriales o comerciales y autorizar la constitución de sociedades de economía mixta. FUENTE LEGAL: Constitución 
Política art. 313 num. 2 - 3- 6 Ley 136/94, Art. 71 Ley 134/94, Art. 2 ACTUALIZADA 12/11/2009 

82 . CÓMO SE TRAMITAN LAS OBJECIONES A UN PROYECTO DE ACUERDO? 

El Alcalde puede objetar un proyecto de acuerdo aprobado por el Concejo por motivos de ilegalidad o inconveniencia. Las 
objeciones deben constar por escrito, explicando las razones de inconveniencia o contrariedad con normas superiores, y 
entregarse en la secretaria del Concejo. Si es por inconveniencia, y el Concejo rechaza las objeciones, el Alcalde está obligado a 
sancionarlo. De lo contrario, lo puede sancionar el presidente del Concejo. Si la objeción es por ilegalidad, el Alcalde debe 
enviar el proyecto al Tribunal Administrativo para que decida. Si el Tribunal considera fundadas las objeciones, el proyecto se 
archiva. De lo contrario, el Alcalde está obligado a sancionarlo. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, Art. 78 y ss. Ley 177 de 1.994 art. 
4 ACTUALIZADA 12/11/2009 

83 . QUÉ DEBE HACER EL ALCALDE PARA PRESENTAR OBJECIONES A UN PROYECTO DE ACUERDO SI 
EL CONCEJO SE ENCUENTRA EN RECESO? 

Cuando el Alcalde deba formular objeciones a un proyecto de acuerdo y el Concejo se encuentre en receso, deberá convocar a 
sesiones extraordinarias, dentro de la semana siguiente a la formulación de las objeciones, con el único propósito de 
estudiarlas. Estas sesiones extraordinarias deben tener una duración máxima de cinco días; que por tratarse de la plenaria de 
la corporación, generan honorarios para los concejales. Como ello implica un gasto, el Alcalde debe cerciorarse de que haya 
disponibilidad presupuestal para proceder a la convocatoria. Existe un límite legal de 30 sesiones extraordinarias al año, en los 
municipios de categoría primera y segunda. Y de 12 en los municipios de categoría tercera a sexta. No se podrán pagar 
honorarios por otro tipo de sesiones extraordinarias, o por las prorrogas. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, Art. 78 ACTUALIZADO 
12/11/2009 

85 . ES VÁLIDO UN ACUERDO AL QUE NO SE LE HA HECHO LA REVISIÓN DE LEGALIDAD? 

Si lo es, porque una vez sancionado y publicado, es obligatorio para todos los habitantes de la municipalidad, hasta cuando sea 
anulado o suspendido por la jurisdicción contenciosa administrativa. Esta figura es la llamada por los especialistas la presunción 
de legalidad. Es decir, que los acuerdos se presumen acordes con la Ley, y por lo tanto deben ser cumplidos. La revisión del 
Acuerdo no suspende sus efectos. El Alcalde, en todos los casos, enviará copia de los Acuerdos al Gobernador, para su revisión. 
En caso de que éste encuentre motivos de ilegalidad, debe enviarlo al Tribunal Administrativo, para su examen. Solamente si el 
Tribunal decide que el Acuerdo es ilegal, cesarán sus efectos. FUENTE LEGAL: Art. 305, numeral 10, de la Constitución 
Nacional. Ley 136/94, art. 82 Decreto 1333/86, art. 119 Decreto 1333/86, Art. 120 ACTUALIZADO 12/11/2009 

86 . CÓMO SE APRUEBA UN ACUERDO? 

Un Acuerdo se aprueba en dos debates, que deben realizarse en días diferentes. El proyecto se presenta en la Secretaria del 
Concejo. Ésta lo reparte a la comisión correspondiente, donde surte el primer debate. La Presidencia del Concejo designa un 
ponente para primero y segundo debate. El segundo debate se hace en sesión plenaria, tres días después de su aprobación en 
la comisión. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, Art. 73 ACTUALIZADO 12/11/2009 

87 . SI EL ALCALDE SE POSESIONA DEL CARGO DESPUÉS DE HABERSE CUMPLIDO EL TÉRMINO PARA 
PRESENTAR EL PROYECTO DE PLAN DE DESARROLLO AL CONCEJO, ¿QUÉ TIEMPO TIENE PARA 
PRESENTARLO?  

El proyecto de Plan de Desarrollo, será presentado por el Alcalde o el Gobernador a consideración de los Consejos Territoriales 
de Planeación, a más tardar dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de posesión del Alcalde. En caso de falta absoluta 
del Alcalde, a menos de dieciocho (18) meses de la terminación del período, el gobernador designará un alcalde para lo que 
reste del período, respetando el partido, grupo político o coalición por el cual fue inscrito el alcalde elegido. El nuevo Alcalde, 
obrará en consecuencia. FUENTE LEGAL: Ley 152/94, Art. 39 numeral 5 Acto legislativo 02 de 2002 Art. 3 (C.P. Art. 314) Corte 



Constitucional, sentencia C-448/97 ACTUALIZADA 12/11/2009 

88 . PUEDE UN CONCEJAL SER MIEMBRO DE JUNTAS DIRECTIVAS DE LAS ENTIDADES 
DESCENTRALIZADAS DEL ORDEN MUNICIPAL? 

No, por constituir incompatibilidad ser miembro de juntas o consejos directivos de los sectores central o descentralizado del 
respectivo municipio; y de empresas que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social. FUENTE LEGAL: Ley 
136/94, artículo 45. Ley 617, artículo 41 Ley 489/98, art. 68 ACTUALIZADO 12/11/2009 

89 . PUEDE SER ELEGIDO ALCALDE UN CIUDADANO QUE NO HA TERMINADO EL BACHILLERATO? 

Si. La Ley únicamente exige que el alcalde sea ciudadano colombiano en ejercicio. Desde el punto de vista del derecho político, 
es condición indispensable para elegir y ser elegido, y para desempeñar empleos públicos, que conlleven autoridad o 
jurisdicción, ser mayor de 18 años, y no haber sido condenado a pena de prisión; o sentenciado a la perdida de derechos 
políticos. En el caso de los aspirantes a alcaldías, deben cumplir por lo menos uno de los siguientes requisitos: Haber nacido en 
el municipio respectivo; haber sido residente en el mismo o en el área metropolitana respectiva durante un año anterior a la 
inscripción, o tres años consecutivos en cualquier tiempo. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, Art. 86 Corte Constitucional, sentencia 
C-1412 de 2000 ACTUALIZADO 12/11/2009 

90 . SI EL ALCALDE RENUNCIA A LOS SEIS MESES DE SU POSESIÓN, ¿HASTA CUÁNDO VA EL 
PERIODO DEL NUEVO ALCALDE? 

Toda falta absoluta del Alcalde se suple convocando a nuevas elecciones, y el periodo del electo es siempre de cuatro (4) años. 
Excepcionalmente, por motivos de orden público, el Gobernador puede designar al Alcalde mientras se realizan las elecciones. 
Siempre que se presente falta absoluta de más de dieciocho (18) meses de la terminación del período, se elegirá alcalde para 
el tiempo que reste. En caso que faltaren menos de dieciocho (18) meses, el Gobernador designará un alcalde para lo que reste 
del período, respetando el partido, grupo político o coalición por el cual fue inscrito el elegido. La Corte Constitucional ha 
señalado que en los casos de vacancia absoluta, por causa de destitución o revocatoria, debe entenderse que existe cosa 
juzgada constitucional, por lo cual los efectos se deben entender, de acuerdo con los puntos centrales que señala la 
jurisprudencia, a saber: a- Los períodos son individuales y no institucionales. b- Cuando hay vacancia absoluta se procede a 
nueva elección y comienza a contarse el nuevo período. c- Las razones principales para convocar a nuevas elecciones en el 
caso de los alcaldes, cuando se presenta la vacancia absoluta, se fundamentan en el principio democrático de la soberanía 
popular. d- Se reserva a la voluntad popular la elección del Alcalde para un período de cuatro (4) años. Este es un derecho de 
los ciudadanos, agregándose que el Alcalde es elegido para que durante ese período cumpla con el programa sometido a 
consideración de los electores. FUENTE LEGAL: Constitución Política, Art. 314 Ley 418/97, Art. 111 Sentencias concordantes: 
Corte Constitucional C-011 de l.994 ¿ C- 586 de 1.995 ¿ SU-1720, Diciembre 12 del 2000. La Corte Constitucional, sentencia C- 
448/97,declaró inexequible el Art. 85 de la Ley 136/94. C. de E., Sec. Quinta, sentencia de sep. 29/00, exp. 2416 
ACTUALIZADO 12/11/2009 

91 . ANTE QUIÉN PRESENTA RENUNCIA EL ALCALDE? 

La renuncia se presenta ante el gobernador del respectivo departamento, quien la aceptará; y sólo produce efectos con su 
aceptación. Sin embargo, si el carácter de la renuncia es de irrevocable y el gobernador no se ha pronunciado al respecto, en el 
término de un mes contado a partir de su presentación, se presume que ha sido aceptada. Para el caso de Bogotá D. C. se 
presenta ante el Presidente de la Republica. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, Articulo 100 Corte Constitucional, sentencia C-1318 
de 2000, declaró inexequible el D. 169/00. ACTUALIZADA 16/04/2010 

92 . PUEDE EL ALCALDE PEDIR LICENCIA NO REMUNERADA? 

Si, y debe concederla el Gobernador. Pero será el mismo Alcalde quien designe la persona que lo va a reemplazar durante la 
falta temporal. Para el caso, puede encargar a uno se sus secretarios, o quien a haga sus veces. FUENTE LEGAL: Ley 136/94 
arts. 99, 100 y art. 106 Corte Constitucional, sentencia C-1318/00 ACTUALIZADA 12/11/2009 

93 . QUIÉN EJERCE LA AUTORIDAD DE POLICÍA EN UN MUNICIPIO? 

El Alcalde es representante legal del municipio y primera autoridad de policía. El carácter de primera autoridad tiene origen 
constitucional, proviene de su responsabilidad de conservar el orden público municipal, y se expresa en la potestad de impartir 
órdenes a la Policía Nacional, a través del Comandante correspondiente (Constitución Política artículo 315.2). Lo anterior, de 
conformidad con las instrucciones y órdenes que reciba del Presidente de la República y del respectivo Gobernador. Para 
efectos de la conservación del orden público, los actos y órdenes del Presidente de la República se aplicarán de manera 
inmediata, y de preferencia sobre los de los gobernadores. FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 315 num.2 y art. 296. Ley 
136/94, art. 91, lit. b. Ley 62 de l.993, art.12 ACTUALIZADO 12/11/2009 

94 . EL CONCEJO NO HA FACULTADO AL ALCALDE PARA CONTRATAR. ¿PUEDE HACERLO SIN SU 



AUTORIZACIÓN? 

El Alcalde debe sujetarse a las autorizaciones que en materia de contratación fije el Concejo, único facultado para otorgarlas en 
forma genérica, específica, o indeterminada. Teniendo en cuenta que corresponde al Alcalde la iniciativa de los Acuerdos sobre 
contratación, así como los relativos a planes y programas de desarrollo y de presupuesto, es su responsabilidad la presentación 
de tales proyectos de Acuerdo ante el Concejo. En el proyecto de acuerdo de presupuesto anual debe incluirse la autorización 
general para contratar, de manera que el alcalde siempre pueda ejercer sus funciones de jefe de la administración. Esta 
facultad de reglamentar lo relacionado con la autorización para contratar, ya que la misma forma parte de las competencias 
constitucionales de acuerdo con lo establecido en la Constitución Política artículo 313 numeral 3. FUENTE LEGAL: Constitución 
Política, art. 313, num. 3 y art. 352 Ley 136/94, art. 32 Decreto 111/96, art. 110 Corte Constitucional, Sentencia C-738/01 
ACTUALIZADO 12/11/2009 

95 . PUEDE EL ALCALDE DELEGAR LA FACULTAD DE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN DE 
FUNCIONARIOS? 

Si. En los secretarios de la alcaldía y en los jefes de lo departamentos administrativos puede delegar el nombramiento y 
remoción de los funcionarios dependientes de éstos. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 92, lit. a ACTUALIZADO 12/11/2009 

96 . QUIÉN REPRESENTA AL MUNICIPIO JUDICIALMENTE? 

Corresponde al Alcalde la representación judicial y extrajudicial del municipio, sin perjuicio que para casos concretos pueda 
conferir poder a un abogado inscrito para que lo represente. Esta designación podrá hacerse con un abogado vinculado al 
municipio o uno ajeno a la administración. FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 315, num.3. Ley 136/94, art. 91, lit. d, 
num. 1 Código Contencioso Administrativo, art. 151 ACTUALIZADO 12/11/2009 

97 . PUEDE EL ALCALDE IMPONER MULTAS A QUIENES VIOLEN LA LEY SECA? 

Si puede imponer multas hasta de dos salarios mínimos legales mensuales. Esta facultad puede ser delegada en los inspectores 
de policía, de acuerdo con lo que establezca el reglamento de policía local. Estas sumas pueden ser cobradas mediante 
jurisdicción coactiva, facultad que puede delegar en el tesorero municipal. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 91, lit. b, num. 2. 
ACTUALIZADO 12/11/2009 

98 . SI EL ALCALDE TERMINÓ SU PERIODO EL 31 DE DICIEMBRE Y TRES MESES DESPUÉS SE 
VINCULA COMO CONTRATISTA DE LA LICORERA DEPARTAMENTAL, ¿ES LEGAL? 

No existe ninguna prohibición legal para que un exalcalde, después de terminado su periodo, pueda celebrar contratos con una 
empresa del orden departamental, a menos que sobre el objeto del contrato tenga algún interés el municipio o sus entidades 
descentralizadas, caso en el cual dicha incompatibilidad se extenderá por doce meses contados a partir del vencimiento de su 
periodo. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 38 - 39 ACTUALIZADO 11/12/2009 Ley 80 de l.993 art. 8 ord. 2 

99 . PUEDE EL PERSONERO SER ELEGIDO ALCALDE PARA UN PERÍODO INMEDIATAMENMTE 
POSTERIOR AL DE SU DESEMPEÑO? 

No, si entre el cese de sus funciones como personero y la elección para alcalde no han transcurrido por lo menos doce meses. 
La inhabilidad para ser alcalde derivada del hecho de haber sido personero o contralor, quien halla sido condenado por mas de 
dos años a pena privativa de la libertad entre los dos años anteriores a su elección ni antes de doce (12) meses (artículo 95, 
numeral 5º), busca la independencia del jefe de la administración local (art. 287 de la Carta), porque las actuaciones de los 
órganos de control pueden proyectarse hacia el futuro o extenderse durante la gestión del siguiente alcalde. Por consiguiente, 
la norma legal busca garantizar la independencia de la gestión administrativa. (Consejo de Estado, Sección Quinta. Sentencia 
de mayo 3/2002. Exp. 2813. Magistrado Ponente Darío Quiñones Pinilla.) FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 37, num. 5 Ley 
136/94, art. 95, num. 2 ACTUALIZADO 12/11/2009 

100 . EL PERIÓDO DE LOS ALCALDES ES INSTITUCIONAL O PERSONAL? 

El periodo de los alcaldes son institucional y en caso de faltas absolutas serán desigandos o elegidos por el resto del periodo 
para lo cual el pasado fue elegido, por lo que las faltas absolutas siempre dan lugar a una nueva elección. Así: a más de 
dieciocho (18) meses para la terminación del período, se elegirá alcalde para el tiempo que reste. En caso de que falten menos 
de dieciocho (18) meses, el gobernador designará un reemplazo para lo que reste del período, respetando el partido, grupo 
político o coalición por el cual fue inscrito el alcalde elegido. Siempre que un alcalde sea elegido por votación popular, lo será 
para un periodo de tres años FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 314, acto legislativo 02 de 2002 La Corte 
Constitucional, Sentencia C-448/97, declaró inexequible el art. 85 de la Ley 136/94. Consejo de Estado, sec. Quinta, sentencia 
de sep. 29/00, exp. 2416 articulo 125 de la Constitución Politica acto legislatico 01 de 2003 ACTUALIZADO 12/11/2009 



101 . SE PUEDE NOMBRAR COMO SECRETARIO DEL CONCEJO AL PRIMO DE UN CONCEJAL? 

No puede, porque el primo de un concejal se encuentra emparentado en cuarto grado de consanguinidad con éste, y la 
prohibición legal cobija hasta este grado en la Ley 821 de 2003, que modifico el art. 49 de la Ley 617. el articulo 49 de la ley 
617 modificada por las leyes 1148 y 1296 en el entendido que que los familiares dentro del segundo grado de consanginidad, 
priemro de afinidad y unico civil de los diputados, concejales, alcaldes y gobernadores no podrán ser funcionarios del respectivo 
municipio o departament, se aplicará la regla prevista en el segundo inciso del artículo 292 de la Constitución y que la 
inhabilidad a que dicho inciso se refiere se aplica dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo gobernador, 
alcalde, diputado, concejal o miembro de junta administradora local, municipal o distrital.". FUENTE LEGAL: ley 617, 1148 y 
1296 Constitución art. 292 Sentencia c. 311 de 2004 ACTUALIZADO 12/11/2009 

102 . SI CON LA LEY 617 DE 2000 LA CATEGORÍA DEL MUNICIPIO BAJÓ, ¿DEBE REDUCIRSE EL 
SALARIO DEL ALCALDE? 

En razón a la ejecución que se hace al presupuesto vigente no opera inmediatamente, pero para la siguiente vigencia 
presupuestal si, ya que todos los rubros se consideran de acuerdo a la nueva categoría. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, Art. 2 
SENTENCIA C-1098 DE 2001 ACTUALIZADA 13/11/2009 

106 . QUIÉNES EJERCEN AUTORIDAD CIVIL? 

Los empleados oficiales que tienen la capacidad legal y reglamentaria para obtener el acatamiento de los particulares, aún con 
el uso de la fuerza pública; y para nombrar, sancionar y remover a los empleados de su dependencia. FUENTE LEGAL: Ley 
136/94, art. 188 ACTUALIZADA 13/11/2009 

107 . QUIÉNES EJERCEN AUTORIDAD MILITAR? 

Los oficiales en servicio activo de las fuerzas militares y los suboficiales con el rango de comandantes en los municipios. 
FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 191 ACTUALIZADA 13/11/2009 

108 . QUÉ ES AUTORIDAD POLÍTICA? 

Es la que ejerce el alcalde como jefe del municipio, los secretarios de la alcaldía y los jefes de departamento administrativo, 
como miembros del gobierno municipal. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art.189 ACTUALIZADA 12-11-2009 ACTUALIZADA 
13/11/2009 

109 . PUEDE UN CONCEJAL SER PROFESOR EN EL COLEGIO DEPARTAMENTAL QUE FUNCIONA EN EL 
MUNICIPIO? 

No, El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Consejero Ponente: CAMILO ARCINIEGAS ANDRADE, en 
pronunciamiento del veintisiete (27) de febrero de dos mil tres (2003), Ref.: Expediente 8196, refirió sobre un caso similar: ¿La 
Sala no halla fundamento en la alegación del apelante, pues en ocasiones anteriores en que ha tenido oportunidad de dilucidar 
la cuestión que en el caso presente vuelve a plantearse, ha precisado que el ejercicio de la cátedra no se asimila a la docencia 
de medio tiempo o de tiempo completo, pues estas últimas conllevan el desempeño de un cargo o empleo en una institución 
educativa. En particular, es del caso reiterar la sentencia de 11 de octubre de 2001 (Radicación 7308, C.P. Dr. Manuel Santiago 
Urueta Ayola) [1], en que al decidir una solicitud de pérdida de la investidura sustentada en los mismos hechos que motivan la 
presente, la Sala sostuvo que la excepción se predica del ejercicio de la hora cátedra. No de la vinculación laboral de medio 
tiempo o de tiempo completo ya que estas comportan el ejercicio de un cargo o empleo en una institución educativa. FUENTE 
LEGAL: Constitución Nacional, art. 128 Ley 4 de l.992, art. 19 Ley 136/94, art. 45 Ley 617/00, arts. 41 y 45 Corte 
Constitucional, Sentencia C-231/95 Consejo de Estado, expediente No. 8196, 27 de febrero de 2003. ACTUALIZADA 
13/11/2009 

110 . PUEDE SER CONCEJAL UN CIUDADANO QUE VIVE EN OTRO MUNICIPIO? 

Para ser elegido concejal se requiere ser ciudadano en ejercicio y haber nacido o ser residente del respectivo municipio o de la 
correspondiente área metropolitana durante los seis (6) meses anteriores a la fecha de la inscripción o durante un período 
mínimo de tres (3) años consecutivos en cualquier época. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 42 Consejo de Estado, sentencia de 
noviembre 13 de 2000, exp. 0802 Corte Constitucional, sentencia C-1412/00 ACTUALIZADO 13/11/2009 

111 . QUÉ REQUISITOS DEBE REUNIR UNA PERSONA PARA SER ELEGIDA CONCEJAL DE UN 
MUNICIPIO? 

Ser ciudadano en ejercicio y cumplir uno de los siguientes requisitos: haber nacido en el municipio; o residir en el municipio o 
en el área metropolitana correspondiente durante los seis (6) meses anteriores a la inscripción de la candidatura, o tres años 
consecutivos en cualquier época. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 42 Consejo de Estado, sentencia de noviembre 13 de 2000, 



exp. 0802 ACTUALIZADO 13/11/2009 

112 . TIENEN DERECHO LOS CONCEJALES A QUE SE LES PAGUEN CURSOS DE CAPACITACIÓN? 

Los concejales, al no tener la calidad de empleados públicos, no se les aplica el régimen prestacional previsto para los mismos. 
La Constitución y la Ley han establecido una serie de derechos y garantías que consisten en honorarios por asistencia a las 
sesiones, seguros de vida y salud, y reconocimiento de transporte para aquellos que residen en las zonas rurales del municipio. 
Sin embargo, nada impide que dentro de los proyectos generales de capacitación que emprenda la administración municipal, se 
contemple a los concejales como beneficiarios de los mismos. No existe norma en la Ley que otorgue viáticos, con sus 
componentes de manutención, alojamiento, transporte y gastos de representación, a los concejales que eventualmente se 
desplacen fuera de su sede para asistir a cursos de capacitación o realizar gestiones para la comunidad. FUENTE LEGAL: 
Constitución Política, art. 312, inc. 3 Ley 617/00, art. 20 Ley 136/94, art. 184. Consejo de Estado, concepto de mayo 26 de 
1997. Radicación 908. Consejero Ponente: Dr. Luis Camilo Osorio Isaza. ACTUALIZADO 13/11/2009 

113 . QUÉ SE ENTIENDE COMO CONFLICTO DE INTERÉS EN UN CONCEJAL? 

Cuando las decisiones que debe tomar desde el Concejo, lo favorezcan personalmente, a su cónyuge o compañero permanente, 
a sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o a sus socios. En estos casos, 
el concejal debe declararse impedido para intervenir en la decisión. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 70 Ley 734, art. 40 
ACTUALIZADO 13/11/2009 

114 . SI UN CONCEJAL ELECTO NO SE POSESIONA, ¿CÓMO SE LLENA LA VACANTE? 

Tanto las faltas absolutas como las temporales de los concejales serán suplidas por los candidatos subsiguientes, en orden de 
inscripción de la lista electoral. La no posesión dentro de los tres días siguientes a la fecha de instalación del Concejo, o a 
aquella en que fue llamado a posesionarse, constituye causal de pérdida de la investidura. FUENTE LEGAL: Constitución 
Política, art. 261, inc. 1. Acto legislativo 03 de l.993, art. 2 Ley 617/00, art. 48 y 49 ACTUALIZADO 13/11/2009 

115 . SI UN CONCEJAL SALE DEL PAÍS Y NO PIENSA REGRESAR, Y LOS DEMÁS MIEMBROS DE LA 
LISTA NO ACEPTAN REEMPLAZARLO, ¿QUÉ SE DEBE HACER? 

Si no puede suplirse la curul vacante en la forma establecida por la Constitución y la Ley, deberá declararse la vacancia de la 
misma y proceder al reajuste del quórum, para efectos de las votaciones y el cómputo de las mayorías. FUENTE LEGAL: Ley 
136/94, arts. 51 y ss. Ley 136/94, arts. 29 y 30 ACTUALIZADO 13/11/2009 

116 . PUEDE CONCEDERSE A UN CONCEJAL PERMISO PARA AUSENTARSE DE LA CORPORACIÓN? 
¿DEBE PAGÁRSELE ? 

Los permisos puede otorgarlos el Presidente del Concejo, pero no se pagarán honorarios, puesto que éstos únicamente se 
causan por la asistencia del concejal a las comisiones y a las sesiones plenarias. FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 312, 
inc. 3 Ley 617/00, art. 20 Ley. 136/94, arts. 65 y ss. ACTUALIZADO 13/11/2009 

117 . DEBEN PAGARSE A UN CONCEJAL LOS HONORARIOS A PESAR DE SER PENSIONADO? 

Si. Los honorarios son compatibles con las pensiones o sustituciones pensionales. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art 66, 
parágrafo. Ley 617/00, art. 20, parágrafo. Ley 4/92, art. 19 ACTUALIZADO 13/11/2009 

118 . CUANDO UN CONCEJAL NO ASISTE A UNA SESIÓN, PERO PRESENTA EXCUSA VÁLIDA, ¿DEBEN 
PAGÁRSELE LOS HONORARIOS? 

No deben pagársele. La asistencia comprobada a las sesiones plenarias no puede entenderse solamente como la contestación a 
lista, sino también como la permanencia del concejal durante toda la sesión. Por tanto no tendrán derecho a honorarios los 
concejales que no estén presentes en las sesiones. El Honorable Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, manifestó 
que los que asisten tienen derecho al reconocimiento de honorarios, aun cuando la corporación no pueda instalarse. FUENTE 
LEGAL: Ley 136/94, art. 65 Consejo de Estado, Sala de Consulta, concepto de agosto 24 de 1994, rad. 631 ACTUALIZADO 
13/11/2009 

119 . SI UN CONCEJAL SE CASA CON LA SECRETARIA DE GOBIERNO, ¿QUEDA INHABILITADO? 

Existe inhabilidad sobrevieniente reglamentado en la ley 190 que dice: ¿ARTÍCULO 6o. En caso de que sobrevenga al acto de 
nombramiento o posesión alguna inhabilidad o incompatibilidad, el servidor público deberá advertirlo inmediatamente a la 
entidad a la cual preste el servicio. Si dentro de los tres (3) meses siguientes el servidor público no ha puesto final a la 
situación que dio origen a la inhabilidad o incompatibilidad, procederá su retiro inmediato, sin perjuicio de las sanciones a que 



portal hecho haya lugar.¿ Sin embargo la Corte Constitucional ha dicho que la inhabilidad sobreviniente es accionada siempre y 
cuando se demuestre el dolo o la culpa de algunos de los imputables dado que cuanto al momento de su nombramiento no 
tenía la calidad de cónyuge del concejal. Debe recordarse que las normas sobre inhabilidades son de interpretación restrictiva. 
Al respecto se pronunció el Consejo de Estado: En este orden de ideas, la expresión designados que aparece en el inciso 
segundo del artículo 49 de la Ley 617 de 2000, implica que ninguna de las personas allí mencionadas -por razón de la calidad 
de cónyuge o compañero permanente o de parentesco con los servidores públicos- puede ser nombrada o elegida como 
funcionario de la respectiva entidad territorial o de sus entes descentralizados, según corresponda. La facultad nominadora 
unipersonal en estos entes corresponde a los gobernadores, alcaldes, mayor, distrital o municipal, y a los gerentes o directores 
de las entidades descentralizadas y, la corporativa, a las asambleas departamentales y, eventualmente, a los consejos o juntas 
directivas de los órganos descentralizados. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 40 Ley 617/00, art. 49, modificado por la Ley 821 
de 2003. Consejo de Estado, concepto 1347 de abril 26 de 2001 sentencia c 038 de 5 de febrero 1996 Corte constitucional 
ACTUALIZADA 13/11/2009 

121 . SI FUE ELEGIDO CONCEJAL UN CIUDADANO QUE ESTÁ LLAMADO A JUICIO POR PECULADO POR 
APROPIACIÓN, ¿PUEDE POSESIONARSE? ¿ES LEGAL LA ELECCIÓN? 

La elección es legal mientras el concejal no haya sido condenado a pena privativa de la libertad. Si dicha condena se produce 
una vez elegido, la pena contemplada para el peculado por apropiación comprende la interdicción judicial de los derechos 
políticos, lo que constituye causal para ser retirado de la corporación. FUENTE LEGAL: Ley 617/0, art. 40, num. 1 Ley 136/94, 
art. 51 lit. g) ACTUALIZADO 13/11/2009 

123 . PUEDE SER ELEGIDO COMO SECRETARIO DEL CONCEJO EL HERMANO DE UN CONCEJAL? 

Teniendo en cuenta que el hermano es pariente en segundo grado de consanguinidad, y que es al Concejo a quien compete la 
elección del secretario del mismo, está prohibida la elección del hermano de un concejal para dicho cargo. FUENTE LEGAL: 
Constitución Política, art. 292 Ley 821 de 2003 ACTUALIZADA 13/11/2009 

124 . PUEDE SER NOMBRADA COMO SUBDIRECTORA DEL HOSPITAL E.S.E. MUNICIPAL A LA HIJA DE 
UN CONCEJAL? 

No es posible, puesto que la hija de un concejal es su pariente en primer grado de consanguinidad y esta circunstancia la 
inhabilita. FUENTE LEGAL: Constitución Política 292 Ley 821/03, art. 1 Ley 489/98, art. 83 LEY 617 DE 2000 ARTI 49 LEY 1296 
DE 2009 ARTI 1 ACTUALIZADO 13/11/2009 

125 . LOS PARIENTES DE UN CONCEJAL ESTÁN INHABILITADOS PARA CONTRATAR CON EL 
MUNICIPIO? 

Están inhabilitados para contratar con el municipio los cónyuges o compañeros permanentes, y los parientes hasta el cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil de los concejales. FUENTE LEGAL: Ley 821 de 2003 LEY 617 DE 
2000 ARTICULO 49 LEY 1296 DE 2009 ARTICULO 1 ACTUALIZADO 13/11/2009 

126 . UN CONCEJAL PUEDE SER PRESIDENTE DE UNA JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL? 

No existe incompatibilidad entre la investidura de concejal y el carácter de presidente de una junta de acción comunal, entidad 
privada sin ánimo de lucro, siempre y cuando dicha junta no administre dineros provenientes del presupuesto municipal, sea 
contratista del mismo, o preste servicios públicos domiciliarios o de seguridad social. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art 45 
numeral 3 Ley 617/00, art. 41 ACTUALIZADO 13/11/2009 

127 . CUÁNDO PUEDE PERDER UN CONCEJAL SU INVESTIDURA? 

La perdida de investidura ha sido llamada comúnmente la ¿muerte política¿, porque la persona no puede ser elegida en otro 
empleo o cargo público. Se decreta por el Tribunal Administrativo correspondiente, para lo cual sigue el mismo procedimiento 
que el empleado por el Consejo de Estado para la pérdida de investidura de los Congresistas. Las causales son las siguientes: 
por violación del régimen de incompatibilidades o conflicto de intereses; por inasistencia a cinco reuniones plenarias o de 
comisión en donde se voten proyectos de acuerdo; por no tomar posesión del cargo dentro de los tres días siguientes a la 
instalación del Concejo (o de la fecha en que fue llamado a posesionarse); por tráfico de influencias debidamente comprobado; 
o por indebida destinación de dineros públicos. Y las demás causales que señale la Ley. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 48 
ACTUALIZADO 13/11/2009 

128 . POR CUÁNTO TIEMPO PUEDE SOLICITAR LICENCIA SIN REMUNERACIÓN UN CONCEJAL? 

Las faltas temporales de los miembros de las corporaciones públicas serán suplidas por los candidatos que, según el orden de 
inscripción, en forma sucesiva y descendente, correspondan a la misma lista electoral. No podrá ser inferior a tres (3) meses, y 
debe ser aprobada por la Mesa Directiva de la respectiva Corporación FUENTE LEGAL: Constitución Política art. 261 Ley 136/94, 



art. 52 Acto legislativo No. 03 de l.993, art. 1 y 2 ACTUALIZADO 13/11/2009 

129 . SI UN CONCEJAL SE POSESIONA SEIS MESES DESPUÉS DE INICIADO EL PERÍODO LEGAL, 
¿HASTA CUÁNDO VA SU PERÍODO? 

El período de los concejales es institucional y fijo. Se inicia el primero de enero del año siguiente al de su elección y termina el 
31 de diciembre del año en que concluya. Si se posesiona seis meses después de iniciado el periodo, éste terminará en la fecha 
preestablecida. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 50 ACTUALIZADA 13/11/2009 

130 . SI UN CONCEJAL SE AUSENTA ¿EL QUE LO REEMPLAZA TIENE DERECHO A QUE SE LE PAGUE EL 
SEGURO DE VIDA Y LA SALUD? 

Si. La Corte Constitucional en sentencia C-043 de 2003 al respecto decidió: ¿De esta manera, en la presente oportunidad la 
Corte proferirá una sentencia integradora, según la cual el artículo 69 de la Ley 136 de 1994 es constitucional, pero bajo el 
entendido de que los beneficios que concede a los concejales que suplen vacancias absolutas también deben entenderse 
aplicables a los que cubren vacancias preguntaes. Bajo este condicionamiento la disposición resulta ajustada a la 
Constitución...En el mismo sentido, el inciso primero del artículo 68 de la misma Ley será declarado exequible, bajo el 
entendido de que los seguros a que se refiere cobijan también a los concejales que reemplazan tanto faltas absolutas, como 
faltas preguntaes del titular. En efecto, aunque ese inciso se refiere de manera general a ¿los concejales¿, su interpretación 
podría llevar a concluir que no cobija a quienes ejercen reemplazos en forma pregunta o que lo hace sólo respeto de los que 
cubren faltas absolutas, interpretación que, como se ha estudiado en esta sentencia, no se ajusta a la Constitución, dado que 
todos los concejales cumplen las mismas funciones, están sujetos al mismo régimen de incompatibilidades e inhabilidades y, de 
hecho, corren los mismos riesgos que conlleva el ejercicio de cargo. Declarando inexequible la expresión ¿titulares¿, contenida 
en el tercer inciso del artículo 68. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 52 Sentencia Corte Constitucional C- 043 de 2003 
ACTUALIZADA 13/11/2009 

131 . SI UN CONCEJAL RENUNCIA TRES MESES ANTES DE EXPIRAR SU PERÍODO. ¿HASTA CUANDO 
DURAN SUS INCOMPATIBILIDADES? 

La vigencia de las incompatibilidades de los concejales se mantiene hasta el vencimiento del período o hasta 6 meses después 
de la aceptación de su renuncia. Si falta un lapso mayor para esa terminación, el régimen se mantendrá hasta el vencimiento 
del período para el cual fue elegido. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 47 L. 617/00, art. 43 ACTUALIZADA 13/11/2009 

132 . ES LEGAL QUE A LOS CONCEJALES SE LES PAGUE LO MISMO QUE GANA EL ALCALDE? 

Los honorarios se causan a favor de los concejales por su asistencia a cada sesión, y su monto no puede ser superior al salario 
diario del alcalde. En los municipios de categoría especial, primera y segunda, se podrán pagar hasta 150 sesiones ordinarias y 
30 extraordinarias al año y no se pagarán las prórrogas a las sesiones ordinarias. Hasta el año 2006, en los municipios de 
tercera a sexta categoría sólo se pagarán hasta 70 sesiones ordinarias y 12 extraordinarias al año y no se pagarán las 
prórrogas. A partir de 2007, el límite de sesiones a pagar por cada año es el siguiente: en los municipios de tercera categoría 
70 sesiones ordinarias y 12 extraordinarias; en los municipios de cuarta categoría, 60 sesiones ordinarias y 12 extraordinarias; 
en los de quinta y sexta categoría, 48 sesiones ordinarias y 12 extraordinarias. En ningún caso se pagarán las prórrogas a los 
periodos. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 20 Ley 136/94, art. 66 modificado por la ley 617 de 2000 Corte Constitucional, 
sentencia C-540 de 2001 ACTUALIZADO 13/11/2009 

133 . QUIÉN DEBE PAGAR LOS SEGUROS DE VIDA Y SALUD DE LOS CONCEJALES? 

El pago de las primas por los seguros está a cargo del respectivo municipio y en el presupuesto se imputará al asignado a los 
gastos del Concejo. Los concejos deben autorizar al Alcalde para que contrate las pólizas respectivas y la afiliación a la E.P.S. Al 
respecto la Corte Constitucional, en Sentencia C-043/03, determinó: La interpretación literal de las expresiones resaltadas lleva 
a la conclusión de que los concejales municipales (distintos de los de la ciudad de Bogotá, cuyo régimen es especial) deben 
estar afiliados por el respectivo municipio al régimen contributivo de seguridad social en salud que define la Ley 100 de 1993, 
pues tanto el alcalde como los demás servidores públicos municipales lo están. Esta exégesis se ve reforzada por otros 
argumentos:...- De conformidad con lo prescrito por el artículo 157 de la Ley 100 de 1993, los afiliados al Sistema mediante el 
régimen contributivo son las personas vinculadas a través de contrato de trabajo, los servidores públicos, los pensionados y 
jubilados. .... Como puede verse, esta norma, anterior a la expedición de la Ley 136 de 1994, incluye a los concejales como 
servidores públicos, dentro de la categoría de afiliados al régimen contributivo. De esta manera, si los concejales tienen 
asegurado el derecho a la seguridad social, en virtud de la obligación de los municipios de afiliarlos al régimen general de salud 
regulado por la Ley 100 de 1993. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 68 LEY 1148 DE 2007 setencia Corte Constitucional 043 de 
2003 ACTUALIZADO 13/11/2009 

134 . CUÁL ES EL TOPE DE GASTOS QUE SE PUEDE FIJAR PARA EL FUNCIONAMIENTO DEL CONCEJO? 

El tope de gastos que se puede fijar para funcionamiento del Concejo se calcula tomando el monto total de los honorarios 
autorizados, más el 1.5 % de ingresos corrientes de libre destinación, dependiendo de la categoría del municipio. Los 



municipios cuyos ingresos corrientes no superan los mil millones de pesos, en lugar de los porcentajes anotados, pueden 
destinar a gastos del Concejo, además de los honorarios de los concejales, hasta 60 salarios mínimos legales mensuales . 
FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 10 y 11 ACTUALIZADO 13/11/2009 

135 . QUÉ DEBE CONTENER UN ACTA DE LA SESIÓN DEL CONCEJO? 

Las actas de sesiones de los concejos deben contener la lista de asistentes; una relación somera de los temas debatidos; la 
relación de los concejales que hayan intervenido; y detalle de los mensajes leídos y de las proposiciones presentadas, así como 
de las decisiones que se adopten durante la sesión. Las actas deben ser numeradas y fechadas. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, 
art. 26 ACTUALIZADO 18/11/2009 

136 . ES LEGAL QUE EL CONCEJO ESTABLEZCA COMISIONES PERMANENTES? 

Si. Los concejos deben integrar comisiones permanentes, según la naturaleza de los asuntos de que conozca, de acuerdo con lo 
que se establezca en el reglamento. Estas comisiones son las encargadas de rendir informe para primer debate a los proyectos 
de acuerdo. Si no se han integrado, los informes serán rendidos por las comisiones accidentales que la mesa directiva nombre 
para el efecto. Cada concejal está obligado a pertenecer sólo a una comisión. La función más importante que la Ley le ha 
atribuido a las comisiones tiene que ver con las decisiones del Concejo. Esas decisiones de los Concejos, que se llaman 
Acuerdos, deben ser aprobados, primero por una comisión, y luego por la plenaria del Concejo. FUENTE LEGAL: L. 136/94, art. 
25 ACTUALIZADO 18/11/2009 

137 . QUÉ DEBE HACERSE CUANDO NO HAY REEMPLAZO PARA LA CURUL CUYO TITULAR RENUNCIÓ O 
MURIÓ? 

La renuncia o muerte es una falta absoluta que debe suplirse con los candidatos, según el orden de inscripción de la lista 
electoral, en forma sucesiva y descendente. Si ello no es posible, deberá quedar vacante la curul y reajustar el quórum. 
FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 261 Ley 136/94, arts. 29 y 30 ACTUALILZADO 18/11/2009 

139 . CÓMO DEBE ELEGIR EL CONCEJO A LOS FUNCIONARIOS DE SU COMPETENCIA? 

Los Concejos deben elegir Personero Municipal, Secretario del Concejo y Contralor Municipal (para los municipios que tengan 
contraloría), dentro de los primeros diez días del mes de enero correspondiente a la iniciación de su periodo, previo 
señalamiento de fecha con tres días de anticipación. El acto de nombramiento de estos funcionarios se denomina acuerdo, 
cuando en realidad no lo es, porque los acuerdos requieren de dos debates, en comisión y en plenaria. Por tanto, estrictamente 
los nombramientos deben entenderse como resoluciones, con la particularidad que las mismas no se toman por la mesa 
directiva, sino por la plenaria de la corporación. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 35 ACTUALIZADO 18/11/2009 

140 . PUEDE EL CONCEJO MODIFICAR EL PROYECTO DE ACUERDO DE PRESUPUESTO PRESENTADO 
POR EL ALCALDE? 

Si. La atribución de los Concejos para expedir el presupuesto de rentas y gastos comprende la facultad para estudiar y 
modificar las partidas presentadas por el Alcalde en su proyecto. Sin embargo, no pueden incluir partidas nuevas, puesto que la 
iniciativa en este campo es privativa del Alcalde; ni pueden presentar proyectos de presupuesto. Las normas orgánicas del 
presupuesto que puede dictar el Concejo tienen que estar sujetas a la ley orgánica de presupuesto, por disposición de ellas 
mismas y de la Constitución Política, artículo 313 numeral 5º. Por tanto, esta competencia es residual, es decir, que solamente 
puede tocar aspectos no regulados por la Constitución y la Ley, a condición de que no las contraríe. FUENTE LEGAL: 
Constitución Política art. 313 Ley 136/94, art. 32, num. 10 Ley 179/94, art. 52 ACTUALIZADO 18/11/2009 

141 . CUÁNDO PUEDE EL CONCEJO CITAR A LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALES? 

Los Concejos tienen la facultad de citar a los secretarios, jefes de departamento administrativo, al personero, al contralor y a 
los representantes legales de las entidades descentralizadas, con una anticipación de cinco días, y enviando el cuestionario 
escrito, sobre el cual se realizará el debate. El control político del Concejo es la facultad legal para pedir explicaciones a los más 
altos funcionarios municipales acerca del ejercicio de las funciones a su cargo, la obligación de éstos de suministrarlas y el 
derecho del Concejo de reprocharlas. Si bien los concejos son corporaciones administrativas, no por ello se debe concluir que 
es extraño a estas corporaciones el ejercicio de funciones de control sobre la gestión gubernamental municipal. La citación debe 
hacerse con un cuestionario, donde específicamente se hagan preguntas relativas a las funciones del funcionario citado. La 
finalidad de hacer este cuestionario previo es que el funcionario prepare los datos y hechos necesarios para dar la respuesta al 
Concejo. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 38 Corte Constitucional, sentencia C-405/98 ACTUALIZADO 18/11/2009 

142 . CÓMO DEBE PROCEDERSE PARA QUE EL CONCEJO PROMUEVA UNA MOCIÓN DE CENSURA 
CONTRA UN FUNCIONARIO DEL MUNICIPIO? 

La moción de censura se constituye en una herramienta creada por el acto legislativo 01 del 27 de junio del 2007, por medio 



del cual el Congreso de la República modificó los numerales 8 y 9 del artículo 135 -299 y 312 y se adicionan dos numerales a 
los artículos 300 y 313 de la Constitución Política de Colombia. En este caso estudiaremos lo pertinente a la moción de censura 
que promueven los concejos municipales el artículo 313 de la Constitución Política de Colombia enuncia: 11. Adicionado por el 
art. 6, Acto Legislativo 01 de 2007, así: En las capitales de los departamentos y los municipios con población mayor de 
veinticinco mil habitantes, citar y requerir a los secretarios del despacho del alcalde para que concurran a las sesiones. Las 
citaciones deberán hacerse con una anticipación no menor de cinco (5) días y formularse en cuestionario escrito. En caso de 
que los Secretarios no concurran, sin excusa aceptada por el Concejo Distrital o Municipal, este podrá proponer moción de 
censura. Los Secretarios deberán ser oídos en la sesión para la cual fueron citados, sin perjuicio de que el debate continúe en 
las sesiones posteriores por decisión del concejo. El debate no podrá extenderse a asuntos ajenos al cuestionario y deberá 
encabezar el orden del día de la sesión. Los concejos de los demás municipios, podrán citar y requerir a los Secretarios del 
Despacho del Alcalde para que concurran a las sesiones. Las citaciones deberán hacerse con una anticipación no menor de 
cinco (5) días y formularse en cuestionario escrito. En caso de que los Secretarios no concurran, sin excusa aceptada por el 
Concejo Distrital o Municipal, cualquiera de sus miembros podrá proponer moción de observaciones que no conlleva al retiro del 
funcionario correspondiente. Su aprobación requerirá el voto afirmativo de las dos terceras partes de los miembros que 
integran la corporación. 12. Adicionado por el art. 6, Acto Legislativo 01 de 2007, así: Proponer moción de censura respecto de 
los Secretarios del Despacho del Alcalde por asuntos relacionados con funciones propias del cargo o por desatención a los 
requerimientos y citaciones del Concejo Distrital o Municipal. La moción de censura deberá ser propuesta por la mitad más uno 
de los miembros que componen el Concejo Distrital o Municipal. La votación se hará entre el tercero y el décimo día siguientes 
a la terminación del debate, con audiencia pública del funcionario respectivo. Su aprobación requerirá el voto afirmativo de las 
dos terceras partes de los miembros que integran la Corporación. Una vez aprobada, el funcionario quedará separado de su 
cargo. Si fuere rechazada, no podrá presentarse otra sobre la misma materia a menos que la motiven hechos nuevos. La 
renuncia del funcionario respecto del cual se haya promovido moción de censura no obsta para que la misma sea aprobada 
conforme a lo previsto en este artículo. FUENTE LEGAL: ARTICULO 313 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA Acto Legislativo 01 de 
2007 ACTUALIZADO 18/11/2009 

143 . CÓMO ESTÁ CONFORMADA LA MESA DIRECTIVA DEL CONCEJO? 

La Mesa Directiva del Concejo está integrada por un presidente y dos vicepresidentes, los que son elegidos separadamente por 
la corporación para periodos de un año. No son reelegibles consecutivamente. La primera vicepresidencia corresponde a las 
minorías políticas del Concejo. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 28 ACTUALIZADO 18/11/2009 

144 . SI LA MESA DIRECTIVA DEL CONCEJO SE POSESIONÓ EL 3 DE ENERO, ¿HASTA CUÁNDO VA SU 
PERIODO? 

El periodo de las mesas directivas de los concejos es de un año. Así como el periodo de los concejos es institucional y fijo, 
también lo es el de la mesa directiva, por lo que su periodo va del 1 de enero al 31 de diciembre de cada año, 
independientemente del día de su posesión. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 28 ACTUALIZADO 18/11/2009 

145 . QUÉ ES EL QUÓRUM EN UN CONCEJO? 

El quórum es el número mínimo de miembros de la corporación necesario para que ésta pueda deliberar o tomar decisiones. 
Para deliberar, el quórum es de una cuarta parte de los miembros. Para tomar decisiones, el quórum es la mitad más uno de 
sus miembros. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 29 ACTUALIZADO 18/11/2009 

146 . I EL REGLAMENTO DEL CONCEJO NO ES COMPATIBLE CON ALGUNAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
617 DE 2000, ¿QUÉ DEBE HACERSE? 

Por tratarse de incompatibilidad de normas de diferente jerarquía, se aplica de preferencia lo dispuesto en la Ley. Las 
disposiciones contenidas en el reglamento del Concejo que sean contrarias a lo establecido en la Ley 617/94 son inaplicables, 
mientras el Concejo procede a su reforma. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 31 ACTUALIZADO 18/11/2009 

148 . CÓMO SE SUPLE LA VACANTE DEL SECRETARIO DEL CONCEJO? 

Si la falta del secretario del concejo es absoluta, debe elegirse un nuevo secretario para el resto del período. Las ausencias 
deberán suplirse de acuerdo con lo previsto en el reglamento del Concejo. El periodo del secretario del Concejo es de un año, 
que se inicia el 1 de enero y culmina el 31 de diciembre. Quiere decir que es un funcionario de período que no pertenece a la 
carrera administrativa y que puede ser reelegido a criterio de la misma corporación. Ninguno de los miembros del concejo 
municipal puede ser designado secretario de la corporación. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 37 1333/86, art. 77 
ACTUALIZADO 18/11/2009 

149 . CUÁNDO DEBEN EFECTUARSE LAS SESIONES DEL CONCEJO MUNICIPAL? 

En los municipios de categoría especial, primera y segunda, los concejos tienen tres periodos de sesiones al año. El primer 
periodo, durante el primer año de sesiones, va del 2 de enero al último día de febrero. En los años restantes, el primer periodo 
va del 1 de marzo al 30 de abril. El segundo periodo de sesiones ordinarias va del 1 de junio al 31 de julio, y el tercer periodo 



del 1 de octubre al 30 de noviembre. En los municipios de categoría tercera a sexta, los concejos municipales tienen cuatro 
periodos de sesiones ordinarias en los meses de febrero, mayo, agosto y noviembre. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 23 
Articulo 2 Ley 1148 de 2007 ACTUALIZADO 18/11/2009 

150 . PUEDE SESIONAR EL CONCEJO FUERA DE SU SEDE? 

No. Las sesiones del Concejo solamente pueden realizarse en el recinto oficialmente señalado, el cual debe estar ubicado en la 
cabecera municipal. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 23 Decreto 1333/86, art. 78 Corte Constitucional, sentencia T-028 
octubre de 2003 ACTUALIZADO 18/11/2009 

151 . QUÉ REQUISITOS DEBEN REUNIRSE PARA PODER SER ELEGIDO CONTRALOR MUNICIPAL Y 
QUIÉN LO ELIGE? 

Para ser elegido contralor municipal se requiere ser ciudadano en ejercicio, ser mayor de 25 años y acreditar título 
universitario. No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el último año miembro de la asamblea o concejo que deba hacer la 
elección, ni quien haya ocupado cargo público del orden departamental, distrital o municipal, salvo la docencia. El contralor 
municipal es elegido por el Concejo de terna integrada por dos candidatos presentados por el Tribunal Superior de Distrito 
judicial y uno por el Tribunal Administrativo correspondiente. Ningún contralor podrá ser reelegido. FUENTE LEGAL: 
Constitución Política, art. 272, inc. 6 Ley 136/94, art. 158 Consejo de Estado, Sección Quinta, sentencia de noviembre 10 de 
1995, exp. 1443 ACTUALIZADO 18/11/2009 

152 . PUEDE SER ELEGIDO CONTRALOR MUNICIPAL UN CONCEJAL SALIENTE? 

No, puesto que es el Concejo quien debe elegir al contralor municipal y expresamente se establece como inhabilidad el haber 
sido miembro del concejo que debe hacer la elección. FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 272, inc. 7 Consejo de Estado, 
Sección Quinta, sentencia de septiembre 15 de 1995, exp. 1387 ACTUALIZADO 18/11/2009 

153 . QUÉ INHABILIDADES ESTÁN ESTABLECIDAS PARA SER ELEGIDO CONTRALOR MUNICIPAL? 

Solamente son aplicables al contralor municipal las inhabilidades establecidas en la Constitución Política, pues las de origen 
legal son inaplicables, de acuerdo con reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado que ha establecido que como en el 
Artículo 272, inciso 7, de la Constitución Política, no se autorizó al legislador para señalar otras causales de inhabilidad, y por 
ser ésta norma de normas, se debe hacer uso de la excepción de inconstitucionalidad, a saber: haber sido miembro, durante el 
año anterior a la elección, del concejo que debe hacer la elección, o haber ocupado un cargo en el municipio, salvo la docencia. 
FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 272, inc. 7 Ley 136/93, art. 163 LEY 330 ARTICULO 6 Consejo de Estado, Sección 
Quinta, sentencia de septiembre 15 de 1995, exp. 1387 ACTUALIZADO 18/11/2009 

154 . CUÁL ES PERÍODO DE LOS CONTRALORES MUNICIPALES? 

Los contralores son elegidos para un periodo de cuatro años, coincidente con el de los alcaldes, y dicha elección debe 
verificarse dentro de los primeros diez días del mes de enero. Si bien la ley dice para un periodo igual al de los alcaldes, luego 
de que la Corte Constitucional declarara que el periodo de los alcaldes es subjetivo y personal, debe entenderse que cuando se 
elige a un alcalde cuyo periodo difiere del periodo institucional del concejo, esta coincidencia no se da, sino que el periodo del 
contralor coincide necesariamente con el del concejo. Tiene 15 días calendario para posesionarse. En caso de fuerza mayor, 
este término se prorrogará por otros 15 días. FUENTE LEGAL: Ley 330 de 1996 articulo 4 Corte Constitucional, Sentencia C- 
448/97 (Declaró inexequible el art. 85 de la Ley 136/94) Consejo de Estado, Sección Quinta, sentencia de sep. 29/00, exp. 
2416 ACTUALIZADO 18/11/2009 

155 . PUEDE EL CONTRALOR SALIENTE SER ELEGIDO CONCEJAL? 

No. Los contralores no pueden aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus funciones. 
Tampoco pueden ejercer empleo oficial del respectivo distrito o municipio, salvo el ejercicio de la docencia. Sólo el Concejo 
puede admitir la renuncia que presente el contralor distrital o municipal, y proveer las vacantes. FUENTE LEGAL: Constitución 
Política, art. 272, inc. 8 Ley 136/94, art. 161 art. 164 Ley 617/00, art. 51 ACTUALIZADO 18/11/2009 

157 . EN CUÁLES CASOS ESTÁN OBLIGADOS LOS MUNICIPIOS Y DISTRITOS A SUPRIMIR LAS 
CONTRALORÍAS? 

El artículo 21 de la Ley 617 de 2000, que modifico el artículo 156 de la Ley 136 de l.994, establece que los municipios y 
distritos de categorías especial, primera, y segunda con más de 100.000 habitantes tienen la obligación de suprimir las 
contralorías cuando se establezca su incapacidad económica para financiar los gastos de funcionamiento del órgano de control 
fiscal. Sin embargo, esta incapacidad económica debe ser refrendada por la contaduría general de la Nación FUENTE LEGAL: 
Ley 617/00, art. 21 decreto 2044 de 2002 circular 001 de la contraloria general de la nación 10 de diciembre de 2003 



ACTUALIZADO 18/11/2009 

158 . QUÉ INHABILIDADES TIENEN LOS CONTRATISTAS DEL MUNICIPIO? 

Los contratistas del municipio están sometidos al mismo régimen de inhabilidades que se aplica a todos los contratistas del 
estado, que se encuentran consagradas en el Estatuto de Contratación Pública. FUENTE LEGAL: Ley 80/93, art. 8 
ACTUALIZADO 18/11/2009 

159 . EN QUÉ CONSISTE LA DESCENTRALIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

La descentralización administrativa consiste en que las competencias del Estado se distribuyen en diferentes entidades, que 
gozan de autonomía para su ejercicio. En Colombia, el criterio general es que la prestación de los servicios corresponde a los 
Municipios; el control sobre tal prestación de servicios corresponde a los Departamentos; y la definición de planes, políticas y 
estrategias corresponde a la Nación. La descentralización puede ser: Territorial, que es el traslado de funciones de la Nación a 
las entidades territoriales (Departamentos, distritos y municipios). Por servicios: se le concede personería jurídica propia a 
ciertos servicios que se aíslan del conjunto. Cuando el municipio crea un establecimiento público encargado de la prestación de 
determinados servicios, se habla de descentralización. Ejemplos: empresas de teléfonos, de aseo, de acueducto, etc. Por 
colaboración: en este caso no existe otro ente público; son los particulares quienes ejercen la función administrativa, por 
ejemplo las Cámaras de Comercio, cuando inscriben a los comerciantes, o el registro de proponentes. FUENTE LEGAL: Ley 
489/98, art. 7 Corte Constitucional- Sentencia C. 1258 de 2001 ACTUALIZADO 18/11/2009 

161 . A BOGOTÁ SE APLICA EL RÉGIMEN DE LOS MUNICIPIOS? 

Actualmente el régimen aplicable al Distrito Capital está contenido en el decreto Legislativo 1421 de 1993. Al efecto lo ha 
reiterado el Consejo de Estado en diversas oportunidades así: El artículo 322 de la Carta Política consagra una jerarquía 
normativa especial, aplicable al Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá, así: en primer lugar, las normas constitucionales 
previstas para el Distrito Capital; en segundo lugar, las disposiciones especiales dictadas por el mismo, que en este caso son 
las contenidas en el Decreto 1421 de 1.993; y, en tercer lugar, las normas constitucionales y legales vigentes para los 
municipios. Los artículos 50 al 60 de la ley 617 establece que se aplicará las disposiciones, como por ejemplo: inhabilidades, 
incompatibilidades y prohibiciones para ser elegido a cargo de elección popular contenidas en esa norma para los concejales, 
ediles, contralor y personero de Bogotá. FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 322 Decreto 1421/93, art. 1 Ley 617 de 
2000 artículos 50 al 60 Consejo de Estado, Exp. 5220 septiembre 30 de 2000 ACTUALIZADO 16/04/2010 

162 . SON EMPLEADOS PÚBLICOS LOS MIEMBROS DE LA JUNTA DIRECTIVA DE UNA EMPRESA 
SOCIAL DEL ESTADO? 

Los miembros de las juntas directivas, aunque ejercen funciones públicas, no adquieren por ello la calidad de empleados 
públicos. Si se trata de funcionarios públicos no pueden recibir remuneración por su pertenencia a teles juntas. FUENTE LEGAL: 
Ley 489/98, art. 69 Ley 136/94, art. 144 Decreto 1333/86, arts. 161 y 162 ACTUALIZADO 18/11/2009 

163 . CÓMO PUEDE SER REMOVIDO UN FUNCIONARIO ELEGIDO POR EL CONCEJO? 

Solamente pueden ser removidos o suspendidos antes del vencimiento de su periodo por decisión judicial o de la Procuraduría 
General de la Nación. FUENTE LEGAL: Decreto 1333/86, art. 103 ACTUALIZADO 18/11/2009 

164 . PUEDE EL ALCALDE FUSIONAR DOS EMPLEOS? 

Si, siempre y cuando la fusión esté de acuerdo con lo previsto al respecto en los Acuerdos Municipales y con ello no exceda el 
monto global fijado para gastos de personal en el presupuesto inicialmente aprobado, teniendo en cuenta las escalas que se le 
asignan a cada cargo. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 91, lit. d, num. 4 Decreto 1569 de l.998 ACTUALIZADO 18/11/2009 

166 . CUÁL ES RÉGIMEN DE INCOMPATIBILIDADES PARA LOS INTEGRANTES DE LAS JUNTAS 
ADMINISTRADORAS LOCALES? 

El régimen de inhabilidades de los miembros de las Juntas Administradoras Locales es el establecido en la Ley 136 de 1994 
(artículo 126) y en la Ley 617 de 2000 (artículo 44), que tienen que ver con la prohibición de aceptar cargos públicos, celebrar 
contratos o ser miembros de las juntas directivas de entidades municipales. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 126 Ley 617/00, 
art. 44 ACTUALIZADO 18/11/2009 

167 . CUÁNDO PUEDE PERDER UN MIEMBRO DE LA JUNTA ADMINISTRADORA LOCAL SU 
INVESTIDURA? 

Los miembros de las Juntas Administradoras Locales pierden su investidura por violación al régimen de inhabilidades, conflicto 



de intereses, inasistencia a cinco reuniones en donde se voten proyectos, por no tomar posesión del cargo a tiempo, por 
indebida destinación de dineros públicos y por tráfico de influencias. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 48 Ley 136/94, art. 119 
LEY 734 DE 2002 ACTUALIZADO 18/11/2009 

168 . QUIÉN DEBE EXPEDIR EL MANUAL DE FUNCIONES PARA LOS FUNCIONARIOS DEL MUNICIPIO? 

El Alcalde, puesto que el señalamiento de las funciones concretas y especiales de cada uno de los empleos corresponde al 
Alcalde, dentro del marco establecido por el Concejo. FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 315, num. 7 Ley 136/94, art. 
91, lit. d, num. 2 ACTUALIZADO 18/11/2009 

169 . CUÁL ES RÉGIMEN DE INHABILIDADES PARA LOS INTEGRANTES DE LAS JUNTAS 
ADMINISTRADORAS LOCALES? 

Las inhabilidades específicas establecidas para los miembros de las Juntas Administradoras Locales son tres: haber sido 
condenado a pena privativa de la libertad (excepto en casos de delitos culposos o políticos), dentro de los diez años anteriores 
a la elección; haber sido sancionado con destitución de un cargo público, excluido del ejercicio de una profesión o haber sido 
sancionado más de dos veces por faltas a la ética profesional; y ser miembro de corporaciones públicas de elección popular, 
servidor público o miembro de las juntas y consejos directivos de una entidad pública. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 124 
ACTUALIZADO 18 /11/2009 

170 . DOS MUNICIPIOS SE PUEDEN FUSIONAR? 

Si. Cuando un municipio no cumpla con los límites de gastos de funcionamiento establecidos en la Ley, deberá adoptar un 
programa de saneamiento para ajustarse a dichos límites. Si no se consigue, la Asamblea Departamental adoptará un plan de 
desempeño, de máximos dos años, para lograrlo. Si aún así no se ajusta a los límites de gastos de funcionamiento, la 
Asamblea decidirá la fusión con otro u otros municipios del Departamento. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 19 Ley 136/94, art. 
20 ACTUALIZADO 18/11/2009 

171 . PUEDE CAMBIARSE LA CABECERA DE UN MUNICIPIO? 

Si, cuando graves motivos de calamidad pública lo aconsejen, o cuando otro lugar del municipio haya adquirido mayor 
importancia demográfica y económica. El cambio debe hacerlo la Asamblea Departamental por iniciativa del Gobernador y 
previo concepto del organismo departamental de planeación. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 19 ACTUALIZADO 18/11/2009 

172 . EN QUÉ ASPECTOS SE TOMA EN CUENTA LA CATEGORÍA DEL MUNICIPIO? 

Se toma en cuenta para establecer el número de concejales y el periodo de sesiones del Concejo; el nivel salarial de los 
funcionarios; delimitar las competencias en los planes de desarrollo y de ordenamiento territorial; y para establecer la 
contraloría municipal. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, arts. 2 y ss. Ley 136/94, art. 7 Decreto 192/01, art. 2 ACTUALIZADO 
18/11/2009 

174 . CÓMO SE DETERMINA A QUÉ CATEGORÍA CORRESPONDE UN MUNICIPIO? 

Es a los Concejos Municipales y Distritales a quienes corresponde determinar, mediante acuerdo y en el tercer periodo de 
sesiones de cada año, la categoría en que se encuentre el municipio o distrito para el año siguiente. Para ello, el Alcalde debe 
presentar una certificación del Contralor General de la República sobre los ingresos de libre destinación, y del DANE sobre 
población. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 2 Ley 136/94, art. 6º. Corte Constitucional, sentencia C-1098/01 ACTUALIZADO 
18/11/2009 

177 . QUIÉN PUEDE CREAR MUNICIPIOS? 

Las Asambleas Departamentales, mediante Ordenanzas en las que establezcan los límites del nuevo municipio, su cabecera 
municipal, apropie los recursos necesarios para su funcionamiento y determine el porcentaje de deuda pública que le 
corresponda al nuevo municipio de aquella que estaba en cabeza de los municipios de los cuales se segrega. También pueden 
crearse a través de la consulta popular, caso en el cual la Asamblea debe tramitar obligatoriamente la Ordenanza que acoja la 
decisión positiva de la población. FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 300, num. 6 Constitución Política, art. 105 Ley 
136/94, art. 16 Ley 617/00 artículo 15 ACTUALIZADO 18/11/2009 

178 . QUÉ ES LA AFINIDAD? 

El parentesco por afinidad es el que se establece con los parientes consanguíneos del cónyuge. FUENTE LEGAL: Código Civil, 
art. 44 AL 50 ACTUALIZADO 18/11/2009 



181 . CÓMO SE CUENTAN LOS GRADOS DE PARENTESCO? 

Los grados de parentesco se calculan contando por generaciones hasta llegar al antepasado común, de ida y vuelta. Por 
ejemplo, padres e hijos se encuentran en primer grado de consanguinidad, pues hay una sola generación entre ellos; entre 
abuelo y nietos, segundo grado; los primos se encuentran en cuarto grado de consanguinidad, pues hay dos generaciones 
hasta el antepasado común, que es el abuelo, y otras dos hasta llegar al primo; tíos y sobrinos se encuentran en tercero grado 
de consanguinidad entre sí. Los grados de afinidad se calculan de la misma manera, pero con respecto a los consanguíneos del 
cónyuge. Así, suegro y nuera están en primer grado de afinidad, los cuñados, en segundo grado de afinidad, etc. FUENTE 
LEGAL: Código Civil, art. 44 AL 50 ACTUALIZADO 18/11/2009 

183 . QUIÉN CREA LOS CARGOS EN UNA PERSONERÍA? 

La creación, supresión y fusión de los empleos de la personería corresponde al Concejo Municipal a iniciativa del Personero. 
Éste es quien tiene la facultad de señalar las funciones específicas de los empleados de la personería, en concordancia con los 
Acuerdos correspondientes. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 181 ACTUALIZADO 18/11/2009 

184 . DE DÓNDE SE PAGA EL SALARIO DE LOS FUNCIONARIOS DE LA PERSONERÍA? 

Del presupuesto asignado para el funcionamiento de las personerías, aprobado por los concejos municipales, respetando los 
límites establecidos en la Ley 617 de 2000. El ordenador del gasto es el personero. FUENTE LEGAL: Ley 617/00, art. 10 Ley 
136/94, art. 178 ACTUALIZADO 18/11/2009 

187 . PUEDE EL ALCALDE DESTITUIR AL SECRETARIO DE LA PERSONERÍA? 

No puede. Esta es una atribución que corresponde al personero municipal, como consecuencia de lo establecido en el 181 de la 
ley 136 que determina: FACULTADES DE LOS PERSONEROS. Sin perjuicio de las funciones que les asigne la Constitución y la 
ley, los personeros tendrán la facultad nominadora del personal de su oficina, la función disciplinaría, la facultad de ordenador 
del gasto asignados a la personería y la iniciativa en la creación, supresión y fusión de los empleos bajo su dependencia, 
señalarles funciones especiales y fijarles emolumentos con arreglo a los acuerdos correspondientes. FUENTE LEGAL: Ley 
136/94, art. 181 ACTUALIZADO 18/11/2009 

188 . QUÉ REQUISITOS DEBE REUNIR UNA PERSONA PARA PODER SER ELEGIDO PERSONERO? 

Para ser elegido personero municipal se requiere ser colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio y ser abogado titulado 
en los municipios de categoría especial, primera y segunda. En las restantes categorías, basta con haber terminado estudios de 
derecho. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 173 ACTUALIZADO 18/11/2009 

189 . CÓMO SE SUPLEN LAS FALTAS TEMPORALES DE LOS PERSONEROS? 

Las faltas temporales del personero las suple el funcionario de la personería que le siga en jerarquía, si cumple con las 
calidades exigidas para ser personero titular. De lo contrario, el reemplazo deberá ser designado por el Concejo Municipal. Si 
éste no se encuentra reunido, la designación la hará el Alcalde. El reemplazo siempre debe cumplir con las calidades exigidas 
para ser elegido personero titular. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 172 ACTUALIZADO 18/11/2009 

190 . EL PERSONERO HACE PARTE DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN? 

No. El personero es un funcionario municipal que cumple con funciones de ministerio público. La autoridad del Procurador 
General de la Nación se circunscribe únicamente al ejercicio de estas funciones. Le corresponde a la personería tener 
preferentemente la titularidad de la acción disciplinaria frente a la administración municipal. FUENTE LEGAL: Constitución 
Política, art. 118 Ley 136/94, art. 173 Ley 734, Título I, art. 2, art. 3 inc. 4 ACTUALIZADO 18/11/2009 

191 . HASTA CUÁNDO SE EXTIENDEN LAS INCOMPATIBILIDADES DEL PERSONERO? 

Las incompatibilidades establecidas para el personero municipal tienen vigencia durante todo el periodo para el que fue elegido, 
y durante doce (12) meses más. En caso de renuncia, las incompatibilidades se mantienen durante doce (12) meses contados a 
partir de la aceptación de la misma. FUENTE LEGAL: Ley 617/94, art. 51 ACTUALIZADO 18/11/2009 

192 . PUEDE SER NOMBRADO PERSONERO EN PROPIEDAD QUIEN ESTABA ENCARGADO DE LA 
PERSONERÍA? 

El Consejo de Estado, sección quinta, sentencia mayo 3 de 2002, exp. 1813 ha dicho al respecto: En relación con la causal de 
inhabilidad establecida en el artículo 174, literal b, de la ley 136, se advierte que si bien es cierto el personero elegido mediante 
el acto demandado ocupó durante el año anterior el mismo cargo en el municipio, lo evidente es que como el mismo no hace 



parte de la administración central o descentralizada, puesto que integra el Ministerio Público, y es de control, tal inhabilidad no 
se configura FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 174, lit. b) Consejo de Estado, sección 5, sentencia 3 de mayo de 2002 exp. 
1813 ACTUALIZADO 18/11/2009 

195 . EL PERIODO DE LOS PERSONEROS ES PERSONAL O INSTITUCIONAL? 

Es institucional. La ley establece claramente las fechas en que debe ser elegido y posesionarse. Establece también 
expresamente que las faltas absolutas deben suplirse con la elección de un nuevo personero, únicamente para el periodo 
restante. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 170 - 172 LEY 1031 DE 2006 ACTUALIZADO 18/11/2009 

196 . EL PERSONERO ELEGIDO NO SE POSESIONÓ, POR LO QUE EL CONCEJO ELIGIÓ A OTRA 
PERSONA. EL PRIMERO EXIGE QUE SE LE POSESIONE A ÉL. ¿QUÉ DEBE HACERSE? 

Quienes aleguen haber sido válidamente elegidos para el mismo periodo, deben entregar al Alcalde, dentro de los diez días 
siguientes a la elección, las pruebas en que fundan su pretensión. El alcalde puede también reunir la documentación que 
considere pertinente. Si se determina que el primero de los elegidos no se posesionó por su culpa, dentro del término legal 
(primero de marzo), deberá darse posesión al segundo. En el entretanto, continuará ejerciendo el cargo la persona que venía 
desempeñándolo. FUENTE LEGAL: Decreto 1333/86, art. 101 Ley 136/94, art. 170 y 171 ACTUALIZADO 18/11/2009 

197 . ANTE QUIÉN DEBE POSESIONARSE EL PERSONERO MUNICIPAL? 

El personero debe posesionarse ante el respectivo Concejo Municipal. Si por cualquier causa no es posible, se posesionará ante 
el juez civil o promiscuo municipal primero o único del lugar. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 171 ACTUALIZADO 18/11/2009 

198 . PUEDE EL PERSONERO MUNICIPAL EJERCER COMO ABOGADO CONSULTOR? 

No puede. A los personeros les está prohibido el ejercicio de su profesión, con excepción de la cátedra. FUENTE LEGAL: Ley 
136/94, art. 175 ACTUALIZADO 18/11/2009 

199 . PUEDE REELEGIRSE AL PERSONERO MUNICIPAL? 

El Consejo de Estado sección quinta, sentencia mayo 3 de 2002, exp. 1813 ha dicho al respecto: En relación con la causal de 
inhabilidad establecida en el artículo 174, literal b, de la ley 136, se advierte que si bien es cierto el personero elegido mediante 
el acto demandado ocupo durante el año anterior el mismo cargo en el municipio, lo evidente es que como el mismo no hace 
parte de la administración central o descentralizada, puesto que integra el Ministerio Público y es de control, tal inhabilidad no 
se configura. Lo anterior ya que, para la Sala, no se configuran las causales de inhabilidad que establecen los numerales 2 y 5 
del art. 95 de la Ley 136 para los alcaldes, hoy modificado para el art. 37 de la Ley 617 del 2000. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, 
art. 174, lit. b Sentencia Consejo de Estado mayo 3 de 2002 exp. 1813 ACTUALIZADO 18/11/2009 

200 . CÓMO DEBE FIJARSE EL SALARIO DEL PERSONERO? 

La asignación mensual de los personeros debe ser igual o menor a la establecida para el Alcalde, sin importar la categoría del 
municipio. Lo anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la ley 617 de 2000 "El monto de los salarios 
asignados a los contralores y personeros de los municipios y distritos, en ningún caso podrá superar el ciento por ciento 
(100%) del salario del alcalde¿. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, art. 177 Lay 617 de 200 artículo 22 Corte Constitucional, 
sentencia C-223/95 ACTUALIZADO 18/11/2009 

201 . EL PRESIDENTE DEL CONCEJO SUSPENDIÓ PROVISIONALMENTE UN ACUERDO POR 
CONSIDERARLO ILEGAL. ¿PUEDE HACERLO? 

No puede. Un acuerdo aprobado y sancionado goza de la presunción de legalidad, y únicamente puede ser anulado o 
suspendido provisionalmente por la justicia administrativa, en este caso el Tribunal Administrativo con jurisdicción en el 
municipio. FUENTE LEGAL: Decreto 2304/89, art. 31 ACTUALIZADO 18/11/2009 

202 . QUÉ INHABILIDADES ESTÁN ESTABLECIDAS PARA SER SECRETARIO DE GOBIERNO? 

El cargo de secretario de gobierno no es uno de los señalados por la Ley como de periodo, por lo que no tiene establecidas 
inhabilidades particulares; razón por la cual se le aplican las inhabilidades genéricas para los funcionarios públicos, señaladas 
en la Constitución Política art. 122 y en el Capitulo IV, art. 36 y ss. de la Ley 734 de 2002. El Acto Legislativo 01 de 2004. 
establece al respecto: Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, no podrán ser inscritos como candidatos a 
cargos de elección popular, ni elegidos, ni designados como servidores públicos, ni celebrar personalmente, o por interpuesta 
persona, contratos con el Estado, quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que afecten 
el patrimonio del Estado. Tampoco quien haya dado lugar, como servidor público, con su conducta dolosa o gravemente 
culposa, así calificada por sentencia judicial ejecutoriada, a que el Estado sea condenado a una reparación patrimonial, salvo 



que asuma con cargo a su patrimonio el valor del daño. FUENTE LEGAL: Constitución Política art. 122, Acto legislativo 01 de 
2004 ACTUALIZADO 18/11/2009 

203 . PUEDE SER NOMBRADO SECRETARIO DEL CONCEJO EL PERSONERO SALIENTE? 

No, puesto que la vigencia de las incompatibilidades del personero se mantiene durante el año siguiente al vencimiento del 
periodo para el cual fue elegido. FUENTE LEGAL: Ley 617/2000, art. 51 ACTUALIZADO 18/11/2009 

204 . EL SECRETARIO DEL CONCEJO ES DEMANDANTE DEL MUNICIPIO. ¿ESTÁ INHABILITADO POR 
ELLO? 

El hecho de ser demandante del municipio no inhabilita a ninguna persona para ejercer cargos públicos, en cualquier nivel. La 
única inhabilidad establecida específicamente en la Ley para los secretarios de los concejos, consiste en la prohibición de que 
sean nombrados como tales los miembros del Concejo. FUENTE LEGAL: Decreto 1333/86, art. 77 ACTUALIZADO 18/11/2009 

205 . PUEDE EL CONCEJO NOMBRAR AL SECRETARIO EN SESIONES EXTRAS? 

El secretario del concejo debe elegirse el primer día del periodo legal respectivo. En caso de faltas absolutas se elegirá el 
reemplazo por el resto del periodo. En este último caso, nada impide que el secretario del concejo sea elegido durante las 
sesiones extraordinarias, pues la norma que ordena que durante éstas el concejo únicamente se ocupe de los temas puestos a 
su consideración por parte del alcalde, se refiere al ejercicio de las atribuciones legales del Concejo, no al cumplimiento de sus 
funciones administrativas internas. Por el contrario, la falta de secretario impide que el Concejo pueda ocuparse de los asuntos 
puestos a su consideración. FUENTE LEGAL: Ley 136/94, arts. 23 paragrafo. 35, 36, 37 ACTUALIZADO 18/11/2009 

206 . A QUIÉN CORRESPONDE EL NOMBRAMIENTO DEL TESORERO MUNICIPAL? 

El tesorero municipal es de libre nombramiento y remoción del alcalde. FUENTE LEGAL: Ley 78/86, art. 24 ACTUALIZADO 
18/11/2009 

207 . QUÉ REQUISITOS SON NECESARIOS PARA SER DIRECTOR DE LA UMATA? 

Para ser director de la UMATA es necesario ser profesional en áreas agropecuarias, y acreditar experiencia no menor de tres 
años en el sector agropecuario, de medio ambiente o pesquero. FUENTE LEGAL: Ley 607/00, art. 17 paragrafo ACTUALIZADO 
18/11/2009 

208 . QUÉ ES EL PROGRAMA DE GOBIERNO? : 

Es un instrumento de planificación del desarrollo territorial, que en forma ordenada, clara y concertada, le presenta el 
candidato a alcalde municipal a la comunidad, en términos del proyecto de gobierno que tiene previsto desarrollar durante el 
período que dure su administración como alcalde. En este programa el candidato expresa la visión que tiene sobre el desarrollo 
del municipio (aspectos ideológicos); las orientaciones y prioridades que tendrá en su período de gobierno; la intervención y 
resolución de los problemas locales; el direccionamiento del proceso de desarrollo local (formulación de objetivos y metas); y 
las acciones y procedimientos que se formularán para hacer viable estos propósitos (Políticas, estrategias y programas). Su 
importancia radica en que constituye un compromiso entre el alcalde electo y la ciudadanía. Es un auténtico mandato que se 
expresa, primero, en la indicación inequívoca de la orientación que tendrá el desarrollo del municipio durante el período de 
gobierno. Segundo, en la aceptación de las propuestas por parte de los ciudadanos, lo cual se expresa en la votación 
mayoritaria que alcance el alcalde electo. Y, tercero, porque permite a la ciudadanía evaluar las acciones que desarrolle la 
administración municipal, y establecer su articulación y correspondencia con los planteamientos que orientaron el proceso de 
elección del alcalde municipal. Aunque no hay una norma en particular que obligue a los gobiernos municipales a vincularse a la 
formulación del Programa de Gobierno, si hace parte de sus competencias informar a la ciudadanía, fomentar y facilitar la 
participación comunitaria y el ejercicio de los derechos ciudadanos, para lo cual al inicio del año en que se van a realizar los 
comicios electorales para elegir la autoridad local, se debe preparar una información básica sobre el respectivo municipio, que 
sirva de base a los candidatos a alcalde para estructurar sus programas de gobierno. Esta información debe incluir por lo 
menos lo siguiente: Diagnósticos sectoriales; evaluación de políticas, estrategias, programas y proyectos; información 
financiera sobre el registro histórico de las ejecuciones de ingresos y gastos; capacidad de endeudamiento y las proyecciones 
financieras; estadísticas básicas; resultados de la evaluación del plan municipal de desarrollo que se esté ejecutando; y el 
registro detallado de la gestión de proyectos que se realiza por sector, indicando los proyectos en ejecución, los proyectos 
formulados y presentados ante instituciones de los diferentes niveles de gobierno, en busca de asignación de recursos; el 
monto de los recursos solicitados; los proyectos aprobados; y aquellos que aún no se ha iniciado su ejecución. Los programas 
de gobierno deben ser inscritos ante las autoridades electorales de la respectiva jurisdicción. En el momento de su inscripción 
harán parte integral de la misma, y deben ser publicados en el órgano oficial de la entidad territorial respectiva o, en su 
defecto, las administraciones departamentales o municipales ordenarán editar una publicación donde se den a conocer los 
programas de todos los aspirantes, sin perjuicio de su divulgación pública, de acuerdo con la reglamentación en materia de uso 
de medios de comunicación. La vigencia del Programa de Gobierno comprende el lapso entre la inscripción del candidato y la 
respectiva elección del alcalde municipal. Una vez se inicie el período de gobierno de la autoridad municipal, los alcaldes 



elegidos popularmente iniciarán el proceso de formulación del Plan de Desarrollo Municipal para el período respectivo, e 
impartirán las orientaciones para que la elaboración de dicho plan se haga conforme al programa de gobierno presentado al 
inscribirse como candidato. FUNDAMENTO LEGAL: Constitución Política, artículo 259 Ley 131 de 1994, art. 3; art. 39, inciso 1 
de la Ley 152 de 1994 ACTUALIZADO 18/11/2009 

209 . QUÉ IMPLICACIONES LEGALES TIENE EL PROGRAMA DE GOBIERNO? : 

De acuerdo con lo establecido en la Ley 131 de 1994, este programa da origen y estructura el Voto Programático, mediante el 
cual los ciudadanos que votan para elegir alcalde municipal imponen como mandato al elegido el Programa de Gobierno que 
haya presentado como parte integral en la inscripción de su candidatura. El incumplimiento del Programa de Gobierno, durante 
el ejercicio de la administración municipal, puede conducir a la revocatoria del mandato del alcalde. La Ley 741 de 2002 
estableció al reforman las Leyes 131 y 134 de 1994, reglamentarias del voto programático, que: ART. 1º Los artículos 7º de la 
Ley 131 de 1994 y 64 de la Ley 134 de 1994, quedarán así: La revocatoria del mandato procederá, siempre y cuando se surtan 
los siguientes requisitos: 1. Haber transcurrido no menos de un año, contado a partir del momento de la posesión del 
respectivo alcalde o gobernador. 2. Mediar por escrito, ante la Registraduría Nacional, solicitud de convocatoria a 
pronunciamiento popular para revocatoria, mediante un memorial que suscriban los ciudadanos en número no inferior al 40% 
del total de votos que obtuvo el elegido¿. ART. 2ºLos artículos 11 de la Ley 131 de 1994 y 69 de la Ley 134 de 1994, quedarán 
así: Sólo para efectos del voto programático, procederá la revocatoria del mandato para gobernadores y alcaldes, al ser ésta 
aprobada en el pronunciamiento popular por la mitad más uno de los votos ciudadanos que participen en la respectiva 
convocatoria, siempre que el número de sufragios no sea inferior al cincuenta y cinco por ciento (55%) de la votación válida 
registrada el día en que se eligió al respectivo mandatario. Al respecto se pronuncio la Corte Constitucional así: El voto 
programático es una expresión de la soberanía popular y la democracia participativa que estrecha la relación entre los elegidos 
(alcaldes y gobernadores) y los ciudadanos electores. Al consagrar que el elector impone al elegido por mandato un programa, 
el voto programático posibilita un control más efectivo de los primeros sobre estos últimos. La posibilidad de la revocatoria del 
mandato es entonces la consecuencia de esa nueva relación consagrada por la Constitución de 1991. El voto programático 
garantiza la posibilidad de la revocatoria del mandato de alcaldes y gobernadores en particular si éstos incumplen con su 
programa. Esta revocatoria del mandato es la consecuencia lógica del derecho de participación del ciudadano en el ejercicio del 
poder, como lo dispone el artículo 40 superior. En el caso del voto programático es necesario dilucidar quién impone el 
mandato a fin de determinar quién puede revocar a gobernadores y alcaldes. En efecto, quien ha otorgado el mandato es quien 
puede revocar al mandatario, puesto que el mandato es una relación de confianza fundada en el principio de la buena fe, por 
medio de la cual una persona -el mandante- logra hacerse presente en donde no puede estarlo, por medio de otra persona -el 
mandatario-. La posibilidad de excluir del procedimiento de revocatoria a quienes no participaron en la elección no es entonces 
una sanción a quienes no votaron, puesto que en Colombia el voto es libre; esa exclusión es simplemente el corolario del tipo 
de relación que, conforme al artículo 159, se establece entre gobernadores y alcaldes y quienes los eligieron, y un estímulo a la 
participación ciudadana. FUNDAMENTO LEGAL: Artículos 1, 2 de la Ley 131 de 1994; Artículos 64 y ss de la Ley 134 de 1994 y 
Artículos 40 y 103 de la Constitución Política. Ley 741 de 2002, arts. 1 y 2. Corte Constitucional, Sentencia C-011 de l.994 
ACTUALIZADO 18/11/2009 

211 . QUÉ ES UN PLAN DE DESARROLLO MUNICIPAL (PDM) ? 

Es un instrumento de carácter técnico y político que orienta la gestión pública del alcalde y, en general, de la administración 
municipal, durante un período de gobierno. Formula los objetivos de desarrollo del municipio, identifica las metas a alcanzar y 
asigna los recursos financieros, técnicos y humanos para facilitar su ejecución y cumplimiento. El PDM identifica en forma clara, 
precisa e inequívoca lo que la administración municipal proyecta realizar durante su período de gobierno. Su formulación debe 
estar acompañada de un proceso de participación y concertación ciudadana, para que se convierta en la expresión del interés 
general y en el proyecto político de desarrollo del territorio. A partir de la vigencia de la Constitución Política de 1991, se 
estableció la obligatoriedad para las entidades territoriales de elaborar y adoptar entre ellas y el gobierno nacional planes de 
desarrollo, para asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones. La ley 152 de 1994 
reglamentó todo lo relacionado con los procedimientos de elaboración, aprobación, ejecución y contenidos de esos planes, y 
señaló los principios que rigen el proceso de planeación. FUNDAMENTO LEGAL: Constitución Política, Artículo 313 - 339 - 342 - 
Ley 152 de 1994 Sentencia c-538 de l.995 ACTUALIZADO 18/11/2009 

212 . QUÉ RELACIÓN HAY ENTRE EL PLAN DE DESARROLLO MUNICIPAL Y EL PROGRAMA DE 
GOBIERNO DEL ALCALDE ELECTO?: 

El PDM debe reflejar los contenidos que presentó en el programa de gobierno que hace parte integral de la inscripción como 
candidato del alcalde electo. Por eso en el proceso de formulación del PDM el programa de gobierno es uno de los principales 
insumos a tener en cuenta, debido a que refleja la expresión mayoritaria de los ciudadanos que participaron en los comicios 
electorales y los compromisos de hacer que adquirió el candidato. Los cuales debe cumplir, tal como lo establece la Ley 131 de 
1994, que reglamenta el voto programático, y la forma de darle cumplimiento al programa de gobierno, es incorporándolo en el 
PDM. En materia de planeación la tarea prioritaria que tiene el alcalde municipal, al iniciar su período de gobierno, es la 
formulación del PDM. Las diferentes leyes que regulan la dinámica institucional y que definen competencias para el municipio a 
nivel sectorial, señalan la obligación de formular planes para los respectivos sectores. Por ejemplo, salud, educación, medio 
ambiente, etc. Estos planes deben elaborarse siguiendo las orientaciones políticas y metodológicas que presenten los 
respectivos ministerios, y deben aportar al logro de objetivos y metas formuladas en el PDM. FUNDAMENTO LEGAL: Leyes 131 
y 152 de 1994 ACTUALIZADO 18/11/2009 



213 . CUÁLES SON LAS PRINCIPALES NORMAS E INSTRUMENTOS TÉCNICOS QUE SOPORTAN EL 
PROCESO DE PLANEACIÓN DEL MUNICIPIO?: 

La Ley 152 de 1.994 que establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo ; la Ley 131 de 1994 que reglamenta el voto 
programático; la Ley 136 de 1994 que regula lo relacionado con la organización y funcionamiento de los municipios; la Ley 142 
de 1994 que establece el régimen de los servicios públicos; ley 388 de l.997; la Ley 617 de 2000 que reforma parcialmente la 
Ley 136 y dicta normas para fortalecer la descentralización y racionalizar el gasto público nacional; la Ley 715 de 2001 que 
dicta normas en materia de recursos y competencias para las entidades territoriales. Para adelantar el proceso de planeación 
en el municipio se requiere, además, contar con la información que aportan los siguientes instrumentos técnicos: el censo de 
población y vivienda; el plan de desarrollo municipal, los planes sectoriales que se hayan formulado y las evaluaciones 
realizadas; la estratificación socioeconómica; el banco de programas y proyectos de inversión municipal; el sistema de 
identificación de beneficiarios de subsidios para programas sociales (SISBEN); y la política pública de carácter sectorial 
formulada por cada ministerio. FUENTE LEGAL LEY 152 DE 1994 ACTUALIZADO 18/11/2009 

216 . CUÁLES SON LAS AUTORIDADES DE PLANEACIÓN DEL NIVEL TERRITORIAL?: 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 33 de la Ley 152 de 1994, las siguientes son las autoridades de planeación en los 
niveles territoriales: el alcalde o gobernador, máximos orientadores de la planeación en la respectiva entidad territorial; el 
Consejo de Gobierno Municipal, Departamental o Distrital; la Secretaría, Departamento Administrativo u Oficina de Planeación, 
que desarrolla las orientaciones impartidas por el Alcalde o Gobernador, y coordina la formulación del plan con las secretarías, 
departamentos administrativos y entidades descentralizadas departamentales o nacionales, que operen en la jurisdicción; las 
demás Secretarías, Departamentos Administrativos u Oficinas especializadas, en su respectivo ámbito funcional. FUNDAMENTO 
LEGAL: Artículo 33 de la Ley 152 de 1994 ACTUALIZADO 18/11/2009 

217 . CUALES SON LAS INSTANCIAS DE PLANEACIÓN DEL NIVEL TERRITORIAL? 

Son instancias de planeación en las entidades territoriales: las asambleas departamentales, los concejos municipales, distritales 
y de las entidades territoriales indígenas; los Consejos Territoriales de Planeación Municipal, Departamental, Distrital o de las 
Entidades Territoriales Indígenas; y las que llegaren a surgir posteriormente en aplicación de las normas constitucionales. Los 
consejos territoriales de planeación del orden departamental, distrital o municipal los integran las personas que designen el 
Gobernador o el Alcalde, de las ternas que les presenten las correspondientes autoridades y organizaciones, según la 
composición que definan la Asamblea o el Concejo Municipal. Con el fin de conformar y poner en funcionamiento en el 
municipio el Consejo Territorial de Planeación, se requiere que el Concejo Municipal apruebe un acuerdo que determine el 
número de representantes de cada uno de los sectores y los procedimientos de selección de sus miembros. Señala la Ley 152 
que estos consejos deberán estar integrados, como mínimo, por representantes de su jurisdicción territorial de los sectores 
económicos, sociales, ecológicos, educativos, culturales y comunitarios. Para el caso de los Consejos Consultivos de 
Planificación de los territorios indígenas, estarán integrados por las autoridades indígenas tradicionales, y por representantes de 
todos los sectores de las comunidades. Estos consejeros serán designados por el Consejo Indígena Territorial, de ternas que 
presenten cada uno de los sectores o sus organizaciones. Sus funciones son las siguientes: Analizar y discutir el proyecto de 
Plan de Desarrollo Municipal; organizar y coordinar una amplia discusión municipal sobre el proyecto de Plan de Desarrollo 
Municipal, con el fin de garantizar la participación ciudadana; resolver las consultas que sobre el Plan formule el Gobierno 
Municipal o las demás autoridades de planeación; formular recomendaciones a las demás autoridades y organismos de 
planeación sobre el contenido y forma del plan; conceptuar sobre el proyecto del Plan de Desarrollo Municipal. La dependencia 
de planeación de la respectiva entidad territorial prestará al respectivo Consejo el apoyo administrativo y logístico que sea 
necesario para su funcionamiento. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 152 de 1994 art. 34 y art. 35. ACTUALIZADO 18/11/2009 

218 . QUIÉN DEBE PRESENTAR EL PLAN DE DESARROLLO AL CONCEJO MUNICIPAL, Y CUÁL ES EL 
PROCEDIMIENTO PARA LA FORMULACIÓN, APROBACIÓN Y ADOPCIÓN DEL MISMO? 

La competencia para presentar al Concejo Municipal el proyecto del plan de desarrollo municipal la tiene el alcalde. Los planes 
serán sometidos a la consideración del Concejo Municipal para su aprobación, dentro de los primeros cuatro meses del 
respectivo período de gobierno, y el Concejo deberá decidir al respecto, dentro del mes siguiente. Surtiéndose los siguientes 
pasos: - El alcalde elegido impartirá las orientaciones para la elaboración del PDM conforme al programa de gobierno 
presentado al inscribirse como candidato. - Una vez elegido el alcalde respectivo, todas las dependencias de la administración 
territorial y, en particular, las autoridades y organismos de planeación, le presentarán a los candidatos electos y a las personas 
que estos designen para el efecto, todo el apoyo técnico y de información que sea necesario para la elaboración del plan. - Los 
programas y proyectos de cofinanciación de las entidades territoriales tendrán como prioridad el gasto público social, y en su 
distribución territorial se deberá tener en cuenta el tamaño poblacional, el número de personas con necesidades básicas 
insatisfechas y la eficiencia fiscal y administrativa. - El alcalde presentará por conducto del secretario de planeación, o jefe de 
la oficina que haga sus veces en la respectiva entidad territorial, a consideración del Consejo de Gobierno o el cuerpo que haga 
sus veces, el proyecto del plan en forma integral o por elementos o componentes del mismo. Dicho Consejo de Gobierno 
consolidará el documento que contenga la totalidad de las partes del plan, dentro de los dos (2) meses siguientes a la posesión 
del alcalde. - Simultáneamente a la presentación del proyecto de plan a consideración del Consejo de Gobierno o el cuerpo que 
haga sus veces, la respectiva administración territorial convocará a constituirse al Consejo Territorial de Planeación. - El 
proyecto de plan como documento consolidado será presentado por el alcalde a mas tardar dentro de los dos (2) meses 
siguientes a la fecha de su posesión, para análisis y discusión del mismo con el propósito de que rinda su concepto y formule 
las recomendaciones que considere convenientes. En la misma oportunidad la máxima autoridad administrativa deberá enviar 



copia de esta información a la respectiva corporación de elección popular. El incumplimiento del término de cuatro meses 
previsto en el artículo 40 de la Ley 152 de 1994 para hacer la presentación del PDM al concejo municipal, no afecta la nulidad 
del PDM. Los alcaldes que incurran en esta situación quedan incursos en sanción disciplinaria, de conformidad con el artículo 6 
de la Constitución Política y el Código Disciplinario, art. 34, respecto a los deberes del servidor público. FUNDAMENTO LEGAL: 
Constitución Política, Artículo 315, inciso 5; y Artículos 39 y 40 de la Ley 152 de 1994 Artículo 71 de la Ley 136 de 1994 Ley 
734 de 2002 art. 34 Consejo de Estado, Consulta 824 de 27 de mayo de 1996 ACTUALIZADO 18/11/2009 

219 . CÓMO SE EFECTÚA LA APROBACIÓN Y ADOPCIÓN DEL PLAN DE DESARROLLO MUNICIPAL? 

Mediante acuerdo del concejo del respectivo municipio, para lo cual la administración municipal debe presentar ante ese 
organismo, para su aprobación, el proyecto del plan, lo cual puede hacer convocando a sesiones extraordinarias, si es 
necesario. El Concejo deberá decidir al respecto dentro del mes siguiente a su presentación. Si transcurre ese término y el 
Concejo no toma decisión sobre el proyecto de plan, el alcalde podrá adoptarlo a través de un decreto. Toda modificación que 
pretenda introducir el Concejo debe contar con la aceptación previa y por escrito del Alcalde. Sobre este aspecto la Corte 
Constitucional ratificó este punto de la Ley y agregó que el Concejo Municipal sólo verifica si los programas y proyectos 
formulados corresponden a los que motivaron al electorado a elegirlo como autoridad ejecutiva, y a contribuir con sus 
observaciones y sugerencias de modificación si son pertinentes y si el Alcalde las acepta. Al respecto se pronunció la Corte 
Constitucional en sentencia C-538 de 1.995 así: En este sentido la atribución que la Constitución señala para los concejos 
municipales en el numeral 2º del artículo 313, de adoptar los planes de desarrollo que por iniciativa del alcalde sean puestos a 
su consideración, no puede entenderse como un ejercicio tendiente a producir, formal y materialmente, una norma con rango 
de ley, dado que carecen de facultades para el efecto; se trata de que sus miembros asuman la competencia que les asiste 
como representantes de la voluntad popular, de recibir las propuestas elaboradas por otro, en este caso por el alcalde, y 
verificar si los programas y proyectos propuestos corresponden a aquellos que motivaron al electorado a elegirlo como su 
máxima autoridad ejecutiva, y a contribuir con sus observaciones y sugerencias de modificación, si es del caso y si el alcalde 
previamente lo acepta, a perfeccionar esos propósitos, ahora sistematizados en un instrumento de carácter técnico, con el que 
se pretende orientar la gestión administrativa, como es el plan de desarrollo. Esto implica que la materialización de las metas y 
objetivos que contribuirán al logro de ese bienestar social general, esté bajo la responsabilidad directa de aquél que fue elegido 
por haber logrado que la mayoría aceptara y compartiera su propuesta sobre el plan a seguir para alcanzar, por lo menos 
parcialmente, esos propósitos; los candidatos se tornan planificadores y consolidan propuestas que contienen los programas y 
proyectos que a su entender responden a las expectativas y necesidades de la comunidad, y ésta, a través del voto, manifiesta 
cuál de ellas es la que efectivamente corresponde a sus aspiraciones. Siendo ello así, la elección implica para el alcalde el 
compromiso ineludible de desarrollar su propuesta, la cual debe sistematizar formulando el correspondiente plan de desarrollo, 
para luego asumir sus responsabilidades como orientador y director del mismo, pues lo que en principio constituyó su 
programa de gobierno se convierte entonces en un mandato imperativo que ha de estar contenido en un instrumento de 
carácter técnico cuya implementación le corresponde; de ahí que no sea admisible que comparta esas atribuciones con otras 
entidades u organismos, que muy seguramente tendrían otras prioridades y manejarían otra racionalidad.¿ FUNDAMENTO 
LEGAL: Constitución Política art. 313 Artículo 40 de la Ley 152 de 1994 Sentencia de la Corte Constitucional C-538 del 23 de 
noviembre de 1995 ACTUALIZADO 18/11/2009 

220 . CUÁL ES EL TÉRMINO QUE TIENE EL CONSEJO MUNICIPAL DE PLANEACIÓN PARA RENDIR SU 
CONCEPTO SOBRE EL PLAN DE DESARROLLO? 

Una vez presentado por parte del Alcalde el proyecto de plan consolidado, el Consejo Municipal de Planeación dispone de un (1) 
mes para rendir su concepto y formular las recomendaciones que considere convenientes. En la misma oportunidad deberá 
enviar copia de ese concepto al Concejo Municipal. Si transcurre el mes sin que el Consejo de Planeación se hubiere reunido o 
pronunciado sobre la totalidad o parte del proyecto de plan, se considerará surtido el requisito en esa fecha. FUNDAMENTO 
LEGAL: Artículo 39 de la Ley 152 de 1994 ACTUALIZADO 18/11/2009 

221 . CUÁL ES EL CONTENIDO DEL PLAN DE DESARROLLO MUNICIPAL?: 

Señala la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo que los planes de desarrollo de las entidades territoriales estarán integrados por 
una parte general y un plan de inversiones a mediano y corto plazo. La parte general debe contener: - El diagnóstico general 
del municipio, que debe diferenciar las áreas urbana y rural; comprende, por lo menos, el examen de la economía y de los 
principales sectores y grupos sociales. - Los objetivos generales y sectoriales, los cuales deben estar vinculados con la 
intervención y los propósitos de resolución de la problemática identificada en el diagnóstico. - Las metas de mediano y largo 
plazo, que son una expresión cuantitativa de los resultados que se proyectan alcanzar en el mediano o largo plazo. - Las 
políticas y estrategias que comprenden las orientaciones para las acciones que en materia económica, social y ambiental tendrá 
la administración municipal, para lograr los objetivos y metas que se hayan fijado en el PDM. Estas formulaciones deben 
hacerse con base en los contenidos de política y estrategias que contenga el Plan de Desarrollo Nacional y el Plan de Desarrollo 
del respectivo Departamento. - Medios e instrumentos para armonizar los planes sectoriales con los contenidos del Plan de 
Desarrollo del Municipio - El plan de inversiones debe contener: - Un análisis del comportamiento de las finanzas municipales, 
que debe comprender por lo menos las tres últimas vigencias. - El Plan Financiero, que comprende las proyecciones de los 
recursos que el municipio recibirá durante los tres años que dura el período de gobierno, y que tienen disponibilidad para ser 
invertidos. - La identificación en forma clara, precisa y priorizada de los programas y proyectos de inversión para ejecutar 
durante el período. Se debe indicar en esta parte del PDM el costo de cada uno de los proyectos y las fuentes de financiación 
que tendrán. - Los presupuestos plurianuales que deben incluir los costos anualizados de los programas y proyectos de 
inversión pública. - Un análisis de las alternativas de financiación del Plan y de los procedimientos de gestión que se pondrán 
en marcha para conseguir la financiación del PDM. Para el caso de las entidades territoriales indígenas, sus autoridades 



definirán los alcances y los procedimientos para la elaboración, aprobación, ejecución, evaluación y seguimiento de los planes, 
de acuerdo con sus usos y costumbres y atendiendo los principios generales de la Ley 152. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 31 
de la Ley 152 de 1994 ACTUALILZADO 18/11/2009 

222 . CÓMO SE LLEVA A CABO LA EJECUCIÓN DEL PLAN DE DESARROLLO MUNICIPAL? 

El PDM se debe desagregar en planes de acción, de acuerdo con los diferentes sectores que intervienen en los procesos de 
desarrollo del municipio, tales como salud, educación, vías, medio ambiente, agropecuario, entre otros. Los planes operativos 
que definen en forma precisa las acciones que va a hacer cada dependencia de la administración por sector, con el propósito de 
contribuir al desarrollo de los objetivos políticos y de los propósitos estratégicos, y aportar al logro de los objetivos y metas de 
desarrollo que contiene el PDM. La responsabilidad de elaborar los planes de acción le corresponde a las respectivas secretarías 
de la administración municipal, bajo la coordinación de la dependencia de planeación del municipio. Un plan de acción debe 
estar integrado por un diagnóstico sectorial, estrategias, programas, proyectos y una asignación específica de recursos 
financieros, humanos y logísticos, que aseguren su ejecución por parte de la dependencia de la administración municipal 
responsable de adelantar las acciones que éste contenga. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 41 de la Ley 152 de 1994 
ACTUALIZADO 18/11/2009 

223 . QUÉ INSTITUCIONES TIENEN LA COMPETENCIA PARA EVALUAR LOS PLANES DE DESARROLLO 
MUNICIPAL? 

La evaluación de gestión y resultados de los planes y programas de desarrollo e inversión de los municipios le corresponde 
hacerla al organismo departamental de planeación. Esta institución es competente para hacer esta evaluación a todos los 
municipios de su jurisdicción. El Departamento Nacional de Planeación, de manera selectiva, directa o indirectamente, también 
podrá evaluar los programas y proyectos de cualquier municipio. Cada año el Alcalde municipal deberá presentar al Concejo 
Municipal un informe sobre la ejecución del Plan de Desarrollo Municipal. FUNDAMENTO LEGAL: Artículos 29, 42 y 43 de la Ley 
152 de 1994 ACTUALIZADO 18/11/2009 

224 . QUÉ SE REQUIERE PARA DEMOLER, DESPLAZAR O RESTAURAR UN BIEN DE INTERÉS 
CULTURAL?: 

Ningún bien que haya sido declarado de interés cultural podrá ser demolido, destruido, parcelado o removido, sin la 
autorización de la autoridad que lo haya declarado como tal. Para este propósito se debe analizar el acto administrativo que le 
confirió esta condición al inmueble, y hacer las gestiones que sean pertinentes para revocar tal decisión. Con la declaratoria de 
un bien como de interés cultural, la autoridad competente elaborará un plan especial para su protección. Este plan indicará el 
área afectada, la zona de influencia, el nivel permitido de intervención y las condiciones de manejo y el plan de divulgación que 
asegurará el respaldo comunitario a la conservación de estos bienes, en coordinación con las entidades territoriales 
correspondientes. La nación y las entidades territoriales están en la obligación de realizar el registro del patrimonio cultural. Las 
entidades territoriales remitirán periódicamente al Ministerio de Cultura sus respectivos registros, con el fin de que sean 
contemplados en el registro nacional del patrimonio cultural. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 11 y 14 de la Ley 397 de 1997 LEY 
1185 DE 2008 ACTUALIZADO 18/11/2009 

225 . QUÉ ES UN BANCO DE PROYECTOS? 

Es un sistema de información que se ocupa de los programas y proyectos, y del destino de la inversión pública, que se asignan 
para la intervención de problemas, con propósitos de resolución, asociados con el desarrollo territorial y la satisfacción de 
necesidades que tienen diferentes sectores de la población asentada en el territorio. Antes de su incorporación al Sistema de 
Banco, los programas y proyectos se evalúan en los aspectos social, técnico y económico. El Banco consta de cuatro 
componentes, a saber: institucional y legal, metodologías, capacitación, y sistemas computacionales. El marco legal lo 
constituye la Ley 38, con base en la cual se estableció el marco institucional. El Decreto 841 de 1990 estableció los 
procedimientos generales para el funcionamiento del Banco, cuyo elemento básico es el Manual de Operación y Metodologías 
del BPIN. El nivel central del Estado tiene el Banco Nacional de Programas y Proyectos de Inversión Nacional, pero toda entidad 
territorial debe tener constituido su banco, de tal forma que contribuya a consolidar la Red Nacional de Bancos de Programas y 
Proyectos. En el Banco, una vez se cumplan los requisitos técnicos y de viabilidad, se deben inscribir todos los programas y 
proyectos que integran el Plan de Desarrollo, de tal forma que se tenga un registro actualizado de las iniciativas de inversión 
formuladas desde las instituciones que integran los diferentes niveles de gobierno del Estado. De acuerdo con lo establecido en 
la Ley 179 de 1994, no se puede hacer ejecución de ningún proyecto que no haya sido evaluado y registrado en el Banco 
Nacional de Programas y Proyectos. El Decreto 359 de 1995, que reglamenta la Ley 179, señaló que todo programa o proyecto, 
que haga parte del Plan Operativo Anual de Inversiones, deberá estar inscrito en el Banco Nacional de Programas y Proyectos. 
FUNDAMENTO LEGAL: El Banco de Proyectos fue creado por la Ley 38 de 1989 y reglamentado con el Decreto 841 de 1990 Ley 
225 de l.995 ACTUALIZADO 18/11/2009 

226 . QUÉ ES EL BANCO MUNICIPAL DE PROGRAMAS Y PROYECTOS? 

Está definido como un instrumento para la planeación, que registra los programas y proyectos viables técnica, ambiental y 
socioeconómicamente susceptibles de financiación, con recursos del presupuesto general de la nación. Adicionalmente, se 
estableció que los programas y proyectos que se presenten, con base en el respectivo banco de proyectos, tendrán prioridad 



para acceder al sistema de cofinanciación y a los demás programas a ser ejecutados en los niveles territoriales, de conformidad 
con los reglamentos del gobierno nacional y de las autoridades competentes. La Ley 152 estableció que las entidades 
territoriales organizarán y pondrán en funcionamiento bancos de programas y proyectos, y sistemas de información para la 
planeación. Como término para cumplir con este mandato legal, se señaló que los departamentos, distritos y municipios con 
100.000 ó más habitantes deberán hacerlo en un plazo de dieciocho meses (18) y los demás municipios tres años después de 
entrar en vigencia la Ley 152. FUNDAMENTO LEGAL: Artículos 27 y 49, inciso 5 de la Ley 152 de 1994 ACTUALIZADO 
18/11/2009 

227 . QUÉ ES EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL MUNICIPAL?: 

Comprende acciones políticas, administrativos y de planificación física concertadas, que emprenden los municipios o distritos y 
áreas metropolitanas, para disponer de instrumentos eficientes que orienten el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción, y 
regulen la utilización, transformación y ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias de desarrollo socioeconómico, y 
en armonía con el medio ambiente y las tradiciones históricas y culturales. El ordenamiento del territorio complementa la 
planificación económica y social con la dimensión territorial; racionaliza las intervenciones sobre el territorio; y orienta su 
desarrollo y aprovechamiento sostenible, mediante: la definición de las estrategias territoriales de uso, ocupación y manejo del 
suelo, en función de los objetivos económicos, sociales, urbanísticos y ambientales; el diseño y adopción de los instrumentos y 
procedimientos de gestión y actuación que permitan ejecutar actuaciones urbanas integrales y articular las actuaciones 
sectoriales que afectan la estructura del territorio municipal o distrital; y la definición de programas y proyectos que concreten 
estos propósitos. FUNDAMENTO LEGAL: Artículos 5, 6 de la Ley 388 de 1997. ACTUALIZADO 18/11/2009 

228 . QUÉ COMPETENCIAS TIENE EL MUNICIPIO EN EL PROCESO DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL? 

Los municipios y distritos deben formular y adoptar los planes de ordenamiento territorial, y reglamentar de manera específica 
los usos del suelo en las áreas urbanas, de expansión y rurales, de acuerdo con las leyes; optimizar los usos de las tierras 
disponibles; y coordinar los planes sectoriales, en armonía con las políticas nacionales y los planes departamentales y 
metropolitanos. Según el Artículo 23 de la Ley 388 de 1997, cuando los municipios o distritos no formulen ni adopten los planes 
de ordenamiento territorial, en el plazo indicado en el inciso primero del citado artículo, subrogado por el inciso 2º del artículo 
26 de la Ley 546 de 1999, las oficinas de planeación de los departamentos acometerán su elaboración, quedando los proyectos 
sujetos a los procedimientos de concertación y aprobación establecidos en la Ley, trámite para el cual no se fijó plazo. De 
conformidad con el Artículo 3º de la Ley 388 de 1999 (sic), el ordenamiento del territorio constituye en su conjunto una función 
pública y, por ello, es indispensable que los organismos estatales logren la celeridad, eficacia y eficiencia para su pronto y 
cumplido ejercicio, El Decreto 1686 del 2000 determina que cuando los municipios o distritos no hayan aprobado y adoptado 
los planes de ordenamiento territorial, o se encuentren en proceso de formulación, conforme a lo dispuesto en las leyes 388 de 
1997, 507 y 546 de 1999, los gobernadores darán instrucciones a las oficinas de planeación de los departamentos respectivos 
para que, en coordinación con los municipios o distritos correspondientes, acometan su elaboración, siguiendo los 
procedimientos de concertación y aprobación, establecidos en las Leyes 388 de 1997 y 507 de 1999, así como en sus decretos 
reglamentarios. El último plazo para formular y adoptar el Plan de Ordenamiento Territorial venció el 31 de diciembre del año 
2000. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 7, inciso 4 de la Ley 388 de 1997 Decreto 1686 de 2000 sentencia c-795 de 2000 
ACTUALIZADO 18/11/2009 

229 . CUÁL ES LA DIFERENCIA ENTRE EL PLAN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y EL PLAN DE 
DESARROLLO DEL MUNICIPIO? : 

El POT define a largo y mediano plazo un modelo de ocupación del territorio municipal y distrital, señalando su estructura 
básica y las acciones territoriales necesarias para su adecuada organización. En la definición de programas y proyectos de los 
planes de desarrollo de los municipios, se tendrán en cuenta las definiciones de largo y mediano plazo de ocupación del 
territorio. Los POT y los PDM se complementan. Los últimos definen estrategias y programas que afectan condiciones sociales, 
económicas y culturales de una población ubicada en territorio, que debe ser organizada a fin de que no se convierta en una 
restricción al desarrollo, y que aproveche sus potencialidades para contribuir decididamente a ese desarrollo. FUNDAMENTO 
LEGAL: Artículo 21 de la Ley 388 de 1997 ACTUALIZADO 18/11/2009 

230 . LOS MUNICIPIOS QUE NO TIENEN POT APROBADO Y ADOPTADO, ¿PUEDEN CONTINUAR 
EXPIDIENDO LICENCIAS URBANÍSTICAS? : 

La Ley 388 de 1997 y algunos decretos reglamentarios condicionaron la expedición de estas licencias a la aprobación y 
adopción del POT. Sin embargo el Decreto 1686 de 2000, que es la norma vigente que regula estas situaciones, señala que 
mientras se expiden los planes de ordenamiento territorial de los municipios y distritos, las licencias urbanísticas continuarán 
expidiéndose de conformidad con los planes de desarrollo, los planes maestros de infraestructura, los códigos de urbanismo y 
normas urbanísticas vigentes en las materias correspondientes. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 3 del Decreto 1686 de 2000 
ACTUALIZADO 18/11/2009 

231 . CUÁLES SON LOS COMPONENTES DE LOS PLANES DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL? : 

Los Planes de Ordenamiento Territorial deben contemplar los siguientes componentes: El componente general del Plan, el cual 
estará constituido por los objetivos, estrategias y contenidos estructurales de largo plazo. El componente urbano, el cual estará 



constituido por las políticas, acciones, programas y normas para encauzar y administrar el desarrollo físico urbano. El 
componente rural, el cual está constituido por las políticas, acciones, programas y normas para orientar y garantizar la 
adecuada interacción entre los asentamientos rurales y la cabecera municipal, así como la conveniente utilización del suelo. El 
componente general debe señalar los objetivos y estrategias territoriales de mediano y largo plazo, lo cual incluye las acciones 
para aprovechar las ventajas comparativas y mejorar la competitividad del municipio o distrito; la definición de acciones para 
alcanzar sus objetivos de desarrollo económico y social de conformidad con el PDM; y las políticas de largo plazo para la 
ocupación y manejo del suelo y demás recursos naturales. Esta visión se materializa en el contenido estructural que define: ¿ 
Los sistemas de comunicación entre las áreas urbanas y rurales del municipio o distrito, y de éstos con los sistemas regionales 
y nacionales. ¿ Las medidas para la protección del medio ambiente, conservación de los recursos naturales y defensa del 
paisaje, así como el señalamiento de áreas de reserva y de conservación y de protección del patrimonio histórico, cultural, 
arquitectónico y ambiental. ¿ La determinación de zonas de alto riesgo para la localización de asentamientos humanos. ¿ La 
localización de actividades, infraestructuras y equipamientos básicos, expresados en los planes de ocupación del suelo, el plan 
vial y de transporte, el plan de vivienda social, los planes maestros de servicios públicos, el plan de determinación y manejo del 
espacio público. ¿ La clasificación del territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana, con la correspondiente 
determinación del perímetro urbano, que no podrá ser mayor que el perímetro de servicios públicos. Las decisiones y 
definiciones de política del contenido estructural del componente general se traducen en normas urbanísticas estructurales, que 
prevalecen sobre las demás normas urbanísticas. El contenido estructural debe establecer la estructura urbano-rural e 
intraurbana, que se busca alcanzar a largo plazo, con la correspondiente identificación de la naturaleza de las infraestructuras, 
redes de comunicación y servicios, así como otros elementos estructurantes de gran escala. FUNDAMENTO LEGAL: Artículos 11 
y 12 de la Ley 388 de 1997 artículo 9 del Decreto 879 de 1998. ACTUALIZADO 18/11/2009 

232 . CUÁL ES EL CONTENIDO DEL COMPONENTE URBANO DEL POT? : 

Es un instrumento para la administración del desarrollo y la ocupación del espacio físico, referido a la administración del suelo 
urbano y de expansión urbana; e integra políticas de mediano y corto plazo, procedimientos e instrumentos de gestión y 
normas urbanísticas. Está insertado y supeditado al componente general del Plan. En lo que se refiere al suelo urbano y áreas 
de expansión urbana, este componente deberá contener por lo menos los siguientes elementos: ¿ Las políticas a mediano y 
corto plazo sobre uso y ocupación, en armonía con el modelo estructural de largo plazo adoptado en el componente general. ¿ 
La localización y dimensionamiento de la infraestructura para: el sistema vial y de transporte; las redes primarias y secundarias 
de servicios públicos; los equipamientos colectivos; y los espacios libres para parques y zonas verdes públicas y las cesiones 
urbanísticas gratuitas. ¿ La delimitación de las áreas de conservación y protección de recursos naturales y paisajísticos, de 
conjuntos urbanos históricos y culturales, y de áreas expuestas a amenazas y riesgos naturales. ¿ La determinación de los 
tratamientos y actuaciones urbanísticas aplicables a cada área, así como las zonas receptoras y generadoras de los derechos 
transferibles de construcción y desarrollo. ¿ La estrategia de mediano plazo para el desarrollo de programas de vivienda de 
interés social, incluyendo la de mejoramiento integral. La estrategia de vivienda incluirá directrices y parámetros para la 
localización de los terrenos necesarios para atender la demanda de vivienda de interés social, y los instrumentos de gestión 
correspondientes. También comprenderá mecanismos para la reubicación de los asentamientos en zonas de alto riesgo. ¿ Las 
estrategias de crecimiento y reordenamiento de la ciudad, y los parámetros para la identificación y declaración de inmuebles y 
terrenos de desarrollo y construcción prioritaria. ¿ La determinación de las características de las unidades de actuación 
urbanística. ¿ La determinación de las áreas morfológicas homogéneas, entendidas como las zonas que tienen características 
análogas, en cuanto a las tipologías de edificación, así como por los usos e índices derivados de su trama urbana original. ¿ La 
especificación de la naturaleza, alcance y área de operación de los macroproyectos urbanos, cuya ejecución esté prevista a 
corto y mediano plazo. ¿ La adopción de directrices y parámetros para los planes parciales. ¿ La definición de los 
procedimientos e instrumentos de gestión en actuaciones urbanísticas, requeridos para la administración y ejecución de las 
políticas y disposiciones adoptadas. ¿ La adopción de instrumentos para financiar el desarrollo urbano. FUNDAMENTO LEGAL: 
Artículo 12 de la Ley 388 de 1997 y Artículo 10 del Decreto 879 de 1998 ACTUALIZADO 18/11/2009 

234 . EN QUÉ CONSISTE EL PROGRAMA DE EJECUCIÓN QUE DEBEN TENER LOS POT? : 

El programa de ejecución define con carácter obligatorio las actuaciones sobre el territorio, previstas para el período de la 
correspondiente administración municipal o distrital, de acuerdo con lo definido en el Plan de Desarrollo, señalando los 
proyectos prioritarios, la programación de actividades, las entidades responsables y los recursos respectivos. El programa de 
ejecución se integrará al plan de inversiones del Plan de Desarrollo, de tal manera que conjuntamente con éste sea puesto a 
consideración del Concejo por el Alcalde para su aprobación, mediante Acuerdo y su vigencia se ajustará a los períodos de las 
administraciones municipales y distritales. Dentro del programa de ejecución se definirán los programas y proyectos de 
infraestructura de transporte y servicios públicos domiciliarios que se ejecutarán en el período correspondiente; se localizarán 
los terrenos necesarios para atender la demanda de vivienda de interés social y las zonas de mejoramiento integral; y se 
determinarán los inmuebles y terrenos cuyo desarrollo o construcción se consideren prioritarios. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 
18 de la Ley 388 de 1997 y Artículo 7 del Decreto 879 de 1998 ACTUALIZADO 18/11/2009 

235 . QUÉ SON LAS NORMAS URBANÍSTICAS? : 

Son aquellas que regulan la ocupación y el aprovechamiento del suelo, y definen la naturaleza y las consecuencias de las 
actuaciones urbanísticas. Comprenden por lo menos las siguientes: ¿ Las que definen las áreas de protección y conservación de 
los recursos naturales y paisajísticos. ¿ Las que delimitan zonas de riesgo y, en general, todas las que conciernen al medio 
ambiente. ¿ Las que establecen áreas y definen actuaciones y tratamientos urbanísticos relacionadas con la conservación y el 
manejo de centros urbanos e históricos. ¿ Las que reservan áreas para la construcción de redes primarias de infraestructura 
vial y de servicios públicos o equipamentos. ¿ Las que reservan espacios libres para parques y zonas verdes de escala urbana y 



zonal y, en general, todas las que se refieran al espacio público vinculado al nivel de planificación de largo plazo. ¿ Las que 
establecen directrices para la formulación y adopción de planes parciales. ¿ Las que definen las características de las unidades 
de actuación o las que establecen criterios y procedimientos para su caracterización, delimitación e incorporación posterior, 
incluidas las que adoptan procedimientos e instrumentos de gestión para orientar, promover y regular las actuaciones 
urbanísticas vinculadas a su desarrollo. Existen normas urbanísticas complementarias establecidas para determinadas zonas o 
áreas del municipio, que se concretan a través de decretos reglamentarios, la adopción de planes parciales y la delimitación de 
unidades de actuación urbanística. Incluyen, entre otras, las siguientes: ¿ La declaración e identificación de los terrenos e 
inmuebles de desarrollo o construcción prioritaria. ¿ La localización de terrenos cuyo uso es el de vivienda de interés social y la 
reubicación de asentamientos humanos localizados en zonas de alto riesgo. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 15 de la Ley 388 de 
1997 LEY 902 DE 2004 ARTICULO 1 ACTUALIZADO 18/11/2009 

237 . QUÉ CONTIENE EL DOCUMENTO TÉCNICO DE SOPORTE DEL POT? 

Contiene el desarrollo, la descripción y la aplicación de los distintos procesos técnicos empleados para la formulación del Plan. 
Como mínimo incluirá las siguientes partes: ¿ La planificación, referida a la planificación territorial en los componentes general, 
urbano y rural ¿ Los planos generales, que corresponden a los documentos gráficos del POT, e incorporan e ilustran todos los 
temas que componen el análisis espacial del territorio y el modelo de ocupación adoptado. ¿ La gestión y financiación, que 
contiene la formulación y adopción de los instrumentos y procesos de implementación del Plan ¿ El programa de ejecución, que 
define las actuaciones que se realizarán en el corto plazo por parte de la administración, y que expone las prioridades, la 
programación de actividades, las entidades responsables, los recursos respectivos y el esquema de gestión, financiación, 
ejecución y seguimiento de esas iniciativas, en concordancia con el plan de inversiones del municipio. FUNDAMENTO LEGAL: 
Artículo 18 del Decreto 879 de 1998 ACTUALIZADO 18/11/2009 

238 . QUÉ CONTIENE EL ACUERDO MUNICIPAL QUE ADOPTA EL PLAN? : 

El Acuerdo que adopte el Plan aprobará en toda su extensión el documento técnico de soporte y los planos generales, e incluirá 
en su articulado sus componentes y contenidos, de acuerdo con la siguiente clasificación: ¿ Una primera parte, contiene los 
objetivos, estrategias y políticas de largo y mediano plazo para el manejo de la totalidad del territorio ¿ Una segunda parte, 
adopta la clasificación del suelo en urbano, de expansión urbana, suburbano, rural y de protección ¿ Una tercera parte, 
determina los usos generales del suelo y los parámetros o rangos para la determinación posterior de las áreas de cesión ¿ Una 
cuarta parte, determina las características básicas, dimensiones y localización de los sistemas estructurantes del territorio 
municipal, tanto en su parte urbana como rural y describe los planes, programas y proyectos para su desarrollo. ¿ Una sexta 
parte, establece los planes parciales prioritarios ¿ Una séptima parte, adopta el programa de ejecución correspondiente a la 
vigencia del período de la administración municipal. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 20 del Decreto 879 de 1998 ACTUALIZADO 
18/11/2009 

239 . CUÁL ES LA VIGENCIA DEL POT, DE LOS COMPONENTES Y CONTENIDOS Y DEL PROGRAMA DE 
EJECUCIÓN? 

Los POT deberán definir la vigencia de sus diferentes contenidos en concordancia con los siguientes parámetros: ¿ El contenido 
estructural del plan tendrá una vigencia de largo plazo. Como mínimo el correspondiente a tres (3) períodos de las 
constitucionales y distritales, contándose como la primera aquella que termina el 31 de diciembre de 2000. ¿ El contenido 
urbano de mediano plazo tendrá una vigencia mínima correspondiente al término de dos períodos constitucionales de las 
administraciones municipales y distritales. ¿ Los contenidos urbanos de corto plazo y los programas de ejecución, regirán como 
mínimo durante un período constitucional de la administración municipal y distrital. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 28 de la Ley 
388 de 1997 y Artículo 8 del Decreto 879 de 1998 Artículo 2 ley 902 de 2004 LEY 902 ARTICULO 2 ACTUALIZADO 18/11/2009 

241 . CÓMO SE ADOPTA EL POT? 

El Alcalde Municipal presenta un proyecto de Acuerdo mediante el cual se adopta el POT. El Concejo Municipal tiene un término 
de sesenta (60) días, desde la presentación del proyecto, para adoptarlo. Vencido este término, si el Concejo no se ha 
pronunciado al respecto, el Alcalde podrá adoptarlo mediante decreto. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 26 de la Ley 388 de 1997 
y Artículo 29 del Decreto 879 de 1998 ACTUALIZADO 18/11/2009 

243 . CUÁLES SON LAS INSTANCIAS DE CONCERTACIÓN Y CONSULTA DEL POT? : 

El Consejo de Gobierno, la Corporación Autónoma Regional, el Consejo Territorial de Planeación, las organizaciones gremiales, 
ecológicas, cívicas, comunitarias y de profesionales. Las administraciones municipales y distritales deben establecer 
mecanismos de publicidad y difusión del proyecto de POT, que garanticen su conocimiento masivo, de acuerdo con las 
condiciones y recursos de cada entidad territorial. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 24 de la Ley 388 de 1997 ACTUALIZADO 
18/11/2009 

245 . QUÉ ES EL CONSEJO CONSULTIVO DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL? 

Es una instancia asesora de la administración municipal o distrital, en materia de ordenamiento territorial, que deberán 



conformar los alcaldes de municipios con población superior a los treinta mil (30.000) habitantes. Estará integrado por 
funcionarios de la administración y por representantes de las organizaciones gremiales, profesionales, ecológicas, cívicas y 
comunitarias, vinculadas con el desarrollo urbano. Los miembros de este Consejo podrán escogerse entre los miembros del 
Consejo Territorial de Planeación, y entre sus funciones figura proponer ajustes y hacer revisiones al POT, cuando sea 
necesario. Una vez revisado el proyecto de POT por parte de las autoridades ambientales, y emitido su concepto, el plan se 
debe someter a consideración del Consejo Territorial de Planeación, que deberá rendir concepto y formular recomendaciones 
dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 24 y 29 de la Ley 388 de 1997 y Artículo 31 
del Decreto 879 de 1998 ACTUALIZADO 18/11/2009 

247 . EN QUÉ MOMENTO SE HACE EXIGIBLE EL COBRO DE LA PARTICIPACIÓN EN LA PLUSVALÍA? 

Esta participación sólo será exigible cuando se presente una de las siguientes situaciones por parte del propietario del 
inmueble: ¿ Solicitud de licencia de urbanización o construcción. ¿ Cambio efectivo de uso del inmueble, de acuerdo con la 
modificación del régimen o zonificación del suelo. ¿ Actos que impliquen transferencia del dominio sobre el inmueble. ¿ 
Mediante la adquisición de títulos valores representativos de los derechos adicionales de construcción y desarrollo. Esta 
participación podrá pagarse mediante una de las siguientes formas: ¿ En dinero efectivo. ¿ Transfiriendo a la entidad territorial, 
o a una de sus entidades descentralizadas, una porción del predio objeto de dicha plusvalía, por el monto respectivo. ¿ 
Reconociendo formalmente a la entidad territorial, o a una de sus entidades descentralizadas, un valor accionario o un interés 
social, equivalente a la participación. ¿ Mediante la ejecución de obras de infraestructura vial, de servicios públicos 
domiciliarios, áreas de recreación y equipamientos sociales, para la adecuación de asentamientos urbanos en áreas de 
desarrollo incompleto o inadecuado, cuyo inversión sea equivalente al monto de la plusvalía. ¿ Con la adquisición anticipada de 
títulos valores representativos de la participación en la plusvalía liquidada. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 83 de la Ley 388 de 
1997 y Artículos 17 y 19 del Decreto 1599 de 1998. ACTUALIZADO 18/11/2009 

249 . SON AUTÓNOMOS LOS MUNICIPIOS PARA EL MANEJO DE SUS BIENES? 

Por expreso mandato constitucional, las rentas tributarias y no tributarias, así como los bienes muebles e inmuebles de los 
municipios, son de su propiedad exclusiva y gozan de las mismas garantías que la propiedad y renta de los particulares. 
Además, los municipios, en virtud de la autonomía que les confieren la Constitución y la Ley para la gestión de sus intereses, 
gozan de la facultad de adquirir y enajenar bienes, establecer tributos y administrar los recursos necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones. Al efecto, la Constitución Política en su artículo 287 establece que: Las entidades territoriales 
gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud tendrán 
los siguientes derechos: (...). 3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones. 4. Participar en las rentas nacionales. Por su parte el Artículo 362 ibídem, establece: Los bienes y rentas tributarias 
o no tributarias o provenientes de la explotación de monopolios de las entidades territoriales, son de su propiedad exclusiva y 
gozan de las mismas garantías que la propiedad y renta de los particulares. Los impuestos departamentales y municipales 
gozan de protección constitucional y en consecuencia la ley no podrá trasladarlos a la Nación, salvo temporalmente en caso de 
guerra exterior FUNDAMENTO LEGAL: Constitución Política: Artículos 287 y 362. ACTUALIZADO 18/11/2009 

250 . LOS TERRENOS EJIDOS SON BIENES DE USO PÚBLICO? 

Los terrenos ejidales son bienes de uso público y por ende sujetos a las limitaciones previstas en el artículo 63 de la 
Constitución, según el cual ¿son inalienables, imprescriptibles e inembargables¿. Según lo ha señalado la jurisprudencia, toda 
forma de transferencia de la propiedad no es posible. En tanto preserven dicho carácter, no podrán ser vendidos ni cedidos a 
título gratuito. Existen dos posibles formas mediante las cuales los ejidos pierden el carácter de uso público. La primera de ellas 
al entrar a hacer parte del patrimonio de los bancos inmobiliarios. En tal evento pueden ser destinados a los proyectos de 
legalización de títulos, previstos en el Artículo 58 de la Ley 9ª de 1989. La segunda alternativa consiste en que el Concejo 
Municipal, a iniciativa del Alcalde, modifique el destino que de uso público tienen dichos inmuebles, canjeándolos por otros de 
similares características. Así, una vez en vigencia el Acuerdo respectivo, y desafectados de la naturaleza de uso público, 
quedan convertidos en bienes fiscales, respecto de los cuales es dable aplicar el Artículo 58 de la Ley 9ª de 1989, siempre que 
se dé cumplimiento a los demás requisitos por ella establecidos, para que opere la cesión a título gratuito. (Ministerio de 
Desarrollo Económico, Concepto jun. 5/2001, Programa Presidencial para la Formalización de la Propiedad y Modernización de 
la Titulación Predial). Recuérdese que Colombia ha acogido el sistema de la afectación de los bienes de uso público, lo cual 
significa que no basta que por su naturaleza lo sean sino que se requiere de un acto de la administración para ordenar su 
especial destinación. ACTUALIZADO 18/11/2009 

252 . HAY OBLIGATORIEDAD DE PUBLICAR LOS CONTRATOS ESTATALES? 

La Ley 80 de 1.993, consagra en su Artículo 41 lo referente al perfeccionamiento del contrato, específicamente en su parágrafo 
tercero, que ordena taxativamente la publicación del contrato en Diario Oficial o Gaceta Oficial. A falta de éstos, en algún medio 
o mecanismo que permita a los habitantes conocer su contenido. el decreto 2474 enuncia: Artículo 84. Publicación de los 
contratos. De conformidad con lo previsto en el Decreto 2150 de 1995 y el Decreto 327 de 2002, deberán publicarse en el 
Diario Unico de Contratación Pública, o en su defecto en la Gaceta Oficial de la respectiva entidad territorial o por algún 
mecanismo determinado en forma general por la autoridad administrativa territorial, que permita a los habitantes conocer su 
contenido, todos los contratos que celebren las entidades estatales sometidas al Estatuto General de la Contratación Pública, 
cuyo valor sea igual o superior a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes. No se publicarán los contratos 
cuya cuantía sea inferior al 10% de la menor cuantía aún cuando excedan en su valor los cincuenta (50) salarios mínimos 



legales mensuales vigentes a que se refiere el inciso anterior. Los contratos que de conformidad con el artículo 39 de la Ley 80 
de l.993 deben celebrarse con formalidades plenas. Aquellos que deben celebrarse sin formalidades plenas, cuyo valor sea igual 
o superior a 50 SMLM. FUENTE LEGAL: Ley 80 de 1993 Art. 41 PARRAGRAFO 3 Decreto 2474 de 2008 ACTUALIZADA 
18/11/2009 

253 . CÓMO SE PUEDEN CONTRATAR DOCENTES EN UN MUNICIPIO?. 

La Ley 715 de 2001, en su Art. 23 inciso 2º, establece que toda contratación de personal para la prestación del servicio 
educativo, con recursos propios, deberá garantizar que al menos la cohorte completa de estudiantes de educación básica sea 
atendida, para lo cual se deberá realizar un estudio financiero que soporte la autorización de las vigencias futuras por parte de 
las Asambleas o Consejos, y la aprobación de éstas. El Decreto 1528 de 2002 establece lo siguiente: Artículo l°. Contratos de 
prestación del servicio público educativo. Cuando se demuestre la insuficiencia en las instituciones educativas del Estado, las 
entidades territoriales certificadas podrán contratar la prestación del servicio público educativo, con el objeto de garantizar el 
ingreso, permanencia, atención y formación a los estudiantes, prioritariamente a los que proviene de los estratos más pobres y 
vulnerables. La entidad territorial contratante de la prestación del servicio público educativo, determinará los alumnos 
beneficiarios del programa de contratación de dicho servicio, definiendo el número máximo de alumnos por grupos escolar que 
puede atender la entidad contratista. Parágrafo 1°. En ningún caso, la entidad territorial contratante contraerá obligación 
laboral con las personas que el contratista vincule para la ejecución del contrato. Parágrafo 2°. Los contratos que se celebren 
para la prestación del servicio público educativo, pueden desarrollarse en la planta física de la entidad contratante, o en la 
infraestructura física que posea la entidad contratista, bajo las clases y modalidades que establezca la entidad territorial 
contratante. Artículo 2°. Competencia para contratar. Los departamentos, distritos y municipios certificados podrán contratar 
directamente la prestación del servicio público educativo, bien sea con recursos propios o con recursos del Sistema General de 
Participaciones. Los municipios no certificados o los corregimientos que requieran contratar la prestación del servicio público 
educativo con recursos propios, deben hacerlo a través del respectivo departamento. FUENTE LEGAL: Ley 715 de 2001, art. 23 
- 27 Decreto 1528 de 2002 LEY 1294 DE 2009 ARTICULO 1 ACTUALIZADO 18/11/2009 

254 . PUEDE CONTRATAR CON LA ENTIDAD DONDE LABORÒ UN EX FUNCIONARIO DE LA MISMA? 

El Articulo 8° de la Ley 80 de 1993, Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, consagra las inhabilidades e 
incompatibilidades para participar en licitaciones, concursos o celebrar contratos con entidades estatales. Para el caso en 
comento, en el numeral literal a) se establece que la incompatibilidad para participar en licitaciones o concursos o celebrar 
contratos estatales con la entidad respectiva, se aplica a quienes fueron servidores públicos de la entidad contratante, y 
desempeñaron funciones en los niveles directivo, asesor o ejecutivo y se extiende por el termino de un año contado a partir de 
la fecha del retiro. Por lo tanto, no puede el ex funcionario asesor contratar con la entidad a la que estuvo vinculado. FUENTE 
LEGAL: Ley 80 de l.993 Ley 734 de 2002. LEY 1150 DE 2007 ACTUALIZADO 18/11/2009 

255 . PUEDE UN CONCEJAL CELEBRAR CONTRATOS CON EL MUNICIPIO? 

El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, Ley 80 de 1993, consagra las personas inhábiles para 
contratar con el Estado. ¿ART. 8° - De las inhabilidades e incompatibilidades para contratar. 1. Son inhábiles para participar en 
licitaciones o concursos y para celebrar contratos con las entidades estatales: f) Los servidores públicos; (...)¿. (Negrilla fuera 
de texto). De igual manera, la Ley 136 de 1994, en su Artículo 45, establece las incompatibilidades de los concejales, que en el 
numeral primero prohíbe que se vinculen como contratistas de la administración pública, so pena de perder la investidura. Cabe 
anotar que este numeral había sido modificado por la Ley 177 de 1994, Artículo 3, pero con la aparición del articulo 96 de la 
Ley 617 de 2000, se derogó expresamente el mentado Artículo 3, por lo cual el numeral primero del Artículo 45 de la Ley 136 
de 1994 toma su definición primaria: ¿ART. 45.¿Incompatibilidades. Los concejales no podrán: 1. Aceptar o desempeñar cargo 
alguno en la administración pública, ni vincularse como trabajador oficial o contratista, so pena de perder la investidura.¿ Al 
inferir las normas transcritas, no cabe la menor duda que es ilegal que un servidor público, concejal, pueda contratar con una 
entidad del Estado, el municipio para el caso en consulta. En conclusión no puede contratar con ninguna entidad central, 
descentralizada o nacional mientras posea la investidura de concejal. FUENTE LEGAL: Ley 80 de 1.993 art. 8º . Ley 136 de 
l.994 art. 45º. Ley 617 de 2000 ACTUALIZADO 20/11/2009 

256 . HAY INHABILIDAD PARA CONTRATAR CON UN MUNICIPIO, CUANDO LA HIJA DEL 
CONTRATISTA ES LA SECRETARIA DE SALUD DEL MISMO MUNICIPIO? 

La Ley 80 de 1993, Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, que tiene por objeto disponer las reglas y 
principios que rigen los contratos de las entidades estatales, en el articulo 8°, taxativamente enumera las personas inhábiles 
para participar en licitaciones o concursos y para celebrar contratos con las entidades estatales. El literal b, del numeral 2° del 
Artículo 8°, manifiesta: ¿ 2. Tampoco podrán participar en licitaciones o concursos ni celebrar contratos estatales con la entidad 
respectiva: b) Las personas que tengan vínculos de parentesco, hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil con los servidores públicos de los niveles directivo, asesor, ejecutivo o con los miembros de la junta o 
consejo directivo, o con las personas que ejerzan el control interno o fiscal de la entidad contratante; (...)¿ En concordancia con 
la norma transcrita, el Decreto 1569 de 1998, en su artículo 8°, define a los Secretarios de Despacho, Secretaría de Salud para 
el caso en comento, como empleados públicos del nivel directivo. En consecuencia, como el padre y la hija se encuentran 
dentro del primer grado de consanguinidad y el funcionario, servidor público, es del nivel directivo, el pariente, padre de la 
funcionaria, no podrá contratar con el municipio respectivo. FUENTE LEGAL: Ley 80 de l.993, art. 8º ACTUALIZADO 



20/11/2009 

257 . ESTÁ INCURSO EN INHABILIDAD PARA CONTRATAR CON EL MUNICIPIO UN PERSONERO, 
DESPUÉS DE DEJAR EL CARGO, DE ACUERDO CON EL ARTICULO 8° NUMERAL 2º LITERAL a) DE LA 
LEY 80 DE 1.993? 

El Articulo 8° de la Ley 80 de 1.993 en su numeral 2°, determina las inhabilidades e incompatibilidades para contratar así: 
¿Tampoco podrán participar en licitaciones o concursos ni celebrar contratos estatales con la entidad respectiva: a) Quienes 
fueron miembros de la junta o consejo directivo o servidores públicos de la entidad contratante. Esta incompatibilidad sólo 
comprende a quienes desempeñaron funciones en lo niveles directivo, asesor o ejecutivo y se extiende por el término de un (1) 
año, contado a partir de la fecha del retiro¿. Por su parte, el Decreto 2503 de 1.998, en el Artículo 3º, estipula la clasificación 
de los empleos: Según la naturaleza general de sus funciones, la índole de sus responsabilidades y los requisitos exigidos para 
su desempeño, los empleos de las entidades a las cuales se refiere el presente decreto se clasifican en los siguientes niveles 
jerárquicos: Directivo, asesor, ejecutivo, profesional, técnico y asistencial. En el artículo 4° ibidem determina la naturaleza 
general de las funciones: ¿A los empleos agrupados en los niveles jerárquicos de que trata el artículo anterior, les corresponden 
las siguientes funciones generales: a) Nivel directivo. Comprende los empleos a los cuales corresponden funciones de dirección 
general, de formulación de políticas institucionales y de adopción de planes, programas y proyectos; (...)¿. El cual encaja 
dentro de las funciones propias del personero. como las que realiza en ejercicio de la autonomía administrativa, presupuestal y 
contractual de la personería, y las que efectúa al celebrar contratos o convenios a nombre de ésta, ordenar sus gastos y crear 
las situaciones administrativas de los funcionarios a su cargo. Por lo tanto, se considera que está incurso en la causal en 
mención para participar en licitaciones o concursos, y celebrar cualquier tipo de contrato con el municipio donde se desempeño 
como personero. FUENTE LEGAL: LEY 80 DE 1.993 ACTUALIZADO 20/11/2009 

259 . CUÁLES SON LAS FUNCIONES Y FACULTADES DEL INTERVENTOR DENTRO DE LA 
CONTRATACIÓN ESTATAL?. 

Se denominan interventores aquellos a quienes se les ha delegado la responsabilidad institucional del control o seguimiento de 
los contratos celebrados por la entidad. Pero nunca podrán tomar parte dentro del respectivo contrato, y mucho menos ser 
titular de una cuenta bancaria en donde se manejen fondos del contrato al cual se le realiza la interventoría. No hay una 
normatividad taxativa que rija las interventorías o a los interventores. Por regla general, cada entidad del Estado tiene un 
manual del interventor. La Ley 80 de 1993, Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, en su libro tercero, 
del contrato estatal, Artículo 32 numeral 2, establece la interventoría como un contrato de consultoría: ¿2. Contrato de 
consultoría. Son contratos de consultoría los que celebren las entidades estatales referidos a los estudios necesarios para la 
ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos 
específicos, así como a las asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión. Son también contratos de consultoría los 
que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de 
diseños, planos, anteproyectos y proyectos. Ninguna orden de interventoría de una obra podrá darse verbalmente. Es 
obligatorio para el interventor entregar escritas sus opiniones o sugerencias, y ellas deben enmarcarse dentro de los términos 
del respectivo contrato. Los informes de interventoría deben hacer parte integral de la historia del contrato. Es obligatorio para 
la entidad la custodia de los mismos e igualmente, si se cuenta con los medios tecnológicos, deben ser publicados en la pagina 
web de la entidad, para conocimiento de la ciudadanía. FUENTE LEGAL: Ley 80 de l.993 Artículos 53 y 56 ACTUALIZADO 
20/11/2009 

260 . EXISTE INHABILIDAD SOBREVINIENTE EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL? 

Las inhabilidades e incompatibilidades sobrevinientes las regula el Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública, en su articulo 9°, caso en el cual el contratista cederá el contrato, previa autorización escrita de la entidad contratante 
o, si ello no fuere posible, renunciará a su ejecución. Se desprende que el contratista debe renunciar a la ejecución del 
contrato, ya que se presenta de hecho una inhabilidad sobreviviente; y nuestra normatividad vigente a la fecha, no da opción 
alguna para subsanar tal acontecimiento. La Ley es taxativa y ordena que debe renunciar al contrato y por consecuente lógica 
el contrato debe de terminar. FUENTE LEGAL: Ley 80 de l.993, art. 9º ACTUALIZADO 20/11/2009 

262 . EN QUÉ CONSISTEN LOS CONTRATOS O CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS?. 

El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, Ley 80 de 1.993, dispone las reglas y principios que rigen los 
contratos que se efectúen con las entidades estatales, así: Son convenios los que se celebran entre entidades estatales para 
aunar esfuerzos que les permitan a cada una de ellas cumplir con su misión jurídica; es decir, vínculos que solamente 
pretenden cumplir con una obligación de orden legal. Mientras que en los contratos interadministrativos tienen que existir 
necesariamente intereses opuestos, regulados. Es decir, cuando una entidad estatal acuerda con otra la prestación de un 
servicio, la construcción de una obra, la entrega de bienes, etc., en similares condiciones a como podría un particular cumplir la 
prestación. El Decreto 2170 determina en el artículo 14 que, de conformidad con lo previsto en el Parágrafo del Artículo 2o de 
la Ley 80 de 1993, los contratos que se celebren en desarrollo de los convenios interadministrativos estarán sujetos a dicha ley. 
La selección de estas entidades se hará conforme a las siguientes reglas: 1. Cuando el objeto pueda desarrollarse por varias de 
estas entidades, la entidad demandante del bien, obra o servicio, invitará a presentar ofertas a todas aquellas que puedan 
ejecutar el contrato. 2. Cuando el objeto del contrato solamente pueda ser desarrollado por una entidad, el mismo se celebrará 
sin necesidad de adelantar proceso de selección alguno, circunstancia que deberá ser certificada por la Superintendencia de 
Economía Solidaria, o quien haga sus veces, en el caso de cooperativas; o por el Ministerio del Interior, en el caso de 



asociaciones de entidades territoriales. Las entidades a que se refiere el Artículo citado deberán inscribirse en el Registro Único 
de Proponentes, en relación con los contratos a que se refiere el artículo 22 de la Ley 80 de 1993, y sólo podrán celebrar 
contratos respecto de los cuales posean la debida y comprobada experiencia, solidez financiera, y capacidad técnica, 
administrativa y jurídica, que les permita ejecutar directamente, sin necesidad de ningún tercero, el correspondiente contrato. 
En este sentido se ha pronunciado la sala de consulta y servicio civil del Consejo de Estado, mediante Concepto del 26 de julio 
de 1.996: ¿... A las administraciones públicas cooperativas se les aplica el régimen de las entidades estatales; cualquier 
consideración sobre la realización de actividades industriales o comerciales, tanto de las cooperativas como de los posibles 
contratistas, carece de relevancia, y no genera efecto alguno sobre la sujeción al estatuto general de contratación de la 
administración pública¿. La Supersolidaria a referido ¿Que la celebración del contrato de entidades estatales con 
administraciones públicas cooperativas debe sustentarse en consideraciones relacionadas con los criterios objetivos de 
valoración en asuntos técnicos, económicos, financieros, jurídicos y, en general, en los contenidos en los pliegos de 
condiciones, términos de referencia o invitaciones respectivas. En tal virtud, las modificaciones estatutarias de las 
administraciones públicas cooperativas no tendrán relevancia alguna, si con ellas se busca cumplir con requisitos de experiencia 
o capacidad técnica o financiera, contenidos en los pliegos de condiciones, términos de referencia o invitación de alguna 
empresa pública descentralizada territorialmente, o por servicios.¿ El parágrafo del Artículo 14 ibidem fue derogado por el 
Decreto 866 del 8 de abril de 2003. FUENTE LEGAL: Ley 80 de 1993 Decreto 2474 de 2008 Decreto 866 de 2003 Circular 
Externa 004 del 2003 de la Súpersolidaria Concepto Consejo de Estado. Magistrado Ponente Luis Camilo Osorio I. ACTUAIZADO 
20/11/2009 

263 . CÓMO DEBE MANEJAR EL CONTRATISTA EL DINERO ENTREGADO COMO ANTICIPO? 

El Estatuto Contractual, Ley 80 de 1993, - parágrafo del Artículo 40 - estableció que las entidades estatales podrán pactar: 
¿(...) el pago anticipado y la entrega de anticipos, pero el monto no podrá exceder el cincuenta por ciento (50%) del valor del 
respectivo contrato¿. A su turno, el Artículo 17 del Decreto Reglamentario 679 de 1994, preceptúa que los contratistas 
ampararán con la garantía única el valor del anticipo. El anticipo no constituye forma de pago de las obligaciones contraídas. 
Para el caso de los anticipos, se establece como criterio que la entrega de recursos se realice utilizando instrumentos 
financieros que aseguren el manejo transparente de los recursos, y su destinación exclusiva al contrato. Debe estipularse en los 
contratos estatales que la entidad pública contratante es la propietaria de los recursos entregados en calidad de anticipo, y en 
consecuencia los rendimientos financieros que los mismos generen pertenecen al Tesoro Público. El Decreto 2170 de 2002 
estableció en el Artículo 7 que el manejo de los recursos entregados al contratista a título de anticipo, en aquellas 
contrataciones cuyo monto sea superior al 50% de la menor cuantía a que se refiere el literal a) del numeral 1o del Artículo 24 
de la Ley 80 de 1993, deberá manejarse en cuenta separada a nombre del contratista y de la entidad estatal. Los rendimientos 
produzcan los recursos así entregados, pertenecerán al Tesoro Público. FUENTE LEGAL: Ley 80 de l.993 Decreto 2170 de 2002, 
art. 7 Directiva Presidencial No. 12 de octubre de 2002 ACTUALIZADO 20/11/2009 

264 . LOS CONTRATISTAS POR PRESTACIÒN DE SERVICIOS PUEDEN TENER DERECHO AL 
RECONOCIMIENTO DE VIÁTICOS Y GASTOS DE DESPLAZAMIENTO? 

Una de las situaciones administrativas en que pueden encontrarse las entidades estatales, para desarrollar las actividades 
relacionadas con la administración, es mediante contrato de prestación de servicios, que sólo podrán celebrarse con personas 
naturales, cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta y requieran conocimientos especializados. De 
acuerdo a la consulta, en un contrato de prestación de servicios es legal la cláusula Gastos de Desplazamiento, cuando se 
requiera que el contratista, en cumplimiento del objeto del contrato, deba desplazarse fuera del Municipio o sede habitual de 
trabajo. La administración Municipal le reconocerá la suma fijada en la reglamentación interna, o en su defecto la estipulada en 
el Decreto de viáticos para los funcionarios públicos del orden territorial, de acuerdo con los honorarios mensuales asignados al 
contratista. En ningún podrán exceder el valor de los viáticos diarios asignados al Alcalde o nominador, así como los pasajes 
aéreos y terrestres, según el caso. Es de anotar que la Cláusula debe quedar en el contrato como GASTOS DE 
DESPLAZAMIENTO. ACTUALIZADO 20/11/2009 

265 . QUÉ NATURALEZA JURÍDICA TIENEN LOS CONTRATOS CELEBRADOS CON ORGANISMOS DE 
COOPERACIÓN, ASISTENCIA O AYUDA INTERNACIONALES? 

La ley 80 de 1993 prevé: ¿ARTÍCULO 13. De la normatividad aplicable a los Contratos Estatales.- Los contratos que celebren 
las entidades a que se refiere el artículo 2º del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles 
pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta Ley. Los contratos celebrados en el exterior se podrán 
regir en su ejecución por las reglas del país en donde se hayan suscrito, a menos que deban cumplirse en Colombia. Los 
contratos que se celebren en Colombia y deban ejecutarse o cumplirse en el extranjero podrán someterse a la ley extranjera. 
Los contratos financiados con fondos de los organismos multilaterales de crédito o celebrados con personas extranjeras de 
derecho público u organismos de cooperación, asistencia o ayuda internacionales, podrán someterse a los reglamentos de tales 
entidades en todo lo relacionado con procedimientos de formación y adjudicación y cláusulas especiales de ejecución, 
cumplimiento, pago y ajustes¿. LA LEY 1150 ENUNCIA: ARTÍCULO 20. DE LA CONTRATACIÓN CON ORGANISMOS 
INTERNACIONALES. Los contratos o convenios financiados en su totalidad o en sumas iguales o superiores al cincuenta por 
ciento (50%) con fondos de los organismos de cooperación, asistencia o ayudas internacionales, podrán someterse a los 
reglamentos de tales entidades. En caso contrario, se someterán a los procedimientos establecidos en la Ley 80 de 1993. Los 
recursos de contrapartida vinculados a estas operaciones podrán tener el mismo tratamiento. Los contratos o convenios 
celebrados con personas extranjeras de derecho público u organismos de derecho internacional cuyo objeto sea el desarrollo de 
programas de promoción, prevención y atención en salud; contratos y convenios necesarios para la operación de la OIT; 



contratos y convenios que se ejecuten en desarrollo del sistema integrado de monitoreo de cultivos ilícitos; contratos y 
convenios para la operación del programa mundial de alimentos; contratos y convenios para el desarrollo de programas de 
apoyo educativo a población desplazada y vulnerable adelantados por la Unesco y la OIM; los contratos o convenios financiados 
con fondos de los organismos multilaterales de crédito y entes gubernamentales extranjeros, podrán someterse a los 
reglamentos de tales entidades. Las entidades estatales no podrán celebrar contratos o convenios para la administración o 
gerencia de sus recursos propios o de aquellos que les asignen los presupuestos públicos, con organismos de cooperación, 
asistencia o ayuda internacional. PARÁGRAFO 1o. Los contratos o acuerdos celebrados con personas extranjeras de derecho 
público, podrán someterse a las reglas de tales organismos. PARÁGRAFO 2o. Las entidades estatales tendrán la obligación de 
reportar la información a los organismos de control y al Secop relativa a la ejecución de los contratos a los que se refiere el 
presente artículo. PARÁGRAFO 3o. En todo Proyecto de cooperación que involucre recursos estatales se deberán cuantificar en 
moneda nacional, los aportes en especie de la entidad, organización o persona cooperante, así como los del ente nacional 
colombiano. Las contralorías ejercerán el control fiscal sobre los proyectos y contratos celebrados con organismos 
multilaterales. FUENTE LEGAL: Ley 80 de l.993, art. 13 LEY 1150 ARTICULO 20 ACTUALIZADO 20/11/2009 

267 . CÓMO DEBEN COTIZAR A LOS SISTEMAS DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD Y PENSIONES LOS 
CONTRATISTAS? 

La base de cotización de los trabajadores independientes al sistema general de pensiones esta determinada por el Artículo 6 de 
la Ley 797 de 2003; y la de las personas naturales que presten servicios al estado o a entidades o empresas del sector privado, 
bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios, o cualquier otra modalidad de servicios que adopten, lo está por el 
Decreto 510 del 2003, según el cual la cotización deberá corresponder a los ingresos que efectivamente perciba el afiliado, 
definiendo por tales ingresos aquellos que el mismo recibe para su beneficio personal. Por su parte el Artículo 23 del Decreto 
1703 de 2002 dispuso lo pertinente para verificar que los aportes al régimen contributivo de quienes son cotizantes, con 
ocasión de una contratación no laboral, se hagan por el 40% del valor bruto del contrato (entendiéndose por valor bruto el 
facturado o cobrado antes de aplicar los recargos o deducciones, por impuestos o retenciones de origen legal). En la Ley 789 de 
2002, en el Artículo 50, se establece el control a la evasión de los recursos parafiscales. la ley 100 enuncia La Ley 100 de 1993, 
diciembre 23, la cual crea el sistema de seguridad social integral, se aplica a todos los habitantes del territorio nacional, el 
artículo 15 Y 157 consagran la obligatoriedad de los contratistas a afiliarse al sistema de pensión y salud: ¿ARTÍCULO 15. 
AFILIADOS. Serán afiliados al Sistema General de Pensiones: 1. En forma obligatoria: Ver Notas del Editor> Todas aquellas 
personas vinculadas mediante contrato de trabajo o como servidores públicos. Así mismo, las personas naturales que presten 
directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado, bajo la modalidad de contratos de prestación 
de servicios, o cualquier otra modalidad de servicios que adopten, los trabajadores independientes y los grupos de población 
que por sus características o condiciones socioeconómicas sean elegidos para ser beneficiarios de subsidios a través del Fondo 
de Solidaridad Pensional, de acuerdo con las disponibilidades presupuestales FUNDAMENTO LEGAL: Ley 789 de 2002, art. 50 
Ley 797 de 2003, art. 6 Decreto 1703 de 2002 Decreto 510 de 2003 ACTUALIZADO 20/11/2009 

 
268 . CUÁL ES EL PROCEDIMIENTO A SEGUIR POR UNA ENTIDAD PÚBLICA, EN SUS DISTINTAS 
ACTUACIONES CONTRACTUALES? 

El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, Ley 80 de 1993, y sus Decretos Reglamentarios, disponen las 
reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales. Son hábiles para participar en licitaciones o concursos y 
para celebrar contratos con las entidades, las personas consideradas legalmente capaces. También podrán celebrar contratos 
con las entidades estatales, los consorcios y uniones temporales. La contratación estatal se desarrolla con arreglo a los 
principios de transparencia, economía y responsabilidad, y de conformidad con los postulados que rigen la función 
administrativa. El Artículo 24 de la mencionada Ley consagra las excepciones para que en los contratos oficiales no sea 
obligatoria la licitación o concurso público. De conformidad con lo previsto en el Decreto 2474 DE 2008, 3576 2025 836 DE 
2009 las entidades buscarán que en los factores de escogencia en los procesos de selección de contratistas se privilegien las 
condiciones técnicas y económicas de la oferta. La capacidad jurídica y las condiciones del oferente, relacionadas con su 
capacidad administrativa, operacional y financiera, así como con su experiencia, no podrán ser utilizadas para otorgar puntaje. 
Serán factores habilitadores para la participación en un determinado proceso de selección. En aquellos casos en que la 
contratación de las entidades tenga por finalidad la adquisición o suministro de bienes con características uniformes, el factor 
principal para la selección será el menor precio y la garantía. Para la contratación de servicios especializados, los factores de 
selección serán la experiencia, la oferta técnica y el menor precio. FUENTE LEGAL: Directiva Presidencial No. 12 de octubre de 
2002 LEY 80 DE 1993 LEY 1150 DE 2007 DECRETOS 2474 DE 2008 DECRETOS 836, 2025, 3576 DE 2009 ACTUALIZADO 
20/11/2009 

270 . PUEDEN LOS MUNICIPIOS SUSCRIBIR CONVENIOS CON LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS 
IBEROAMERICANOS O.E.I., BASADOS EN EL INCISO 4° DEL ARTÍCULO 13 DE LA LEY 80 DE 1993? 

ARTÍCULO 13. DE LA NORMATIVIDAD APLICABLE A LOS CONTRATOS ESTATALES. Los contratos que celebren las entidades a 
que se refiere el artículo 2o. del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las 
materias particularmente reguladas en esta ley. Los contratos celebrados en el exterior se podrán regir en su ejecución por las 
reglas del país en donde se hayan suscrito, a menos que deban cumplirse en Colombia. Los contratos que se celebren en 
Colombia y deban ejecutarse o cumplirse en el extranjero, podrán someterse a la ley extranjera Debe entenderse que el 
Municipio es una entidad estatal y como tal la Ley 80 de 1993, en su Artículo 13, establece: Los contratos que celebren las 
entidades a que se refiere el Artículo 2 del presente estatuto, se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, 
salvo en las materias particularmente reguladas en esta Ley. ARTÍCULO 20. DE LA CONTRATACIÓN CON ORGANISMOS 



INTERNACIONALES. Los contratos o convenios financiados en su totalidad o en sumas iguales o superiores al cincuenta por 
ciento (50%) con fondos de los organismos de cooperación, asistencia o ayudas internacionales, podrán someterse a los 
reglamentos de tales entidades. En caso contrario, se someterán a los procedimientos establecidos en la Ley 80 de 1993. Los 
recursos de contrapartida vinculados a estas operaciones podrán tener el mismo tratamiento. Los contratos o convenios 
celebrados con personas extranjeras de derecho público u organismos de derecho internacional cuyo objeto sea el desarrollo de 
programas de promoción, prevención y atención en salud; contratos y convenios necesarios para la operación de la OIT; 
contratos y convenios que se ejecuten en desarrollo del sistema integrado de monitoreo de cultivos ilícitos; contratos y 
convenios para la operación del programa mundial de alimentos; contratos y convenios para el desarrollo de programas de 
apoyo educativo a población desplazada y vulnerable adelantados por la Unesco y la OIM; los contratos o convenios financiados 
con fondos de los organismos multilaterales de crédito y entes gubernamentales extranjeros, podrán someterse a los 
reglamentos de tales entidades. Las entidades estatales no podrán celebrar contratos o convenios para la administración o 
gerencia de sus recursos propios o de aquellos que les asignen los presupuestos públicos, con organismos de cooperación, 
asistencia o ayuda internacional. PARÁGRAFO 1o. Los contratos o acuerdos celebrados con personas extranjeras de derecho 
público, podrán someterse a las reglas de tales organismos. PARÁGRAFO 2o. Las entidades estatales tendrán la obligación de 
reportar la información a los organismos de control y al Secop relativa a la ejecución de los contratos a los que se refiere el 
presente artículo. PARÁGRAFO 3o. En todo Proyecto de cooperación que involucre recursos estatales se deberán cuantificar en 
moneda nacional, los aportes en especie de la entidad, organización o persona cooperante, así como los del ente nacional 
colombiano. Las contralorías ejercerán el control fiscal sobre los proyectos y contratos celebrados con organismos 
multilaterales. ARTÍCULO 21. DE LA DELEGACIÓN Y LA DESCONCENTRACIÓN PARA CONTRATAR. El artículo 12 de la Ley 80 de 
1993, tendrá un inciso 2o y un parágrafo del siguiente tenor: (...) En ningún caso, los jefes y representantes legales de las 
entidades estatales quedarán exonerados por virtud de la delegación de sus deberes de control y vigilancia de la actividad 
precontractual y contractual. PARÁGRAFO. Para los efectos de esta ley, se entiende por desconcentración la distribución 
adecuada del trabajo que realiza el jefe o representante legal de la entidad, sin que ello implique autonomía administrativa en 
su ejercicio. En consecuencia, contra las actividades cumplidas en virtud de la desconcentración administrativa no procederá 
ningún recurso¿. FUENTE LEGAL: Ley 80 de l.993 LEY 1150 DE 2007 DECRETO 2474 DE 2008 ACTUALIZADO 20/11/2009 

 
271 . EN QUÉ CONDUCTA INCURREN EL ALCALDE Y EL TESORERO MUNICIPAL, AL RECONOCER Y 
CANCELAR LAS PRESTACIONES SOCIALES Y CESANTÍAS, POR SERVICIOS PRESTADOS AL MUNICIPIO 
EN DOS CONTRATOS SIN SOLUCIÓN DE CONTINUIDAD? 

Al respecto, se pronuncio la Corte Constitucional en sentencia C-l54 de 1.997 así: ¿Por ultimo, teniendo en cuenta el grado de 
autonomía e independencia del contrato de prestación de servicios de que trata el precepto acusado y la naturaleza de las 
funciones desarrolladas, no es posible admitir confusión alguna con otras formas contractuales y mucho menos con los 
elementos configurativos de la relación laboral, razón por la cual no es procedente en aquellos eventos el reconocimiento de los 
derechos derivados de la subordinación y del contrato de trabajo en general, pues es claro que si se acredita la existencia de 
las características esenciales de éste quedará desvirtuada la presunción establecida en el precepto acusado y surgirá entonces 
el derecho al pago de las prestaciones sociales en favor del contratista, en aplicación del principio de la primacía de la realidad 
sobre las formas en las relaciones de trabajo. Así las cosas, la entidad no está facultada para exigir subordinación o 
dependencia al contratista ni algo distinto del cumplimiento de los términos del contrato, ni pretender el pago de un salario 
como contraprestación de los servicios derivados del contrato de trabajo, sino, más bien, de honorarios profesionales a causa 
de la actividad del mandato respectivo¿. Por lo tanto, no puede la entidad entrar a reconocer el pago de prestaciones sociales 
cuando lo que entre ellos existe es una relación contractual, pues de existir derecho a los mismos por reunirse los requisitos de 
la vinculación laboral, le corresponde a la justicia ordenar su pago. En el caso de darse el reconocimiento de estas prestaciones 
directamente por la entidad estatal, es menester tener en cuenta lo previsto en el Artículo 90 de la Constitución Política inciso 
segundo que determina: ¿...En evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya 
sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste¿. Por lo 
tanto, además de las sanciones pecuniarias y disciplinarias, también se puede estar incurso en las sanciones penales 
correspondientes. FUENTE LEGAL Sentencia C-154 de 1997 27. ¿PUEDE ECOPETROL, CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 76 
DE LA LEY 80 DE 1993, CREAR SU PROPIO REGLAMENTO DE REGISTRO DE PROPONENTES? Los contratos que celebren las 
entidades encargadas de explorar y explotar recursos naturales renovables y no renovables, ¿...así los concernientes a la 
comercialización y demás actividades comerciales e industriales... continuarán rigiéndose por la legislación especial que les sea 
aplicables¿. Las entidades estatales dedicadas a dichas actividades determinarán en sus reglamentos internos el procedimiento 
de selección de los contratistas, las cláusulas excepcionales que podrán pactarse, las cuantías y los trámites a que deben 
sujetarse. Artículo 76 inciso 1. Por lo tanto, este Artículo permite que se tenga establecido por esa entidad un procedimiento 
especial al respecto. ACTUALIZADO 20/11/2009 

272 . PUEDE EL MUNICIPIO DONAR UN LOTE DE TERRENO A UN ESTABLECIMIENTO PÚBLICO CON EL 
FIN DE CONSTRUIR ALLÍ UN CENTRO EDUCATIVO CON EL QUE SE BUSCA PROPENDER POR LA 
EDUCACIÓN SUPERIOR EN LA REGIÓN? 

Sobre el particular el Artículo 355 de la Constitución Política determina que: Ninguna de las ramas u órganos del poder público 
podrá decretar auxilios o donaciones a favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado. El Gobierno, en los niveles 
nacional, departamental, distrital y municipal podrá, con recursos de los respectivos presupuestos celebrar contratos con 
entidades privadas sin ánimo de lucro, de reconocida idoneidad, con el fin de impulsar programas y actividades de interés 
público, acordes con el Plan Nacional y los Planes Seccionales de Desarrollo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia¿. Es 
decir que en esta norma constitucional no está preceptuada la prohibición para realizar donaciones a entes públicos, norma esa 
que por ser de rango constitucional prevalece sobre las demás. Es de resaltar que en el nivel municipal la Constitución Política 



determina en el Artículo 313 numeral 3 que corresponde a los Concejos: ... Autorizar al Alcalde para celebrar contratos y 
ejercer pro tempore precisas funciones de las que corresponden a los Concejos. Por su parte la Ley 136 de 1.994, sobre 
organización y funcionamiento de los Municipios, trae entre las atribuciones del Concejo la de reglamentar la autorización al 
Alcalde para contratar, señalando los casos en que requiere autorización previa del Concejo. Si es posible entonces hacer la 
donación, tratándose de una entidad sin ánimo de lucro y de un asunto de interés público como es la educación superior, 
siempre y cuando se cuente con la autorización previa y específica del Concejo Municipal. FEUENTE LEGAL CONSTITYUCIÓN 
POLITICA ARTICULO 355 LEY 136 DE 1994 ACTUALIZADO 20/11/2009 

273 . ES PROCEDENTE EVADIR LA LICITACIÓN PÚBLICA, AL DETERMINAR EL CONCEJO MUNICIPAL 
QUE ES UN TRÁMITE ENGORROSO Y COMPLICADO SU PROCEDIMIENTO? 

No es procedente. En la contratación estatal priman el principio de transparencia y el deber de selección objetiva -reglas 
legislativas básicas para la escogencia de contratistas- que se edifican sobre dos bases constitucionales fundamentales: el 
derecho a la igualdad de oportunidades de los asociados frente a las entidades públicas, consagrado en la Constitución Política, 
en el Artículo 13; y el principio de la imparcialidad, Artículo 209 ibídem, que establece los principios básicos de la actividad de 
las entidades estatales, imponiendo que ¿la función administrativa está al servicio de los intereses generales, y se desarrolla 
con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad...¿ 
(Resaltado fuera del texto). El derecho a la igualdad quedó incorporado en el Estatuto Contractual, al definir el proceso 
licitatorio como ¿...El procedimiento mediante el cual la entidad estatal formula públicamente una convocatoria para que, en, 
igualdad de oportunidades, los interesados presenten sus ofertas y se seleccione entre ellas la más favorable¿. (Parágrafo único 
Artículo 30 Estatuto Contractual) (Resaltado fuera del texto). FUNDAMENTO LEGAL: Ley 80 de l.993 LEY 1150 DE 2007 
ACTUALIZADO 20/11/2009 

274 . PUEDE UN MUNICIPIO SUMINISTRAR TUBERÍA PARA EL ACUEDUCTO QUE ESTÁ SIENDO 
CONSTRUIDO, A TRAVÉS DE UNA ASOCIACIÓN DE MUNICIPIOS? 

Los contratos a celebrarse con asociaciones conformadas por entidades territoriales, es decir por medio de contratos 
interadministrativos, de conformidad con lo previsto en el parágrafo del artículo 2o de la Ley 80 de 1993, se harán conforme a 
las reglas ARTÍCULO 10. TRATAMIENTO PARA LAS COOPERATIVAS Y ASOCIACIONES DE ENTIDADES TERRITORIALES. Las 
cooperativas, las asociaciones conformadas por entidades territoriales y en general los entes solidarios de carácter público 
estarán sometidos a las disposiciones del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. La celebración de 
contratos de entidades estatales con asociaciones o cooperativas de entidades territoriales y en general con entes solidarios, se 
someterá a los procesos de selección de que trata la presente ley, en los que participarán en igualdad de condiciones con los 
particulares. FUNDAMENTO LEGAL: LEY 80 DE 1993 LEY 1150 DE 2007 Y SUS DECRETOS REGLAMENTARIOS 20/11/2009 

275 . CUÁL ES EL PROCEDIMIENTO PARA DECLARAR LA CULMINACIÓN Y/O TERMINACIÓN 
UNILATERAL DEL CONTRATO ESTATAL? 

La Ley 80 de 1.993 en su Artículo 17 establece los eventos en los cuales la entidad podrá terminar unilateralmente los 
contratos estatales, antes de su vencimiento: Artículo 17.- De la terminación unilateral. La entidad en acto administrativo 
debidamente motivado dispondrá la terminación anticipada del contrato en los siguientes eventos: 1.- Cuando las exigencia del 
servicio público lo requieran o la situación de orden público lo imponga. 2.- Por muerte o incapacidad física permanente del 
contratista, si es persona natural, o por disolución de la persona jurídica del contratista. 3.- Por interdicción judicial o 
declaración de quiebra del contratista. 4.- Por cesación de pagos, concurso de acreedores o embargos judiciales del contratista, 
que afecten de manera grave el cumplimiento del contrato. (...)¿. Contra el acto administrativo proceden los mismos 
mecanismos de impugnación previstos para los actos expedidos con ocasión del ejercicio de la exorbitancia en las cláusulas. En 
el inciso 2 del Artículo 45 de la Ley 80 de 1.993 se establecen tres causales de terminación adicionales, así: Artículo 45.- De la 
nulidad absoluta. La nulidad absoluta podrá ser alegada por las partes, por el agente del ministerio público, por cualquier 
persona o declarada de oficio, y no es susceptible de saneamiento por ratificación. En los casos previstos en los numerales 1, 2 
y 4 del Artículo anterior, el jefe o representante legal de la entidad respectiva deberá dar por terminado el contrato mediante 
acto administrativo debidamente motivado, y ordenará su liquidación en el estado en que se encuentre¿. Desde este punto de 
vista, si la administración prevé que se da uno de los eventos descriptos anteriormente, puede dar por terminado 
unilateralmente el contrato. De lo contrario el Artículo 18 de la Ley 80 de 1.993, establece la caducidad y sus efectos. Por lo 
cual la caducidad es la estipulación en virtud de la cual si se presenta alguno de los hechos constitutivos de incumplimiento de 
las obligaciones a cargo del contratista, que afecte de manera grave y directa la ejecución del contrato, y evidencie que puede 
conducir a su paralización, la entidad por medio de acto administrativo, debidamente motivado, lo dará por terminado y 
ordenará su liquidación en el estado en que se encuentre. El régimen general establecido en el Estatuto Contractual tiene las 
siguientes características: El incumplimiento en las obligaciones por parte del contratista constituye la causal básica de 
caducidad. La norma establece que se podrá declarar la caducidad si se presenta uno o más (. .. ) Hechos constitutivos de 
incumplimiento de las obligaciones del contratista (Art. 18) FUNDAMENTO LEGAL: Ley 80 de 1993 ACTUALIZADO 20/11/2009 

276 . UN CONTRATISTA TIENE UN CONTRATO CON EL MUNICIPIO EL CUAL SE ENCUENTRA EN 
SUSPENSIÓN TEMPORAL. ¿PUEDE ASPIRAR AL CARGO DE GERENTE DE LAS EMPRESAS PÚBLICAS DEL 
MUNICIPIO, O ESTÁ INHABILITADO PARA EJERCER EL CARGO? 

El Artículo 127 de la Constitución Política, dice: Artículo 127.- Los servidores públicos no podrán celebrar, por si o por 



interpuesta persona, o en representación de otro, contrato alguno con entidades públicas o con personas privadas que manejen 
o administren recursos públicos, salvo las excepciones legales. Desarrolla esta norma el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, en sus Artículos 8° y 9°, que consagran las inhabilidades e incompatibilidades para contratar y las 
sobrevinientes, que serían las del caso que nos ocupa. Ordena el Artículo 9° que el contratista debe ceder el contrato previa 
autorización escrita de la entidad contratante o renunciar a su ejecución, porque el contrato está suspendido pero no terminado 
y por tanto el vínculo contractual está vigente. En conclusión, hasta que el contratista no termine legalmente el contrato con el 
Municipio se encuentra inhabilitado para desempeñarse como servidor público. FUENTE LEGAL: Ley 80 de 1.993, arts. 8 
ACTUALIZADO 20/11/2009 

278 . CUÁL ES EL PROCESO CORRECTO PARA LA POSTULACION COMO PROPONENTE EN CALIDAD DE 
PERSONA NATURAL Y/O JURÍDICA ANTE EL ESTADO COLOMBIANO? 

La Ley 80 de 1.993, y sus decretos reglamentarios, que señala los principios que rigen los contratos estatales, en el Artículo 6º 
determina: Artículo 6°.- De la capacidad para contratar. Pueden celebrar contratos con las entidades estatales las personas 
consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes. También podrán celebrar contratos con las entidades estatales, 
los consorcios y uniones temporales. Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será 
inferior a la del plazo del contrato y un año más. Por su parte, el Artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 estipula: De la verificación 
de las condiciones de los proponentes. Todas las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras domiciliadas o con 
sucursal en colombia, que aspiren a celebrar contratos con las entidades estatales, se inscribirán el Registro único de 
proponentes del registro unico empresarial de la cámara de comercio con jurisdicción en su domicilio principal.." FUNDAMENTO 
LEGAL: Ley 80 de 1.993 Ley 1150 de 2007 y sus decretos reglamentarios ACTUALIZADO 20/11/2009 

279 . CÓMO SE PUEDE CELEBRAR UN CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS? 

La Ley 80 de 1.993, Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, Artículo 32, numeral 3°, establece: 
Contrato de prestación de servicios. Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades para desarrollar 
actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de las mismas. Estos contratos sólo podrán celebrarse con 
personas naturales, cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos 
especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término 
estrictamente indispensable. LA LEY 1150 ENUNCIA 4. Contratación directa. La modalidad de selección de contratación directa, 
solamente procederá en los siguientes casos: a) Urgencia manifiesta; b) Contratación de empréstitos; c) Contratos 
interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas de los mismos tengan relación directa con el objeto de la entidad 
ejecutora señalado en la ley o en sus reglamentos. Se exceptúan los contratos de obra, suministro, encargo fiduciario y fiducia 
pública cuando las instituciones de educación superior públicas sean las ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por 
las mismas, siempre que participen en procesos de licitación pública o de selección abreviada de acuerdo con lo dispuesto en 
los numerales 1 y 2 del presente artículo. En aquellos eventos en que el régimen de la ejecutora no sea el de la Ley 80 de 
1993, la ejecución de dichos contratos estará en todo caso sometida a los principios de la función administrativa a que se 
refiere el artículo 209 de la Constitución Política, al deber de selección objetiva y al régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades de la Ley 80 de 1993 salvo que se trate de Instituciones de Educación Superior Públicas, caso en el cual la 
celebración y ejecución podrán realizarse de acuerdo con las normas específicas de contratación de tales entidades, en 
concordancia con el respeto por la autonomía universitaria consagrada en el artículo 69 de la Constitución Política. En aquellos 
casos en que la entidad estatal ejecutora deba subcontratar algunas de las actividades derivadas del contrato principal, no 
podrá ni ella ni el subcontratista, contratar o vincular a las personas naturales o jurídicas que hayan participado en la 
elaboración de los estudios, diseños y proyectos que tengan relación directa con el objeto del contrato principal. Estarán 
exceptuados de la figura del contrato interadministrativo, los contratos de seguro de las entidades estatales; d) La contratación 
de bienes y servicios en el sector Defensa y en el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, que necesiten reserva para 
su adquisición; e) Los contratos para el desarrollo de actividades científicas y tecnológicas; f) Los contratos de encargo 
fiduciario que celebren las entidades territoriales cuando inician el Acuerdo de Reestructuración de Pasivos a que se refieren las 
Leyes 550 de 1999, 617 de 2000 y las normas que las modifiquen o adicionen, siempre y cuando los celebren con entidades 
financieras del sector público; g) Cuando no exista pluralidad de oferentes en el mercado; h) Para la prestación de servicios 
profesionales y de apoyo a la gestión, o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas 
personas naturales; i) El arrendamiento o adquisición de inmuebles. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 80 de l993, art. 32 LEY 1150 
ARTICULO 2 ACTUALIZADO 20/11/2009 

280 . CUÁNDO PROCEDE LA CONTRATACIÓN POR URGENCIA MANIFIESTA? 

El Artículo 42 de la Ley 80 de 1.993, establece: La escogencia del contratista se efectuará siempre a través de licitación 
pública, salvo en los siguientes casos, en los que se podrá contratar directamente .... Y en su literal f) contempla dentro de 
dichas excepciones La Urgencia Manifiesta. En el artículo 42 de la Ley 80 de 1993, se expresa: De la urgencia manifiesta. Existe 
urgencia manifiesta cuando la continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la ejecución 
de obras en el inmediato futuro; cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de excepción; cuando se trate 
de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre, que 
demanden actuaciones inmediatas y, en general, cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los 
procedimientos de selección o concurso públicos. ( La expresión concurso fue derogado por el artículo 32 de la Ley 1150 de 
2007) La urgencia manifiesta se declarará mediante acto administrativo motivado. PARAGRAFO.- Con el fin de atender las 
necesidades y los gastos propios de la urgencia manifiesta, se podrán hacer los traslados presupuestales internos que se 
requieran dentr,o del presupuesto del organismo o entidad estatal correspondiente¿. Este parágrafo fue declarado parcialmente 
exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C 772 de 1998 así: Bajo el entendimiento de que los traslados 



presupuestales internos a que se refiere dicha norma, se efectúen afectando exclusivamente el anexo del Decreto de 
liquidación del presupuesto. De igual manera el artículo 43 del estatuto contractual, expone: Del control de la contratación de 
urgencia. Inmediatamente después de celebrados los contratos originados en la urgencia manifiesta, estos y el acto 
administrativo que lo declaró, junto con el expediente contentivo de los antecedentes administrativos, de la actuación y de las 
pruebas de los hechos, se enviará al funcionario u organismo que ejerza el control fiscal en la respectiva entidad, el cual deberá 
pronunciarse dentro de los dos (2) meses siguientes sobre los hechos y circunstancias que determinaron tal declaración. Si 
fuere procedente, dicho funcionario u organismo solicitará al jefe inmediato del servidor público que celebró los referidos 
contratos o a la autoridad competente, según el caso, la iniciación de la correspondiente investigación disciplinaria y dispondrá 
el envío del asunto a los funcionarios competentes para el conocimiento de las otras acciones. El uso indebido de la 
contratación de urgencia será causal de mala conducta. Lo previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio de otros 
mecanismos de control que señale el reglamento, para garantizar la adecuada y correcta utilización de la contratación de 
urgencia¿. FUENTE LEGAL: Ley 80 de 1993, art. 42. Ley 1150 de 2007. ACTUALIZADO 20/11/2009 

282 . EN QUÉ CASOS EL DIRECTOR DE UNA ENTIDAD PÚBLICA PUEDE SER EL INTERVENTOR DE LOS 
CONTRATOS?. 

El Artículo 11, numeral 1º, de la Ley 80 determina que la competencia para ordenar y dirigir la celebración de licitaciones o 
concursos, y para escoger contratistas, será del representante legal de la entidad contratante. De hecho, el representante legal 
de la entidad contratante puede ser el interventor en todos los casos. Pero puede designar a un funcionario subalterno o a un 
particular, persona natural o jurídica, para que cumpla con esa labor, y haya una mejor vigilancia del contrato. El interventor 
deberá responder disciplinaria y penalmente en caso de irregularidades en el desempeño de esta labor, de conformidad con lo 
preceptuado en el Artículo 51 ibídem. FUENTE LEGAL Ley 80 de 1993 art. 11 num. 1- La expresión concursos fue derogado por 
el artículo 32 de la ley 1150 de 2007- ACTUALIZADO 20/11/2009 

283 . A UNA ENTIDAD, CORPORACIÓN SIN ÁNIMO DE LUCRO, LE ES APLICABLE EL RÉGIMEN DE 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA? 

El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, Ley 80 de 1993, y la Ley 489 de 1998, tienen por objeto 
disponer las reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales. Es decir, cualquier persona, natural o 
jurídica, si pretende participar en una licitación o concurso, o celebrar contratos con entidades estatales, se debe acoger a la 
normatividad de la Ley 80 de 1993, y sus Decretos Reglamentarios. De igual manera, sin son convenios interadministrativos. 
Por lo tanto, a las corporaciones sin ánimo de lucro al contratar con el estado deben sujetarse al cumplimiento de las normas 
de contratación estatal. De igual manera a hacemos enfasis en recordar, que los decretos 2150 de 1995, establece los registros 
de las entidades sin animo de lucro, el decreto 266 de 2000 los estatuto y el decreto 2500 de 1986 las obligaciones, estos 
decretos sirven de guia para la contitucion de las entidades sin animo de lucro. FUENTE LEGAL: Ley 80 de 1993 Ley 489 de 
l.998 ACTULIZADO 20/11/2009 

284 . LAS EMPRESAS SOCIALES DEL ESTADO BAJO QUE NORMATIVIDAD CELEBRAN LOS 
CONTRATOS? 

El artículo 195 de la Ley 100 de 1993, define: " 6. En materia contractual se regirá por el derecho privado, pero podrá 
discrecionalmente utilizar las cláusulas exorbitantes previstas en el estatuto general de contratación de la administración 
pública." Las empresas sociales del Estado fueron creadas por la Ley 100. A pesar de no existir duda acerca de su naturaleza 
pública, ellas no están sujetas al cumplimiento del estatuto contractual, pues el numeral 6° del artículo 195 de la Ley 100, 
únicamente remitió al mismo, para efectos de la aplicación discrecional, las cláusulas exorbitantes. El Consejo de Estado reitera 
esta posición doctrinaria vertida en la Consulta N° 1.127, del 20 de agosto de 1998, según la cual : "Por regla general, en 
materia de contratación las Empresas Sociales del Estado se rigen por las normas ordinarias de derecho comercial o civil. En el 
caso de que discrecionalmente, dichas empresas hayan incluido en el contrato cláusulas excepcionales, éstas se regirán por las 
disposiciones de la ley 80 de 1993. Salvo en este aspecto, los contratos seguirán regulados por el derecho privado". (Resalta la 
Sala) Sin embargo, estima pertinente aclarar que cuando tales empresas, hipotéticamente tuvieran que celebrar los contratos a 
que se refiere el artículo 32 de la ley 80, no es pertinente dar aplicación a disposiciones distintas a las de derecho privado. Con 
todo, que el estatuto contractual no se aplique sino en punto a las cláusulas excepcionales, conforme al numeral 6° del artículo 
195 de la Ley 100, no significa que los administradores y encargados de la contratación en las empresas en cuestión, puedan 
hacer caso omiso de los preceptos de los artículo 109 de la Constitución, 2° y 3° del C.C.A.¿ FUENTE LEGAL: Ley 100 de l993, 
art. 195 ACTUALIZADO 20/11/2009 

285 . CÓMO SE DEBE REALIZAR LA CONTRATACIÓN CON LOS FONDOS DE SERVICIOS EDUCATIVOS 
DE UN COLEGIO? 

La Ley 715, en el artículo 13, determina con relación a los procedimientos de contratación de los fondos de servicios educativos 
lo siguiente: "Todos los actos y contratos que tengan por objeto bienes y obligaciones que hayan de registrarse en la 
contabilidad de los Fondos de servicios educativos, a los que se refiere el artículo anterior, se harán respetando los principios 
de igualdad, moralidad, imparcialidad y publicidad, aplicados en forma razonable a las circunstancias concretas en las que 
hayan de celebrarse. Se harán con el propósito fundamental de proteger los derechos de los niños y de los jóvenes, y de 
conseguir eficacia y celeridad en la atención del servicio educativo, y economía en el uso de los recursos públicos. Los actos y 
contratos de cuantía superior a veinte (20) salarios mínimos mensuales, se regirán por las reglas de la contratación estatal, 



teniendo en cuenta su valor y naturaleza, y las circunstancias en las que se celebren. El Gobierno Nacional podrá indicar los 
casos en los cuales la cuantía señalada en el presente inciso será menor. El rector o director celebrará los contratos que hayan 
de pagarse con cargo a los recursos vinculados a los Fondos, en las condiciones y dentro de los límites que fijen los 
reglamentos. Con estricta sujeción a los principios y propósitos enunciados en el primer inciso de este artículo, y a los 
reglamentos de esta Ley, el Consejo Directivo de cada establecimiento podrá señalar, con base en la experiencia y en el 
análisis concreto de las necesidades del establecimiento, los trámites, garantías y constancias que deben cumplirse para que el 
rector o director celebre cualquier acto o contrato que cree, extinga o modifique obligaciones que deban registrarse en el 
Fondo, y cuya cuantía sea inferior a veinte (20) salarios mínimos mensuales. El Consejo puede exigir, además, que ciertos 
actos o contratos requieran una autorización suya específica. Habrá siempre información pública sobre las cuentas del Fondo en 
las condiciones que determine el reglamento. La omisión en los deberes de información será falta grave disciplinaria para quien 
incurra en ella. Inciso 6º inexequible. Ninguna otra norma de la Ley 80 de 1993 será aplicable a los actos y contratos de 
cuantía inferior a veinte (20) salarios mínimos mensuales que hayan de vincularse a las cuentas de los Fondos." Es necesario 
tener en cuenta la reglamentación expedida por el Ministerio de Educación con relación al manejo, recursos y composición de 
los Fondos de Servicios Educativos, en el decreto 992 de 2002. Específicamente en el artículo 15 se establece: ¿Los rectores o 
directores que administren Fondos de Servicios Educativos, aplicarán las normas del estatuto contractual vigente, cuando la 
cuantía supere los veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Es de resaltar que el inciso 1 del artículo 13 de la 
ley 715 reconoce los principios establecidos por la ley 80 de 1993 de contratación estatal y es en aplicación de esos mismos 
principios, y en pos de una mayor eficacia y eficiencia en la administración, que se crea un procedimiento más ágil para la 
contratación de estos fondos de servicios educativos. Con relación a los contratos de cuantía inferior a 20 SMLMV le 
corresponde al Consejo Directivo el establecimiento de reglas especiales (art. 10 Decreto 992 de 2002) FUNDAMENTO LEGAL: 
Ley 80 de 1993 Ley 715 de 2001 ACTUALIZADO 20/11/2009 

288 . CÓMO DEBE SER LA PARTICIPACIÓN DE LAS VEEDURÍAS CIUDADANAS CUANDO LAS 
ENTIDADES INICIAN LOS PROCESOS DE CONTRATACIÓN ESTATAL? 

En estos casos, la entidad contratante faculta a los ciudadanos para ejercer control sobre los procesos de escogencia, para 
asegurar el cumplimiento de los fines de la contratación. Las entidades deberán convocar veedurías ciudadanas para realizar 
control social. La sentencia C-1388 de 2000 define que la participación es un derecho-deber, que faculta, responsabiliza e 
involucra los intereses colectivos. El manejo eficiente de los recursos fiscales involucrados en la contratación, exige que las 
entidades realicen y documenten sus procesos de planeación, con la participación activa de la ciudadanía, de tal manera que se 
logre hacer una valoración anticipada de sus necesidades de contratación, con el objeto de priorizarlas y satisfacerlas 
adecuadamente. Toda contratación estatal puede contar con la participación de veedurías ciudadanas que permitan verificar la 
transparencia en el proceso de contratación y la libre participación de oferentes en la búsqueda de eficiencia y eficacia en la 
contratación. Al efecto, el Art. 9 del Decreto 2170 establece que las veedurías ciudadanas, establecidas de conformidad con la 
Ley, podrán desarrollar su actividad precontractual, contractual y postcontractual en los procesos de contratación, haciendo 
recomendaciones escritas y oportunas ante las entidades que administran y ejecutan el contrato y ante los organismos de 
control del Estado, para buscar la eficiencia institucional y la probidad en la actuación de los funcionarios públicos. Así mismo, 
podrán intervenir en todas las audiencias que se realicen durante el proceso. LA LEY 850 DE 2003 ENUNCIA ARTÍCULO 5o. 
AMBITO DEL EJERCICIO DE LA VIGILANCIA. Las veedurías ejercerán la vigilancia en el ámbito nacional, departamental, 
municipal, y demás entidades territoriales, sobre la gestión pública y los resultados de la misma, trátese de organismos, 
entidades o dependencias del sector central o descentralizado de la administración pública; en el caso de organismos 
descentralizados creados en forma indirecta, o de empresas con participación del capital privado y público tendrán derecho a 
ejercer la vigilancia sobre los recursos de origen público. La vigilancia de la Veeduría Ciudadana se ejercerá sobre entidades de 
cualquier nivel o sector de la administración y sobre particulares y organizaciones no gubernamentales que cumplan funciones 
públicas, de acuerdo con las materias que interesen a aquellas, de conformidad con su acta de constitución, sin importar el 
domicilio en el que se hubiere inscrito. El ejercicio de las veedurías se hará sin perjuicio de otras formas de vigilancia y control 
de la sociedad civil y de la comunidad, consagradas en las disposiciones legales vigentes y sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 167 de la Ley 136 de 1994, cuando dicha participación se refiera a los organismos de control. FUNDAMENTO LEGAL: 
LEY 850 DE 2003 Decreto 2170 de 2002, art. 9 ACTUALIZADO 20/11/2009 

289 . CÓMO SE COMPONE EL PRESUPUESTO DE UN MUNICIPIO? 

El presupuesto de un municipio tiene tres componentes básicos, a saber: a. PRESUPUESTO DE RENTAS O INGRESOS Ingresos 
Corrientes (Tributarios y no tributarios) Recursos de Capital Fondos Especiales Ingresos de los Establecimientos Públicos a nivel 
territorial b. PRESUPUESTO DE GASTOS O ACUERDO DE APROPIACIONES Funcionamiento (Servicios Personales, Gastos 
Generales, Transferencias) Servicio a la Deuda (Deuda interna y externa) Inversión c. DISPOSICIONES GENERALES 
FUNDAMENTO LEGAL Art. 11 Decreto 111 de 1996 ACTUALIZADO 20/11/2009 

290 . CÓMO SE COMPONE EL PRESUPUESTO DE INGRESOS DE UN MUNICIPIO? 

El presupuesto de ingresos de un municipio se compone de: Ingresos Corrientes, Recursos de Capital, Contribuciones 
Parafiscales, Fondos Especiales e Ingresos de los Establecimientos Públicos Los Ingresos Corrientes son los recursos que 
percibe el municipio en desarrollo de lo establecido en las disposiciones legales, por concepto de la aplicación de impuestos, 
tasas, multas y contribuciones, siempre que no sean ocasionales. Los ingresos corrientes se clasifican en Tributarios y no 
Tributarios. Los tributarios se subclasifican en directos e indirectos. Los no tributarios comprenden las tasas, multas, 
transferencias y participaciones. Los Recursos de Capital son ingresos que se obtienen esporádicamente en el Municipio, dentro 
de los cuales tenemos: ¿ Recursos del Balance. ¿ Recursos del crédito interno o externo. ¿ Rendimientos financieros. ¿ 
Donaciones. ¿ Los excedentes financieros de los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales; y las 



sociedades de economía mixta del ente territorial. Las Contribuciones Parafiscales son gravámenes de carácter obligatorio, 
determinado por la Ley, que afectan a un grupo social específico y se utilizan para beneficio del mismo. Los Fondos Especiales 
son ingresos establecidos por la Ley para el cumplimiento de una función pública, así como los recursos de los fondos sin 
personería jurídica creados por el legislador. Ingresos de los Establecimientos Públicos. Se deben identificar y clasificar por 
separado las rentas propias y los recursos de capital de los establecimientos públicos. Se entienden por rentas propias todos los 
ingresos corrientes de los establecimientos públicos, excluyendo las transferencias y aportes del sector central. FUNDAMENTO 
LEGAL: Arts. 27, 29, 30, 31 y 34 del Decreto 111 de 1996 ACTUALIZADO 20/11/2009 

291 . CUÁLES SON LOS INGRESOS CORRIENTES DEL MUNICIPIO? 

Los ingresos corrientes son recursos que el municipio recibe regularmente para cumplir sus cometidos. Se clasifican en ingresos 
tributarios y no tributarios. Los ingresos tributarios son el producto de los impuestos propiedad de los municipios, definidos 
como la obligación legal de contribuir pecuniariamente al financiamiento del estado (municipio), por poseer un bien o ejercer 
una actividad, sin esperar nada a cambio de manera directa por parte del sujeto pasivo determinado por la Ley. Estos 
impuestos pueden ser directos e indirectos Los ingresos no tributarios son el producto de las tasas, multas, contribuciones y 
derechos que la Constitución, la Ley, Las ordenanzas y los Acuerdos han creado para beneficio del municipio. En este grupo se 
encuentran los recursos del Sistema General de Participaciones, las tasas, las multas, las contribuciones (Plusvalía, especial de 
seguridad, de valorización, para bomberos y sobretasas) FUNDAMENTO LEGAL. Art. 358 Constitución Política. Art. 27 Decreto 
111 de 1996 ACTUALIZADO 20/11/2009 

292 . CÓMO SE COMPONE EL PRESUPUESTO DE RECURSOS DE CAPITAL? 

El presupuesto de Recursos de Capital, son los recursos que tienen carácter ocasional y se componen de: · Recursos del 
Balance. · Recursos del crédito interno o externo. · Rendimientos Financieros. · Donaciones. · Los excedentes financieros de los 
establecimientos públicos, de las empresas industriales y comerciales, y de las sociedades de economía mixta del ente 
territorial. Los recursos del balance comprenden recursos de ejercicios fiscales anteriores. Entre ellos tenemos excedentes 
financieros, la cancelación de reservas, venta de activos, rentas contractuales y recuperación de cartera vencida. Los recursos 
del crédito son operaciones de crédito público que realizan los municipios con las entidades bancarias, previa autorización del 
Concejo Municipal, con plazos mayores a un año y con tasas de interés en condiciones del mercado. Los Rendimientos 
Financieros son el resultado de invertir los excedentes de tesorería en el mercado de capitales o en títulos valores (intereses, 
dividendos y corrección monetaria), emitidos por entidades controladas por la Superintendencia Bancaria o la Superintendencia 
de Valores. Las Donaciones se derivan de los recursos que a título de dádiva o regalo, sin contraprestación alguna, le sean 
entregados al ente territorial. Su ejecución se efectúa de conformidad con lo estipulado en el convenio o acuerdo que les dio 
origen, y estarán sometidas a la vigilancia del órgano de control competente. Los Excedentes Financieros son los sobrantes de 
liquidez que presentan los establecimientos públicos del orden municipal, al cerrar la vigencia fiscal el 31 de diciembre de cada 
año. Las Utilidades de las Empresas son el resultado del giro ordinario de las Empresas Industriales y Comerciales, propiedad 
del Municipio, liquidadas a partir del Estado de Perdidas y Ganancias y del Balance General de las mismas. La Venta de Activos 
es el producto de vender en condiciones de mercado los activos productivos e improductivos del Municipio. FUNDAMENTO 
LEGAL: Arts.31 y 109 del Decreto 111 de 1996. Sentencia Corte Constitucional C-423-95 ACTUALIZADO 20/11/2009 

293 . QUÉ SON INGRESOS CORRIENTES DE LIBRE DESTINACIÓN? 

Son ingresos corrientes de libre destinación, los recursos que percibe el municipio en desarrollo de lo establecido en las 
disposiciones legales, y que no tienen destinación especifica por mandato de la Constitución, la Ley o los Acuerdos. Así como 
aquellos que sirven de fuente de financiamiento de contratos o concesiones, tales como los recursos del sistema general de 
participaciones -para municipios de 4, 5 y 6 categoría, los cuales pueden disponer del 28% de los recursos de propósito 
general-; y los ingresos producto del monopolio de juegos de suerte y azar, o rentas titularizadas. FUNDAMENTO LEGAL. Art. 3 
Ley 617 de 2000; Arts. 78 y 84 Ley 715 de 2001. ACTUALIZADO 20/11/2009 

294 . QUÉ ES EL PREPUESTO DE GASTOS? 

El Presupuesto de Gastos es un estimativo, con base en los ingresos, y la autorización de los gastos que se pretenden ejecutar 
en una vigencia fiscal. En el presupuesto de gastos sólo se pueden incluir apropiaciones que correspondan a: · Créditos 
judicialmente reconocidos. · Gastos decretados conforme a las normas preexistentes. · Los destinados a dar cumplimiento a los 
planes y programas de desarrollo económico y social. Y a los de las obras públicas de que trata el plan de desarrollo, aprobados 
por el órgano colegiado. · Las leyes y normas que organizan al ente, que constituyen título para incluir en el presupuesto 
partida para gastos de funcionamiento, servicio a la deuda e inversión. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 346 Constitución Política. 
Art. 38 Decreto 111 de 1996. Ley 617 de 2000 ACTUALIZADO 20/11/2009 

295 . CÓMO SE COMPONE EL PRESUPUESTO DE GASTOS DE UN MUNICIPIO? 

El presupuesto de gastos de un municipio se compone de: · Gastos de Funcionamiento, · Servicio de la Deuda Pública y · 
Gastos de Inversión. Cada uno de estos conceptos deberán estar clasificados por secciones presupuéstales. Habrá una sección 
para cada uno de los órganos y entidades que integran la administración, tales como el Concejo, la Personería, la Contraloría, 
la Administración Central, y una para cada Establecimiento Público que exista en el municipio. Los gastos de funcionamiento 
son los gastos necesarios para el normal ejercicio de las funciones de la entidad territorial. Estos son gastos recurrentes en 



cuanto a los recursos físicos, técnicos y humanos. Servicio a la Deuda es el monto total de pagos que se casen durante la 
vigencia fiscal, por amortización, intereses, gastos y comisiones de empréstitos contratados con acreedores nacionales y 
extranjeros. Los primeros se pagan en pesos colombianos y los segundos en moneda externa. Gastos de Inversión son aquellas 
erogaciones susceptibles de causar réditos, o de ser de algún modo económicamente productivas; o que tengan cuerpo de 
bienes de utilización perdurable, llamados también de capital. Por oposición a los de funcionamiento, que están destinados a 
extinguirse con su empleo. Asimismo, lo constituyen los gastos para crear infraestructura social. La característica fundamental 
de este gasto es que su asignación permite acrecentar la capacidad de producción y productividad, en el campo de la estructura 
física, económica y social. Las inversiones que estén financiadas con recursos de crédito externo, para poder ejecutarse, 
deberán tener el recurso incorporado en el presupuesto, tener aprobación de la Dirección General de Crédito Público, y 
someterse a los procedimientos de contratación administrativa. Además, los gastos de inversión deberán estar reflejados en el 
Plan Operativo Anual de Inversiones, y se derivan del Plan Plurianual de Inversiones del Plan de Desarrollo. FUNDAMENTO 
LEGAL: Arts. 8 y 36 Decreto 111 de 1996 

296 . QUÉ SON LAS DISPOSICIONES GENERALES DEL PRESUPUESTO? 

Son las regulaciones presupuestales establecidas por la Administración para la correcta ejecución del presupuesto, y tienen la 
vigencia del presupuesto anual, o del período para el que se expiden. Es decir, cada presupuesto anual tiene sus propias 
disposiciones generales. Además, debe contener las definiciones de los renglones económicos de ingresos y de apropiaciones 
para gastos. En las disposiciones generales no se puede: · Crear ingresos y gastos. · Conceder facultades al ejecutivo que no 
estén orientadas a la correcta ejecución del presupuesto. · Incluir autorizaciones de endeudamiento. · Incluir normas que 
modifiquen normas, leyes o acuerdos preexistentes. · No se pueden disponer nuevos gastos. · Adoptar impuestos, ni abolir los 
existentes. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 11, literal c) y art. 109 Decreto 111 de 1996 ACTUALIZADO 20/11/2009 

297 . CÓMO SE CALCULA EL PRESUPUESTO DE GASTOS DE FUNCIONAMIENTO? 

La Ley 617 de 2000 estableció los límites de gasto para los municipios, ligándolos a una categorización, la cual se establece con 
base en los Ingresos Corrientes de Libre Destinación, y en el tamaño de la Población. A su vez, se deben tener presentes los 
gastos reconocidos por Acuerdos y Decretos vigentes, entre otros plantas de personal, convenciones colectivas, contratos de 
servicios públicos, sentencias judiciales, y planes y programas de desarrollo. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 38. Decreto 111 de 
1.996. LEY 617 DE 2000 ACTUALIZADO 20/11/2009 

298 . CÓMO SE CALCULA EL PRESUPUESTO PARA EL SERVICIO DE LA DEUDA? 

Se entienden por Deuda Pública todas aquellas obligaciones que exigen un pago corriente o futuro de capital y/o de intereses 
por parte del deudor al acreedor. Para poder determinar su cuantía se debe tener en cuenta lo siguiente: · Deuda en Bonos. · 
Ley 546 de 1999 y TRD (Títulos de Reducción de Deuda). · Pagarés. · Acuerdos de pago de créditos presupuéstales. · Las 
deudas (cartera). · Rezago presupuestal de todas las entidades del municipio. · Deuda de los mercados internacionales de 
títulos con bancos multilaterales y proveedores externos. · Bonos pensionales emitidos. · Bonos de valor constante serie A y B, 
emitidos para cubrir pasivo pensional de las universidades públicas. Para poder determinar la capacidad de endeudamiento, el 
Artículo 364 de la Constitución Política dispuso que el endeudamiento de las entidades territoriales no puede exceder su 
capacidad de pago. Mediante la Ley 358 de 1997 se dio desarrollo a este mandato constitucional; y asoció de manera directa la 
capacidad de pago a la generación de ahorro operacional. FUNDAMENTO LEGAL: Parágrafo del Artículo 2 de la Ley 358 de 1997 
Art. 2 - 3 Decreto 696 de 1998 Documento CONFIS Documento, Asesores 7 de marzo de 2002. ACTUALIZADO 20/11/2009 

299 . CÓMO SE CALCULA EL PRESUPUESTO DE GASTOS DE INVERSIÓN? 

El presupuesto de gastos de inversión tiene como fundamento el Plan de Desarrollo Municipal, el cual tiene un componente 
denominado Plan Plurianual de Inversiones, el cual, una vez priorizado, se organiza en lo que se denomina Plan Operativo 
Anual de Inversiones, POAI. Éste debe contener los proyectos de inversión clasificados por sectores, órganos y programas. Su 
monto depende de la meta de inversión fijada en el Plan Financiero y su contenido deberá guardar concordancia con el Plan 
Nacional de Inversiones, uno de los componentes del Plan Nacional de Desarrollo. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 49, Decreto 111 
de 1996 Art. 14, Decreto 568 de 1996. ACTUALIZADO 20/11/2009 

300 . QUÉ SON COMPROMISOS PARA VIGENCIAS FUTURAS? 

Las vigencias futuras se desprenden de la autorización constitucional de incluir en los planes de inversiones los presupuestos 
plurianuales. Tal autorización se otorga para atender compromisos del Estado, que por su naturaleza requieren de su 
realización en varias vigencias fiscales. Su inclusión en el Estatuto Orgánico de Presupuesto tiene como explicación la necesidad 
de adecuar la Ley a las realidades que enfrenta el Estado, para llevar a cabo los megaproyectos cuya complejidad no permite 
hacerlo en el estrecho plazo de una vigencia fiscal. Las vigencias futuras pueden ser ordinarias o extraordinarias. Las primeras 
son aquellas cuya ejecución se inicia en la vigencia en curso; las segundas, son aquellas cuya ejecución no se inicia en la 
vigencia en curso. Únicamente para casos excepcionales, en las obras de infraestructura, energía, comunicaciones, aeronáutica, 
defensa y seguridad; y las garantías a las concesiones, conforme se desprende de los dispuesto en los Artículos 23 y 24 del 
Estatuto Orgánico del Presupuesto. La naturaleza de la vigencia futura, tanto ordinaria como extraordinaria, es la misma de la 
apropiación presupuestal, y por ello fenece a 31 de diciembre del respectivo año. Significa también que su autorización debe 
ser previa al inicio de cualquiera de los procedimientos contractuales. Y con modificaciones de éstos no se puede alterar. Como 



tampoco lo pueden hacer los cambios en los certificados de disponibilidad y las decisiones de los procesos contractuales. Se 
puede interpretar que las vigencias futuras están contraviniendo el principio presupuestal de anualidad, pero la Corte 
Constitucional consideró que no había razón para excluirlas del ordenamiento jurídico. La norma orgánica de presupuesto 
estableció que los compromisos que comprometan vigencias futuras, deben cumplir cuatro requisitos mínimos, a saber: a. 
Deben ser autorizadas por el Concejo Municipal mediante Acuerdo. b. Su inicio se debe producir en la vigencia en que se da la 
autorización para vigencias futuras y con recursos de la misma vigencia. c. Deben estar consignadas en el Plan de Desarrollo 
Municipal vigente. d. Todos los compromisos para vigencias futuras sumados no pueden exceder la capacidad de 
endeudamiento del Municipio, medida por la capacidad de pago. (Art. 2 Ley 358 de 1997) e. Cuando se trate de proyectos de 
inversión municipal, deberá obtenerse el concepto previo y favorable de la Oficina de Planeación Municipal. FUNDAMENTO 
LEGAL: Art. 339 de la Constitución Política Arts. 23, 24 y 109 del Decreto 111 de 1996 Art. 2 de la Ley 358 de 1997. 
ACTUALIZADO 20/11/2009 

301 . LOS HONORARIOS DE LOS CONCEJALES SE PUEDEN CALCULAR TENIENDO COMO BASE EL 
SALARIO MENSUAL DEL ALCALDE, MÁS UNA DOCEAVA PARTE DE LAS CESANTÍAS, MÁS UNA 
DOCEAVA PARTE DE LA PRIMA DE NAVIDAD? 

No es procedente calcular los honorarios de los Concejales teniendo como base el salario mensual, la doceava de la cesantía y 
la prima de navidad del Alcalde ya que la norma determina que es el equivalente al ciento por ciento (100%) del salario diario 
que corresponde al respectivo alcalde, y la cesantía y la prima de navidad están consideradas como prestaciones sociales y no 
salario. De otra parte, para el Alcalde existe una relación laboral y se le reconoce salario. Y para los Concejales no hay relación 
laboral y se les reconocen honorarios, que no generan prestaciones sociales, legales ni extralegales. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 
20 Ley 617 de 2000 ACTUALIZADO 20/11/2009 

304 . SE PUEDEN PAGAR EN CUALQUIER ÉPOCA LAS DEUDAS PENDIENTES DE VIGENCIAS FISCALES 
ANTERIORES, TENIENDO COMO SOPORTE EL DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE RECONOCIERON? 

Es importante tener en cuenta el principio de anualidad, el cual se refiere a la iniciación y terminación del periodo fiscal (1º. de 
enero a 31 de diciembre de cada año), fecha en la cual fenecen los saldos disponibles y la posibilidad de afectar apropiaciones 
presupuestales. Este principio esta determinado en el Artículo 346 de la Constitución Política, cuando establece que: el 
Gobierno formulará anualmente el presupuesto de rentas y ley de apropiaciones. Con el presupuesto de rentas formaliza el 
sistema de caja en ingresos y con la ley de apropiaciones formaliza el sistema de causación en gastos. Esto lo ratifica el Artículo 
14 del decreto 111 de 1996. Al cabo de la culminación del periodo fiscal, los rubros no comprometidos caducan y pasan a 
engrosar los recursos del balance. El Decreto 111 de 1996 considera como excepción las reservas presupuestales y las cuentas 
por pagar, enfatizando que éstas deben estar comprometidas a diciembre 31. Al cierre de la vigencia fiscal, cada órgano 
constituirá las reservas presupuestales con los compromisos que a 31 de diciembre no se hayan cumplido, siempre y cuando 
estén legalmente contraídos y desarrollen el objeto de la apropiación. Estas deben ser constituidas por el Representante Legal y 
el Jefe de Prepuesto o quien haga sus veces. Igualmente, se deben constituir las cuentas por pagar con las obligaciones 
correspondientes a los anticipos pactados en los contratos, y a la entrega de bienes y servicios. Estas serán constituidas por el 
Representante Legal y el Tesorero. Las reservas presupuestales y las cuentas por pagar están consideradas como deudas de 
vigencias anteriores, y sólo se podrán utilizar para cancelar los compromisos que les dieron origen. Para ser pagadas, tendrán 
que estar constituidas, incluidas en el Decreto, e incluidas en el Acuerdo del PAC respectivo. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 346 
Constitución Política. Art. 14, Capítulo XI de la Ejecución del Presupuesto, literal d) Del régimen de apropiaciones y reservas 
Decreto 111 de 1996. ACTUALIZADO 20/11/2009 

305 . CUANDO NO SE RECONOCE EN LA VIGENCIA SIGUIENTE UNA DEUDA PENDIENTE, QUE YA HA 
SIDO RECONOCIDA MEDIANTE OTRO DECRETO, ¿QUÉ PROCEDIMIENTO Y NORMATIVIDAD DEBE 
TENERSE PARA EFECTUAR SU PAGO? 

Es de aclarar que una situación es reconocer la deuda (obligación) y otra es pagarla. La primera, es decir, reconocimiento de la 
deuda, es cuando a 31 de diciembre de cada vigencia fiscal, para las deudas (obligaciones y compromisos) que estén 
legalmente contraídas y desarrollen el objeto de apropiación, se constituyen las reservas de apropiación, y las cuentas por 
pagar quedan reconocidas mediante decreto. La segunda situación, el pago de las deudas (Obligaciones y compromisos), es 
cuando en el compromiso quedo pactado el pago, teniendo en cuenta la programación del PAC. De no cancelarse las deudas 
(reservas presupuestales y cuentas por pagar) en la vigencia fiscal que dieron origen, estas obligaciones y compromisos se 
convierten en pasivos exigibles o vigencias expiradas. De este hecho se debe informar a la Contraloría Departamental o 
Municipal, según el caso, para que determine la responsabilidad del funcionario que ordenó el gasto sin el lleno de los requisitos 
legales. FUNDAMENTO LEGAL: Arts. 37,71 y 73, Decreto 568 de 1996. Resolución 036 de 1998 Dirección General de 
Presupuesto Nacional Mayo 7 de l.998 ACTUALIZADO 20/11/2009 

306 . EL PRESUPUESTO DE INVERSIÓN DEL SECTOR AGUA POTABLE SE PUEDE GLOBALIZAR O 
HACERLO POR VEREDAS? 

Las partidas globalizadas, ni la Constitución Política, ni el Estatuto Orgánico de Presupuesto, las tiene contempladas, razón por 
la cual en diferentes apartes determina cómo es la clasificación, tanto del presupuesto de ingresos, como del presupuesto de 
gastos. Para este fin se expidió el Decreto 568 de 1996, reglamentario del Estatuto Orgánico, en el cual se establecen los 
parámetros y lineamientos para la preparación y formulación del proyecto de presupuesto; y allí no se maneja el concepto de 



partidas globales. Al contrario, se hace una clara, precisa y concisa clasificación de los gastos como de: Funcionamiento, 
Servicio a la Deuda e Inversión. Y dentro de cada uno de ellos contempla: cuentas, subcuentas y objeto del gasto. Al igual que 
en inversión, lo clasifica en programas y subprogramas y proyectos. Tampoco son convenientes las partidas globales, porque 
cada apropiación puede tener una clase de recurso diferente. De otra parte, se desvirtuaría el objeto del gasto, y en 
determinado momento no se podrá especificar la clase de gasto que se esta comprometiendo. Por lo tanto, no están permitidas 
las partidas globalizadas. En todo proceso presupuestal es conveniente desarrollar tres (3) etapas: Preparación o 
programación, ejecución y control o evaluación, con el objeto de poder llevar un mayor control de la ejecución del presupuesto 
de inversión. Es importante tener en cuenta las etapas para la formulación de los proyectos, como son: Identificación del 
Proyecto, Preparación y Evaluación del Proyecto y Financiamiento y Sostenibilidad del Proyecto. Dentro de la segunda etapa se 
tiene en cuenta la población y/o zona directamente afectada, o población objetivo. Por esta razón, que se deben llevar a cabo, 
tanto la programación como la ejecución, por zonas o sectores, y no globalizadas. Los gastos de presupuesto de inversión están 
reflejados en el Plan Operativo Anual de Inversiones y se derivan del Plan Plurianual de Inversiones del Plan de Desarrollo. El 
Plan Operativo Anual de Inversiones se clasifica en Sector, Programa, Subprograma, proyecto, apropiación, total del proyecto, 
total del programa, total del sector, a través de Proyectos, Programas, Subprogramas, y subproyectos. En este caso debe 
discriminarse por zonas: urbano y rural. De otra parte, el estatuto Orgánico de Presupuesto establece que el Acuerdo de 
Apropiaciones debe contener un anexo de las partidas destinadas al gasto público social, cuyo objetivo es la solución de las 
necesidades básicas insatisfechas de salud, educación, saneamiento ambiental, agua potable, vivienda y las tendientes al 
bienestar general y al mejoramiento de la calidad de vida de la población. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 8 y 41 Decreto 111 de 
1996. Art. 14 Decreto 568 de 1996 ACTUALIZADO 20/11/2009 

307 . PUEDE EL ALCALDE MUNICIPAL MODIFICAR EL PRESUPUESTO QUE LE PRESENTA EL 
PERSONERO, PARA QUE SEA INSERTADO EN EL PRESUPUESTO GENERAL DEL MUNICIPIO, PUESTO A 
CONSIDERACIÓN EN LAS SESIONES ORDINARIAS DEL CONCEJO EN EL MES DE NOVIEMBRE? 

El Personero Municipal puede presentar proyectos de acuerdo referidos a su presupuesto, a través de la Secretaria de Hacienda 
o de quien haga sus veces, por ser el funcionario competente para atender los asuntos presupuéstales, y con el lleno de los 
requisitos de carácter legal. La programación presupuestal de la Personería se ciñe en todo a las normas vigentes para el 
Municipio. El Alcalde podrá introducirle las modificaciones referidas al cumplimiento de los límites de gasto establecido por la 
Ley 617 de 2000, y a la programación de la totalidad de los gastos recurrentes, como son sueldo personal de nómina, 
prestaciones sociales, junto con la parafiscalidad, y servicios públicos, entre otros. También es importante resaltar que la 
Personería Municipal, por ser una entidad de vigilancia y a pesar de contar con autonomía administrativa y por ejercer 
funciones de control, no debe tener dentro de sus presupuesto rubros de inversión, ya que estos están dirigidos al gasto 
público social FUNDAMENTO LEGAL: Art. 60, 107 Decreto 111 de 1996 ACTUALIZADO 20/11/2009 

308 . PUEDE EL PERSONERO, O EL CONTRALOR, PRESENTAR PROYECTOS DE ACUERDO ANTE EL 
CONCEJO MUNICIPAL PARA MODIFICAR (ADICIONES Y TRASLADOS) SU PRESUPUESTO? 

Los traslados y adiciones corresponden a las modificaciones del presupuesto, y se pueden efectuar siempre y cuando no 
modifiquen el monto total de las apropiaciones de funcionamiento, servicio a la deuda y los subprogramas de inversión 
aprobados por el Concejo. El jefe de presupuesto, o quien haga su veces, deberá expedir previamente el certificado de 
disponibilidad, en el cual garantice la existencia de apropiación suficiente y libre de afectación presupuestal. Además se debe 
contar con una justificación detallada del traslado. Igualmente es necesario modificar el PAC Los traslados los debe efectuar el 
Alcalde mediante decreto, previa autorización del Concejo Municipal, de acuerdo a las funciones pro tempore establecidas por la 
Ley. O también se deben efectuar a iniciativa del Alcalde y mediante Acuerdo del Concejo Municipal. No obstante, el tema 
presupuestal es uno de aquellos que necesariamente propicia áreas de concurrencia y, por ende, supone una labor previa de 
coordinación. El Acuerdo de autorización de facultades pro tempore al Alcalde, debe contener expresa y taxativa las facultades 
y el tiempo que se otorgan. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 60 decreto 111 de 1996. Art. 34 Decreto 568 de 1996 ACTUALIZADO 
20/11/2009 

309 . CUÁL ES EL CAMBIO FUNDAMENTAL EN EL NUEVO RÉGIMEN DE COMPETENCIAS Y RECURSOS? 

La Ley 60 de 1993 determinó un monto de recursos a distribuir; definió cuánto le correspondía a cada departamento, municipio 
o distrito; y luego se lo dividió por porcentajes y destinos. La Ley 715 de 2001, toma un monto, lo divide por sectores, y luego, 
a través de la definición de las competencias, le asigna el monto a cada departamento, municipio o distrito. La Ley 715 de 2001 
busca principalmente un reordenamiento de competencias entre la nación, los departamentos, distritos y municipios, 
retomando uno de los principios básicos de la descentralización, según el cual se deben aprovechar las ventajas que cada nivel 
de gobierno presenta en la prestación de los servicios. Esta Ley crea el Sistema Nacional de Participaciones, instrumento que 
garantiza la financiación de los servicios de educación y salud, mediante transferencias condicionadas a estándares de 
prestación de esos servicios, y un monto de propósito general para financiar los servicios de agua potable y saneamiento 
básico, vivienda, transporte, medio ambiente, deporte y recreación, entre otros. La Ley introduce cambios significativos en los 
modelos de descentralización sectorial y su financiamiento, que obligan a replantear las formas de pensar y actuar por parte de 
los servidores públicos de departamentos y municipios. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 715 de 2001 ACTUALIZADO 20/11/2009 

310 . QUIÉN TRANSFIERE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES PARA EL 
PAGO DE DOCENTES? 



Los recursos del Sistema General de Participaciones para el pago de docentes se transfieren, así: Si es un Departamento o 
Municipio certificado, los recursos le llegan directamente de la Nación. Si es un Municipio no certificado, no le llegan recursos 
para educación de manera directa, sino que los administra el departamento correspondiente. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 16 Ley 
715 de 2001 ACTUALILZADO 20/11/2009 

311 . QUIÉN TRANSFIERE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES PARA LOS 
MUNICIPIOS DESCENTRALIZADOS, PARA PAGAR EL SERVICIO DE SALUD? 

Los recursos del Sistema General de Participaciones para el pago del servicio de salud se transfieren, así: Si es un 
Departamento o Municipio descentralizado, los recursos le llegan directamente. Si es un Municipio no descentralizado, los 
recursos se canalizan a través de la red departamental de salud pública. A los municipios les asignan directamente los recursos 
para prestar el aseguramiento a través de las ARS, sin importar si están o no descentralizados. FUNDAMENTO LEGAL: Art. Ley 
715 de 2001 ACTUALIZADO 20/11/2009 

312 . CUÁL ES EL DESTINO DE LOS RECURSOS ASIGNADOS EN EL SISTEMA GENERAL DE 
PARTICIPACIONES PARA FINANCIAR EL SERVICIO DE EDUCACIÓN? 

El destino de los recursos asignados en el Sistema General de Participaciones para educación, son los gastos que demande la 
educación de los niños y jóvenes en edad escolar. Entendiéndose por edad escolar los niños entre 5 y 17 años. FUNDAMENTO 
LEGAL: Arts. 15 Ley 715 de 2001 ACTUALIZADO 20/11/2009 

313 . CUÁL ES LA VIABILIDAD DE FINANCIAR EL PROGRAMA DE EDUCACIÓN NO FORMAL CON 
RECURSOS DE PROPÓSITO GENERAL (OTROS SECTORES), JUSTIFICÁNDOLO MEDIANTE LA 
COMPETENCIA DEL NUMERAL 18 DEL ARTÍCULO 76 DE LA LEY 715 DE 2001, CONSIDERANDO QUE 
MEDIANTE LA CAPACITACIÓN DE LA MANO DE OBRA SE ESTA PROMOVIENDO EL EMPLEO? 

Mediante documento CONPES 3199 del 30 de septiembre de 2002, titulado ¿Empleo: Un Reto de Cooperación¿, en el Capítulo 
VI, Recomendaciones, numeral 5, se solicita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (literal d) elaborar, junto con el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la reglamentación del uso de las transferencias territoriales para ¿promover el empleo 
y la protección social¿, de que trata la Ley 715 de 2001 (negrilla fuera de texto). Aún no se ha reglamentado el tema mediante 
decreto, por parte de los Ministerios aludidos. Por lo tanto, no es posible que a través del Artículo 76 numeral 18 de la Ley 715 
de 2001, se pueda capacitar mano de obra para promover empleo. El Gobierno Nacional, a través del SENA, imparte esta clase 
de capacitación para generar empleo. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 76, numeral 18 Ley 715 de 2001 Documento CONPES 3199 de 
2002. ACTUALIZADO 20/11/2009 

314 . LOS MUNICIPIOS PUEDEN PAGAR LOS COSTOS DE LA EDUCCIÓN NO FORMAL Y LA EDUCACIÓN 
PARA ADULTOS, CON LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES? 

Con los recursos del Sistema General de Participaciones no se pueden sufragar gastos distintos a los demandados por los niños 
y jóvenes en edad escolar. La educación no formal y la capacitación de adultos se pueden financiar con recursos propios, en el 
evento que el municipio decida asumir está competencia. La otra forma de atender la educación no formal y capacitación para 
adultos es a través de los programas que ofrece el SENA. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 76 Ley 715 de 2001 ACTUALIZADO 
20/11/2009 

315 . LOS LÍMITES PARA LOS GASTOS DE FUNCIONAMIENTO DE QUE TRATA LA LEY 617 DE 2000, 
¿FUERON ADICIONADOS CON LOS RECURSOS DEL SGP PARA LAS SECRETARÍAS DE SALUD Y 
EDUCACIÓN? 

La Ley 715 de 2001, no modificó los límites de gasto para las entidades territoriales. Sólo precisó que dichos límites de gasto se 
podrán financiar con recursos del Sistema General de Participaciones para pagar las secretarías de Salud y Educación 
organizadas de acuerdo con las competencias asignadas al Municipio. Es decir altamente tecnificadas. Si el Municipio se 
encuentra certificado o descentralizado podrá tener Secretaria. De otra manera, no. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 715 de 2001 
ACTUALIZADO 23/11/2009 

316 . CON LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES, ¿SE PUEDEN CONSTRUIR 
CENTROS EDUCATIVOS EN EL MUNICIPIO? 

Con los recursos del Sistema General de Participaciones sí se puede financiar la construcción de centros educativos, pero con 
los excedentes, después de financiar la nomina de docentes, directivos y administrativos de planteles educativos; sus 
contribuciones parafiscales y la provisión de la canasta educativa. FUNDAMENTO LEGAL: Arts. 5 y 17, Ley 715 de 2001 
ACTUALIZADO 23/11/2009 



317 . DE QUÉ SE COMPONE LA CANASTA EDUCATIVA? 

La canasta educativa son los elementos de soporte pedagógico que influyen de manera directa en la calidad de la prestación del 
servicio de educación, y la componen las dotaciones escolares, incluido mobiliario, textos, bibliotecas y materiales audiovisuales 
y didácticos, entre otros. FUNDAMENTO LEGAL: Arts. 5.17, 15.3 de la Ley 715 de 2001 CONPES SOCIAL No. 5728 enero de 
2002 ACTUALIZADO 23/11/2009 

318 . CÓMO SE ASIGNAN LOS RECURSOS PARA EDUCACIÓN EN LOS MUNICIPIOS CERTIFICADOS? 

Los costos del servicio de educación son el componente de la base para liquidar la participación en los municipios certificados. 
Se miden por niño matriculado, y se multiplican por el promedio establecido por el Ministerio de Educación. Estos recursos 
deben estar dirigidos para prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, básica y media, en condiciones de equidad, 
eficiencia y calidad, y se deberán tener en cuenta los criterios determinados en el Art. 16 de la Ley 715 de 2001. FUNDAMENTO 
LEGAL: Arts. 7 y 16 Ley 715 de 2001 ACTUALIZADO 23/11/2009 

319 . EL SERVICIO DE SALUD PÚBLICA ¿A QUÉ ENTE TERRITORIAL LE CORRESPONDE? 

El servicio de salud pública se descentralizó y ahora es competencia de los departamentos, municipios y distritos, bajo las 
directrices políticas del Ministerio de Protección Social. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 42 numeral 6, Ley 715 de 2001 
ACTUALIZADO 23/11/2009 

320 . EN LA ACTUALIDAD, UN MUNICIPIO NO CERTIFICADO ESTÁ PAGANDO DOCENTES QUE 
DESEMPEÑAN SU TRABAJO EN COLEGIOS DEPARTAMENTALES. ¿PUEDE SEGUIR HACIÉNDOLO CON EL 
SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES? 

Ni antes ni después de la expedición de la 715 de 2001, los municipios pueden financiar la acción departamental. El mandato 
constitucional establece que es el departamento quien complementa y subsidia la acción municipal. Por consiguiente, los 
docentes en mención deben ser incorporados en la planta de personal docente del departamento. De otra parte, los municipios 
no certificados en el sector educación desarrollan las siguientes competencias: · Administrar y distribuir los recursos del SGP 
que se le asignen para el mantenimiento y mejoramiento de la calidad. · Con recursos propios pueden financiar los servicios 
educativos a cargo del Estado y las inversiones de infraestructura, calidad y dotación. · Trasladar plazas y docentes entre sus 
instituciones educativas. · Suministrar información a departamento y nación con calidad y oportunidad. La certificación 
convierte a las entidades territoriales en las responsables directas de la prestación del servicio, del manejo de los recursos y de 
la administración de personal docente y administrativo. FUNDAMENTO LEGAL Art. 8 Ley 715 de 2001 ACTUALIZADO 
23/11/2009 

321 . LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS, UNA VEZ SE GENERAN, SE DEBEN INCORPORAR AL 
PRESUPUESTO DE INGRESOS, Y SE PUEDEN CONSIDERAR COMO DE LIBRE DESTINACIÓN? 

Los rendimientos financieros son el producto de la inversión temporal de los excedentes de liquidez de la tesorería. Su producto 
es un recurso de capital, pero siguen conservando el mismo destino de quien los origina. Es decir, si se invierten recursos de 
libre destinación, su destino será de libre destinación. Si se invierten recursos de destinación especifica, su destino será de 
destinación específica. FUNDAMENTO LEGAL Art, 100 Decreto 111 de 1996 Art. 84, Ley 715 de 2001 ACTUALIZADO 
23/11/2009 

322 . CÓMO SE PRESUPUESTAN LAS OBRAS ADICIONALES QUE SURGEN DURANTE LA EJECUCIÓN DE 
UN CONTRATO DE OBRA PÚBLICA? 

El registro presupuestal debe incluir la totalidad de los costos al momento de celebrar y perfeccionar el contrato. Las 
eventualidades y el estimativo de los ajustes, resultantes de la aplicación de la cláusula de actualización de precio, están 
establecidos en los numerales 13 y 14 del Artículo 25 de la Ley 80 de 1993, que dice: ¿13. Las autoridades constituirán las 
reservas y compromisos presupuestales necesarios, tomando como base el valor de las prestaciones al momento de celebrar el 
contrato y el estimativo de los ajustes resultantes de la aplicación de la cláusula de actualización de precios. 14. Las entidades 
incluirán en sus presupuestos anuales una apropiación global destinada a cubrir los costos imprevistos ocasionados por los 
retardos en los pagos, así como los que se originen en la revisión de los precios pactados por razón de los cambios o 
alteraciones en las condiciones iniciales de los contratos por ellas celebrados¿. No obstante, si las variables sobre la cuales se 
determinó el valor del contrato se comportan en la práctica en forma diferente a lo estimado, es posible llevarlo a su valor real 
sin la restricción establecida en la Ley 80 de 1993, según la cual éste sólo puede ser adicionado hasta en un 50% de su valor 
inicial, ya que el mecanismo de revisión de precios está excluido de las adiciones a los contratos. Igualmente, es posible 
adicionar el presupuesto para atender los valores faltantes producto del reajuste. La entidad pública debe estar en capacidad de 
demostrar que la variación en las estimaciones es producida por hechos imprevisibles, y no a través de mecanismos con los 
cuales se evaden las disponibilidades presupuéstales. Al respecto el Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, ha 
expresado: ¿¿1.4. De lo expuesto se colige que son diferentes el contrato adicional y la adición de los contratos. Aquel es un 
nuevo contrato, mientras ésta es una modificación de un contrato en ejecución¿¿ FUNDAMENTO LEGAL: Art. 10 Decreto 111 de 
1996 Arts. 16 y 25, numerales 13, 14 y 40 Ley 80 de 1983 MODIFICADO POR LA LEY 1150 DE 2007 Sala de Consulta y Servicio 



Civil del Consejo de Estado ¿Concepto No. 1121 del 26 de agosto de 1998. ACTUALIZADO 23/11/2009 

323 . EL ALCALDE PRESENTÓ DENTRO DEL TIEMPO A CONSIDERACIÓN DEL CONCEJO MUNICIPAL EL 
PROYECTO DE ACUERDO DE PRESUPUESTO, PERO EL CONCEJO NO LO EXPIDIÓ EN EL PLAZO 
ESTABLECIDO POR LA LEY. ¿QUÉ SE HACE EN ESTE CASO? 

Si el Concejo no expide el Acuerdo de presupuesto antes del 10 de diciembre de la respectiva vigencia, habiéndolo presentado 
oportunamente el Alcalde, rige el presentado oportunamente por éste. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 59 Decreto 111 de 1996 
ACTUALIZADO 23/11/2009 

324 . EL CONCEJO MUNICIPAL, HACIENDO USO DE SUS FACULTADES, MODIFICÓ AUTÓNOMAMENTE 
EL PRESUPUESTO DE SERVICIOS PERSONALES, SUPRIMIENDO GASTOS DE REPRESENTACIÓN A 
SECRETARIOS DE DESPACHO, Y REBAJANDO VIÁTICOS ADUCIENDO LA AUSTERIDAD EN EL GASTO Y 
LA DIFÍCIL SITUACIÓN ECONÓMICA DEL MUNICIPIO. CON EL MONTO DEL RECORTE SE 
INCREMENTARON GASTOS DE INVERSIÓN, RESPETANDO EL PLAN DE DESARROLLO DEL ALCALDE. 
¿ES LEGAL ESTA ACTUACIÓN DEL CONCEJO? 

La Constitución y la Ley han creado competencias en las autoridades locales para determinar los presupuestos, los cuales son 
elaborados, aprobados, modificados y puestos en vigor exclusivamente por autoridades del respectivo ente. Se trata de un 
rango amplio y complejo de competencias, que desagregadas se reducen a cuatro 4: Una primera competencia, ejercida por el 
ejecutivo en la respectiva entidad territorial, de preparar y presentar el presupuesto, y algunas veces modificarlo, la que se 
denomina generalmente preparación del presupuesto. La segunda competencia, consistente en discutir y aprobar el 
presupuesto, que de manera general se llama aprobación y que corresponde exclusivamente al órgano de elección popular, en 
este caso el Concejo Municipal. Aprobado el presupuesto (y sus modificaciones, si las hay), viene una tercera fase de 
cumplimiento de lo aprobado (ejecución), que se llama ejecución. Una cuarta fase de control es ejercida por el respectivo 
órgano contralor. El control político lo ejercerá el órgano de elección popular, desde que recibe el proyecto de presupuesto, 
hasta su fenecimiento. El financiero y económico, los llevará a cabo el mismo ejecutivo, a lo largo del procedimiento 
presupuestal. Finalmente, el fiscal será ejercido por el órgano contralor De lo anterior se infiere que no es legal la actuación del 
Concejo, no sólo porque no le corresponde la fase de preparación, sino porque tocó los gastos personales, que se asumen como 
derechos adquiridos. De otra parte, la Ley ha determinado que se deben garantizar los gastos de personal. FUNDAMENTO 
LEGAL: Art. 351 Constitución Política Art. 39, 46 y 51 Decreto 111 de 1996 Art.13 Decreto 568 de 1996. ACTUALIZADO 
23/11/2009 

325 . EN CASO DE ERROR EN EL DECRETO DE LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO ¿QUIÉN TIENE LA 
COMPETENCIA PARA CORREGIRLO? 

El decreto de liquidación tiene como propósito detallar el gasto, en un anexo, a fin de establecer su objeto, y permitirle al 
ejecutor encontrar la unidad básica de clasificación. También permite ubicar en el sitio adecuado las partidas que estén 
incluidas en numerales rentísticos, secciones, programas y subprogramas, que no estén de acuerdo con su naturaleza. En la 
expedición del decreto de liquidación no pueden alterarse las aprobaciones del cuerpo colegiado. El presupuesto es aprobado 
por el cuerpo colegiado a nivel global y es detallado mediante decreto del ejecutivo, según la clasificación establecida en los 
reglamentos. Las modificaciones al anexo del decreto de liquidación no significan, en consecuencia, una modificación al 
Acuerdo, sino al detalle establecido en el Decreto. Este detalle, de acuerdo con los reglamentos, puede ser modificado por el 
ejecutor, consecuente con lo que establezca la reglamentación. Al respecto la Corte Constitucional estableció la naturaleza del 
decreto de liquidación, y avaló el diseño según el cual el detalle del presupuesto es una competencia del ejecutivo y, en 
consecuencia, no se requiere de trámite ante los cuerpos colegiados para modificarlo. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 67 Decreto 
111 de 1996 Sentencia C-685 de 1996 ACTUALIZADO 23/11/2009 

327 . SI EL CONCEJO REDUCE LAS APROPIACIONES DEL PRESUPUESTO DE ASIGNACIONES CIVILES 
¿SE DEBEN REDUCIR AUTOMÁTICAMENTE LAS ASIGNACIONES CIVILES DE TODOS LOS 
FUNCIONARIOS DE LA ALCALDÍA? 

La situación descrita, no es posible darse desde el punto de vista legal, ni tampoco por conveniencia. El Concejo Municipal solo 
podrá reducir las partidas presupuéstales para gastos de funcionamiento, cuando el cálculo que sirvió de base para la 
apropiación, exceda el monto resultante de multiplicar el costo mensual de la nómina por los doce meses del año, adicionado 
en el 42 por ciento, que es el porcentaje promedio para calcular las prestaciones sociales y los aportes parafiscales que genere 
dicha nómina. Al proceder de esa manera, el Concejo estaría violando el principio presupuestal de la universalidad. Tampoco 
podrá el Alcalde reducir las asignaciones civiles pactadas, porque ante todo se respetan los derechos adquiridos, y en este caso 
la remuneración pactada inicialmente en la planta de personal, y en las asignaciones civiles, no son modificables de manera 
autónoma por parte del Alcalde. Para poderlo hacer, tendría que suprimir todos los cargos de la planta de personal vigente, y 
expedir una nueva planta lo cual es técnica y legalmente imposible. FUNDAMENTO LEGAL: Arts. 15, 62 y 63 Decreto 111 de 
1996 ACTUALIZADO 23/11/2009 

328 . QUÉ SUCEDE CUANDO EL ALCALDE NO PRESENTA EL PROYECTO DE PRESUPUESTO AL CONCEJO 



MUNICIPAL? 

Cuando el Alcalde no presenta el proyecto de presupuesto al Concejo Municipal, se repite el presupuesto de la vigencia anterior, 
para lo cual el Alcalde expedirá el decreto de repetición antes del 31 de diciembre, en los siguientes términos y limitaciones: · 
Se toma como base el presupuesto del año anterior entendido como el sancionado, adoptado por el Gobierno y liquidado. · Se 
contabilizan los créditos adicionales debidamente aprobados. · Se contabilizan los traslados de apropiaciones efectuados al 
presupuesto. Si realizados los ajustes, los ingresos (rentas y recursos de capital) no alcanzan en el presupuesto de 
funcionamiento, el Alcalde puede reducir los gastos y suprimir empleos hasta la cuantía del cálculo de los ingresos del nuevo 
año fiscal. El Presupuesto de Inversión se repetirá hasta por su cuantía total, tomando el POAIM (Plan Operativo Anual de 
Inversiones del Municipio) anterior y cambiando los programas, proyectos y apropiaciones por los aprobados para la nueva 
vigencia, hasta por las cuantías globales del POAIM que se esta ejecutando. Por último, la repetición del presupuesto es un 
mecanismo extraordinario y se conoce como ¿dictadura fiscal¿. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 348 de la Constitución Política Arts. 
64, 65 (literal 2) y 66 Decreto 111 de 1996 ACTUALIZADO 23/11/2009 

329 . SI EL ALCALDE EXPIDIÓ EL PRESUPUESTO POR DECRETO, ¿LAS MODIFICACIONES TAMBIÉN SE 
PUEDEN HACER POR DECRETO A LO LARGO DE LA ANUALIDAD PRESUPUESTAL? 

La dictadura fiscal como se conoce al mecanismo extraordinario para expedir el presupuesto mediante decreto, cuando no fue 
presentado o no fue expedido con la oportunidad requerida, podrá ser modificado de acuerdo con los procedimientos 
establecidos por la Constitución y la Ley, es decir deben ser aprobadas por el órgano colegiado a iniciativa del Alcalde, ya que 
ninguna entidad de derecho publico puede permanecer sin presupuesto ni un día. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 352 Constitución 
Política Arts. 79 a 84 Decreto 111 de 1996 ACTUALIZADO 23/11/2009 

330 . QUÉ ES UNA RESERVA PRESUPUESTAL? 

La norma orgánica de presupuesto estableció el principio presupuestal de la anualidad. Esto determina que con corte a 31 de 
diciembre de cada año, se debe cerrar el presupuesto y determinar la situación presupuestal. El citado principio establece que 
sólo se pueden ordenar gastos con cargo al presupuesto entre el primero de enero y el 31 de diciembre de cada año, y que los 
saldos de apropiación no ejecutados fenecen. Al cierre de la vigencia fiscal deben constituirse las reservas presupuestales con 
los compromisos a 31 de diciembre que no se hayan cumplido, siempre y cuando estén legalmente contraídos y desarrollen el 
objeto de la apropiación. Estos recursos sólo podrán utilizarse para cancelar los compromisos que les dieron origen. Las 
reservas serán constituidas por el ordenador del gasto y el jefe de presupuesto, o quien haga sus veces. FUNDAMENTO LEGAL: 
. Art. 89 Decreto 111 de 1.996 Art. 38 Decreto 568 de 1996 ACTUALIZADO 23/11/2009 

332 . PUEDE EL ALCALDE MUNICIPAL PRESENTAR UN PROYECTO DE ACUERDO SOLICITANDO 
AUTORIZACIÓN PARA LA COMPRA DE UN VEHÍCULO PIGNORANDO LOS INGRESOS POR CONCEPTO 
DE LA SOBRETASA A LA GASOLINA, ARGUMENTANDO QUE SERÁ UTILIZADO PARA LA INSPECCIÓN 
DE OBRAS DE MANTENIMIENTO DE VÍAS? 

La sobretasa a la gasolina es una renta endógena que, dentro de las autonomías municipales, es un ingreso corriente de libre 
destinación. Por consiguiente es legal que el alcalde proponga un gasto que se financie con un ingreso específico como el de la 
sobretasa a la gasolina. El Concejo, de acuerdo con sus competencias, determina si aprueba o no el gasto. FUNDAMENTO 
LEGAL: . Art. 15 Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 23/11/2009 

333 . EN EL PRESUPUESTO MUNICIPAL SE CREÓ LA PARTIDA DENOMINADA ¿CONSTRUCCIÓN DE LA 
VÍA¿. DURANTE CINCO MESES SE HICIERON VARIAS MINGAS CON LAS VOLQUETAS DEL MUNICIPIO, 
LAS CUALES TUVIERON ALGUNOS DAÑOS Y SE REALIZARON REPARACIONES Y SE PAGO 
COMBUSTIBLE DE LAS VOLQUETAS. ¿ES LEGAL EL PAGO DEL COMBUSTIBLE, LA REPARACIÓN Y 
REPUESTOS DE LAS VOLQUETAS QUE SE UTILIZARON EN LAS DIVERSAS MINGAS? 

Al elaborar el presupuesto de inversión, en el programa de vías públicas se debió definir la totalidad de los gastos directos e 
indirectos necesarios para ejecutarlo. En este sentido, si se presupuestó el gasto ¿combustible¿, se puede pagar el combustible 
de las volquetas. Asimismo, si se programó el gasto ¿mantenimiento de las volquetas¿, dicho mantenimiento se puede cancelar 
con el presupuesto del proyecto. De otra manera, los gastos deben ir con cargo al presupuesto de gastos generales, por la 
cuenta de combustibles, lubricantes y mantenimiento de equipo. FUNDAMENTO LEGAL:. Arts. 15 y 17, Decreto 111 de 1996. 
ACTUALIZADO 27/11/2009 

334 . A QUIÉN LE CORRESPONDE EJECUTAR EL PRESUPUESTO QUE LE FUE ASIGNADO AL COLEGIO 
DEL MUNICIPIO, AL ALCALDE, AL RECTOR DEL COLEGIO O A OTRO FUNCIONARIO? 

Se hace necesario referir en primer término a qué presupuesto se hace referencia. Si es el presupuesto del Fondo Educativo del 
Colegio, su ordenador es el Rector del Colegio. Si se trata de partidas presupuéstales incorporadas en el presupuesto de 
inversión del Municipio, el ordenador es el Alcalde, o quien éste expresamente delegue. FUNDAMENTO LEGAL:. Art. 110 



Decreto 111 de 1996 Art. 2, 3 y 4 Decreto 992 de 2002. ACTUALIZADO 27/11/2009 

335 . EXISTE DISPOSICIÓN LEGAL QUE REGULE EL GIRO DE LAS TRANSFERENCIAS, POR PARTE DE 
LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL, QUE POR LEY LE CORRESPONDEN AL CONCEJO MUNICIPAL? 

El Programa Anual de Caja es el instrumento de manejo financiero y de ejecución presupuestal, mediante el cual se define el 
monto máximo mensual de fondos disponibles y el monto máximo mensual de pagos, con el fin de garantizar el cumplimiento 
de las obligaciones que se asumen en la vigencia fiscal, y los compromisos adquiridos en la vigencia anterior (Reservas de 
apropiación y cuentas por pagar). El límite del PAC es el valor del presupuesto para un período determinado. El PAC será 
elaborado por los diferentes órganos que conforman el presupuesto general de Municipio, con la asesoría de la Tesorería y 
teniendo en cuenta las metas financieras establecidas por el CONFIS. El Plan contendrá el monto real de los recaudos y su 
periodicidad, calculados de manera mensual. Y este cupo mensual será el monto máximo de pagos que podrá realizar cada 
sección presupuestal, incluyendo los del Concejo, Personería y Contraloría, cuando ésta exista. FUNDAMENTO LEGAL: . Arts. 
300-5, 313-5, 352 y 353 Constitución Política Art. 73 Decreto 111 de 1996 Decreto 359 de 1995, Art. 32 numeral 10 Ley 136 
de 1994. ACTUALIZADO 27/11/2009 

336 . DE ACUERDO CON LA LEY ORGÁNICA DE PRESUPUESTO, SE DEBEN HACER RESERVAS 
PRESUPUESTALES O DE APROPIACIÓN DE LOS PAGOS PENDIENTES A 31 DE DICIEMBRE? 

Es importante establecer que antes del pago exista la obligación debidamente perfeccionada, es decir, que esté pendiente el 
pago. Entonces, cuando a 31 de diciembre queden pagos pendientes con el lleno de los requisitos, se deben constituir las 
cuentas por pagar, las cuales están conformadas por las obligaciones y anticipos pactados en los contratos pendientes de pago 
a 31 de diciembre. Las cuentas por pagar que fenecen a 31 de diciembre del año de su constitución, deben identificar 
claramente el beneficiario, no pueden ser constituidas en forma global, y durante su ejecución no puede hacerse uso de la 
capacidad de contratación y de ordenar el gasto. Las cuentas por pagar no son apropiaciones presupuestales. Debe precisarse 
que la ejecución presupuestal culmina con el pago durante la vigencia o con la constitución de la reserva presupuestal o de la 
cuenta por pagar. Por ello no es posible constituir una cuenta por pagar con las reservas pendientes de ejecutar a 31 de 
diciembre del año de sus constitución, ya que éstas fenecen sin excepción. . FUNDAMENTO LEGAL: Art. 73 Decreto 111 de 
1996 Arts. 37, 38 y 39 Decreto 568 de 1996. ACTUALIZADO 27/11/2009 

337 . DE ACUERDO CON LA LEY ORGÁNICA DE PRESUPUESTO ¿ SE DEBEN HACER RESERVAS DE 
CUENTAS POR PAGAR A LOS PAGOS PENDIENTES A 31 DE DICIEMBRE? 

Los gastos ordenados durante la vigencia fiscal con el lleno de los requisitos de Ley y que a 31 de diciembre se encuentren 
ejecutados en su totalidad, y que no se haya efectuado su pago, se constituirán como cuentas por pagar y se pagarán con el 
flujo de caja de la siguiente vigencia. Si las disponibilidades de tesorería de la vigencia que se cerró fueran insuficientes, con 
los compromisos que no se hubieren ejecutado en su totalidad se constituirán reservas de apropiación FUNDAMENTO LEGAL: 
Art. 89 Decreto 111 de 1996 Art. 38 Decreto 568 de 1996, FUNDAMENTO LEGAL: Art. .7, 15 Decreto 111 de 1.996. 
ACTUALIZADO 27/11/2009 

338 . ES VIABLE Y LEGAL QUE LA SECRETARÍA DE HACIENDA MUNICIPAL, DÉ DISPONIBILIDAD 
PRESUPUESTAL PARA EFECTUAR CIERTOS GASTOS POR CONCEPTO DE FOTOCOPIAS, REFRIGERIOS, 
MENAJES, ETC., POR EL RUBRO DENOMINADO ¿PLAN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL¿, CUYA 
APROPIACIÓN SE ENCUENTRA FINANCIADA CON DEUDA PÚBLICA Y RELACIONADA CON EL 
MENCIONADO PLAN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL? 

Dentro de la programación del presupuesto se materializan las decisiones de corto y largo plazo del Plan de Desarrollo. En ella 
se combinan una serie de recursos (infraestructura, recursos humanos, materiales, económicos, financieros y legales) que nos 
permite programar no sólo los ingresos que se van a obtener, sino los gastos en que se va a incurrir para alcanzar las metas 
establecidas en el Plan de Desarrollo. En el proyecto de presupuesto se establecen los términos, parámetros económicos, 
origen de los recursos, procedimientos y responsabilidades para la elaboración de los anteproyectos de prepuesto de ingresos y 
gastos de las diferentes dependencias y órganos que integran el presupuesto general del municipio. Ésto con el objeto de 
propender por la utilización eficiente de los recursos y la racionalización de los gastos de funcionamiento, con el fin de 
incrementar la inversión pública, en aras de promover el desarrollo municipal. La Ley orgánica de presupuesto establece que se 
deben incluir la totalidad de los gastos que se pretende realizar durante una vigencia fiscal respectiva. Por tal razón, para que 
un programa o proyecto sea viable y tenga éxito, en su programación se deben incluir todos los gastos y costos que se generen 
para el desarrollo del proyecto, es decir que los proyectos se deben programar a todo costo. Igualmente, en la programación se 
debe identificar la fuente del recurso. Con relación a los refrigerios, y en atención a la austeridad del gasto, esta clase de 
gastos deberá estar previamente reglamentada. El presupuesto de gastos de funcionamiento se clasifica en servicios personales 
y gastos generales, y éstos últimos se clasifican en adquisición de bienes y adquisición de servicios. Por consiguiente, la compra 
de fotocopias, refrigerios y similares se imputarán con cargo a las apropiaciones de Gastos Generales. FUNDAMENTO LEGAL: 
Arts. 344, 345 y 346 de la Constitución Política Arts. 41, 47, 48, 49 y 68 Decreto 111 de 1996 Arts. 8 y 16 Decreto 568 de 
1996 ACTUALIZADO 27/11/2009 

339 . PUEDE TRASLADARSE DIRECTAMENTE DEL PRESUPUESTO MUNICIPAL, DEL RUBRO FOMENTO 



AGROPECUARIO E INDUSTRIAL, A LA TESORERÍA DE UNA ENTIDAD DESCENTRALIZADA 
CORPORACIÓN DE FERIAS Y EXPOSICIONES, PARA QUE ADELANTE LA ORGANIZACIÓN DE LA FERIA 
EXPOSICIÓN, CUYO OBJETO ES EL FOMENTO AGROINDUSTRIAL? 

Si la apropiación está contemplada en el presupuesto de gastos de la administración central, previo el cumplimiento de los 
requisitos legales, puede trasladarse, Es de tener presente la prohibición Constitucional de entregar dineros públicos a 
particulares a través de auxilios y donaciones. FUNDAMENTO LEGAL Art. 355 Constitución Política ACTUALIZADO 27/11/2009 

340 . PUEDE UNA ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO HACER QUE EL PRESUPUESTO SE EJECUTE EN SU 
TOTALIDAD? 

No es procedente la acción de cumplimiento para hacer que se ejecute la totalidad el presupuesto, porque el ejecutivo tiene la 
facultad de reducir total o parcialmente las apropiaciones presupuestales, en cualquier mes del año, cuando las condiciones 
económicas así lo exijan. Las apropiaciones no son las cifras que obligatoriamente van a ser comprometidas y gastadas, sino 
que representan las sumas máximas que pueden ser ejecutadas por las autoridades respectivas, lo cual significa que en 
principio es un problema de ejecución presupuestal si una partida apropiada en el Acuerdo del presupuesto, es o no integral y 
efectivamente comprometida y gastada, durante el período fiscal respectivo. Ahora bien, habrá que analizar las razones por las 
cuales no se ejecutó la totalidad del presupuesto. Pueden existir razones tales como austeridad del gasto, o que las metas de 
recaudo no se cumplieron, y en estos casos es mejor que no se ejecute a que se haga en cosas inoficiosas. FUNDAMENTO 
LEGAL: Arts. 76 y 77, Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 27/11/2009 

341 . CÓMO SE DEBEN MANEJAR LOS RECURSOS DEL PRESUPUESTO DE LA PERSONERÍA, SIN QUE EL 
ALCALDE TENGA QUE INTERVENIR EN SU EJECUCIÓN? 

Las Personerías gozan de autonomía administrativa y presupuestal para administrar sus propios recursos. En uso de su 
autonomía administrativa, y de acuerdo con la disponibilidad de los recursos, puede tener su propia área administrativa y 
financiera. Si no tiene recursos, deberá proveerlos la administración central, con estricta sujeción al PAC. FUNDAMENTO LEGAL: 
Art. 110 Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 27/11/2009 

342 . PUEDE LA TESORERÍA DEL MUNICIPIO ABRIR UNA CUENTA INDEPENDIENTE A NOMBRE DE LA 
PERSONERÍA, PARA CONSIGNAR LOS RECURSOS PARA SU FUNCIONAMIENTO? 

Claro que puede abrir el Tesorero una cuenta independiente en una entidad financiera para manejar los recursos de la 
Personería, pero no es el mecanismo idóneo, técnico y legal. Se deben ejecutar los recursos con estricta sujeción al PAC. 
FUNDAMENTO LEGAL:. Art. .73 y 110 Decreto 111 de 1.996, Art. 3 Ley 1 de 1980. ACTUALIZADO 27/11/2009 

343 . LA SECCIÓN PRESUPUESTAL DEL CONCEJO, AL TERMINAR UNA VIGENCIA DEJÓ DE CANCELAR 
OBLIGACIONES TALES COMO SALUD Y NÓMINA, LAS CUALES ESTABAN PRESUPUETADAS MEDIANTE 
RESOLUCIÓN. ¿SE PUEDEN CANCELAR ESAS OBLIGACIONES CON LOS DINEROS DE LA VIGENCIA 
FISCAL SIGUIENTE? 

Aquí habría que diferenciar dos situaciones: si las obligaciones sólo falta pagarlas, al cierre de la vigencia (31 diciembre) se 
deben registrar como cuentas por pagar, y pueden cancelarse con las disponibilidades de tesorería de la vigencia anterior o con 
recursos de la nueva vigencia. La otra situación es que no se haya hecho apropiación suficiente, lo cual, en el caso de gastos de 
salud y nómina, causados en el último trimestre de la vigencia, se pueden comprometer con presupuesto de la vigencia que 
inicia. FUNDAMENTO LEGAL:. Art. 73 - 89 Decreto 111 de 1.996. ley 819 de 2003 art. 12 ACTUALIZADO 27/11/2009 

344 . SE PUEDEN CANCELAR LAS LLAMADAS OFICIALES DE LA PERSONERÍA, HECHAS DESDE 
TELECOM, CON CARGO AL PRESUPUESTO DE LA PERSONERÍA? 

El servicio telefónico está clasificado como un gasto general de los gastos de funcionamiento. La cuenta presupuestal que se 
puede afectar se denomina Adquisición de Servicios -Servicios Públicos-. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 16 Decreto 568 de 1996, 
disposiciones generales. ACTUALIZADO 27/11/2009 

345 . ES VIABLE LEGALIZAR A TRAVÉS DE ACUERDO LAS OBLIGACIONES ADQUIRIDAS EN 
VIGENCIAS ANTERIORES? 

Las obligaciones adquiridas en vigencias anteriores, e impagadas, se constituyen en déficit fiscal, que es obligatorio 
presupuestarlo para poder pagarlo. A tal fin, se deben incorporar en el presupuesto al iniciar la programación de la vigencia 
siguiente a su hallazgo. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 46 Decreto 111 de 1.996. ley 819 de 2003 ACTUALIZADA 27/11/2009 

346 . LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS PRODUCIDOS POR LA INVERSIÓN TEMPORAL DE LOS 
RECURSOS RECIBIDOS POR LA CONTRALORÍA, COMO CUOTA DE AUDITAJE, ¿SE INCORPORAN 



DIRECTAMENTE AL PRESUPUESTO DE LA CONTRALORÍA? 

El presupuesto de gastos de la Contraloría tiene un tope máximo, el cual puede ser financiado con la transferencia de la 
administración central municipal, con un porcentaje de los ingreso brutos de las entidades descentralizadas, y si se quiere con 
los rendimientos financieros. Pero en ningún momento se puede superar la cuota de gasto así sea afectando el producto de sus 
operaciones financieras con los recursos públicos. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 10 Ley 617 de 2000 ACTUALIZADO 27/11/2009 

347 . LOS CERTIFICADOS DE DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL PARA LOS PROYECTOS DE ACUERDO 
PRESENTADOS A INICIATIVA DE LA PERSONERÍA O LA CONTRALORÍA, ¿DEBEN SER PRESENTADOS 
POR EL JEFE DE PRESUPUESTO DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL O POR EL DEPARTAMENTO DE 
CONTABILIDAD DE TALES ÓRGANOS? 

La exigencia del certificado de disponibilidad hace parte del principio de legalidad del gasto público y con él se garantiza la 
existencia de apropiación presupuestal disponible y libre de afectación para la asunción de compromisos. Este documento lo 
debe expedir el Jefe de Presupuesto o quien haga sus veces. En los entes territoriales esta función está en cabeza del 
Secretario de Hacienda. Este hecho debe estar determinado en el Estatuto Orgánico de Presupuesto del respectivo ente 
territorial FUNDAMENTO LEGAL: Art. 71 Decreto 111 de 1996 Art. 19 Decreto 568 de 1996 ACTUALIZADO 27/11/2009 

348 . CUÁL ES LA ACTIVIDAD CENTRAL A DESARROLLAR EN EL SECTOR EDUCACIÓN, DURANTE EL 
PERIODO DE TRANSICIÓN? 

El periodo de transición se estableció para los años 2002 y 2003, y se diseñó como una herramienta fundamental para no 
fracturar el sistema educativo y adaptarlo a la nueva normatividad de manera gradual. La finalidad central es que las entidades 
territoriales se adapten al logro de los objetivos generales planteados para el sector. Durante este periodo se deben organizar 
las plantas municipales docentes, directivos docentes y administrativos de las instituciones educativas, cumpliendo los criterios 
establecidos en el Artículo 35 de la Ley 715 de 2001; se pondrá a funcionar plenamente el sistema de información educativa, 
herramienta fundamental para el adecuado funcionamiento del sistema; y se expedirá una la norma que modifique la carrera 
docente. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 15 .Parágrafo 3, 35 Ley 715 de 2001 Documento CONPES Social No. 057 del 28 de enero 
de 2002. Decreto 3191 de 2002 ACTUALIZADO 27/11/2009 

349 . CUÁL ES EL RÉGIMEN APLICABLE A LOS FONDOS DE SERVICIOS EDUCATIVOS? 

Los Fondos de Servicios Educativos son cuentas presupuestales que debe abrir en su contabilidad cada establecimiento 
educativo estatal, para recaudar todos los recursos programados y facilitarle a consejos directivos, que ejercen con rectores y 
directores, la capacidad de ordenar gasto. Los actos y contratos de cuantía superior a 20 salarios mínimos mensuales se 
regirán por las reglas de la contratación estatal; y en lo presupuestal al Estatuto Orgánico de Presupuesto, ya que son 
apropiaciones del Sistema General de Participaciones y recursos propios. El Consejo Directivo en cada institución elabora un 
presupuesto de ingresos y gastos para el Fondo. FUNDAMENTO LEGAL: Arts. 11, 12, 13 y 14 Ley 715 de 2001 Decreto 992 de 
2002 Sentancia C-918 de 2002 ACTUALIZADO 27/11/2009 

350 . CUÁL ES PROCEDIMIENTO A SEGUIR, CUANDO LOS PASIVOS DEL MUNICIPIO SON SUPERIORES 
AL MONTO DEL PRESUPUESTO DE LA VIGENCIA EN CURSO? 

Cuando los pasivos de un municipio son superiores a su presupuesto de ingresos, lo más indicado es que solicite al Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público -Dirección de Apoyo Fiscal- la designación de un Promotor para que realice el proceso de 
reestructuración de sus pasivos, dándole aplicación a los beneficios que en este sentido otorga la Ley 550 de 1999. Esta 
designación puede recaer en funcionarios del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, o en personas naturales que estén 
prestando sus servicios en éste. También puede recaer en personas naturales que pertenezcan a una entidad pública o privada, 
especializada en la materia. En este caso, deben acreditar título universitario en la especialidad para la cual fueron designados 
y experiencia por lo menos de 3 años en el área específica. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 7 Ley 550 de 1999 Art. 1º Resolución 
No. 0395 de 2000 del Ministerio de Hacienda. ACTUALIZADO 27/11/2009 

351 . CUÁLES SON LAS ACTIVIDADES QUE PUEDEN DESARROLLAR LOS MUNICIPIOS UNA VEZ SE 
INICIE LA REESTRUCTURACIÓN DE SUS PASIVOS, EN APLICACIÓN DE LA LEY 550 DE 1999? 

Las actividades que se pueden desarrollar durante el proceso de reestructuración de los pasivos son los indispensables para el 
normal funcionamiento de la entidad, cuidando de no incrementar los niveles de gasto y el déficit de la entidad. La Dirección de 
Apoyo Fiscal o la entidad territorial o descentralizada del nivel territorial, determinarán las operaciones que la entidad puede 
realizar durante la etapa de la negociación del acuerdo de reestructuración del pasivo. Para tal efecto, se debe suscribir un acta 
en la que se fijen las operaciones que está autorizada a realizar la respectiva entidad durante la negociación del acuerdo de 
reestructuración, teniendo como criterios básicos para dicha autorización, evitar la parálisis del servicio y la afectación de 
derechos fundamentales. En todo caso, de conformidad con lo establecido en el Artículo 3 del Decreto 694 de 2000, la entidad 
no puede efectuar operaciones que impliquen gasto, en especial las siguientes: · Actos u operaciones que impliquen 
modificaciones en las estructuras del sector central o descentralizado, y que generen costos adicionales al presupuesto, · 
Adelantar procesos contractuales o celebrar cualquier tipo de contratación que no tenga asegurada financiación, con cargo a los 



ingresos de libre destinación, dentro de la respectiva vigencia. · Modificaciones dentro del régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos y/o trabajadores oficiales en su sector central o descentralizado, ni actos de vinculación laboral a la planta 
de personal. · Los actos administrativos que creen gastos y/o destinaciones específicas. · Modificaciones al presupuesto o 
presentación de proyectos que comprometan mayores niveles de gasto. · Operaciones de crédito público de corto y largo plazo. 
· Venta o compra de activos. · Constituir ni ejecutar garantías o causaciones a favor de los acreedores de la entidad, que 
recaigan sobre bienes de la misma. · Efectuar compensaciones, pagos, arreglos o conciliaciones a su cargo, que no 
correspondan a las necesarias para evitar la parálisis del servicio o que puedan afectar los derechos fundamentales. Ahora bien, 
la entidad territorial podrá efectuar gastos diferentes a los necesarios para su normal desarrollo, siempre y cuando cuente con 
la autorización previa y escrita de la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda, la cual tendrá en cuenta para 
otorgarla la recomendación del promotor, y la urgencia, necesidad y conveniencia de la operación. FUNDAMENTO LEGAL:. Art. 
17, 58 numeral 10, Ley 550 de 1999 ACTUALIZADO 27/11/2009 

352 . EL MUNICIPIO SE ENCUENTRA AGOBIADO POR EL CÚMULO DE EMBARGOS, TUTELAS Y 
DEMANDAS, POR CAUSA DE LA FALTA DE RECURSOS PARA EFECTUAR EL PAGO DE LAS CUENTAS POR 
PAGAR. ¿CÓMO SE PUEDE SOLUCIONAR ESTE PROBLEMA? 

El problema se puede solucionar adelantando un proceso de reestructuración de los pasivos, según lo contemplado en la Ley 
550 de 1999. Con este proceso se suspenden las medidas cautelares que los jueces imparten como producto del análisis de la 
demandas presentadas en contra del municipio. El inicio de la reestructuración de los pasivos suspende los embargos y los 
procesos ejecutivos. Con el proceso de reestructuración de pasivos, durante la negociación y ejecución del acuerdo, se pueden 
obtener los siguientes beneficios: · No podrá iniciarse ningún proceso de ejecución contra la entidad. · No podrán embargarse 
los activos y recursos de la entidad. · Se suspenden los procesos de ejecución que estén en curso y los embargos decretados 
con anterioridad a la fecha de iniciación de la negociación. · Se suspende el término de prescripción de la acción de cobr., · No 
opera la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo de los entes territoriales. · Si la prestación de los servicios 
públicos estuviera suspendida, las empresas de servicios públicos están a restablecerlos, so pena de responder por los 
perjuicios causados y de la postergación legal de sus créditos a la atención previa de todos los demás, · De conformidad con lo 
establecido en el artículo 17 de la Ley 550 de 1999, y el Artículo 3 del Decreto 694 del 18 de abril de 2000, salvo autorización 
previa y escrita por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la entidad territorial, a partir de la fecha de iniciación de 
las negociaciones, no podrá efectuar compensaciones, pagos, arreglos, conciliaciones o transacciones de ninguna clase de 
obligaciones a su cargo, ni efectuar operaciones que no correspondan a las necesarias para evitar la parálisis del servicio y 
puedan afectar derechos fundamentales, · Dentro de los diez (10) días siguientes a la iniciación de la negociación, el acreedor 
de la entidad territorial o descentralizada del nivel territorial, que sea beneficiario de fiducias mercantiles en garantía, o de 
cualquier clase de garantía real constituida por terceros, o que cuenten con codeudor, fiador, avalista, asegurador, emisor de 
carta de crédito y, en general, con cualquier clase de garante, deberá informar por escrito al promotor si opta solamente por 
hacer efectiva su garantía o si decide obtener de la entidad pago de la obligación caucionada, y, en estos casos, su acreencia 
no tendrá derecho a voto y no hará parte del acuerdo, pues la satisfacción del crédito se hará con la respectiva garantía. Si el 
acreedor guarda silencio o manifiesta que no prescinde de hacer valer su crédito contra la entidad, no podrá iniciar proceso de 
ejecución y si ya la hubiera iniciado se suspenderá. Este caso dará derecho a voto y la acreencia se cancelará de conformidad 
con las reglas del acuerdo. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 17 Ley 550 de 1999 Art. 3 Decreto 694 de 2000. ACTUALIZADO 
27/11/2009 

353 . CUÁNTOS ORDENADORES DEL GASTO PUEDE TENER UN MUNICIPIO? 

El concepto de ordenador del gasto se refiere a la capacidad de ejecución del presupuesto. Ejecutar el gasto, significa que, a 
partir del programa de gastos aprobado -limitado por los recursos aprobados en la Ley de presupuesto-, se decide la 
oportunidad de contratar, comprometer los recursos y aprobar el gasto, funciones que atañen al ordenador del gasto. Un 
municipio tiene como ordenador del gasto al Alcalde. Ahora bien, en uso de la autonomía administrativa y presupuestal, serán 
ordenadores del gasto los jefes o directores de cada una de las secciones presupuestales, contempladas en el acuerdo de 
presupuesto. El estatuto orgánico de presupuesto determina claramente las competencias para la programación, ejecución y 
aprobación del presupuesto. Es así como la ejecución está en cabeza del jefe del respectivo órgano, quien tiene la 
responsabilidad de la programación y ejecución del presupuesto. La figura central de la ejecución desde el punto de vista de 
lograr el cumplimiento del objeto mismo del gasto, es comprometer el presupuesto, lo cual se logra a través de la ordenación 
del gasto y la capacidad para contratar. La ordenación del gasto no puede confundirse con la capacidad de contratación. 
Además la ordenación del gasto se realiza a través de los actos administrativos diferentes a los procesos contractuales, 
mediante los cuales se compromete el prepuesto. Esta ordenación involucra la autorización del pago, instrumento mediante el 
cual el ejecutor garantiza que los compromisos adquiridos sean cumplidos a cabalidad, utilizando cualquier mecanismo de pago 
legalmente establecido. Esta ordenación del gasto puede ser delegada, por parte del jefe del ente territorial, en los subalternos 
o en otras autoridades, la delegación exime de responsabilidad al delegante. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 209 y 211 Constitución 
Política Art. 110 Decreto 111 de 1996 ACTUALIZADO 27/11/2009 

354 . AL EJECUTAR UNA RESERVA PRESUPUESTAL, Y HACER LA LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO, SE 
ENCUENTRA QUE EN LA RESERVA QUEDA UN SOBRANTE. ¿QUÉ DESTINO SE LE DEBE DAR AL CITADO 
SOBRANTE DE LA RESERVA PRESUPUESTAL? 

No es posible utilizar los sobrantes de una reserva presupuestal para ordenar gastos sobre ella, porque se estaría haciendo uso 
del presupuesto de una vigencia que ya se cerró. El sobrante se debe incorporar al presupuesto de recursos de capital, como 
cancelación de reservas. Si la citada reserva cuenta con recursos en la Tesorería, se deben adicionar al presupuesto de gastos, 



con la misma destinación de sus ingresos. Es decir, con los de libre destinación se programan gastos que se puedan financiar 
con recursos de libre destinación; y los destinación específica se deben adicionar con el mismo fin. FUNDAMENTO LEGAL. Art. 
89 Decreto 111 de 1996 Art. 39 Decreto 568 de 1996. ACTUALIZADO 27/11/2009 

355 . QUÉ NORMA PRESUPUESTAL REGULA LOS TRASLADOS PRESUPUESTALES EN LAS EMPRESAS 
SOCIALES DEL ESTADO? 

Para efectos de presupuesto, las ESEs tiene el mismo régimen presupuestal de las Empresa Industriales y Comerciales del 
Estado, el cual está contemplado en el Decreto 115 de 1996. Antes de aplicar la normatividad citada se debe verificar si está 
constituido como ESE, o si es un Establecimiento Público, caso en el cual se le aplica la norma orgánica de presupuesto que rige 
para el Municipio. Estos traslados están contemplados entre las modificaciones al presupuesto, las cuales se deberán efectuar 
siempre y cuando no cambien el monto total de las apropiaciones de funcionamiento, gastos de operación comercial, servicio 
de la deuda e inversión. Estas modificaciones deberán ser aprobabas mediante Resolución o Acuerdo de las Juntas o Consejos 
Directivos. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 26 Decreto 111 de 1996 Art. 23 Decreto 115 de 1996 Ley 179 de l.994 ACTUALIZADO 
27/11/2009 

356 . SE PUEDE COMPRAR UN EDIFICIO UBICADO EN LA JURISDICCIÓN MUNICIPAL PARA 
POSTERIORMENTE VENDERLO CON UTILIDAD, COMO UNA INVERSIÓN DE TESORERÍA? 

Las inversiones de tesorería se hacen sobre los criterios de liquidez y rentabilidad, los cuales no están plenamente reflejados en 
la compra de un bien inmueble, en donde indudablemente se puede obtener utilidad pero la sola dificultad para venderlo 
genera iliquidez en la tesorería, por no tener certeza en al fecha de venta. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 80 de l.993 LEY 1150 DE 
2007 ACTUALIZADO 27/11/2009 

359 . QUÉ SUCEDE CUANDO EL ACUERDO DE PRESUPUESTO ES DEMANDADO ANTE EL TRIBUNAL DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO? 

Cuando el Acuerdo de Prepuesto es demandado ante el Tribunal del Contencioso Administrativo, se debe atender al fallo y se 
debe actuar de la siguiente manera: Si el Acuerdo que aprueba el presupuesto general del Municipio es declarado inexequible 
en su conjunto, continuará rigiendo el presupuesto del año anterior; y si lo es parcialmente, es decir que afecta alguno o 
algunos renglones del presupuesto de rentas y recursos de capital, el alcalde suprimirá apropiaciones por una cuantía igual a la 
de los recursos afectados o ejecutados. En caso de la suspensión provisional de uno o varios renglones del prepuesto de rentas 
y recursos de capital, el alcalde aplazará apropiaciones por un monto igual. Si la inexequibilidad o nulidad afectan algunas 
apropiaciones, el alcalde pondrá en ejecución el presupuesto en la parte declarada exequible o no anulada; y contracredirará 
las apropiaciones afectadas. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 114 y 115 Decreto 111 de 1.996 ACTUALIZADO 27/11/2009 

360 . QUÉ SUCEDE CUANDO EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ANULA UN 
RENGLÓN DE INGRESO INCORPORADO EN EL PRESUPUESTO DE INGRESOS DE LA VIGENCIA? 

Cuando el auto que anula el renglón del ingreso queda en firme, se procede a suspender su recaudo y a realizar las 
modificaciones pertinentes en el presupuesto de gastos, porque el recurso ya no ingresará a la tesorería y el gasto queda 
desfinanciado. En este caso, el Alcalde tendrá que suprimir apropiaciones por una cuantía igual a la de los recursos afectados. 
FUNDAMENTO LEGAL: Art. 114 Decreto 111 de 1996 ACTUALIZADO 27/11/2009 

361 . QUÉ SUCEDE CUANDO EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ANULA UNA 
APROPIACIÓN PRESUPUESTAL QUE YA SE ESTABA EJECUTANDO? 

Cuando el auto que anula la apropiación queda en firme, se procede a efectuar el cierre presupuestal de dicha cuenta. Para tal 
fin se establecen los gastos ordenados, ejecutados y pagados; las cuentas por pagar y los gastos en ejecución. Para los 
primeros, el ciclo presupuestal se presume cumplido en los términos de la Ley. Para los segundos, el gasto se ejecutó en su 
totalidad, y se debe pagar de acuerdo con los cupos establecidos en el PAC, sin importar si era un gasto con o sin recursos de 
destinación específica. Para los terceros, se debe buscar la forma de terminar el contrato en los términos del régimen de 
contratación administrativa y, de no ser posible, buscarle una fuente de financiamiento alterna. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 114 
Decreto 111 de 1.996 ACTUALIZADO 27/11/2009 

362 . EL PRESUPUESTO DE LOS ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS, SE INCORPORA AL PRESUPUESTO 
ANUAL DEL MUNICIPIO Y REQUIERE AUTORIZACIÓN DEL CONCEJO? 

El presupuesto general del municipio debe estar integrado por: los presupuestos del nivel central de la administración, del 
Concejo Municipal, de la Contraloría Municipal, de la Personería Municipal y de los establecimientos públicos descentralizados. 
Este presupuesto se halla conformado por el presupuesto de rentas o ingresos, por el de gastos o acuerdo de apropiaciones, y 
por las disposiciones generales. Igualmente, el presupuesto municipal es presentado por cada uno de los Jefes de cada uno de 
los entes que conforman el presupuesto del municipio, a través de la Alcaldía y la Secretaría de Hacienda, y es aprobado el 



Concejo. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 136 de 1994 Art. 23, literal c); Art. 32, numeral 10 ACTUALIZADO 27/11/2009 

363 . PUEDE EL ALCALDE MUNICIPAL REDUCIR EL PRESUPUESTO DE LA PERSONERÍA, SIN CONTAR 
CON LA APROBACIÓN DE LAS DEMÁS AUTORIDADES MUNICIPALES TALES COMO EL CONCEJO, EL 
CONTRALOR Y EL PERSONERO? 

El alcalde podrá introducirle las modificaciones referidas al cumplimiento de los límites de gasto establecido por la Ley 617 de 
2000, y a la programación de la totalidad de los gastos recurrentes como son sueldos personal de nómina y las prestaciones 
sociales junto con la parafiscalidad. Las modificaciones al presupuesto las debe efectuar el Alcalde mediante decreto, previa 
autorización del Concejo Municipal, de acuerdo a las funciones pro tempore establecidas por la Ley. También se pueden 
efectuar a iniciativa del Alcalde mediante acuerdo del Concejo Municipal. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 313, numeral 3 
Constitución Política Art. 92, numeral 7 Decreto 1333 de 1986 Arts. 60, 76 y 109 Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 
27/11/2009 

364 . AL REDUCIR LOS PRESUPUESTOS DEL CONCEJO, PERSONERÍA Y CONTRALORÍA, EL ALCALDE 
NO ESTÁ VIOLANDO LA AUTONOMÍA PRESUPUESTAL Y ADMINISTRATIVA DE ESTOS ÓRGANOS DE 
CONTROL MUNICIPAL? 

El Acalde cuando reduce los presupuestos de los organismo de control y el presupuesto del Municipio, no viola la autonomía 
presupuestal y administrativa que la Constitución y la Ley le han otorgado a los organismos de Control. Dichas autonomías se 
limitan a la capacidad para ordenar los gastos autorizados en sus respectivos presupuestos y de contratar. El tema 
presupuestal es uno de aquellos que necesariamente propicia áreas de concurrencia y, por ende, supone una labor previa de 
coordinación, razón por la cual, para cualquier proceso en este, tema deberá existir la previa coordinación entre las 
dependencias municipales, ya que la hacienda pública debe ser coherente y coordinada en la contabilidad. Los procedimientos 
de elaboración del presupuesto, de aprobación, ejecución y control del mismo, responden a patrones comunes. FUNDAMENTO 
LEGAL: Arts. 60 y 110, Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 27/11/2009 

365 . A TRAVÉS DE QUÉ ACTO ADMINISTRATIVO SE EJECUTA LA REDUCCIÓN PRESUPUESTAL? 

El Alcalde expide un decreto por medio del cual se hace la reducción presupuestal. Como es un acto administrativo que afecta 
las apropiaciones, debe contar con certificado de disponibilidad presupuestal, que establezca que los recursos a reducir se 
encuentran libres de toda afectación, es decir que no han servido de soporte para la ordenación de otros gastos. FUNDAMENTO 
LEGAL: . Arts. 71 y 77 Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 27/11/2009 

367 . SI EN EL MES DE JUNIO SE DETECTA QUE EL RECAUDO DE UN INGRESO VA A SER MUY 
SUPERIOR AL MONTO ESTABLECIDO EN EL PRESUPUESTO DE INGRESOS, ¿SE PUEDE ADICIONAR EL 
PRESUPUESTO POR LA PROYECCIÓN DEL MAYOR RECAUDO? 

No es posible adicionar el presupuesto de ingresos teniendo como base una proyección de ingresos. La norma orgánica de 
presupuesto estableció en el Artículo 82 que la disponibilidad de los ingresos para hacer una adición presupuestal deben ser 
certificados por el Contador del Municipio. El Contador y la Contabilidad certifican y reflejan los hechos económicos que la 
entidad ha realizado durante un periodo de tiempo determinado y las proyecciones estadísticas son juegos de simulación con 
un alto porcentaje de certeza, pero en ningún momento son hechos económicos. Por consiguiente no son certificables. 
FUNDAMENTO LEGAL: Art. 82 Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 27/11/2009 

368 . SE PUEDEN ADICIONAR RECURSOS A UNA PARTIDA PRESUPUESTAL QUE QUEDÓ EXCEDIDA AL 
QUINTO MES DE LA VIGENCIA? 

Este hecho denota una mala programación presupuestal, lo que puede conducir a que se esté ejecutando sin el lleno de los 
requisitos legales. De otra parte, no son legales los saldos excedidos en las cuentas presupuestales. Una vez se presenta dicha 
situación, es necesario corregirla a través de traslados presupuestales (créditos y contracréditos) o de una adición, porque el 
problema es mayor si no se corrige. Se puede y se debe adicionar la partida necesaria para corregir el faltante, y evitar 
demandas administrativas que lesionan los presupuestos públicos. Pero esto no exime al ordenador de la responsabilidad fiscal, 
administrativa y penal, por haber autorizado gastos por encima de la apropiación presupuestal. Las adiciones se constituyen en 
excepciones al principio de la universalidad, con la factibilidad de afectar cualquier sección del presupuesto, incluyendo, bajo 
criterios de racionalidad, los servicios personales. Para presentar los proyectos de adición, o para expedir el decreto de adición 
(cuando el ejecutivo obtiene facultades Protempore), el jefe de presupuesto o quien haga sus veces deberá expedir certificación 
del origen y disponibilidad de los recursos, o del establecimiento de la posibilidad de acceder a mayores recursos de los 
calculados inicialmente. Los traslados constituyen la acreditación de rubros mediante la contraacreditación de otros. Esta 
contraacreditación es equivalente a disminuir montos de algunos rubros de gastos, para aumentarle a otros rubros, previa 
justificación. FUNDAMENTO LEGAL: Arts. 15, 79, 80, 81 y 82 Decreto 111 de 1996. ACTUALIZADO 20-11-2009 

369 . CUÁL ES EL PROCEDIMIENTO A SEGUIR PARA REALIZAR MODIFICACIONES AL PRESUPUESTO, 



EN CASO DE QUE EL CONCEJO MUNICIPAL NO FACULTE AL ALCALDE? 

Las modificaciones que corresponden a traslados y adiciones, deben aprobarse por las corporaciones; mientras que los 
aplazamientos y reducciones se hacen mediante decreto Si se trata de aumentar el valor total del presupuesto anual, como 
está autorizado por el Concejo, la adición es de su competencia. Si se trata de aumentar las apropiaciones a una de las 
secciones presupuestales, estas también son aprobadas por el Concejo y la adición le corresponde a él autorizarla. Si se trata 
de aumentar el monto de los agregados del gasto, tales como gastos generales, Servicios de la Deuda e Inversión, establecidas 
por el Concejo, para cada una de las secciones presupuestales la adición también le corresponde al Concejo. Si se trata de una 
adición al interior de una cuenta de los agregados del gasto (Gastos generales, Servicio de la Deuda e Inversión), si no se 
altera el monto de cada uno de los agregados, es competencia del Alcalde, ya que dicha cifra fue objeto del decreto de 
liquidación del presupuesto. En cuanto a las facultades pro tempore, del Concejo al Alcalde, para que realice modificaciones al 
presupuesto, es competencia exclusiva del Concejo. Y si no lo hace, no hay norma legal que lo obligue. Las características que 
debe tener el acuerdo de autorización de facultades Protempore al Alcalde, debe contener expresa y taxativa las facultades y el 
tiempo que se otorgan. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 313, numeral 3; Constitución Política Arts. 79, 80, 82 y 107 Decreto 111 de 
1.996. ACTUALIZADO 20-11-2009 

371 . PUEDE EL ALCALDE HACER TRASLADOS PRESUPUESTALES SIN EL VISTO BUENO DEL CONCEJO, 
MEDIANTE LA AUTORIZACIÓN ESTABLECIDA EN LAS DISPOSICIONES GENERALES DEL 
PRESUPUESTO? 

Los traslados constituyen la acreditación de rubros mediante la contraacreditación de otros. Esta contraacreditación es 
equivalente a disminuir montos de algunos rubros de gastos para aumentarle a otros, previa justificación. Dicha justificación 
puede ser otorgada mediante acta del órgano asesor y de consulta en materia presupuestal, junto con el certificado de 
disponibilidad presupuestal expedido como siempre por el jefe de presupuesto, o quien haga sus veces Por norma general, los 
traslados al presupuesto los realiza el Concejo. Si en las disposiciones generales del presupuesto anual se da autorización al 
Alcalde para efectuar las correspondientes modificaciones, éste las puede hacer. Las facultades Pro Tempore, que el Concejo da 
al Alcalde para que realice las modificaciones al presupuesto, son de su exclusiva competencia; y si no lo hace, no hay norma 
legal que lo obligue. El Acuerdo de autorización de facultades Protempore al Alcalde, debe contener expresa y taxativamente 
las facultades y el tiempo que se otorgan. Aunque el Consejo aprueba las modificaciones, la iniciativa es del Alcalde. 
FUNDAMENTO LEGAL: Art. 79, 80, 82 y 107, Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 20-11-2009 

372 . AMPARADO EN EL DECRETO NACIONAL 568 DEL 21 DE MARZO DE 1996, Y SIN NINGUNA OTRA 
AUTORIZACIÓN, ¿EL ALCALDE PUEDE MODIFICAR EL PRESUPUESTO DEL MUNICIPIO CUANDO LO 
ESTIME CONVENIENTE? 

El presupuesto se puede modificar, ya que está considerado como una herramienta de planificación, actividad que es dinámica, 
y que requiere de una continua evaluación y seguimiento, para ajustar las necesidades de desarrollo a los continuos cambios 
económicos y sociales. La iniciativa para modificar el presupuesto general del Municipio corresponde exclusivamente al 
ejecutivo (Alcalde), y puede ser realizada en cualquier época de la vigencia fiscal. Los presupuestos correspondiente al Concejo, 
Personería y Contraloría, a sus respectivos jefes. Las modificaciones del presupuesto las puede hacer el Alcalde por decreto en 
cualquier mes del año, para reducir o aplazar, total o parcialmente, las apropiaciones presupuestales, en uno de los siguientes 
casos: · Si el Tesorero estima que los recaudos del año pueden ser inferiores al total de los gastos y obligaciones contraídas, 
que deban pagarse con cargo a los recursos. O que las partidas no fueron aprobadas por el Concejo. O que los aprobados 
fueron insuficientes para atender los gastos a que se refiere el Artículo 347 de la Constitución Política. · O que se copen los 
recursos del crédito autorizados. En este caso el Alcalde puede prohibir o someter a condiciones especiales la asunción de 
nuevos compromisos y obligaciones. · O para reducir gastos de funcionamiento que le permitan atender el pago de reservas de 
apropiación. · El Concejo Municipal puede hacer modificaciones cuando posea el visto bueno y por escrito del Alcalde Municipal. 
Todo lo anterior, siempre y cuando no aumente el monto total de las apropiaciones presupuestales, aprobadas por el Concejo 
para cada sección presupuestal, y los agregados de gasto para funcionamiento, servicio de la deuda e inversión FUNDAMENTO 
LEGAL: Art. 76 Decreto 111 de 1996 Art. 34 Decreto 568 de 1996 ACTUALIZADO 20-11-2009 

373 . UNA PARTIDA PRESUPUESTAL QUE SE CONTRACREDITA, PUEDE VOLVERSE A ACREDITAR. 

El estatuto orgánico de presupuesto no establece prohibición alguna para que las partidas que son contracreditadas se puedan 
volver a acreditar. Esta práctica denota una mala programación presupuestal. De otra parte, se debe tener en cuenta la fuente 
u origen del recurso. Los traslados en cuanto a inversión con recursos de participaciones en el Sistema General de 
Participaciones, deben contar con la anuencia expresa y previa de la Oficina Departamental de Planeación, y son imposibles 
cuando se quieren llevar a gastos de funcionamiento, así la fuente del recurso sea Sistema General de Participaciones, regalías 
o recursos propios. Los traslados se hacen entre las apropiaciones aprobadas en el presupuesto inicial; no obstante, existe la 
posibilidad de crear rubros mediante traslados, si son adelantados por los Concejos. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 345, inciso 2, 
Constitución Política. ACTUALIZADO 20-11-2009 

376 . QUIEN APRUEBA LOS PRESUPUESTOS DE LOS ENTIDADES DESCENTRALIZADAS DEL 
MUNICIPIO? 

Son entidades descentralizadas los Establecimientos Públicos, las Empresa Industriales y Comerciales, las Sociedades de 



Economía Mixta y la Empresas Sociales del Estado. Los presupuestos de los Establecimientos Públicos Municipales son sección 
en el Presupuesto anual del Municipio; por consiguiente es aprobado por el Concejo Municipal a la par con el presupuesto de la 
administración central y sus organismos de control. Si se trata de Empresas Industriales y Comerciales del Municipio los 
presupuestos los aprueba el CONFIS Municipal o quien haga sus veces. Las Sociedades de Economía Mixta, si el 90% o más del 
capital es propiedad del Municipio, se rigen por las normas de las Empresas Industriales y Comerciales. Si el porcentaje es 
menor se rigen por las normas del derecho privado y quien aprueba sus presupuestos son las respectivas juntas directivas. A 
las Empresas Sociales del Estado, que sean categoría especial de entidad pública, se les da tratamiento de Empresa Industrial y 
Comercial, por tanto su presupuesto también es aprobado por el CONFIS, o quien haga sus veces. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 
26 Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 20-11-2009 

377 . ESTÁ FACULTADO EL ALCALDE MUNICIPAL PARA HACER TRASLADOS PRESUPUESTALES 
MEDIANTE DECRETO, CUANDO EL CONCEJO MUNICIPAL NO SE ENCUENTRE SESIONANDO 
ORDINARIAMENTE? 

Las modificaciones al presupuesto se hacen a través del Concejo por mandato expreso de la Norma Orgánica de Presupuesto, y 
no diferenció cómo se hacen cuando el Concejo no está en sesiones. Ahora bien, si en las disposiciones generales del 
presupuesto se da la autorización para modificarlo cuando no está en sesiones el Concejo, lo podrá hacer el Alcalde si un 
acuerdo diferente concede la autorización. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 79 Decreto 111 de 1.996. ACTUALIZADO 20-11-2009 

378 . PUEDE EL ALCALDE MUNICIPAL MODIFICAR EL PRESUPUESTO QUE LE PRESENTA EL 
CONTRALOR PARA QUE SEA INSERTADO EN EL PRESUPUESTO GENERAL DEL MUNICIPIO, PUESTO A 
CONSIDERACIÓN EN LAS SESIONES ORDINARIAS DEL MES DE NOVIEMBRE? 

La programación presupuestal de la Contraloría se ciñe en todo a las normas vigentes para el Municipio. El Alcalde podrá 
introducirle las modificaciones referidas al cumplimiento de los límites de gasto establecido por la Ley 617 de 2000 y a la 
programación de la totalidad de los gastos recurrentes, como sueldo de personal de nómina y las prestaciones sociales, junto 
con la parafiscalidad, FUNDAMENTO LEGAL: Art. 107 Decreto 111 de 1.996. Ley 136 de 1.994 art. 165 num 12- Derogado por 
el artículo 96 de la ley 617 de 2000- ACTUALIZADO 20-11-2009 

379 . SE PUEDE EN MENOS DE CINCO MESES REDUCIR EL PRESUPUESTO DE LA PERSONERÍA EN DOS 
OCASIONES? 

Las apropiaciones incluidas en el Presupuesto General del Municipio son autorizaciones máximas de gastos, que el Concejo 
aprueba para ser ejecutadas y comprometidas durante la vigencia respectiva. Pero la iniciativa para las modificaciones está en 
cabeza del ejecutivo y no de las corporaciones, o de los órganos de control. Con las modificaciones al presupuesto 
(reducciones, aplazamientos y prohibiciones) se garantiza el cumplimiento de la política fiscal, que es el mecanismo de control 
de las apropiaciones. Las facultades se deben ejercer conforme a las causales de orden legal que establece el Estatuto Orgánico 
del Presupuesto que son: · Cuando el ejecutivo estime que los recaudos del año pueden ser inferiores al total de los gastos y 
obligaciones contraídas que afecten tales recursos. · Que no fueren aprobados los nuevos recursos por el Concejo o que los 
aprobados fueren insuficientes para atender los gastos a que se refiere el Artículo 347 de la Constitución Política. · Que la 
coherencia macroeconómica así lo exija. · Aplicar los ajustes ordenados por la Ley 617 de 2000. Estas facultades tienen que 
ejercerse también con algunas restricciones, establecidas por la jurisprudencia, que son: · No se pueden reducir contribuciones 
parafiscales. · Cuando se ejerce en los órganos autónomos que hacen parte del Presupuesto General del Municipio se hará de 
tal manera que no lesione la autonomía y en todo caso en forma proporcional y equilibrada con los demás órganos públicos. La 
reducción la hará el ejecutivo en forma global, para que sea el órgano autónomo el que identifique el detalle del gasto a 
reducir. Las sentencias de la Corte Constitucional le reafirman la competencia al Ejecutivo sobre la materia, y le conminan a 
ejercer las facultades en forma responsable. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 347 Constitución Nacional Arts. 63, 76, 77 y 109 
Decreto 111 de 1996 Art. 13 Ley 617 de 2000 C-192-97; Expediente 5333 del 6 de septiembre de 1999 Consejo de Estado- 
ACTUALIZADO 20-11-2009 

382 . PUEDE EL CONCEJO CONTRATAR CON CARGO A LA MISMA DEPENDENCIA, ASESORÍAS A NIVEL 
MUNICIPAL, CONTANDO CON LA ASIGNACIÓN PRESUPUESTAL, SIN QUE TENGA QUE INTERVENIR EL 
ALCALDE? 

Si. El Concejo Municipal puede ordenar gastos con cargo al presupuesto de su dependencia, sin que intervenga el Alcalde. Cada 
municipio debe definir los procedimientos administrativos para la ordenación del gasto y del pago por parte de los organismos 
de control, a saber: Contraloría, Personería y Concejo, para que puedan ejercer su autonomía presupuestal y administrativa de 
que tratan la Constitución y la Ley FUNDAMENTO LEGAL: Art. 110 Decreto 111 de 1.996, ley 179 de 1.994 art. 51 
ACTUALIZADO 20-11-2009 

383 . QUÉ ES EL IMPUESTO PREDIAL UNIFICADO? 

Es un impuesto del orden municipal que grava la propiedad o posesión de inmuebles. Es sujeto activo del impuesto el municipio 
en cuya jurisdicción se encuentran ubicados los inmuebles. Son sujetos pasivos las personas propietarias o poseedoras, y los 
usufructuarios por disposición expresa del Artículo 885 del Código Civil. El hecho que genera el impuesto predial unificado es el 



ejercicio del derecho de propiedad, posesión o usufructo sobre un inmueble. La base gravable del impuesto predial unificado es 
el valor catastral del inmueble o el auto avalúo del mismo, cuando se establece la declaración anual. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 
44 de 1990, arts. 1- 2- 3. ACTUALIZADO 20-11-2009 

385 . QUÉ ES EL AUTOAVALÚO DEL IMPUESTO PREDIAL UNIFICADO Y CUÁL ES LA BASE MÍNIMA 
PARA DETERMINARLO? 

El autoavalúo es la base gravable del IMPUESTO PREDIAL UNIFICADO, determinada por el contribuyente, cuando el municipio 
ha establecido el sistema de declaración anual. Éste, para los predios urbanos, no podrá ser inferior al resultado de multiplicar 
el número de metros cuadrados de área y/o de construcción, según el caso, por el precio del metro cuadrado fijen las 
autoridades catastrales, para los respectivos sectores y estratos de cada municipio. Para los predios rurales, el valor mínimo del 
auto avalúo, se calculará con base en el precio mínimo por hectáreas u otras unidades de medidas, que señalen las respectivas 
autoridades catastrales, teniendo en cuenta las adiciones y mejoras, los cultivos y demás elementos que formen parte del valor 
del predio. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 44/90, art. 14. ACTUALIZADO 20-11-2009 

386 . CUÁL ES LA DIFERENCIA ENTRE EL SISTEMA DE DECLARACIÓN TRIBUTARIA Y EL SISTEMA DE 
FACTURACIÓN? 

El sistema de declaración tributaria implica la obligación, por parte de los propietarios o poseedores de bienes inmuebles, de 
presentar anualmente una declaración en la que determinen el avalúo de sus inmuebles, por lo que se denomina auto avalúo, 
dentro de los parámetros fijados por la Ley; y la liquidación del impuesto correspondiente. La facturación es el sistema por 
medio del cual anualmente los municipios, a través de facturas que envían a los propietarios y /o poseedores de los predios, 
indican el avalúo catastral y determinan el impuesto correspondiente. FUNDAMENTO LEGAL: Artículo 3°, Ley 44 de 1990 
ACTUALIZADO 20-11-2009 

391 . QUÉ ES Y CÓMO SE DEFINE EL IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO? 

El Impuesto de Industria y Comercio es un tributo de carácter municipal que recae sobre todas las actividades comerciales, 
industriales y de servicios que se ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, por personas naturales, 
jurídicas o sociedades de hecho, directa o indirectamente, y ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en 
inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos. Está constituido por el ejercicio o realización directa o 
indirecta de cualquier actividad industrial, comercial o de servicios, dentro de la jurisdicción del municipio La actividad industrial 
es toda actividad dedicada a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, transformación, reparación, 
manufactura y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes. La actividad comercial es toda aquella destinada al 
expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor y las demás definidas 
como tales por el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas por la Ley 14 de 1983 y el Decreto 1333 de 
1986, como actividades industriales o de servicios. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 14 de l983 Art. 32 y 35- Sentencia C-121 de 
2006 Decreto 1333 de l986 Art. 195 ACTUALIZADO 20-11-2009 

393 . PARA PODER GRAVAR LOS MUNICIPIOS OTRAS ACTIVIDADES DE SERVICIOS, ¿DEBEN 
ENLISTARSE EN LOS ACUERDOS MUNICIPALES? 

De acuerdo a la última jurisprudencia del Consejo de Estado, las actividades que pretenden gravar los municipios deben ser 
enunciadas expresamente en los acuerdos municipales respectivos. (Sentencia de noviembre 10 de 2000 Exp. 10582 de 2000 y 
sentencia de marzo 15 de 2002 Expediente No. 12260 Consejo de Estado Sección 4a ) ACTUALIZADO 20-11-2009 

395 . QUÉ ES EL IMPUESTO DE AVISOS Y TABLEROS? 

El Impuesto de Avisos y Tableros, es el gravamen por la instalación de avisos en el espacio público por quienes realizan el 
hecho generador del Impuesto de Industria y Comercio, razón por la que se considera complementario de éste. (Art.1° literal k, 
Ley 97 de 1913. Art. 1° Ley 84 de 1975. Art. 37 Ley 14 de 1983. Art. 10 Decreto 3070 de 1983. Art. 200 Decreto 1333 de 
1986. Y Art. 78 Ley 75 de 1986) Para efectos de este impuesto, el Consejo de Estado en Sentencia de julio 14 de 1995, sección 
cuarta, se remitió a la definición de espacio público de que trata el Artículo 5° de la Ley 9° de 1989, en los siguientes términos: 
1. ¿Entiéndese por espacio público el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los 
inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o afectación, a las necesidades urbanas colectivas, que 
trascienden por tanto los límites de los interese individuales.¿ La base gravable del impuesto de avisos y tableros es el monto 
del impuesto de industria y comercio. La tarifa del Impuesto de Avisos y Tableros es del 15% sobre el monto del impuesto de 
Industria y Comercio. El sujeto pasivo del Impuesto de Avisos y Tableros son todas aquellas personas naturales o jurídicas o 
sociedades de hecho que realicen actividades industriales, comerciales y de servicios, y que instalen avisos en el espacio 
público. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1333 de l986 Ley 14 de l983, art.37 ACTUALIZADA 20-11-2009 

396 . QUÉ IMPUESTOS EXISTEN SOBRE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS? 

El impuesto a espectáculos públicos fue creado inicialmente como impuesto nacional, mediante la Ley 12 de 1932, 
estableciendo en su Artículo 7 lo siguiente: ¿Con el objeto de atender al servicio de bonos de empréstitos que emita el 



Gobierno, establécense los siguientes gravámenes: 1.- Un impuesto del 10% sobre el valor de cada boleta de entrada personal 
a espectáculos públicos de cualquier clase...¿ Posteriormente este impuesto paso a ser de propiedad exclusiva de los municipios 
y del distrito especial de Bogotá, mediante la Ley 33 de 1968, así: ¿Artículo 3º. A partir del 1º. de enero de 1969, serán de 
propiedad exclusiva de los municipios y del Distrito Especial de Bogotá, los siguientes impuestos que se causen en sus 
respectivas jurisdicciones: a) El impuesto denominado ¿espectáculos públicos¿, establecido por el artículo 7º. De la Ley 12 de 
1932, y demás disposiciones complementarias...¿ Es decir, este impuesto establecido a favor de los municipios se cobra con 
una tarifa del 10% sobre el valor de cada boleta de entrada a cualquier espectáculo público. De otro lado, también existe el 
impuesto a espectáculos públicos con destino al deporte de que trata la Ley 181 de 1995, así: ¿Artículo 77. Impuesto a 
espectáculos públicos. El impuesto a espectáculos públicos a que se refieren la Ley 47 de 1968 y la Ley 30 de 1971, será el 
10% del valor de la correspondiente entrada al espectáculo, excluidos los demás impuestos indirectos que hagan parte de dicho 
valor. La persona natural o jurídica responsable del espectáculo será responsable del pago de dicho impuesto. La autoridad 
municipal o distrital que otorgue el permiso para la realización del espectáculo, deberá exigir previamente el importe efectivo 
del impuesto, o la garantía bancaria o de seguros correspondiente, la cual será exigible dentro de las 24 horas siguientes a la 
realización del espectáculo. El valor efectivo del impuesto será invertido por el municipio o distrito de conformidad con la 
establecido en el Artículo 70 de la misma Ley¿. ACTUALIZADA 20-11-2009 

399 . QUÉ ES LA SOBRETASA A LA GASOLINA, CUÁNDO SE CAUSA Y CUÁL ES LA BASE GRAVABLE? 

Es un impuesto creado por la Ley 488 de 1998, que grava el consumo de la gasolina motor, extra y corriente, nacional o 
importada, en la jurisdicción de cada municipio, distrito y departamento. La sobretasa a la gasolina se causa en el momento en 
que el distribuidor mayorista, productor o importador, enajena la gasolina motor extra o corriente al distribuidor minorista o al 
consumidor final. También se causa en el momento en que el distribuidor mayorista, productor o importador, retira el bien para 
su propio consumo. La base gravable la constituye el valor de la referencia de venta al público de la gasolina motor extra y 
corriente por galón, que certifique mensualmente el Ministerio de Minas y Energía Para los municipios y distritos la tarifa debe 
ser establecida del 14% al 15% Para los departamentos la tarifa de ser establecida del 4% al 5%. La tarifa del Distrito Capital 
de Bogotá, es de hasta el 20%. Son responsables de la sobretasa a la gasolina motor, extra y corriente, los distribuidores 
mayoristas, y los productores e importadores. Así mismo, los transportadores y expendedores al detal, cuando no puedan 
justificar debidamente la procedencia de la gasolina que transporten o expendan; y los distribuidores minoristas, en relación 
con el pago de la sobretasa de la gasolina motor, extra y corriente, a los distribuidores mayoristas, productores o importadores. 
La Ley 681 en el Artículo 4o., estableció: El Inciso 1o del Artículo 124 de la Ley 488 de 1998 quedará así: "Los responsables 
cumplirán mensualmente con la obligación de declarar y pagar las sobretasas, en las entidades financieras autorizadas para tal 
fin, dentro de los dieciocho (18) primeros días calendario del mes siguiente al de causación. Además de las obligaciones de 
declaración y pago, los responsables de la sobretasa informarán al Ministerio de Hacienda y Crédito Público -Dirección de Apoyo 
Fiscal-, la distribución del combustible, discriminado mensualmente por entidad territorial, tipo de combustible y cantidad del 
mismo. Los responsables deberán cumplir con la obligación de declarar en aquellas entidades territoriales donde tengan 
operación, aún cuando dentro del periodo gravable no se hayan realizados operaciones gravadas". Los responsables de las 
sobretasas a la gasolina motor y ACPM, que no consignen los valores recaudados por concepto de estas sobretasas, incurren en 
las sanciones establecidas para los servidores públicos por el delito de peculado por apropiación y en las multas y sanciones 
incluida la sanción por mora de que trata el Estatuto Tributario Nacional para los responsables de la Retención en la Fuente. 
También los distribuidores minoristas, cuando no paguen a los distribuidores mayoristas dentro del término legal el valor de la 
sobretasa, incurren en la misma sanción penal y deben pagar los intereses moratorios referidos anteriormente. La fiscalización, 
liquidación oficial (liquidación de aforo, de revisión y de corrección aritmética), discusión, cobros, devoluciones y sanciones, es 
competencia del municipio, distrito o departamento respectivo. (Art. 127 Ley 488 de 1998). FUNDAMENTO LEGAL: Ley 488 de 
1998, arts. 118, 119, 120, 124- modificado por el art 4 de la ley 681 de 2001, 125 y 127 Ley 681 de 2001, art. 8 
ACTUALIZADA 20-11-2009 

400 . QUÉ ES EL IMPUESTO SOBRE VEHÍCULOS AUTOMOTORES? 

Es un impuesto Nacional creado por la Ley 488 de l988, que sustituye los impuestos de: Timbre Nacional sobre Vehículos 
Automotores, Circulación y Tránsito, y el unificado de vehículos del Distrito Capital de Bogotá, cuya renta se encuentra cedida a 
los Departamentos, al Distrito Capital de Bogotá, a los Municipios y a los demás Distritos. Constituye el hecho generador del 
impuesto la propiedad o posesión de los vehículos gravados. Son gravados con el impuesto los vehículos automotores, tanto 
nuevos como usados, y los que se internen temporalmente al territorio Nacional, excepto los siguientes : - Bicicletas, 
motonetas y motocicletas de cilindraje hasta 125 cc. - Tractores para trabajo agrícola, trilladoras y demás maquinaria agrícola. 
- Tractores sobre oruga, cargadores, mototrillas, compactadoras, moto niveladoras y maquinaria similar de construcción de vías 
públicas. - Vehículos y maquinaria de uso industrial, que por sus características no estén destinados a transitar por las vías de 
uso público o privado, abiertas al público. - Los vehículos de transporte público de pasajeros y de carga. (Art. 141 Ley 488 de 
1998. Para los efectos del impuesto se consideran nuevos los vehículos automotores que entran en circulación por primera vez 
en el territorio nacional. En consecuencia, los vehículos automotores que sean internados temporalmente en el territorio 
nacional se consideran nuevos. El sujeto pasivo del impuesto es el propietario o poseedor de los vehículos gravados. La base 
gravable la constituye el valor comercial de los vehículos gravados, establecido mediante resolución que anualmente en el mes 
de noviembre del año inmediatamente anterior al año gravable expide el Ministerio de Transporte. En el caso de los vehículos 
usados y los que sean objeto de internación temporal, cuando no figuren en la Resolución expedida por el Ministerio de 
Transporte, el valor comercial será el que corresponda al que más se asimile en la Resolución, por sus características. La base 
gravable para los vehículos que entran en circulación por primera vez, es el valor total registrado en la factura de venta; o 
cuando son importados directamente por el propietario o poseedor, por el valor total registrado en la declaración de 
importación. El impuesto sobre vehículos automotores se causa el primero de enero de cada año. Para el caso de vehículos 
automotores nuevos (concepto que incluye para efectos del impuesto los vehículos de internación temporal), el impuesto se 



cusa en la fecha de solicitud de la inscripción en el registro terrestre automotor y que corresponde a la fecha de la factura de 
venta o a la fecha de solicitud de internación. El Decreto 3262 de 2002 determinó que a partir del 1o de enero del año 2003, 
los valores absolutos para la aplicación de las tarifas del Impuesto sobre Vehículos Automotores de que trata el Artículo 145, 
numeral primero de la Ley 488 de 1998, serán los siguientes: 1. Vehículos particulares: a) Hasta $26.392.000 1,5% b) Más de 
26.392.000 y hasta 59.382.000 2,5% c) Más de 59.382.000 3,5% Nota: Los anteriores valores comerciales, son reajustados 
anualmente por el gobierno nacional, mediante decreto. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 488 de l998: arts. 138, 139, 141, 142, 143 
y 144 Decreto 3262 de 2002 ACTUALIZADO 20-11-2009 

401 . CUÁLES SON LOS IMPUESTOS AL CONSUMO? 

Los impuestos al consumo, creados por la Ley 223 de 1995, son los siguientes: .- Impuesto al consumo de cervezas, sifones, 
refajos y mezclas de bebidas fermentadas con bebidas no alcohólicas. .- Impuesto al consumo de cigarrillos y tabaco elaborado. 
.- Impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y similares. ACTUALIZADO 20-11-2009 

402 . QUIÉN ES EL SUJETO ACTIVO DEL IMPUESTO AL CONSUMO DE CERVEZAS, SIFONES, REFAJOS Y 
MEZCLAS DE BEBIDAS FERMENTADAS CON BEBIDAS NO ALCOHÓLICAS.? 

Este impuesto es de propiedad de la nación, su renta se encuentra cedida a los departamentos y al Distrito Capital de Bogotá, 
en proporción al consumo de los productos en sus jurisdicciones. El hecho generador de este impuesto está constituido por el 
consumo en el territorio nacional de cerveza, sifones, refajos y mezclas de bebidas fermentadas con bebidas no alcohólicas. No 
generan este impuesto las exportaciones de cervezas, sifones, refajos y mezclas de bebidas fermentadas con bebidas no 
alcohólicas, toda vez que el consumo de estos productos no se realiza en el territorio nacional. Son sujetos pasivos los 
productores, importadores y, solidariamente con ellos, los distribuidores. Además son responsables directos del impuesto los 
transportadores y expendedores al detal, cuando no puedan justificar debidamente la procedencia de los productos que 
transportan o expenden. Este impuesto se causa, para el caso de productos nacionales, en el momento en que el productor los 
entrega en fábrica o en planta para su distribución, venta o permuta en el país, o para publicidad, promoción, donación, 
comisión o los destinados al autoconsumo. En el caso de productos extranjeros, el impuesto se causa en el momento en que los 
productos se introducen al país, excepto cuando se trate de productos en tránsito hacia otro país. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 
223 de l995 art. 185. 186 y 187. ACTUALIZADA 20-11-2009 

403 . QUÉ ES EL MONOPOLIO DE LICORES? 

El Monopolio de Licores es el arbitrio rentístico a favor de los Departamentos, establecido por Ley (Ley 14 de 1983), en 
desarrollo del Artículo 31 de la Constitución Política de 1886 (hoy artículo 336 de la Constitución Política de 1991) sobre la 
producción, introducción y venta de licores destilados. Para efectos del Monopolio de Licores se entiende por licor la bebida 
alcohólica con una graduación mayor de 20 grados alcoholimétricos. (Decreto 365 de 1994; Art. 9 numeral 9, que modificó el 
Decreto 3192 de 1983, artículo 49 numeral 9). De conformidad con la Ley, el ejercicio del monopolio de licores es excluyente 
del Régimen Impositivo, al preceptuarse en la Ley 14 de 1983 en su Artículo 61 que: ¿la producción, introducción y venta de 
licores destilados constituyen monopolio de los departamentos como arbitrio rentístico en los términos el Artículo 31 de la 
Constitución Política de Colombia. En consecuencia, las Asambleas Departamentales regularan el monopolio o gravarán esas 
industrias y actividades, si el monopolio no conviene, conforme con lo dispuesto en esta Ley¿¿( resaltado nuestro) El monopolio 
de licores únicamente aplica a los licores, entendidos éstos como los de graduación alcoholimétrica mayor de 20 grados. Siendo 
entonces que los aperitivos que en consecuencia son bebidas alcohólicas de graduación máxima de 20 grados alcoholimétricos ( 
Decreto 365 de 1994 artículo 6°, Numeral 6°, que modificó el artículo 49 Numeral 6° del Decreto 3192 de 1983) no son objeto 
del monopolio, por disposición expresa del artículo 62 de la Ley 14 de 1983 que prescribe: ¿Los vinos, los vinos espumosos o 
espumantes, los aperitivos y similares nacionales, serán de libre producción y distribución, pero tanto éstos como los 
importados causarán el impuesto nacional de consumo que señala esta Ley.¿ Son sujetos pasivos de este impuesto los 
productores, los importadores y solidariamente con ellos los distribuidores. Los transportadores y expendedores al detal, 
cuando no puedan justificar debidamente la procedencia de los productos que transporten o expendan, son responsables 
directos del impuesto. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 223 de l995, art.203 ss. ACTUALIZADO 20-11-2009 

404 . CUÁL ES EL HECHO GENERADOR DEL IMPUESTO DE REGISTRO? 

El hecho generador del impuesto de registro es la inscripción de actos, contratos o negocios jurídicos documentales, en los que 
participan como parte o son beneficiarios los particulares; y que de acuerdo con las leyes que así lo dispongan deban 
registrarse bien sea en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos o en las Cámaras de Comercio. ( Artículo 226 de la 
Ley 223 de 1995). Tanto la inscripción como cancelación de las inscripciones de actos o providencias judiciales y 
administrativas, que por mandato legal deban ser remitidas al Registro, no generan el impuesto de Registro, cuando no 
incorporan un derecho apreciable pecuniariamente a favor de una o varias personas, tales como las medidas cautelares, la 
contribución de valorización, la admisión a concordato, la comunicación de la declaratoria de quiebra o de liquidación 
obligatoria, y las prohibiciones judiciales. Tampoco generan este impuesto, los actos, negocios o contratos jurídicos que se 
realicen entre entidades públicas, ni el 50% del valor incorporado en el acto, contrato o negocio jurídico o la proporción del 
capital suscrito o capital social que corresponda a las entidades públicas, cuando participen entidades públicas y particulares. 
(Artículo 226 inciso 3° Ley 223 de 1995, concordante con el artículo 3° Decreto Reglamentario 650 de 1996). ACTUALIZADO 
20-11-2009 Son sujetos pasivos de este impuesto los particulares contratantes y los particulares beneficiarios del acto o 
providencia sometida a registro. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 223 de l995, art. 226 



405 . ES POSIBLE GRAVAR BIENES DE USO PÚBLICO DE LA NACIÓN CON EL IMPUESTO PREDIAL Y, 
EN PARTICULAR, AQUELLOS UBICADOS DENTRO DE LA JURISDICCIÓN DE LOS DISTRITOS 
ESPECIALES DE BARRANQUILLA, CARTAGENA DE INDIAS Y SANTA MARTA? 

La Ley 768 de 2002, en su Artículo 6, numeral 3º, dispone: Artículo 6°. Atribuciones. Los concejos distritales ejercerán las 
atribuciones que la Constitución y las Leyes atribuyen a los concejos municipales. Adicionalmente, ejercerán las siguientes 
atribuciones especiales: ... 3. Gravar con impuesto predial y complementarios las construcciones, edificaciones o cualquier tipo 
de mejora sobre bienes de uso público de la Nación, cuando por cualquier razón, estén en manos de particulares..- 
DECLARADO INEXEQUIBLE " POR CUALQUIER RAZON" Los particulares ocupantes serán responsables exclusivos de este 
tributo. El pago de este impuesto no genera ningún derecho sobre el terreno ocupado.¿ La norma anterior sirve de presupuesto 
normativo para expresar que las construcciones, edificaciones o cualquier tipo de mejora sobre bienes de usos público de la 
Nación pueden ser gravados con el impuesto predial, cuando por cualquier razón estén en manos de particulares. De la misma 
forma, el legislador de la Ley 768 de 2002 estableció el sujeto pasivo del impuesto cuando se configure la ocupación por 
cualquier razón, al ubicar en cabeza de los particulares ocupantes la responsabilidad del tributo. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 768 
de 2002 art. 6 ACTUALIZADO 20-11-2009 

406 . PUEDEN SER GRAVADOS LOS BIENES DE USO PÚBLICO DE LA NACIÓN CON LA CONTRIBUCIÓN 
DE VALORIZACIÓN? 

La Sala de Consulta y Servicio del Consejo de Estado (Radicación, 1.469 del 5 de diciembre de 2002, C.P. Susana Montes 
Echeverri), en el sentido de desvirtuar la posibilidad de que los bienes de usos público puedan ser gravados con la Contribución 
de Valorización, determino: ¿En consecuencia, si el beneficio o mejor, si el incremento patrimonial en el valor del bien inmueble 
de que se trate no se presenta, el hecho generador de la compensación, tampoco. En el caso particular de los bienes de uso 
público, la Sala estima que en tanto éstos están fuera del comercio, pues son inalienables, imprescriptibles e inembargables, la 
ventaja patrimonial derivada del mayor valor del bien inmueble para su propietario no se concreta.¿ Por su parte el Artículo 179 
del Decreto 1222 de 1986 ó Código de Régimen Departamental, establece: "Con excepción de los inmuebles contemplados en 
el Concordato de la Santa Sede, y de los bienes de uso público que define el Artículo 674 del Código Civil, los demás predios de 
propiedad pública o particular podrán ser gravados con la contribución de valorización. Están suprimidas todas las exenciones 
consagradas en las normas anteriores al Decreto 1604 de 1966. (Negrilla fuera de texto). Por lo tanto, los bienes de uso 
público de la Nación no están gravados con la Contribución de Valorización. Actualizado 30-11-2009 

407 . SE PUEDE EFECTUAR COBRO DE INTERESES DE MORA Y DE FINANCIACIÓN PARA LA 
CONTRIBUCIÓN DE VALORIZACIÓN? 

Por tratarse de una contribución, es decir, de una obligación fiscal y no de una obligación civil, las únicas reglas que aplican 
para el cobro de la contribución son las expresamente previstas en la Ley, ordenanzas y/o Acuerdos, para la contribución de 
valorización, luego, no les son aplicables otras reglas. La Ley 383 de 1997, estableció: Artículo 45. Intereses en el pago de la 
contribución de valorización. El artículo 11 del Decreto 1604 de 1966 quedará así: "Las contribuciones nacionales de 
valorización que no sean canceladas de contado, generarán intereses de financiación equivalentes a la tasa DTF más seis (6) 
puntos porcentuales. Para el efecto, el Ministro de Transporte señalará en resolución de carácter general, antes de finalizar 
cada mes, la tasa de interés que regirá para el mes inmediatamente siguiente, tomando como base la tasa DTF efectiva anual 
más reciente, certificada por el Banco de la República. El incumplimiento en el pago de cualquiera de las cuotas de la 
contribución de valorización dará lugar a intereses de mora, que se liquidarán por cada mes o fracción de mes de retardo en el 
pago, a la misma tasa señalada en el artículo 635 del Estatuto Tributario para la mora en el pago de los impuestos 
administrados por la DIAN. Los departamentos, los distritos y los municipios quedan facultados para establecer iguales tipos de 
interés por mora en el pago de las contribuciones de valorización por ellos distribuidas." (Se resalta) Como se desprende del 
texto transcrito, la Ley ha autorizado el cobro tanto de los intereses de financiación como de mora. Sin embargo, la mora 
únicamente aplica respecto de las cuotas vencidas; es decir, durante el plazo otorgado para el pago de cada una de las cuotas, 
no se causan los intereses de mora; éstos sólo comenzarán a generarse a partir del día siguiente al vencimiento de cada cuota 
y hasta la fecha en que se efectúe el pago. Los intereses de financiación se originan en el plazo otorgado para el pago, y tienen 
como finalidad mantener el poder adquisitivo del dinero; en tanto que los intereses de mora corresponden a una sanción por el 
pago extemporáneo de una obligación. De allí que es viable jurídicamente cobrar tanto los intereses de financiación como los 
intereses de mora. Si bien los intereses de financiación tienen como finalidad mantener el poder adquisitivo del dinero, y los 
intereses de mora son una sanción, consideramos que a éstos dos tipos de intereses les es aplicable lo expuesto por la 
Honorable Corte Constitucional en Sentencia C-549 de 1993, al referirse a los intereses de mora y la corrección monetaria o 
actualización de las deudas: ¿Si concurren la corrección monetaria y los intereses de mora, la suma de los dos no puede 
superar el límite por encima del cual los intereses que cobran los particulares se consideran usurarios. Esto, por la sencilla 
razón de que el Estado no puede incurrir en la conducta que prohíbe y sanciona en los particulares, amén de elementales 
razones de equidad tributaria.¿ FUNDAMENTO LEGAL: Ley 383 de l997, art. 45 Actualizado 30-11-2009 

408 . PUEDEN LAS OFICINAS DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS TRASLADAR LA 
COMPETENCIA DE LIQUIDACIÓN Y RECAUDO DEL IMPUESTO AL DEPARTAMENTO? 

El Artículo 233 de la Ley 223 de 1995 establece: ¿ARTICULO 233. Liquidación y Recaudo del Impuesto. Las Oficinas de Registro 
de Instrumentos Públicos y las Cámaras de Comercio serán responsables de realizar la liquidación y recaudo del impuesto. 
Estas entidades estarán obligadas a presentar declaración ante la autoridad competente del departamento, dentro de los quince 
primeros días calendario de cada mes y a girar, dentro del mismo plazo, los dineros recaudados en el mes anterior por 



concepto del impuesto. Alternativamente, los departamentos podrán asumir la liquidación y recaudo del impuesto, a través de 
las autoridades competentes de la administración fiscal departamental o de las instituciones, financieras que las mismas 
autoricen para tal fin. PARAGRAFO 1. Cuando el acto, contrato o negocio jurídico no se registre en razón a que no es objeto de 
registro de conformidad con las disposiciones legales, procederá la devolución del valor pagado. Dicha devolución será realizada 
por la entidad recaudadora y podrá descontarse en la declaración de responsables con cargo a los recaudos posteriores hasta el 
cubrimiento total de su monto. PARAGRAFO 2. Los responsables del impuesto presentaran la declaración en los formularios que 
para el efecto diseñe la Dirección General de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.¿ La Ley 788 de 2002, en 
su Artículo 57, adicionó el Artículo 233 de la Ley 223 de 1995, con el siguiente inciso: Los departamentos podrán asumir la 
liquidación y el recaudo del impuesto a través de sistemas mixtos en los que participen las Oficinas de Registro de 
Instrumentos Públicos y/o las Cámaras de Comercio y/o las Tesorerías Municipales. Como se desprende de la norma transcrita, 
la Ley asignó directamente a las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos y/o a las Cámaras de Comercio y/o las 
Tesorerías Municipales, la obligación de liquidar, recaudar y declarar el impuesto de Registro. Actualizado 30-11-2009 

409 . ES POSIBLE DECRETAR ALGUNA AMNISTÍA O EXONERACIÓN O INCENTIVO PARA EL PAGO 
TOTAL DE LA DEUDA SOBRE EL IMPUESTO DE VEHÍCULOS? 

De conformidad con lo previsto en el Artículo 287 de la Constitución Política, ¿las entidades territoriales gozan de autonomía 
para la gestión de sus intereses, dentro de los límites de la Constitución y de la Ley¿¿ Como quiera que la autonomía otorgada 
a las entidades territoriales se encuentra limitada en su ejercicio por la Constitución y la Ley, no es viable, en principio, que las 
entidades territoriales entren a decretar amnistías o rebajas de los valores impositivos adeudados por los contribuyentes, ya 
que una previsión en tal sentido atentaría contra el principio de igualdad consagrado en el Artículo 13 de la Constitución 
Política, y contra los principios de justicia y equidad tributaria, tal como lo expuso la Corte Constitucional en Sentencia C ¿ 511 
de 1996. Así mismo, en Sentencia C-1115 de 2001, al pronunciarse sobre la inexequibilidad del Artículo 100 de la Ley 633 de 
2000, que establecía una rebaja de intereses a los morosos que pagaran sus obligaciones dentro de un término específico, la 
Corte manifestó: ¿Para la recaudación de los tributos en mora, el Estado cuenta con todo el aparato administrativo y judicial, a 
través del cual debe acometer el cobro, incluso coactivo, de las deudas tributarias. No utilizar los mecanismos jurídicos con los 
cuales cuenta para ese fin, acudiendo a políticas que estimulan a los contribuyentes a dilatar en el tiempo el cumplimiento de 
sus obligaciones para con el fisco, bajo la esperanza de sucesivas amnistías o saneamientos, no sólo no parece necesario, sino 
que más bien se revela altamente contrario al principio de razonabilidad. Es de recordar que el impuesto sobre vehículos 
automotores es de propiedad de la Nación, suya renta está cedida a los departamentos y municipios, incluido el distrito Capital 
de Bogotá. Por lo tanto, respecto de este impuesto, no es jurídicamente viable que las entidades territoriales dispongan 
condonaciones, amnistías, o rebajas de ninguna naturaleza. Actualizado 30-11-2009 

410 . CUAL ES LA FECHA LÍMITE DE PAGO DE LOS INTERESES MORATORIOS Y EL COBRO POR 
JURISDICCIÓN COACTIVA A UN CONTRIBUYENTE QUE ESTÁ EN MORA? 

Para el recaudo y cobro de los impuestos administrados por las entidades territoriales, la Ley 383 de 1997 en su artículo 66, 
señala que los municipios y distritos para efectos de las declaraciones tributarias y los procesos de fiscalización, liquidación 
oficial, imposición de sanciones, discusión y cobro, relacionados con los impuestos administrados por ellos, aplicarán los 
procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario, entendiendo por procedimientos el conjunto de formalidades, 
ritualidades, sustanciaciones, términos, medios probatorios y en general, todo aquello que indique la manera como han de 
aplicarse las normas de carácter sustantivo. Respecto a la causación del impuesto predial unificado y el cobro de los intereses 
moratorios, nos permitimos manifestar que aunque la causación del impuesto predial se comprende desde el 1° de enero hasta 
el 31 de diciembre de cada año, la administración municipal debe proceder a realizar su programación o calendario tributario 
con el fin de hacer efectivo el cobro de sus respectivos impuestos. En consecuencia, debe fijar las fechas límite de pago de los 
tributos, las cuales vencidas estarán en mora por el no pago oportuno de los mismos. Así las cosas, para el caso concreto se 
aplicará el Artículo 634 del Estatuto Tributario, el cual dispone lo siguiente: Ley 788 de 2002, Artículo 3o. Intereses moratorios 
en el pago de las obligaciones tributarias. Modifícanse los incisos 1o y 2o del Artículo 634 del Estatuto Tributario, los cuales 
quedan así: Los contribuyentes o responsables de los impuestos administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, incluidos los agentes de retención, que no cancelen oportunamente los impuestos, anticipos y retenciones a su 
cargo, deberán liquidar y pagar intereses moratorios, por cada día calendario de retardo en el pago. Para tal efecto, la totalidad 
de los intereses de mora se liquidará con base en la tasa de interés vigente en el momento del respectivo pago, calculada de 
conformidad con lo previsto en el artículo siguiente. Es decir, si un contribuyente tenía plazo de pagar su impuesto hasta antes 
del 1 de junio estará en mora a partir del 1 de junio y hasta la fecha que cancele, debiendo pagar intereses de mora por cada 
mes o fracción de mes de retardo, intereses que se liquidarán con base en la tasa de interés vigente en el momento de realizar 
el pago. Actualizado 30-11-2009 

411 . QUÉ ES EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL INTEGRAL? 

El SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL INTEGRAL tiene por objeto garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la 
comunidad, para obtener la calidad de vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de las contingencias que la 
afecten. El sistema comprende las obligaciones del Estado y la sociedad, las instituciones y los recursos destinados a garantizar 
la cobertura de las prestaciones de carácter económico, de salud y servicios complementarios, materia de la Ley vigente, u 
otras que se incorporen normativamente en el futuro. FUNDAMENTO LEGAL: Constitución Política: Artículo 48 (Derecho 
irrenunciable a la Seguridad Social) Artículo 46 (Protección a la Tercera Edad) Artículo 53 (Derechos del Trabajador) Artículo 64 
(Protección a los Trabajadores Agrícolas9 Ley 100 de 1993, artículo 1º. Actualizado 30-11-2009 



412 . SE PUEDE RENUNCIAR A LA SEGURIDAD SOCIAL? 

No. El Estado garantiza a todos los habitantes del territorio nacional el derecho irrenunciable a la seguridad social. Este servicio 
será prestado por el sistema de seguridad social integral, en orden a la ampliación progresiva de la cobertura a todos los 
sectores de la población, en los términos establecidos por la Ley. Además, la Seguridad Social es un servicio público obligatorio, 
cuya dirección, coordinación y control está a cargo del Estado y que debe ser prestado por las entidades públicas o privadas, en 
los términos y condiciones establecidos en la Ley 100 de 1993. Este servicio público es esencial en lo relacionado con el sistema 
de seguridad social en salud. Con respecto al SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES, es esencial sólo en aquellas 
actividades directamente vinculadas con el reconocimiento y pago de las pensiones FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993. 
Artículos 3º y 4º Actualizado 30-11-2009 

413 . A QUIËNES NO SE APLICA EL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL CONSAGRADO EN LA 
LEY 100 DE 1993? 

El sistema integral de seguridad social contenido en la Ley 100 de 1993 no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y 
de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de 
la vigencia de la Ley 100; ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas. Así mismo, se exceptúa a los 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo 
serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este fondo será responsable de la expedición y pago de 
bonos pensionales a favor de educadores que se retiren del servicio. Se exceptúan también los trabajadores de las empresas 
que al empezar a regir la Ley 100 estén en concordato preventivo u obligatorio, en el cual se hayan pactado sistemas o 
procedimientos esenciales de protección de pensiones, y mientras dure el respectivo concordato. Igualmente el régimen no se 
aplica a los servidores públicos de la Empresa Colombiana de Petróleos, ni a los pensionados de la misma; salvo quienes 
ingresen a partir de la vigencia de la Ley 797 de 2003, que SI se regirán por las disposiciones de la Ley 100 de l.993, de 
acuerdo con lo establecido en el Artículo 3 de la mencionada Ley, que reformó el Artículo 15 de la Ley 100. FUNDAMENTO 
LEGAL: Ley 100 de 1993, Artículo 279. Sentencia C-956 de septiembre 6 de 2001 Ley 797, art. 3, numeral 1 Actualizado 30- 
11-2009 

414 . CUÁL ES EL CAMPO DE APLICACIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES? 

El sistema General de Pensiones se aplica a todos los habitantes del territorio nacional (salvo las excepciones previstas en el 
artículo 279 de la Ley 100 de 1993, aquellos casos en los cuales se haya consolidado el derecho bajo el amparo de la 
legislación anterior y los que en virtud del cargo o entidad a la cual se encuentra vinculado el trabajador, ameritan un régimen 
especial de pensiones) que hayan cumplido los requisitos para acceder a una pensión o se encuentren pensionados por 
jubilación, vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial, en todos los órdenes del 
régimen de prima media, y del sector privado en general; afiliados al sistema, bien sea en forma obligatoria (personas 
nacionales o extranjeras residentes en Colombia, vinculadas mediante contrato de trabajo que se rija por las normas 
colombianas; colombianos con residencia en el exterior, vinculados mediante contrato de trabajo que se rija por las normas 
colombianas, salvo cuando demuestren estar afiliados a otro sistema de pensiones y beneficiarios de subsidios del Fondo de 
Solidaridad Pensional); o voluntaria (trabajadores independientes, personas naturales residentes en el país, colombianos 
domiciliados en el exterior que no tengan la calidad de afiliados obligatorios y que no se encuentren expresamente excluidos 
por la Ley 100 de 1993; y extranjeros que se encuentren en el país vinculados mediante contrato de trabajo y que no estén 
cubiertos por algún régimen aplicable en su país de origen o en cualquier otro). FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100, artículo 11 Ley 
797, artículo 1 Actualizada 30-11-2009 

415 . CUÁLES SON LAS CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES? 

- La afiliación es obligatoria, salvo lo previsto para los trabajadores dependientes e independientes. Serán afiliados en forma 
obligatoria todas aquellas personas vinculadas mediante contrato de trabajo o como servidores públicos. Así mismo las 
personas naturales que estén vinculadas bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios con el estado, y con 
empresas del sector privado, y los trabajadores independientes. - La selección de cualquiera de los regímenes establecidos es 
libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará por escrito su elección al momento de la vinculación, 
o del traslado. - La afiliación implica la obligación de efectuar los aportes establecidos. - Los afiliados al sistema podrán escoger 
el régimen de pensiones que prefieran; una vez efectuada la selección inicial, éstos sólo podrán trasladarse de régimen por una 
sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección inicial. Después de un (1) de la vigencia de la Ley 797, el afiliado 
no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez años (10) o menos para cumplir la edad para tener derecho a la 
pensión de vejez. - Los afiliados que al cumplir la edad de pensión no reúnan los demás requisitos para tal efecto, tendrán 
derecho a una devolución de saldos o indemnización sustitutiva, de acuerdo con el régimen al cual estén afiliados. - Durante los 
tres años siguientes a la vigencia de la Ley 797, los servidores públicos en cargos de carrera administrativa afiliados al régimen 
de prima media, deberán permanecer en dicho régimen mientras mantengan la calidad de tales. Así mismo, quienes ingresen 
por primera vez al sector público en cargos de carrera administrativa, estarán obligatoriamente afiliados al ISS - Para el 
reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos (2) regímenes, se tendrá en cuenta la suma de las 
semanas cotizadas con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993 al Instituto de Seguros Sociales, o a cualquier caja, 
fondo o entidad del sector público o privado; o el tiempo de servicio como servidores públicos, cualquiera sea el número de 
semanas cotizadas o el tiempo de servicios. - Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos 
(2) regímenes, se tendrá en cuenta la suma de las semanas cotizadas a cualquiera de ellos. - Los dos regímenes garantizan a 
sus afiliados el reconocimiento y pago de una pensión mínima. - Existirá un fondo de solidaridad pensional destinado a ampliar 



la cobertura mediante el subsidio a aquello grupos de población que, por sus características y condiciones socioeconómicas, no 
tienen acceso a los sistemas de seguridad social. - Ningún afiliado podrá recibir simultáneamente pensiones de invalidez y de 
vejez. - Las entidades administradoras de cada uno de los regímenes estarán sujetas al control y vigilancia de la 
Superintendencia Bancaria. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100, artículos 13- Reglamentado por el Decreto 3995 de 2008 y 15 
Decreto Reglamentario 692 de 1994 (de la Ley 100 de 1993), artículos 3 y 9. Ley 797, artículos 2 y 3 Actualizado 30-11-2009 

416 . CUÁL ES LA VIGENCIA DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES? 

El sistema general de pensiones previsto en la Ley 100 de 1993, rige a partir del 1º de abril de 1994. Para los servidores 
públicos del nivel departamental, municipal y distrital, incorporados de conformidad con lo dispuesto en el literal a) del artículo 
691 del 29 de marzo de 1994, entró a regir el 30 de junio de 1995, siempre que la entrada en vigencia del sistema no haya 
sido decretada con anterioridad por el gobernador o por el alcalde. A partir de esas fechas, las pensiones de vejez, de invalidez 
por riesgo común y de sobrevivientes por riesgo común, se rigen íntegra y exclusivamente por las disposiciones contenidas en 
la Ley 100 de 1993, y demás normas que las modifiquen, adicionen o reglamento; a excepción de los dispuesto en el Artículo 
36 de esta norma, que establece el régimen de transición. Los servidores públicos fueron incorporados al sistema general de 
pensiones establecido por la Ley 100 de 1993, así: a. Los servidores públicos de la rama ejecutiva del orden nacional, 
departamental, municipal o distrital, así como sus entidades descentralizadas, y b. los servidores públicos de: Congreso de la 
República, Rama Judicial, Ministerio Público, Fiscalía General de la Nación, Organización Electoral y Contraloría General de la 
República. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 151. Decreto 1068 de 1995, artículo 1º. Decreto Reglamentario 
691 de 1994 (de la Ley 100 de 1993), artículos 1º y 2º. Actualizado 30-11-2009 

417 . QUÉ PENSIONES O PRESTACIONES ECONÓMICAS GARANTIZA Y RECONOCE EL SISTEMA 
GENERAL DE PENSIONES? 

El sistema general de pensiones, en cualquiera de los dos regímenes que lo conforman, garantiza a sus afiliados y a sus 
beneficiarios, cuando sea el caso, las siguientes pensiones y/o prestaciones económicas: a) PENSIÓN DE VEJEZ b) PENSIÓN DE 
INVALIDEZ c) PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES, Y d) AUXILIO FUNERARIO. El sistema también garantiza, cuando no se cumplan 
los requisitos mínimos para acceder a las pensiones previstas, la devolución de saldos o las indemnizaciones sustitutivas que 
correspondan. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto Reglamentario 692 de 1994 (de la Ley 100 de 1993), artículo 2º. Actualizado 30- 
11-2009 

418 . ES OBLIGATORIA LA COTIZACIÓN AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES? 

Durante la vigencia de la relación laboral o del contrato de prestación de servicios, deberán efectuarse cotizaciones obligatorias 
a los regímenes del Sistema General de Pensiones, por parte de los afiliados, y los empleadores y contratistas, con base en el 
salario o ingresos por prestación de servicios. En el caso del Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, la 
obligación de cotizar cesa cuando el afiliado cumpla los requisitos para obtener su pensión de vejez, o cuando el afiliado se 
pensione por invalidez. En el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, la obligación de cotizar cesa cuando se causa la 
pensión de invalidez o de sobrevivientes, o cuando el afiliado opte por pensionarse anticipadamente. Pero una vez éste reúna 
los requisitos para la pensión de vejez, podrá seguir cotizando, caso en el cual el empleador estará obligado a efectuar las 
cotizaciones a su cargo mientras dura la relación laboral, legal o reglamentaria, y hasta la fecha en la cual el trabajador cumpla 
sesenta (60) años de edad, si es mujer, y sesenta y dos (62) años, si es hombre. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, 
artículo 17. Decreto Reglamentario 692 de 1994 (de la ley 100 de 1993), artículo 19. Ley 797 de 2003, art. 4 decret 510 de 
2003 Actualizado 30-11-2009 

419 . CÓMO SE AFILIAN Y COTIZAN LAS EMPLEADAS DEL SERVICIO DOMÉSTICO? 

Las cooperativas y mutuales cuyos cooperados sean trabajadores independientes (incluyendo las trabajadores domésticas por 
días) pueden solicitar autorización para vincularlos masivamente a una entidad promotora de salud. Entendiéndose por 
trabajador del servicio domestico ¿las personas naturales que a cambio de una remuneración prestan su servicio personal en 
forma directa de manera habitual, bajo continuada subordinación o dependencia, residiendo o no en el lugar del trabajo, a una 
o varias personas naturales, en la ejecución de tareas de aseo, cocina, lavado, planchado, vigilancia de niños y demás tareas 
inherentes al hogar¿. En el grupo de trabajadores del servicio domestico se encuentran los denominados ¿internos¿, que son 
los que residen en el lugar o sitio de trabajo. Y los llamados ¿por días¿ . El trabajador del servicio domestico que sea ¿interno¿ 
o que trabaje ¿por días¿, bajo la continua subordinación de un solo patrono, será afiliado al sistema general de seguridad 
social, directamente por dicho patrono, como trabajador del servicio domestico, y no podrá hacerlo a través de una entidad de 
afiliación colectiva. No se consideran trabajadores del servicio domestico para efectos de la afiliación al sistema general de 
seguridad social en salud, los señalados en el Artículo 5º del Decreto 824 de l.988, reglamentario de la Ley 11 de l988. 
FUNDAMENTO LEGAL: Circular externa No. 140 de 2002 Superintendencia Nacional de Salud. Decreto 824 de l988, art. 1º 
Decreto 2400 de 2002 Actualizado 30-11-2009 

420 . CUÁL ES EL INGRESO BASE DE COTIZACIÓN AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES? 

Los trabajadores dependientes del sector privado cotizarán con base en el salario mensual devengado; para el efecto, 
constituye salario el conjunto de factores previsto en los Artículos 127, 129 y 130 del Código Sustantivo del Trabajo, salvo lo 
percibido por el trabajador por concepto de subsidio de transporte. Para los servidores del sector público, será el que señale el 



gobierno de conformidad con lo dispuesto en la Ley 4 de l992. El limite de la base de cotización será de veinticinco (25) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes para trabajadores del sector publico y privado. Cuando se devenguen mensualmente más 
de veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes, la base de cotización será reglamentada. Podrá ser hasta de 
cuarenta y cinco (45) salarios mínimos legales mensuales, para garantizar pensiones hasta de 25 salarios mínimos legales. Las 
cotizaciones de los trabajadores cuya remuneración se pacte bajo la modalidad de salario integral se calculará sobre el 70% de 
dicho salario. Cuando el afiliado perciba salario de dos o más empleadores, o ingresos como trabajador independiente, o por 
prestación de servicios como contratista, en un mismo período de tiempo, las cotizaciones correspondientes serán efectuadas 
en forma proporcional al salario o ingreso devengado de cada uno de ellos, y se acumularan para los efectos de la Ley, sin 
exceder el tope legal En ningún caso la base de cotización podrá ser inferior al monto del salario mínimo legal mensual vigente. 
Quienes perciban ingresos inferiores al salario mínimo legal mensual vigente, podrán ser beneficiarias del Fondo de Solidaridad 
Pensional, a efectos de que éste les complete la cotización que les haga falta, hasta un salario mínimo legal mensual vigente. 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 18. Decreto 1158 de 1994 (de la Ley 100 de 1993), artículo 1º. Ley 797 de 
2003, art. 5 Decreto 510 de marzo 2003, art. 3 concepto 4795 de 2004 Ministerio de Protección social Sentencia c-967-03 
Actualizado 30-11-2009 

421 . CUÁL ES LA BASE DE COTIZACIÓN DE UNA PERSONA INDEPENDIENTE? 

Si la persona es dependiente y tiene que realizar cotizaciones adicionales como independiente, o por prestación de servicios, 
para los efectos del parágrafo 1º. del artículo 5 de la Ley 797 de 2003, que modifica el art. 18 de la Ley 100 de l.993, deberá 
informar en los formatos que para tal efecto establezca la Superintendencia Bancaria, el ingreso que efectivamente perciba, 
manifestando la fuente de sus recursos. Con el propósito de que estos ingresos se acumulen para la liquidación de la pensión, 
sobre los mismos debieron haberse realizado los aportes al sistema de seguridad social en salud. De ser diferente la base de 
cotización, los aportes que excedan los realizados al sistema de seguridad social en salud, no se tendrán en cuenta para la 
liquidación de la pensión, y le serán devueltos al afiliado, con la fórmula que se utiliza para el cálculo de la indemnización 
sustitutiva o la devolución de saldos FUNDAMENTO LEGAL: Ley 797 de 2003, art. 5, parágrafo 1 Actualizado 30-11-2009 

422 . SE PUEDEN TOMAR LOS AÑOS DE 360 DÍAS PARA LA LIQUIDACIÓN DE LAS COTIZACIONES Y 
DE LA PENSIÓN DE VEJEZ? 

No es ilegal que para la liquidación de aportes (o cotizaciones) se tomen los años de 360 días. En efecto, al resolver la 
acusación contra la Circular 191 del 4 de febrero de 1994, expedida por el Subdirector Financiero del Instituto de Seguros 
Sociales, mediante la cual se dispuso que a partir del primero de enero de 1994, la liquidación de aportes se realizará por días, 
los meses de 30 días y el año de 360 días, calculando los aportes a partir del IBL, el Consejo de Estado trajo a colación los 
fallos del 12 de septiembre de 1996, expediente 9171, consejera ponente doctora Clara Forero de Castro, y del 20 de 
noviembre de 1998, expediente 13.310 en los cuales la Sección Segunda sostuvo: "el año que de tenerse en cuenta para 
efectos de jubilación es el de 360 días, por cuanto éstos representan los remunerados al personal vinculado estatutariamente y, 
además, porque el mes laboral sólo se estima en 30 días para efectos fiscales, vale decir que para efectos de pensión de 
jubilación se requiere haber trabajado 360 x 20, lo que equivale a 7.200 días. También dijo la sentencia que al servidor público 
se le señala una remuneración mensual única, tomando el mes como de 30 días, independientemente de que éste tenga 28 o 
31. En el mismo sentido, en el campo privado, el artículo 134 del Código Sustantivo del Trabajo contempla de manera enfática 
que ¿El salario en dinero debe pagarse por períodos iguales y vencidos, en moneda legal¿. Así, si para el salario mensual se 
toma en cuenta el mes de 30 días, lo que multiplicado por doce (12) meses que componen un año equivalen a 360 días al año, 
es lógico indiscutible y correcto, que la misma regla deba aplicarse para las cotizaciones obligatorias de los distintos regímenes 
y así se contempló en la Ley 100 de 1993. El artículo 9 de la Ley 797 de 2003 establece en el parágrafo 2º ¿se entiende pos 
semana cotizada el período de siete (7) días calendario. La facturación y el cobro de los aportes se hará sobre el número de 
días cotizados en cada período¿ FUNDAMENTO LEGAL: Consejo de Estado. Sentencia de marzo 4 de 1999. Expediente 12.503. 
Consejero Ponente. Doctor Silvio Escudero Castro. Ley 797 de 2003 artículo 9 parágrafo 2º. Actualizado 30-11.-2009 

423 . LAS PENSIONES PRESCRIBEN? 

Las pensiones de jubilación, vejez e invalidez no admiten una prescripción extintiva del derecho. La prescripción resulta viable, 
exclusivamente, respecto de las mesadas que no se hubiesen solicitado oportunamente. Se declara inexequible el segundo 
parágrafo del artículo 2º de la Ley 116 de 1928. FUNDAMENTO LEGAL: Corte Constitucional. Sentencia de Mayo 20 de 1998. 
Actualizado 30-11-2009 

424 . CUÁL ES EL PLAZO MÁXIMO PARA RECONOCER UNA PENSIÓN? 

Anteriormente, las administradoras de fondos de pensiones (y la Caja Nacional de Previsión Social EPS como una 
administradora de pensiones mientras subsista) tenían un plazo legal de cuatro meses (D. 656 de 1994, art. 19). Este plazo 
máximo también se aplicaba, por analogía, para el Seguro Social, ante la ausencia de una norma especial. Se reitera 
jurisprudencia sobre los términos fijados en el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo, en Sentencia T-966 de Julio 
31 de 2000. Corte Constitucional Sala Plena. Actualmente, con la expedición de la Ley 797 de 2003, artículo 9, parágrafo 1, 
inciso último, que modifico el art. 33 de la Ley 100 de 1.993, se dijo: "Los fondos encargados reconocerán la pensión en un 
tiempo no superior a cuatro (4) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente 
documentación que acredite su derecho. Los fondos no podrán aducir que las diferentes cajas no les han expedido el bono 
pensional o la cuota parte¿ FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 656 de 1994, artículo 19. Ley 797 del 2003, artículo 9º, parágrafo 1, 



inciso último. Actualizado 30-11-2009 

425 . CUÁLES SON LAS MESADAS ADICIONALES QUE DEBEN RECIBIR LOS PENSIONADOS? 

Los pensionados por vejez o jubilación, invalidez, y sustitución o sobrevivencia, deben recibir las siguientes mesadas: 1. 
Mesada adicional de diciembre: Es el valor de una mesada adicional a la pensión, que se pagará cada año, junto con la mesada 
del mes de noviembre, en la primera quincena de diciembre. 2. Mesada adicional de junio: Los pensionados por jubilación, 
invalidez, vejez y sobrevivientes, del sector público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del 
Instituto de Seguros Sociales, así como los retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, tendrán 
derecho al reconocimiento y pago de treinta (30) días de la pensión que les corresponda a cada uno de ellos por el régimen 
respectivo, que se cancelará con la mesada del mes de junio de cada año, a partir de 1994. Esta mesada será pagada por 
quien tenga a su cargo la cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario mínimo legal mensual. 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículos 50 y 142 Corte Constitucional Sentencia C- 409 de 1994 Actualizado 30-11- 
2009 

426 . CUÁNDO SE APLICA EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993, EN RELACIÓN CON LA MORA EN 
EL PAGO DE PENSIONES? 

La jurisprudencia ha considerado que el art. 141 de la Ley 100 de 1.993 tiene aplicación en tanto el derecho pensional no se 
encuentre en discusión. Es decir, cuando exista para el administrador una pensión reconocida por el Estado y, a pesar de ello, 
se omite la obligación de cancelarla oportunamente. Pero si se acude al juez para que dirima el asunto y determine si el 
derecho a la pensión existe, mal puede ordenarse el pago por mora en el cumplimiento de una obligación que no era expresa, 
clara y exigible. De allí que, para restablecer el derecho, se ordene la actualización de tales valores y el reconocimiento de los 
intereses, desde la ejecutoria de la sentencia, en los términos previstos en el artículo 177 del Código Contencioso 
Administrativo. La sanción por mora prevista en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 no puede desligarse de los efectos 
propios de la sentencia que se dicta en este proceso Es decir, no puede la Sala sustraer la condena de la indexación, ni del 
reconocimiento de los intereses corrientes y moratorios, en la forma ordenada por el contencioso administrativo. De lo 
contrario se caería en un doble pago por la misma razón, es decir los intereses moratorios y la indexación. FUNDAMENTO 
LEGAL: Consejo de Estado. Subsección A, Sección Segunda Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de enero 25 de 
2001. Expediente 2059-99 Consejero Ponente Dr. Alberto Arango Mantilla. Actualizado 30-11-2009 

427 . LAS PERSONAS MAYORES DE 60 AÑOS PUEDEN AFILIARSE EN EL ISS PARA LOS RIESGOS DE 
INVALIDEZ, VEJEZ Y MUERTE? 

La Ley 100 de 1993 suprimió la prohibición de inscribir en el Instituto de Seguros Sociales, para los riesgos de invalidez, vejez 
y muerte, a las personas mayores de 60 años. FUNDAMENTO LEGAL: Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. 
Sentencia de mayo 27 de 1998. Acvtualizado 30-11-2009 

428 . CÓMO SE DEFINE LA PENSIÓN DE VEJEZ EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN 
DEFINIDA DE LA LEY 100 DE 1993 PARA LOS EMPLEADOS PÚBLICOS (SERVIDORES PÚBLICOS) ? 

La pensión de vejez es la prestación en dinero, de carácter vitalicio, periódico, personal, irrenunciable e intransferible a que 
tiene derecho todo afiliado al Sistema General de Pensiones, al acumular cierto tiempo de servicios y cumplir determinada 
edad, requisitos estos preestablecidos por las normas legales vigentes. Los requisitos para obtener la pensión de vejez en el 
régimen de prima media con prestación definida so 1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o 
sesenta (60) si es hombre. A partir del 1 de enero del año 2014 se incrementará a cincuenta y siete (57) años para la mujer y 
sesenta y dos (62) para el hombre 2. Haber cotizado un mínimo de mil (1.000) semanas en cualquier tiempo; para tal efecto, 
se entiende por semana cotizada el período de siete (7) días calendario. A partir del 1 de enero del año 2005 el número de 
semanas se incrementará en cincuenta (50) y a partir del 1 de enero del 2006 se incrementará en 25 cada año hasta llegar a 
1.300 semanas en el año 2015. Para el cómputo de las semanas requeridas se tendrá en cuenta: a. El número de semanas 
cotizadas en cualquiera de los dos (2) regímenes del Sistema general de pensiones. b. El tiempo de servicio como servidores 
públicos remunerados. Incluyendo los tiempos servidos en regímenes exceptuados. c. El tiempo de servicio como trabajadores 
vinculados con empleadores que tienen a su cargo el reconocimiento y pago de la pensión, siempre que la vinculación laboral 
se encuentre vigente o se haya iniciado con posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de l.993 d. El número de semanas 
cotizadas a cajas previsionales del sector privado que tuviesen a su cargo el reconocimiento y pago de la pensión, siempre y 
cuando la caja traslade con base en el cálculo actuarial, la suma correspondiente del trabajador que se afilie, a satisfacción de 
la entidad administradora. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 33, parágrafo 1º. Ley 797 de 2003, art. 9º 
Actualizado 30-11-2009 

429 . CUÁL ES EL MONTO DE LA PENSIÓN DE VEJEZ EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON 
PRESTACIÓN DEFINIDA ? 

El monto de la pensión de vejez correspondiente a las primeras mil (1000) semanas de cotización, será equivalente al 65% del 
ingreso base de liquidación; por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mil (1000) hasta las mil doscientas (1200) 
semanas, este porcentaje se incrementará en un 2% hasta llegar a un monto del 73% del ingreso base de liquidación. Por cada 
cincuenta (50) semanas adicionales a las mil doscientas (1200) hasta las mil cuatrocientas (1400), este porcentaje se 



incrementará en un 3%, para completar un monto máximo del 85% del ingreso base de liquidación. El valor total de la pensión 
no podrá ser superior al 85% del ingreso base de liquidación, ni inferior a la pensión mínima. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 
1993, artículo 34. Ley 797 de 2003, art. 10º Actualizado 30-11-2009 

430 . CUÁL ES EL INGRESO BASE PARA CALCULAR O DETERMINAR LA CUANTÍA DE LA PENSIÓN DE 
VEJEZ EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA? 

Se entiende por ingreso base de liquidación el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante 
los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo, si este fuere inferior (tratándose de las 
pensiones de invalidez o sobrevivientes), actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, 
según certificación que expida el DANE. Cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los 
ingresos de toda la vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto anteriormente, el trabajador podrá optar por este 
sistema, siempre y cuando haya cotizado 1.250 semanas como mínimo. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 21. 
Decreto Reglamentario 692 de 1994 (de la Ley 100/93), artículo 46. Actualizado 30-11-2009 

431 . TIENEN DERECHO A QUE SE REVALORICE LA BASE SALARIAL DE LIQUIDACIÓN, LAS 
PENSIONES QUE SE REGULAN POR EL RÉGIMEN ANTERIOR A LA LEY 100 DE 1993? 

Cuando el interesado se encuentra amparado por el régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, se 
aplica a su favor la norma anterior. Para el caso del reconocimiento y pago de la pensión de los servidores públicos, la Ley 33 
de 1985. Tal normatividad no contempla la actualización de la base salarial para el reconocimiento y pago de una pensión. Sin 
embargo, es innegable que en economías inestables como la nuestra, el mecanismo de la revalorización de las obligaciones 
dinerarias se convierte en un factor de equidad y de justicia, que permite el pago del valor real de las acreencias. En materia 
de ajuste de valor o indexación de las condenas que profiere la jurisdicción contenciosa, la jurisprudencia ha sido armónica con 
la concepción del Estado Social de derecho que nos rige a partir de la Carta Política de 1991, y su dinámica gira alrededor de la 
vigencia de un orden justo, para lo cual asignó a las autoridades la función de asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado. Ha llegado incluso a decretar de manera oficiosa la actualización de valores económicos. En un régimen de 
seguridad social concebido bajo los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, como lo prevé la Constitución (art.48), 
la pensión de jubilación ocupa un lugar privilegiado y tiene por finalidad garantizar la subsistencia de las personas de la tercera 
edad en condiciones dignas y justas. Es un fin superior que el Estado y la sociedad concurren para la protección y asistencia de 
estas personas. Desde esta perspectiva, el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación, tomando para su liquidación 
sumas empobrecidas por los efectos inflacionarios, resulta contrario a los postulados anotados, desamparándose a la persona 
de la tercera edad. ¿No aceptar la indexación del ingreso base del demandante, pretextando que los últimos años no estuvo 
vinculado laboralmente luego de haber prestado sus servicios por mas de 20 años y de esta manera reconocer su mesada 
pensional, con valores deteriorados, constituiría una afrenta a la justicia e iría en contravía de los postulados constitucionales 
citados.¿ FUNDAMENTO LEGAL: Sentencia de junio 15 de 2000. Radicación Expediente 2926-99, Magistrado Ponente Dr. 
Alejandro Ordóñez Maldonado. Subsección B Sección Segunda, Sala de lo Contencioso Administrativo. Consejo de Estado. 
Actualizado 30-11-2009 

432 . EN EL CASO DE LOS TRABAJADORES OFICIALES AFILIADOS AL ISS ANTES DE LA VIGENCIA DE 
LA LEY 100, ¿QUÉ ENTIDAD LES RECONOCE LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN? 

En sentencia de Casación, la Sala de Casación laboral de la Corte Suprema de Justicia, estimó pertinente en desarrollo de su 
objetivo legal de uniformar la jurisprudencia, precisar por vía de doctrina el tema de fondo planteado en el recurso de casación, 
y corregir algunos planteamientos jurídicos de los tribunales. Se refirió inicialmente a la afiliación de trabajadores oficiales al 
Instituto de Seguros Sociales entre 1976 y 1994, para afirmar que el legislador no pretendió la afiliación exclusiva de 
trabajadores oficiales al servicio de entidades del orden nacional a determinada caja de previsión o institución de seguros 
sociales. Tanto las normas de la Caja Nacional de Previsión Social, como las del ISS, admitieron la posibilidad de la afiliación de 
esta clase de empleados oficiales, dentro de determinadas condiciones, a ésta última institución. Adicionalmente, dada la 
situación caótica de diversidad de regímenes en el sector público y de entes encargados del pago de pensiones, la Ley 33 de 
1985 instituyó el derecho a la pensión plena de jubilación a favor de los trabajadores oficiales, que hubieren servido veinte 
años continuos o discontinuos al Estado y llegaren a la edad de cincuenta y cinco años, equivalente al 75% del salario promedio 
que sirvió de base para los aportes del último año de servicios, dejando a salvo los requisitos preexistentes para devengar la 
pensión de quienes trabajaren en actividades que por su naturaleza justifiquen la excepción, los regímenes especiales, y un 
régimen de transición para quienes a la fecha de vigencia de la Ley 33 de 1985 hubiesen cumplido 15 años o más de servicio. 
O de quienes con veinte años de servicio estuviesen retirados del servicio oficial, preservándoles a todos el imperio de las 
disposiciones sobre edad de jubilación anteriormente vigentes. En consecuencia, en casos de trabajadores oficiales amparados 
por la Ley 33 de 1985, afiliados al ISS, pero no a una caja o entidad de previsión social, la PENSIÓN LEGAL de jubilación 
contemplada en el artículo 1º de esta Ley, debe ser reconocida y pagada en principio por la última entidad empleadora, como 
lo dispone el artículo 75 del Decreto 1848 de 1969. Pero si tanto el trabajador como el Estado efectuaron los aportes 
respectivos al ISS, para el seguro de invalidez, vejez y muerte, una vez reunidos los requisitos de edad y cotización estatuidos 
en los reglamentos del Instituto, debe este organismo otorgar la correspondiente pensión de vejez, y desde ese momento en 
adelante estará a cargo del empleador oficial sólo el mayor valor, si lo hubiere, entre la pensión de jubilación primigenia, con 
sus reajustes, y el monto de la prestación pagada por el Seguro Social. FUNDAMENTO LEGAL: Sentencia de Casación, julio 29 
de 1998. Radicación 10.803. Magistrado Ponente Dr. José Roberto Herrera Vergara. Actualizado 30-11-2009 

433 . QUÉ PASA SI EL EMPLEADOR INCUMPLE LA OBLIGACIÓN DE AFILIAR AL TRABAJADOR PARA EL 



RIESGO DE VEJEZ? 

Si el empleador incumple la obligación de afiliar al trabajador para el riesgo de vejez, debe asumir las prestaciones en las 
mismas condiciones en que el ISS las hubiere otorgado. (Acuerdo 44 de 1989, artículo 70). FUNDAMENTO LEGAL: Sentencia de 
enero 27 de 2000 ¿ Sala de Casación Laboral Corte Suprema de Justicia. Actualizado 30-11-2009 

434 . LAS PENSIONES E INDEMNIZACIONES QUE CUBRE EL ISS, ¿SON COMPATIBLES CON LAS 
DEMÁS PENSIONES Y ASIGNACIONES DEL SECTOR PÚBLICO? 

El Acuerdo número 049 de febrero 1 de 1990 por el cual se expidió el reglamento general del Seguros Social, obligatorio de 
invalidez vejez y muerte, emanado del Consejo Nacional de Seguros Sociales Obligatorios, amén del articulo 1° del decreto 
(ejecutivo) 758 de 11 de abril del mismo año, proferido por el Gobierno Nacional, que le impartió aprobación a dicho acuerdo, 
establecieron expresamente la incompatibilidad entre las pensiones del ISS y las reconocidas por entidades del sector público. 
Sobre el tópico, la Corte Suprema de Justicia en sentencia de 11 de noviembre de 1994, señaló: "... no puede el Instituto de 
Seguros Sociales a su amparo excusarse de reconocer una de ellas, porque no se trata de cubrir dos veces el mismo riesgo sino 
de pagar dos prestaciones que amparan riesgos distintos, generados en una causa diferente y que por esa sola razón no 
quedan comprendidos entre la incompatibilidad que eventualmente podrían presentarse entre las pensiones de jubilación y de 
vejez de una misma persona, las cuales sí cubren el mismo riesgo y se conceden como contraprestación de los servicios 
prestados por el afiliado. La Sala Plena de Casación Laboral en la sentencia de 21 de mayo de 1991, en la que se apoya la 
recurrente, tuvo la oportunidad de precisar la diversa naturaleza de las pensiones antes mencionadas: la de sobrevivientes que 
ampara el estado de viudez y orfandad y se adquiere por ministerio de la ley, que bajo determinadas condiciones hace surgir 
un nuevo derecho en cabeza del cónyuge o compañero permanente, o de sus demás beneficiarios, dentro de un orden 
preestablecido, y la de vejez que cubre el riesgo de la eventual perdida de la capacidad para trabajar por razón de llegar el 
trabajador a una edad avanzada, y la cual por ello se muestra como una contraprestación de los servicios prestados por la 
persona y para la que contribuyó durante su vida laboral...¿ Diferencia que - así se dijo en el fallo-, "... resulta de distinguir 
entre el carácter de contraprestación por un trabajo pretérito que se rindió por el pensionado que tiene la pensión por servicio, 
de la índole del estado de viudedad que tiene la pensión por sustitución, conforme resulta de la condición que indistintamente 
han impuesto todos los estatutos reguladores de dicho instituto jurídico. Tal condición ha sido en el pasado, y lo es en el 
presente, que la viuda mantenga su estado civil de tal, y ni siquiera haga vida marital, so pena de perder la sustitución que 
precisamente en razón de su viudez se le otorga y mantiene" (Gacela Judicial, tomo CCX, pág. 614)¿. FUNDAMENTO LEGAL: 
Consejo de Estado, Sentencia de abril 3 de 1995, expedientes 5708, 5833, 5937. Magistrado Ponente doctor Álvaro Lecompte 
Luna. Actualizado 30-11-2009 

435 . CUÁLES SON LOS REQUISITOS PARA ACCEDER A UNA PENSIÓN DE INVALIDEZ? 

El Artículo 11 de la Ley 797 de 2003 establece los requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrá derecho a la pensión 
de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las 
siguientes condiciones: . ¿Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado 50 semanas en los últimos tres años 
inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del 25% 
del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió 20 años de edad y la fecha de la primera calificación de estado de 
invalidez. 2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado 50 semanas dentro de los tres años inmediatamente 
anteriores al hecho causante de la misma. PAR.¿Los menores de 20 años de edad sólo deberán acreditar que han cotizado 26 
semanas en el último año inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o su declaratoria. La pensión de invalidez 
se reconocerá a solicitud de la parte interesada y comenzará a pagarse, en forma retroactiva, desde la fecha en que se 
produzca tal estado. La fecha de estructuración o declaratoria de la pérdida de la capacidad laboral es la fecha en que se 
genera en el individuo una pérdida en su capacidad laboral en forma permanente y definitiva. Para cualquier contingencia, esta 
fecha debe documentarse con la historia clínica, los exámenes clínicos y de ayuda diagnóstica, y puede ser anterior o 
corresponder a la fecha de calificación. En todo caso, mientras dicha persona reciba subsidio por incapacidad temporal, no 
habrá lugar a percibir las prestaciones derivadas de la invalidez. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 797 de 2003, art. 11 Articulo 
declaro inexequible mediante sentencia 1056 de 2003 Decreto 917 de 1999, artículo 3º. Actualizado 30-11-2009 

436 . CÓMO SE CALIFICA EL ESTADO DE INVALIDEZ? 

El estado de invalidez y la causa de su origen será determinada con base en el manual único para la calificación de invalidez, 
expedido por el Gobierno Nacional, por el Instituto de Seguros Sociales, las compañías de seguros y las entidades que asuman 
los riesgos de invalidez y de sobrevivientes; en caso de controversia, será determinado en primera instancia por las Juntas 
Regionales de Calificación de Invalidez, constituidas en las capitales de departamento, y en aquellas ciudades en las cuales el 
volumen de afiliados así lo requiera. Y en segunda instancia por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, con sede en la 
capital de la República. El Manual único para la calificación de invalidez se aplica a todos los habitantes del territorio nacional, a 
los trabajadores de los sectores público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, y del sector privado en general, para 
determinar la pérdida de la capacidad laboral de cualquier origen, de conformidad con lo establecido por los artículos 38, 
siguientes y concordantes de la Ley 100 de 1993, y 46 del Decreto Ley 1295 de 1994, y el 5º de la Ley 361 de 1997. 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 41- Mosificado por el art 52 Ley 962 de 2005. Ver art 46 Ley 1151 de 2007 
Decreto 917 de 1999, artículo 1º. Actualizado 30-11-2009 



437 . LA PENSIÓN DE INVALIDEZ PUEDE REVISARSE? 

El estado de invalidez podrá revisarse: 1. Por solicitud de la entidad de previsión social correspondiente cada tres (3) años, con 
el fin de ratificar, modificar o dejar sin efecto el dictamen que sirvió de base para la liquidación de la pensión y proceder a la 
extinción, disminución o aumento de la misma, si a ello hubiere lugar. El pensionado tendrá un plazo de tres (3) meses 
contados a partir de la fecha de dicha solicitud, para someterse a la respectiva revisión del estado de invalidez. Salvo casos de 
fuerza mayor, si el pensionado no se presenta o impide dicha revisión dentro de dicho plazo, se suspenderá el pago de la 
pensión. Transcurridos doce (12) meses contados desde la misma fecha sin que el pensionado se presente o permita el 
examen, la respectiva pensión prescribirá. Para readquirir el derecho en forma posterior, el afiliado que alegue permanecer 
inválido deberá someterse a nuevo dictamen; los gastos de este nuevo dictamen serán pagados por el afiliado, y 2. Por 
solicitud del pensionado en cualquier tiempo y a su costa. Las Juntas de Calificación de Invalidez, a petición de la parte 
interesada, revisarán el estado de invalidez para ratificar, el dictamen que sirvió de base para la liquidación de la pensión. 
Cuando por efecto de la revisión del estado de invalidez se determine la cesación o la disminución del grado de invalidez, se 
extinguirá el derecho a la pensión o se disminuirá el monto de la misma, según el caso. Cuando la revisión de la invalidez 
produzca un aumento de su grado que incremente el valor de la pensión de invalidez, así lo reconocerá la entidad 
administradora del Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 
44. Corte Suprema de Justicia, Sala Casación Laboral julio 24 de 2001, radicado 15976 Magistrado Ponente Germán Valdez S. 
Decreto 1889 de l994 Actualizado 30-11-2009 

438 . CUÁLES DOCUMENTOS SE DEBEN ALLEGAR CON LA SOLICITUD DE CALIFICACIÓN DE 
INVALIDEZ? 

A. La solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral deberá ir acompañada de los siguientes documentos: a. Historia 
clínica del afiliado, del pensionado por invalidez, o del posible beneficiario, según sea el caso, o resumen de la misma, en donde 
consten los antecedentes y el diagnóstico definitivo, lo cual será aportado por el trabajador o posible beneficiario o por la 
entidad administradora o empresa promotora de salud correspondiente. b. Exámenes clínicos, evaluaciones técnicas y demás 
exámenes complementarios, que determinen el estado de salud del afiliado, del pensionado por invalidez, o del posible 
beneficiario, lo cual será aportado por el trabajador o posible beneficiario o por la entidad administradora o empresa promotora 
de salud correspondiente. c. Certificación sobre el proceso de rehabilitación integral que haya recibido la persona o sobre la 
improcedencia del mismo, lo cual será aportado por el trabajador o posible beneficiario o por la entidad administradora o 
empresa promotora de salud correspondiente. d. Certificado de cargos y labores, y análisis del puesto de trabajo que 
desempeña el afiliado, cuando se requiera, lo cual será aportado por él o los empleadores correspondientes o por la entidad 
administradora de riesgos profesionales, según el caso. B. La solicitud de determinación del origen del accidente, de la 
enfermedad de la invalidez o de la muerte, deberá ir acompañada de los siguientes documentos: a. Informe del accidente de 
trabajo o de la enfermedad profesional elaborado por el empleador, y en su defecto, el reporte de la entidad o institución que 
prestó la atención médica inicial, o del trabajador o de las personas interesadas, aportados por la persona o entidad que haya 
realizado tal informe o reporte. b. Concepto de la administradora de riesgos profesionales sobre el origen. c. Concepto de la 
entidad promotora de salud sobre el origen. d. Exámenes médicos de ingreso a la empresa o sitio de trabajo, si los hubiere, lo 
cual será aportado por el empleador o por la entidad administradora según el caso. e. Exámenes periódicos ocupacionales, si 
fueren del caso, lo cual será aportado por el empleador o por la entidad administradora correspondiente. f. Análisis del puesto 
de trabajo que desempeña el afiliado, cuando sea necesario, lo cual será aportado por el empleador correspondiente o por la 
entidad administradora según el caso. g. Mediciones ambientales cuando se requieran, lo cual será aportado por el empleador 
correspondiente o por la entidad administradora, según el caso. h. Certificaciones de cargos y labores desempeñadas por el 
afiliado dentro de la empresa o sitio de trabajo al momento del accidente, si se trata de definir el origen del mismo, o en todo 
el tiempo laborado en la empresa, cuando se trate de determinar el origen de la enfermedad, lo cual será aportado por el 
empleador correspondiente o por la entidad administradora, según el caso. i. Las disposiciones de salud ocupacional de la 
empresa a que se encontraba sometido el afiliado, cuando se requieran, lo cual será aportado por el empleador correspondiente 
o por la entidad administradora, según el caso. j. Para determinar el origen de la muerte la solicitud deberá allegarse en todos 
los casos con el correspondiente registro civil de defunción, además de los documentos citados en los numerales anteriores. 
Cuando fuera el caso, deberá anexarse a la solicitud el acta de levantamiento del cadáver. Cuando la solicitud sea presentada 
por el trabajador, pensionado, empleador o posible beneficiario, deberá anexarse copia del aviso dirigido a la administradora o 
compañía de seguros, sobre la solicitud de calificación ante la junta. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto Reglamentario 2463 de 
2001(de la Ley 100 de 1993), artículo 25 Actualizado 30-11-2009 

439 . EN RELACIÓN CON LA PENSIÓN DE INVALIDEZ, ¿SE PUEDE HABLAR DE RÉGIMEN DE 
TRANSICIÓN PARA APLICAR LA LEY 100 DE 1993? 

No. Porque en esta materia se aplica en forma inmediata la Ley 100 de 1993, pues no se previeron mecanismos de transición. 
FUNDAMENTO LEGAL: Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia de abril 17 de 1997. Actualizado 30-11- 
2009 

440 . EL MISMO AFILIADO, ¿PUEDE OBTENER A SU FAVOR PENSIÓN DE INVALIDEZ Y PENSIÓN DE 
VEJEZ, SIMULTÁNEAMENTE? 

Se debe suspender la pensión de invalidez por haberse reconocido al mismo afiliado la pensión de vejez, sólo puede recibir una. 
FUNDAMENTO LEGAL: Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia de febrero 11 de 1998. Actualizado 30- 



11-2009 

441 . CUÁLES SON LOS REQUISITOS PARA OBTENER EL RECONOCIMIENTO DE UNA PENSIÓN DE 
SOBREVIVIENTES? 

La pensión de sobrevivientes es la prestación periódica que se reconoce a los miembros del grupo familiar de un afiliado al 
Sistema General de Pensiones, o de un pensionado que ha fallecido, siempre que acredite el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por la Ley 797 de 2003 en el artículo 12 que modificó el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, que determina: ART. 
46.¿Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 1. Los miembros del 
grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca y, 2. Los miembros del grupo familiar del 
afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años 
inmediatamente anteriores al fallecimiento, y se acrediten las siguientes condiciones: a) Muerte causada por enfermedad: si es 
mayor de 20 años de edad, haya cotizado el veinticinco (25%) por ciento del tiempo transcurrido entre el momento en que 
cumplió veinte años de edad y la fecha del fallecimiento. b) Muerte causada por accidente: si es mayor de 20 años de edad, 
haya cotizado el veinte (20%) por ciento del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte años de edad y la 
fecha del fallecimiento. PAR. 1º¿Cuando un afiliado haya cotizado el número de semanas mínimo requerido en el régimen de 
prima en tiempo anterior a su fallecimiento, sin que haya tramitado o recibido una indemnización sustitutiva de la pensión de 
vejez o la devolución de saldos de que trata el artículo 66 de esta Ley. Los beneficiarios a que se refiere el numeral 2º de este 
artículo tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, en los términos de esta Ley. El monto de la pensión para aquellos 
beneficiarios que a partir de la vigencia de la Ley, cumplan con los requisitos establecidos en este parágrafo, será del 80% del 
monto que le hubiera correspondido en una pensión de vejez. 1. PAR. 2º¿Si la causa del fallecimiento es homicidio, se aplicará 
lo prescrito para accidente, y si es suicidio, se aplicará lo prescrito para enfermedad. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, 
artículo 46 Ley 797 de 2003, art. 12 Paragrafo 2 Declarado inexequible mediante C-1094 de 2003 Actualizado 30-11-2009 

442 . QUÉ PLAZO TIENE LA ENTIDAD OBLIGADA AL RECONOCIMIENTO DE LA PENSIÓN DE 
SOBREVIVIENTES? 

El reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes por parte de la entidad de previsión social correspondiente, 
deberá efectuarse a más tardar dos (2) meses después de radicada la solicitud por el peticionario (o beneficiario), con la 
correspondiente documentación que acredite su derecho. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 717 de 2001, artículo 1º. Corte Suprema 
de Justicia, Sala de casación Laboral, sentencia agosto 30 de 2000. Radicado 13.818 .Magistrado Ponente Fernando Vásquez 
Botero. Actualizado 30-11-2009 

443 . QUIÉNES SON LOS BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE? 

La Ley 797 de 2003 en el artículo 13, que modificó los artículos 47 y 74 quedará así. ART. 47.¿Beneficiarios de la pensión de 
sobrevivientes. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o 
compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o 
más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera 
o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y 
haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte. b) En forma temporal, el 
cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, 
tenga menos de 30 años de edad, y no haya procreado hijos con éste. La pensión temporal se pagará mientras el beneficiario 
viva y tendrá una duración máxima de 20 años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema para obtener su propia 
pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el literal a). Si respecto de un pensionado hubiese un 
compañero o compañera permanente, con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir parte de la pensión de 
que tratan los literales a) y b) del presente artículo, dicha pensión se dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de 
convivencia con el fallecido. En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes del fallecimiento del causante 
entre un cónyuge y una compañera o compañero permanente, la beneficiaria o el beneficiario de la pensión de sobrevivient 
será la esposa o el esposo. Si no existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay una 
separación de hecho, la compañera o compañero permanente podrá reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a) 
en un porcentaje proporcional al tiempo convivido con el causante siempre y cuando haya sido superior a los últimos cinco años 
antes del fallecimiento del causante. La otra cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal 
vigente. c) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por 
razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte, siempre y cuando acrediten 
debidamente su condición de estudiantes y cumplan con el mínimo de condiciones académicas que establezca el gobierno y los 
hijos inválidos si dependían económicamente del causante, esto es, que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las 
condiciones de invalidez. Para determinar cuándo hay invalidez se aplicará el criterio previsto por el artículo 38 de la Ley 100 
de 1993. d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del 
causante si dependían económicamente de forma total y absoluta de éste. e) A falta de cónyuge, compañero o compañera 
permanente, padres e hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente 
de éste. PAR.¿Para efectos de este artículo se requerirá que el vínculo entre el padre, el hijo o el hermano inválido sea el 
establecido en el Código Civil. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 47 Ley 797 de 2003, artículo 13 Actualizado 30- 
11-2009 

444 . ES COMPATIBLE LA PENSIÓN DE VEJEZ CON LA DE SOBREVIVIENTE? 



¿Si. pues es de presumir que la familia se verá privada del ingreso que les permita mantener un de terminado nivel de vida , al 
paso que la pensión de vejez cubre el riesgo por la presunta pérdida de la capacidad de trabajo en razón de la edad y permite 
al asegurado dejar de trabajar sin perder del todo su ingreso. Desde este punto de vista, entonces, en caso de admitirse la 
incompatibilidad acogida por el tribunal, el núcleo familiar del asegurado que fallece, fuera del daño moral recibiría un 
importante e injusto perjuicio económico, resistiéndose así la integralidad que debe informar todo régimen de seguridad social, 
pues perdería completamente uno de los ingresos de la familia y probablemente disminuiría notablemente el otro.... // ... De 
otra parte, la pensión de sobrevivientes en modo alguno es gratuita, sino al contrario, solo surge previo el pago más o menos 
prolongado de cotizaciones (Acuerdo 049/90 ISS, art. 25) que se cancelan obligatoriamente y con independencia de si el 
cónyuge que pueda llegar a ser beneficiario labore a su vez y cotice igualmente con el propósito de obtener protección frente a 
sus propios riesgos. Es notorio, por tanto, que este enfoque descarta también abiertamente la postura censurada del fallador, 
pues de admitirse ésta, se perdería sin contraprestación ninguna y pese a acontecer, la contingencia protegida, el valor, en 
todo caso importante, de la cotización descontada de la remuneración de un asalariado, así como también del respectivo aporte 
patronal, contrariándose de paso el principio de eficiencia que corresponde al servicio público de la seguridad social....// ... 
Debe aclararse, además, que el sentido del artículo 49 del Acuerdo 049 es evitar que el beneficiario del seguro obtenga una 
prestación doble respecto de idéntica contingencia pero es claro que ello no acontecería en caso de concurrir la pensión de 
vejez con la de sobrevivientes, pues como arriba se explicó, ambas aluden a riesgos diversos de forma que cada una genera su 
propia prestación en forma paralela. Ahora bien, la situación que reflejan los autos no encuadra dentro de la regulación del 
artículo 128 de la Constitución Nacional , pues ya se observó que tanto la pensión de vejez como la de sobrevivientes, aunque 
las cubra un ente estatal como el Instituto de Seguros Sociales, mal pueden situarse dentro del concepto de erogaciones del 
tesoro público, dado que conforme antes se vio, son básicamente resultantes de un vínculo de seguridad social y dependen de 
las aportaciones que se exigen a particulares, quienes para cubrirlas, incluso ven afectado su sagrado e irrenunciable derecho 
salarial (...) FUNDAMENTO LEGAL: Sentencia de Casación Laboral, Sección Primera, enero 24 de 1995. Radicación 6923. 
Magistrado Ponente doctor Francisco Escobar Manríquez. Actualizado 7/12/09 

445 . CUÁL ES EL MONTO DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES? 

El monto mensual de la pensión de sobrevivientes por muerte del pensionado será igual al 100% de la pensión que aquel 
disfrutaba. El monto mensual de la pensión total de sobrevivientes por muerte del afiliado será igual al 45% del ingreso base 
de liquidación más el 2% de dicho ingreso por cada cincuenta (50) semanas de cotización adicionales a las primeras quinientas 
(500) semanas, sin que exceda el 75% del ingreso base de liquidación. En ningún caso el monto de la pensión podrá ser 
inferior a uno (1) ni superior a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes. No obstante lo anterior, los afiliados 
podrán optar por una pensión de sobrevivientes equivalente al régimen de pensión de sobrevivientes del ISS, vigente con 
anterioridad al 1º de abril de 1994, equivalente al 65% del ingreso base de liquidación, siempre que se cumpla alguno de los 
siguientes requisitos: 1. Que a la fecha del fallecimiento, el asegurado haya reunido el número y densidad de cotizaciones 
exigidas para adquirir el derecho a la pensión de invalidez por riesgo común, valga decir, haber cotizado para el seguro de 
invalidez, vejez y muerte un mínimo de 150 semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha en que se produjo el 
estado de invalidez o 300 semanas en cualquier época con anterioridad a la invalidez, o 2. Que el asegurado fallecido estuviere 
disfrutando o tenga el derecho a la pensión de invalidez o de vejez, conforme a los reglamentos del ISS. FUNDAMENTO LEGAL: 
Ley 100 de 1993, artículo 48. Actualizado 7/12/09 

446 . CUÁL ES EL INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN PARA DETERMINAR EL VALOR DE UNA PENSIÓN 
DE SOBREVIVIENTE? 

En el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes se presentan dos (2) situaciones: a) Cuando el trabajador o 
empleado fallece, con derecho a una pensión, pero si la misma no se ha reconocido. En este caso, el ingreso base de 
liquidación será el mismo establecido para la liquidación de la pensión de vejez (el promedio de los salarios de los últimos 10 
años de cotizaciones o su equivalente en número de semanas sobre las cuales efectivamente se cotizó, actualizados 
anualmente, con base en la variación del índice de precios al consumidor total nacional, según la certificación del Dane. Cuando 
el fallecido no hubiere alcanzado a cotizar 10 años, será el promedio de los salarios o rentas mensuales cotizados durante todo 
el período de cotización, actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor total nacional, 
según la certificación del Dane y se reconoce directamente a favor del (los) beneficiario (s) del causante. b) Cuando el causante 
ya había adquirido la condición de pensionado y se encontraba disfrutando de dicha prestación. En este caso, la cuantía de la 
mesada pensional que se reconocerá al (los) beneficiario (s), como pensión de sobrevivientes, es la misma que devengaba el 
causante, es decir, el 100% de dicha mesada. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 21 Decreto Reglamentario (de 
la Ley 100 de 1993) 692 de 1994, artículo 46. Corte Suprema. Casación Laboral, Sentencia Octubre 8 de 2001, Radicado 
16.072. Magistrado Ponente José Roberto Herrera V. Actualizado 7/12/09 

447 . CÓMO SE DISTRIBUYE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE? 

La pensión de sobrevivientes se distribuirá así: 1. El 50% para el cónyuge o compañero o compañera permanente del causante, 
y el otro 50% para los hijos de este, distribuido por partes iguales. A falta de hijos con derecho, o cuando su derecho se pierda 
o se extinga, la totalidad de la pensión corresponderá al cónyuge o compañero o compañera permanente del causante con 
derecho; a falta de cónyuge o compañero o compañera permanente, o cuando su derecho se pierda o se extinga, la totalidad 
de la pensión corresponderá a los hijos por partes iguales. 2. Si no hubiere cónyuge, compañero o compañera permanente e 
hijos con derecho, la pensión de sobrevivientes corresponderá en su totalidad a los padres con derecho, por partes iguales. 3. 
Si no hubiere cónyuge, compañero o compañera permanente, hijos o padres con derecho, en el régimen de prima media con 
prestación definida y en el sistema general de riesgos profesionales, la pensión corresponderá a los hermanos inválidos con 
derecho por partes iguales, y en el régimen de ahorro individual los recursos de la cuenta individual harán parte de la masa 



sucesoral de bienes del causante Cuando expire o se pierda el derecho de alguno de los beneficiarios de cualquiera de los 
órdenes antes citados, la parte de su pensión acrecerá la porción de los beneficiarios del mismo orden. La extinción del derecho 
de los beneficiarios de cualquiera de los órdenes indicados en los numerales 1 y 2, implicará la expiración de la pensión sin que 
pase a los siguientes órdenes. Lo antes dispuesto se entiende sin perjuicio de los derechos sucesorales a que haya lugar. 
FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1889 de 1994, art. 8º. Actualizado 7/12/09 

448 . TIENE DERECHO EL (LA) COMPAÑERO (A) PERMANENTE A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE? 

Si. El literal a) del articulo 47 de la Ley 100 de 1993, erige como beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, en forma 
vitalicia, al cónyuge o a la compañera o compañero permanente supérstite y establece, a renglón seguido, los requisitos que 
estas personas deben reunir a efectos de recibir ese beneficio, que a la fecha del fallecimiento del causante tenga 30 o más 
años de edad, y acredite que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no 
menos de 5 años continuos con anterioridad a su muerte. En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente 
supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos de 30 años de edad y no 
haya procreado hijos con este. La pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva y tendrá una duración máxima de 
20 años. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 797 de 2003, art. 13 Con anterioridad a la expedición de esta Ley se dieron 
pronunciamientos importantes como: Sentencia de Casación Laboral, Corte Suprema de Justicia, Radicado 11245, marzo 2 de 
1999, Magistrado Ponente doctor José Roberto Herrera Vergara. Consejo de Estado. Subsección B, Sección Segunda, Sala de lo 
Contencioso Administrativo. Sentencia de octubre 12 de 2000. Expediente 1809-99. Magistrado Ponente Dr. Alberto Arango 
Mantilla. Actualizado 7/12/09 

449 . QUIÉN TIENE DERECHO PREFERENCIAL A LA SUSTITUCIÓN PENSIONAL? 

Antes de la expedición de la Ley 797 de 2003, el Consejo de Estado consideró que el cónyuge supérstite ostenta un derecho 
preferencial a la sustitución pensional, respecto de las otras personas a quienes la Ley ha beneficiado otorgando vocación 
subsidiaria. Sólo en ausencia de éste, el compañero o compañera permanente puede acceder a esta prestación; nótese que las 
normas siempre han querido dar protección al matrimonio; no en vano fue el fundamento de la cultura occidental. 
FUNDAMENTO LEGAL: Consejo de Estado. Subsección B, Sección Segunda Sala de lo Contencioso Administrativo . Sentencia de 
mayo 18 de 2000. Expediente 2459-99 Magistrado ponente Dr. Alejandro Ordóñez Maldonado. Actualizado 7/12/09 

450 . SE PIERDE EL DERECHO A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE EN LOS CASOS DE DISOLUCIÓN DE 
LA SOCIEDAD CONYUGAL O SEPARACIÓN DE CUERPOS? 

Si no existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay una separación de hecho, la compañera 
o compañero permanente podrá reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a) en un porcentaje proporcional al 
tiempo convivido con el causante siempre, y cuando haya sido superior a los últimos cinco años antes del fallecimiento del 
causante. La otra cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal vigente. FUNDAMENTO 
LEGAL: Ley 797 de 2003, art. 13 literal b) Actualizado 7/12/09 

451 . EL CONYUGE SOBREVIVIENTE PUEDE CONTRAER NUEVAS NUPCIAS SIN QUE PIERDA EL 
DERECHO A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES QUE VIENE RECIBIENDO? 

Si. Demandada la constitucionalidad del artículo 2º de la Ley 33 de 1973, por la cual se transforman en vitalicias las pensiones 
de las viudas y según su preceptiva, "...el derecho consagrado a favor de las viudas en el artículo anterior se pierde cuando, 
por culpa de la viuda, los cónyuges no viven unidos en la época del fallecimiento del marido, o cuando la viuda contraiga 
nuevas nupcias o haga vida marital¿ (se subraya la parte demandada), la Corte Constitucional dijo: "(...) "2. La condición 
resolutoria del derecho de la viuda a gozar de la pensión que correspondía al trabajador fallecido ¿actualmente denominada 
¿pensión de sobreviviente¿-, consistente en la celebración de nuevas nupcias o la iniciación de nueva vida marital, contenida en 
el artículo 2º de la Ley 33 de 1973, se encuentra derogada por la Ley 100 de 1993, que no la contempla en las disposiciones 
que destina a regular dicha materia (arts. 46 a 49 y 73 a 78). De otra parte, distintas leyes, dictadas con posterioridad a la 
demanda ¿Leyes 12 de 1975, 113 de 1985 y 71 de 1988-, universalizaron la anotada pensión extendiéndola tanto a las viudas 
como a los viudos y aplicándola también a las relaciones derivadas de las uniones maritales de hecho. (...) "No se descubre 
ninguna razón válida para que se mantengan regímenes diferenciados respecto de personas colocadas en una misma situación. 
Los destinatarios de ambas leyes, tienen el mismo título para gozar de la pensión de sobrevivientes. A quienes se aplica la Ley 
100 de 1993, así contraigan nuevas nupcias o hagan parte de nuevas relaciones maritales, siguen gozando de la pensión; lo 
que no ocurre con las personas cubiertas por el régimen legal anterior. Dado que tales vicisitudes personales son ni material ni 
constitucionalmente relevantes para sustentar una diferencia de trato, viola la igualdad que, a partir de la vigencia de la citad 
Ley, se mantenga la anotada distinción. (...) "No duda la Corte que al entrar en vigencia la nueva Constitución, la disposición 
legal acusada que hacía perder a la viuda el derecho a la pensión sustituta por el hecho de contraer nuevas nupcias o 
conformar una nueva familia, se tornó abiertamente incompatible con sus dictados, y desde entonces, bien había podido 
ejercitarse la excepción de inconstitucionalidad. En efecto, el derecho al libre desarrollo de la personalidad, a lo que se suma la 
facultad de conformar un nuevo núcleo familiar, se vulneran de manera meridiana, de conformidad con lo expuesto, por la 
anotada condición. El radio de la violación constitucional se amplía aún más cuando en 1993 se expide la Ley 100, que elimina 
la susodicha condición, pero deja inalterada la situación que, por lo menos a partir de la vigencia del nuevo ordenamiento 
constitucional, pugnaba con sus normas y principios. Ya se ha señalado cómo el nuevo régimen legal, en virtud de esta 
omisión, permite identificar nítidamente dos grupos de personas que, pese a encontrarse dentro de un mismo predicado 
material, son objeto de un trato distinto carente de justificación objetiva y razonable. "A juicio de la Corte Constitucional, con el 



objeto de restablecer los derechos conculcados, se impone reconocer a las viudas, que a partir de la vigencia de la nueva 
Constitución Política, hubieren perdido el derecho a la pensión ¿actualmente denominada de sobrevivientes- por haber 
contraído nuevas nupcias o hecho vida marital, su derecho a recuperar las mesadas dejadas de pagar que se hubieren causado 
luego de notificada la presente sentencia." FUNDAMENTO LEGAL: Corte Constitucional, Sentencia C- 309 de 1996, Magistrado 
Ponente doctor Eduardo Cifuentes Muñoz. Actualizado 7/12/09 

452 . CÓMO SE DEFINE LA PENSIÓN SANCIÓN? 

Consiste en la prestación periódica en dinero que se reconoce al trabajador no afiliado al Sistema General de Pensiones, por 
omisión del empleador, cuando sin justa causa sea despedido después de haber laborado para el mismo empleador durante 10 
o más años, y menos de 20. La pensión sanción se reconocerá cuando el trabajador cumpla la edad determinada por la Ley. 
Desde sus orígenes, la pensión sanción fue eminentemente indemnizatoria y no un beneficio prestacional, por tratarse de una 
pena que se le imponía al patrono por frustrar la expectativa que tenía el empleado de jubilarse. En tal sentido, y atendiendo a 
la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, como se dijo en la Sentencia de noviembre 8 de 1979, "la pensión restringida 
(o pensión sanción) no atiende propiamente al riesgo de vejez", reconociendo la posibilidad de concurrencia de las dos 
pensiones (sanción y de vejez). Para acceder a ella, se deben cumplir los siguientes requisitos: 1. Que el trabajador se 
encuentre vinculado al sector privado o que siendo servidor público, tenga la calidad de trabajador oficial, mediante contrato de 
trabajo. 2. Que no se encuentre afiliado al Sistema General de Pensiones. 3. Que sea despido sin justa causa. 4. Que haya 
laborado para el mismo empleador durante 10 años o más, y menos de 15. 5. Que haya cumplido las siguientes edades: a. 60 
años si es hombre o 55 si es mujer, si fue despedido con más de 10 años de servicios y menos de 15. b. 55 años si es hombre 
o 50 si es mujer, si es despedido con 15 o más años de servicios y menos de 20. La cuantía de la pensión será directamente 
proporcional al tiempo de servicio, respecto de la que le habría correspondido al trabajador en caso de reunir todos los 
requisitos para acceder a la pensión de vejez. JURISPRUDENCIA Art. 267 del Código Sustantivo del Trabajo. Subrogado por el 
artículo 37 de la Ley 50 de 1990. Ley 100 de 1993, artículo 133. Corte Suprema de Justicia. Sentencia de noviembre 8 de 
1979. Actualizado 

453 . CUÁL ES EL INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN PARA UNA PENSIÓN SANCIÓN? 

El ingreso base de liquidación de la pensión sanción será el promedio de los salarios devengados en los últimos diez (10) años 
de servicio, actualizado con base en la variación del índice de precios al consumidor certificada por el DANE. Los factores que se 
deberán tener en cuenta son los mismos que constituyen el salario base para calcular las cotizaciones al Sistema General de 
Pensiones. FUNDAMENTO LEGAL Artículo 267 del Código Sustantivo del Trabajo. Subrogado por el artículo 37 de la Ley 50 de 
1990. Actualizado 7/12/09 Ley 100 de 1993, artículo 133. 

454 . QUÉ SE ENTIENDE POR INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA? 

Consiste en la prestación en dinero que en el régimen de prima media, con prestación definida, debe reconocer el ISS, o la 
Caja, Fondo o Entidad de previsión social del sector público, a las personas que no reúnan los requisitos mínimos legales 
exigidos para acceder a la pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes. La indemnización sustitutiva de la pensión de 
vejez es la suma que a título de indemnización se debe cancelar a las personas que, habiendo cumplido la edad para obtener la 
pensión de vejez, no hayan cotizado el mínimo de semanas exigidas y declaren su imposibilidad de continuar cotizando. 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 37 Decreto Reglamentario (de la Ley 100 de 1993) 1730, artículo 1º. Circular 
467 de 2002, Vicepresidencia de Pensiones, Instituto Seguros Sociales. Actualizado 7/12/09 

455 . QUÉ ENTIDAD EFECTÚA EL RECONOCIMIENTO Y CUÁL ES LA CUANTÍA DE LA INDEMNIZACIÓN 
SUSTITUTIVA DE LA PENSIÓN DE VEJEZ? 

Cada administradora del régimen de prima media con prestación definida a la que haya cotizado el trabajador, deberá efectuar 
el reconocimiento de la indemnización sustitutiva, respecto al tiempo cotizado. En caso de que la administradora a la que se 
hubieren efectuado las cotizaciones haya sido liquidada, la obligación de reconocer la indemnización sustitutiva de la pensión de 
vejez corresponde a la entidad que la sustituya en el cumplimiento de la obligación de reconocer las obligaciones pensionales. 
En caso de que las entidades hayan sido sustituídas en la función de pagar las pensiones por el Fondo de Pensiones Públicas del 
nivel nacional, será ésta la encargada del pago, mientras que su reconocimiento continuará a cargo de la caja o fondo que 
reconozca las pensiones. Para determinar el monto de la indemnización sustitutiva se tendrán en cuenta la totalidad de las 
semanas cotizadas, aún las anteriores a la Ley 100 de 1993, y para establecer el valor o cuantía de la indemnización sustitutiva 
de la pensión de vejez, se aplicará la siguiente fórmula: I = SBC x SC x PPC Donde: SBC = Es el salario base de liquidación de 
la cotización semanal, promediado de acuerdo con los factores señalados en el Decreto 1158 de 1994, sobre los cuales cotizó el 
afiliado a la administradora que va a efectuar el reconocimiento, actualizado anualmente con Base en la variación del IPC 
certificado por el DANE. SC = Es la suma de las semanas cotizadas a la administradora que va a efectuar el reconocimiento. 
PPC = Es el promedio ponderado de los porcentajes sobre los cuales ha cotizado el afiliado para el riesgo de vejez a la 
administradora que va a efectuar el reconocimiento. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 37 Decreto Reglamentario 
(de la Ley 100 de 1993) 1730, artículo 1º. Circular 467 de 2002, Vicepresidencia de Pensiones, Instituto Seguros Sociales. 
Actualizado 7/12/09 

456 . LA INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA ES INCOMPATIBLE CON LA PENSIÓN DE VEJEZ? 



Si. La indemnización sustitutiva de la pensión de vejez es incompatible con dicha pensión, y las cotizaciones consideradas en el 
cálculo de la indemnización sustitutiva no podrán volver a ser tenidas en cuenta para ningún otro efecto. FUNDAMENTO LEGAL: 
Decreto Reglamentario (de la Ley 100 de 1993) 1730 de 2001, artículo 6º. Actualizado 7/12/09 

457 . QUÉ SE ENTIENDE POR INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ? 

Es la suma que a título de indemnización se debe cancelar a las personas que al momento de invalidarse no hubieran reunido 
los requisitos exigidos para la pensión de invalidez; suma que se recibe en sustitución. Habrá lugar al reconocimiento de la 
indemnización sustitutiva por parte de las administradoras del régimen de prima media con prestación definida, cuando con 
posterioridad a la vigencia del sistema general de pensiones el afiliado se invalide por riesgo común, sin contar con el número 
de semanas cotizadas para tener derecho a la pensión de invalidez. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 39 
Decreto Reglamentario 1730 (de la Ley 100 de 1993), artículo 1º. Actualizado 7/12/09 

458 . LA INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ ES COMPATIBLE CON LA 
PENSIÓN DE VEJEZ? 

NO. Y salvo lo previsto en el artículo 53 del decreto 1295 de 1993 no son compatibles; por lo demás, las cotizaciones 
consideradas en el cálculo de la indemnización sustitutiva no podrá volver a ser tenida en cuenta para ningún otro efecto. 
FUNDAMENTO LEGAL: Decreto Reglamentario (de la Ley 100 de 1993) 1730 de 2001, artículo 6º. Actualizado 7/12/09 

459 . QUÉ ES EL AUXILIO FUNERARIO Y QUIÉNES PUEDEN SER BENEFICIARIOS? 

Consiste en el reconocimiento que en dinero hace el ISS o la administradora o aseguradora a la cual se encontraba cotizando el 
afiliado o pensionado por el Sistema General de Pensiones o por el Sistema General de Riesgos Profesionales, para retribuir los 
gastos realizados como consecuencia del fallecimiento del afiliado o pensionado y a favor de la persona que compruebe 
haberlos sufragado. La cuantía del auxilio funerario será equivalente al último salario base de cotización o al valor 
correspondiente a la última mesada pensional recibida, según sea el caso, sin que dicho auxilio sea inferior a cinco (5) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, ni superior a diez (10) veces dicho salario. La liquidación y pago del auxilio funerario 
corresponderá al ISS, a la sociedad administradora a la cual se encontraba afiliado el causante, a la entidad aseguradora con la 
cual se contrató el seguro de sobrevivientes o a la caja, fondo o entidad del sector público a la cual se encontraba afiliado el 
causante y mientras estas subsistan. Cuando la caja, fondo o entidad administradora del régimen de prima media con 
prestación definida sea liquidada, el reconocimiento estará a cargo de la Oficina de Obligaciones Pensionales del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, y el pago estará a cargo del Fondo de Pensiones Públicas del nivel nacional o territorial, según el 
caso. Es beneficiario quien demuestre ante la entidad respectiva haber efectuado y cancelado los gastos funerarios causados 
por el fallecimiento de un afiliado al Sistema General de Pensiones o al Sistema General de Riesgos Profesionales o de un 
pensionado; para tal efecto, se considera afiliado o pensionado la persona a favor de quien se hicieron las cotizaciones que 
originaron el derecho a la pensión. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículos 51 y 86 Decreto 1889 de 1994, artículo 18 
CORTE CONSTITUCIONAL. SALA PLENA Sentencia C-452 de 2002, Exp. D-3819. Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería 
Actualizado 7/12/09 

460 . QUIÉNES SON BENEFICIARIOS DE LOS BONOS PENSIONALES? 

Tendrán derecho a bono pensional los afiliados que con anterioridad a su ingreso al régimen de ahorro individual con 
solidaridad, cumplan alguno de los siguientes requisitos: 1. Que estén cotizando o que hubieren efectuado cotizaciones al 
Instituto de Seguros Sociales o a las Cajas o Fondos de Previsión del Sector Público. 2. Que estén prestando servicios o 
hubieren prestado servicios al Estado o sus entidades descentralizadas como servidores públicos del orden nacional, 
departamental, municipal o distrital, con vinculación contractual o legal y reglamentaria. 3. Que estén prestando servicios 
mediante contrato de trabajo con empleadores del sector privado que tenían a su cargo el reconocimiento y pago de las 
pensiones, siempre que la vinculación laboral se encontrare vigente a la fecha de expedición de la Ley 100 de 1993, o se 
hubiere iniciado con posterioridad a la misma fecha. 4. Que estén afiliados o hubieren estado afiliados a cajas de previsión del 
sector privado que tuvieren a su cargo el reconocimiento y pago de pensiones legales. También tendrán derecho al bono 
pensional los servidores públicos de cualquier orden, que estén prestando o hubieren prestado servicios al Estado o a alguna de 
sus entidades descentralizadas con vinculación contractual o legal y reglamentaria y que decidan trasladarse al Instituto de 
Seguros Sociales como entidad administradora del Régimen de Prima Media con Prestación Definida. Estos trabajadores en 
cualquier caso, tendrán derecho al bono pensional. Los afiliados que estén cotizando o hubieren efectuado cotizaciones al 
Instituto de Seguros Sociales y que al momento del traslado hubieren cotizado menos de ciento cincuenta (150) semanas 
continuas o discontinuas, no tendrán derecho a bono; tampoco tendrán derecho al bono las personas que habiendo cumplido 
alguno de los requisitos antes indicados, hayan recibido o reclamado indemnización sustitutiva. Para el cubrimiento de estas 
obligaciones los entes territoriales podrán utilizar hasta el 50% del saldo disponible en la cuenta del fondo de pensiones de las 
entidades territoriales, creado por la Ley 549 de 1999 aun cuando no esté constituida la reserva correspondiente al 100% del 
pasivo pensional. Conforme a las reglas que establezca el gobierno, estos recursos podrán transferirse directamente a las 
entidades administradoras, en nombre de los entes territoriales emisores, con la previa autorización. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 
100 de 1993, artículo 115. Ley 797 de 2003, art. 23º. Decreto 1299 de 1994, artículo 2º Actualizado 7/12/09 

461 . QUÉ ES EL FONDO DE PENSIONES PÚBLICAS DEL NIVEL NACIONAL? 



El Fondo de Pensiones Públicas del nivel nacional se creó como una cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica, 
adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuyos recursos se administran mediante encargo fiduciario. El Fondo se 
creó para sustituir a la Caja Nacional de Previsión Social en lo relacionado con el pago de las pensiones de vejez o de jubilación, 
de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, y a las demás cajas de previsión o fondos insolventes del sector público del 
orden nacional, que el gobierno determine y para los mismos efectos. Desde 1995, todas las obligaciones por concepto de 
pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivientes, reconocidas por la Caja Nacional de Previsión, han sido pagadas por el 
fondo de pensiones públicas del nivel nacional. FUNDAMENTO LEGAL Ley 100 de 1993, artículo 130. Decreto 1132 
(reglamentario de la Ley 100 de 1993) de 1994, artículo 1º. Actualizado 7/12/09 

462 . EL FONDO DE PENSIONES PÚBLICAS DEL NIVEL NACIONAL RESPONDE POR LAS CUOTAS 
PARTES DE PENSIONES CAUSADAS CON ANTERIORIDAD AL 1º DE ABRIL DE 1994? 

No. Porque estas obligaciones se suprimieron para las entidades del orden nacional, según el Decreto Reglamentario de la Ley 
100, número 1404 de 1999, en cuyo artículo 4º se dispuso: ¿Para los efectos de suprimir las obligaciones recíprocas que 
existían entre ENTIDADES DEL ORDEN NACIONAL por concepto de CUOTAS PARTES por pensiones, causadas con anterioridad 
al 1º de abril de 1994, dichas entidades procederán así: a) Eliminarán las obligaciones que existían por pagar y a favor de las 
entidades públicas del orden nacional, por concepto de pensiones causadas antes del 1º de abril de 1994, para lo cual 
procederán con base en la información contable presentada a la Contaduría General de la Nación con corte a 31 de diciembre 
de 1998; y b) Eliminarán los derechos que existían por cobrar a otras entidades públicas del orden nacional, por concepto de 
las pensiones causadas antes del 1º de abril de 1994, para lo cual procederán con base en la información contable presentada 
a la Contaduría General de la Nación con corte a 31 de diciembre de 1998. El efecto de las supresiones a que se refieren los 
ordinales anteriores deberá revelarse en notas a los estados contables al 30 de septiembre de 1999, en las cuales igualmente 
deberán discriminarse las cuotas partes por concepto de pensiones causadas con posterioridad al 1º de abril de 1994. En lo 
sucesivo no se registrarán en la contabilidad de las entidades públicas del orden nacional obligaciones o derechos por concepto 
de cuotas partes por pensiones causadas con anterioridad al 1º de abril de 1994, a favor o a cargo de otras entidades públicas 
del orden nacional. Por consiguiente, corresponderá a la entidad que reconoció la pensión asumir la totalidad del pasivo 
correspondiente. PARÁGRAFO 1.- Para efectos de esta supresión, no es necesario que las obligaciones y derechos estén 
reconocidos o revelados en la información contable de las dos entidades, acreedora y deudora, del nivel nacional; es suficiente 
con que exista registrado el derecho o la obligación en una sola de estas entidades públicas. PARÁGRAFO 2.- Para los efectos 
de este decreto se entienden por entidades públicas del orden nacional, todas las entidades públicas del nivel nacional que 
deban pagar cuotas partes en virtud de la Ley 33 de 1985 y demás disposiciones aplicables.¿ FUNDAMENTO LEGAL Decreto 
Reglamentario 1404 de 1999, artículo 4º y ss. 

463 . QUÉ ES EL FONDO NACIONAL DE PENSIONES DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES? 

Para administrar los recursos que se destinan a garantizar el pago de los pasivos pensionales en los términos de la Ley 549 de 
1999, se creó el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, FONPET, como un fondo sin personería jurídica 
administrado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el cual tiene como objeto recaudar y asignar los recursos a las 
cuentas de los entes territoriales, y administrar los recursos a través de los patrimonios autónomos que se constituyan 
exclusivamente en las administradoras de fondos de pensiones y cesantías privadas o públicas, en sociedades fiduciarias 
privadas o públicas o en compañías de seguros de vida privadas o públicas, que estén facultadas por la Ley para administrar los 
recursos del sistema general de pensiones y de los regímenes de pensiones excepcionados del sistema. En todo caso, la 
responsabilidad por los pasivos territoriales corresponderá a la respectiva entidad territorial. Por consiguiente, el hecho de la 
creación del fondo nacional de pensiones de las entidades territoriales, de la destinación de recursos nacionales para coadyuvar 
a la financiación de tales pasivos o de que por disposición legal de la Nación deba realizar aportes para contribuir al pago de los 
pasivos pensionales de las entidades del nivel territorial, no implica que ésta, la Nación, asuma la responsabilidad por los 
mismos. En dicho Fondo cada una de las entidades territoriales poseerá una cuenta destinada al pago de sus pasivos 
pensionales. Los valores registrados en las cuentas pertenecerán a las entidades territoriales, a la creación de fondos de 
pensiones territoriales y patrimonios autónomos destinados a garantizar pasivos pensionales, de conformidad con las normas 
legales. FUNDAMENTO LEGAL Ley 549 de 1999, artículo 3º y ss. Decreto 1584 de 2002 Actualizado 7/12/09 

464 . CON LEY 100 DE 1993, ¿CUÁNDO SE APLICA EL INCREMENTO IGUAL AL PORCENTAJE EN QUE 
SE AUMENTE EL SALARIO MÍNIMO LEGAL VIGENTE? 

La Corte Constitucional declaró exequible el aparte final del artículo 14 de la Ley 100 de 1993 ¿(...) con la condición señalada 
en la parte motiva de esta providencia, es decir, que en el caso de que la variación porcentual del índice de precios al 
consumidor, certificado por el DANE, para el año inmediatamente anterior, a aquel en que se vaya a efectuar el reajuste de las 
pensiones, SEA SUPERIOR al porcentaje en que se incremente el salario mínimo mensual, las personas cuya pensión sea igual 
al salario mínimo legal mensual vigente, tendrán derecho a que ésta se les aumente conforme a tal índice .... ¿. FUNDAMENTO 
LEGAL: Corte Constitucional, Sentencia C-387, septiembre 1º de 1994. Magistrado Ponente doctor Carlos Gaviria Díaz. 
Actualizado 7/12/09 

465 . QUIÉNES SON BENEFICIARIOS DEL RÉGIMEN DE TRANSICIÓN? 

El régimen de transición es aplicable a aquellos trabajadores que se encuentren en curso de consolidar una situación jurídica, 
con el fin de evitar efectos perjudiciales que menoscaben las condiciones en las cuales se dio inicio la relación laboral. Son 
beneficiarios del régimen de transición las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema General de Seguridad 



Social en Pensiones, es decir a 1º de abril de 1994, cumplan con alguno de los siguientes requisitos: 1. Haber cumplido 40 o 
más años de edad si son hombres, o 35 o más años de edad si son mujeres. 2. Haber cotizado o prestado servicios durante 15 
o más años. La edad para acceder a la pensión de vejez de quienes cumplan estos requisitos al momento de entrar en vigencia 
el sistema, será la establecida en el régimen anterior al que se encuentren afiliados. Las demás condiciones, requisitos y monto 
de la pensión, de acuerdo a lo señalado en el numeral 2º del artículo 33 y art. 34 de la Ley 100, aplicables a estas personas, se 
regirán por las disposiciones contenidas en esta Ley. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 36. Ver paragrafo 
transitorio 4, acto legislativo 01 de 2005 Ley 797 de 2003, art. 18 inciso 1 Actualizado 7/12/09 

467 . CUÁLES SON LOS BENEFICIOS DEL RÉGIMEN DE TRANSICIÓN? 

Las personas que cumplan alguno de los requisitos exigidos para ser beneficiarios del régimen de transición, tendrán derecho al 
reconocimiento de la pensión de vejez o jubilación cuando cumplan la edad establecida en las disposiciones del régimen que se 
les venía aplicando con anterioridad al 1º de abril de 1994. Las demás condiciones requisitos y monto de la pensión serán los 
de la ley 100, que en ningún caso podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente, Se respetarán y garantizarán 
integralmente los derechos adquiridos a quienes hoy tienen la calidad de pensionados de jubilación, vejez, invalidez, sustitución 
y sobrevivencia en los diferentes órdenes, sectores y regímenes, así como a quienes han cumplido ya con los requisitos 
exigidos por la Ley para adquirir la pensión, pero no se les ha reconocido. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 797 de 2003 art. 18º. 
Declarado inexequible mediante sentencia C-1056 de 2003 Actualizado 7/12/09 

468 . LOS TRABAJADORES QUE NO ESTABAN VINCULADOS LABORALMENTE Y POR ENDE COTIZANDO 
AL 31 DE MARZO DE 1994, PIERDEN EL RÉGIMEN DE TRANSICIÓN? 

De conformidad con el artículo 3º del Decreto 1160 de 1994, reglamentario de la Ley 100 de 1993, se establecía que ¿los 
trabajadores vinculados laboralmente a 1º de abril de 1994, beneficiarios del régimen de transición, mantendrán las 
condiciones de edad, tiempo de servicios o número de semanas cotizadas y monto de las pensiones establecidas en el régimen 
vigente que se les venía aplicando a 31 de marzo de 1994¿. Como quiera que el texto corresponde al inciso segundo del 
artículo 3º del Decreto 1160 de 1994, sobre requisitos para que los trabajadores que no estaban vinculados laboralmente el 31 
de marzo de 1994, fueran beneficiarios del régimen de transición, fue declarado NULO mediante sentencia de abril 10 de 1997, 
NO ES NECESARIO ESTAR VINCULADO LABORALMENTE AL 31 DE MARZO DE 1994, para gozar de los beneficios del régimen de 
transición. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1160 de 1994, (reglamentario de la Ley 100 de 1993), artículo 3º. Consejo de 
Estado. Sentencia 12031 de abril 10 de 1997. Actualizado 7/12/09 

469 . CÓMO SE APLICA EL RÉGIMEN DE TRANSICIÓN PARA LAS PERSONAS QUE A 1º DE ABRIL DE 
1994 SE ENCONTRABAN INACTIVAS LABORALMENTE, TENIENDO EL TIEMPO DE SERVICIOS PERO NO 
LA EDAD REQUERIDAD PARA OBTENER EL RECONOCIMIENTO DE UNA PENSIÓN? 

Los trabajadores que a la fecha de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993 tuviesen veinte (20) o más años de servicios 
cumplidos y no estuviesen vinculados laboralmente o cotizando, tendrán derecho a que se les aplique en su totalidad el 
régimen de transición previsto en el artículo 36 de la citada norma legal y por tanto tendrán derecho a que se les reconozca la 
respectiva pensión cuando cumplan la edad exigida por el régimen que se les aplicaba al momento de su retiro. FUNDAMENTO 
LEGAL Decreto 2143 de 1995, artículo 1º. 

470 . CUÁL ES LA BASE DE LIQUIDACIÓN PARA ESTABLECER EL MONTO DE LA PENSIÓN DE 
JUBILACIÓN DE UN EMPLEADO OFICIAL O SERVIDOR PÚBLICO QUE HA CUMPLIDO YA CON LOS 
REQUISITOS EXIGIDOS PARA ADQUIRIR LA PENSION ANTES DEL 30 DE ENERO DE 2003? 

De conformidad con el artículo 1º de la Ley 33 de 1985, la pensión mensual de jubilación a que tiene derecho el empleado 
oficial que haya reunido los requisitos de edad y tiempo previstos en esta norma, es equivalente al setenta y cinco por ciento 
75% DEL SALARIO PROMEDIO QUE SIRVIÓ DE BASE PARA LOS APORTES DURANTE EL ÚLTIMO AÑO DE SERVICIO. El artículo 
3º de la Ley 33 de 1985 también dispuso que TODOS LOS EMPLEADOS OFICIALES de una entidad afiliada a cualquier caja de 
previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas de dicha Caja¿ Y en tal sentido a continuación estableció: ¿Para los 
efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación de los aportes proporcionales a la remuneración del empleado 
oficial, estará constituida por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: - Asignación básica - 
Gastos de representación - Prima técnica - Dominicales y feriados - Horas extras - Bonificación por servicios prestados - 
Trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio. FUNDAMENTO LEGAL Ley 100 de 
1993, artículo 36 Ley 33 de 1985, artículo 3º. Ley 797 de 2003, art. 18 parágrafo 2º. Declarado inexequible mediante 
sentencia C-1056 de 2003. 

471 . UN BENEFICIARIO DEL RÉGIMEN DE TRANSICIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY 
100 DE 1993, ¿PUEDE VÁLIDAMENTE PRETENDER QUE SU PENSIÓN SE LIQUIDE APLICÁNDOLE UNA 
NORMA MÁS FAVORABLE DE ESA LEY Y NO CON EL RÉGIMEN ANTERIOR QUE REGÍA SU SITUACIÓN? 

Si. El artículo 288 de la Ley 100 de 1993 dispuso: ¿Todo trabajador privado u oficial, funcionario público, empleado público y 
servidor público tiene derecho a la vigencia de la presente Ley, le sea aplicable cualquier norma en ella contenida que estime 
favorable ante el cotejo con lo dispuesto en leyes anteriores sobre la misma materia, siempre que se someta a la totalidad de 



disposiciones de esta Ley¿, consagrando entonces el principio de la favorabilidad, pero sin olvidar que existe otro principio 
hermenéutico subyacente en el precepto: El de la inescindibilidad o aplicación total de la Ley 100 de 1993 . FUNDAMENTO 
LEGAL Ley 100 de 1993, artículo 288. Actualizado 7/12/09 

472 . LOS SERVIDORES DEL ORDEN TERRITORIAL SE PUEDEN PENSIONAR CON BASE EN NORMAS 
ANTERIORES A LA VIGENCIA DE LA LEY 100? 

El régimen de transición en referencia se aplica íntegramente a los empleados o servidores públicos o personas vinculadas a las 
entidades territoriales, según lo dispuesto en los artículos 11 y 279 de la Ley 100 de 1993, y por consiguiente, ellos se 
encuentran sometidos a las prescripciones determinadas en el mismo, sin ninguna otra restricción diferente a lo estipulado en 
el artículo 36 ibídem, razón por la cual, cuando entró a regir el sistema de seguridad social en pensiones, a los servidores 
públicos del orden territorial, que a 1º de abril de 1994 se encontraban dentro de los supuestos normativos del inciso 2º del 
precepto acusado, le son aplicables las condiciones consagradas en las disposiciones de orden territorial referentes a la edad, 
tiempo de servicios y monto de la pensión, fijadas en dicha norma, de conformidad con lo establecido en el artículo 151 de la 
Ley en referencia. FUNDAMENTO LEGAL: Corte Constitucional. Sentencia C ¿ 410 de agosto 28 de 1997. Magistrado Ponente: 
Dr. Hernando Herrera Vergara. Actualizado 7/12/09 

473 . CUÁL ES EL RÉGIMEN LEGAL APLICABLE A LAS PENSIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL 
ORDEN TERRITORIAL ANTES DE LA VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993? 

La Ley 100 de 1993, en su artículo 146 se ocupa de las situaciones jurídicas de carácter individual configuradas por el 
reconocimiento de pensiones de jubilación, con base en disposiciones municipales o departamentales, a favor de empleados o 
servidores públicos o personas vinculadas laboralmente a esas entidades territoriales o a sus organismos descentralizados. Esas 
disposiciones se dictaron por algunas asambleas departamentales y concejos municipales sin competencia para hacerlo. El 
mismo artículo 146 califica de extralegales aquellas disposiciones en materia de pensiones de jubilación. Por tanto no puede 
hablarse de derechos adquiridos, sino de situaciones de hecho, a las cuales la Ley 100 de manera curiosa les da eficacia legal. 
La consecuencia que la Ley da a esas situaciones individuales no significa que las disposiciones departamentales y municipales 
queden purificadas de los vicios jurídicos que las afectan. Al respecto refirió el Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio 
Civil, Concepto de abril 22 de 1996. Radicado 790. Magistrado Ponente doctor César Hoyos Salazar. ¿El articulo 146 contempla 
tres hipótesis diferentes: a) las situaciones jurídicas de carácter individual definidas con anterioridad a la Ley 100 de 1993; b) 
la situación de quienes con anterioridad a la vigencia del artículo 146 hayan cumplido los requisitos exigidos en las 
disposiciones departamentales o municipales para pensionarse: y c) la situación de quienes cumplan, dentro de los dos años 
siguientes a la vigencia del artículo 146, los requisitos exigidos para pensionarse por esas disposiciones departamentales o 
municipales. En cuanto a las dos primeras hipótesis se entiende que el alcance de la norma comprende la situación que surgió, 
con arreglo a esas disposiciones, bien que haya sido reconocida la pensión de jubilación o que esté pendiente su 
reconocimiento, pero no incluye las meras expectativas, como es el caso de quienes a la vigencia de la norma no tenían 
consolidada una situación concreta, y el de los reajustes que pueden darse en el futuro. Por consiguiente esos reajustes se 
someten a las normas legales. El inciso 3° del articulo 146 debe entenderse en el sentido de que lo dispuesto en la Ley 100 no 
afecta ni modifica la situación de las personas a que se refiere el artículo; esto es que habiendo quedado consolidada su 
situación jurídica individual con arreglo a aquellas disposiciones departamentales o municipales, lo dispuesto en la Ley 100 
opera a partir de la fecha de su vigencia y no tiene efectos retroactivos. Dicho de otra manera no hay lugar a desconocer esas 
situaciones. No obstante lo expresado, esta Sala carece de competencia para pronunciarse sobre la constitucionalidad del 
artículo 146 y por tanto lo toma en cuenta por formar parte del ordenamiento jurídico vigente", FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 
de l.993 art. 146 Actualizado 7/12/09 

474 . ES OBLIGACIÓN REALIZAR LOS TRÁMITES PARA GARANTIZAR EL PAGO DEL PASIVO 
PENSIONAL? 

Constituye falta gravísima el no adelantar los trámites necesarios para cubrir el pasivo pensional en la forma prevista en la Ley 
549 de 1999. Corresponde a la entidad territorial realizar el giro de los recursos al fondo nacional de pensiones de las entidades 
territoriales, cuando quiera que dichos recursos sean generados por la misma entidad territorial. Cuando sean generados por el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, éste descontará y girará directa e inmediatamente los recursos al Fonpet. Igualmente, 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público podrá actuar como juez con jurisdicción coactiva para obtener la transferencia de los 
recursos correspondientes de la entidad territorial. Para estos efectos los recursos correspondientes podrán ser embargados por 
dicho Ministerio. Lo dispuesto en este inciso es sin perjuicio de lo previsto en la Ley orgánica de presupuesto. FUNDAMENTO 
LEGAL: Ley 549 de 1999, artículo 10 Actualzado 7/12/09 

475 . QUÉ REQUISITOS SE DEBEN REUNIR PARA OBTENER LA PENSIÓN DE VEJEZ EN EL RÉGIMEN DE 
AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD? 

Los afiliados al régimen de ahorro individual con solidaridad tendrán derecho a una pensión de vejez, a la edad que escojan, 
siempre y cuando el capital acumulado en su cuenta de ahorro individual les permita obtener una pensión mensual superior al 
110% del salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de expedición de la Ley 100 de 1993, reajustado anualmente según 
la variación porcentual del índice de precios al consumidor, certificado por el DANE. Para el cálculo de dicho monto se tendrá en 
cuenta el valor del bono pensional, cuando a éste hubiere lugar. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 64- Ver 



sentencia de la Corte Constitucional T-1052 de 2008 Actualizada 7/12/09 

476 . QUÉ SE ENTIENDE POR GARANTÍA DE LA PENSIÓN MÍNIMA EN EL RÉGIMEN DE AHORRO 
INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD? 

En desarrollo de los artículos 13 y 48 de la Constitución Política, se creó el fondo de garantía de pensión mínima del régimen de 
ahorro individual con solidaridad, como un patrimonio autónomo con cargo al cual se pagará, en primera instancia, la garantía 
de que trata este artículo. El Gobierno Nacional definirá el régimen de organización y administración del fondo, así como la 
entidad o entidades que lo administrarán. Los afiliados que a los sesenta y dos (62) años de edad, si son hombres, y cincuenta 
y siete (57), si son mujeres, no hayan alcanzado a generar la pensión mínima de que trata el artículo 35 de la Ley 100 de 
1993, y hubiesen cotizado por lo menos mil ciento cincuenta (1.150 ) semanas, tendrán derecho a que el Fondo de Garantía de 
pensión mínima del régimen de ahorro individual con solidaridad, en desarrollo del principio de solidaridad , les complete la 
parte que les haga falta para obtener dicha pensión. A partir del 1º de enero de 2009 el número de semanas se incrementarán 
en veinticinco (25) semanas cada año hasta alcanzar 1.325 semanas de cotización en el 2015. Para efectos del cómputo de las 
semanas a que se refiere el presente artículo, se tendrá en cuenta lo previsto en los parágrafos del artículo 33 de la Ley 100 de 
1993. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 65 Ley 797 de 2003, art. 14 Actualizado 7/12/09 

477 . A QUÉ EDAD SE PENSIONA POR VEJEZ UN AFILIADO AL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL Y 
CUÁL ES EL MONTO DE LA PENSION? 

En este régimen no se establece la edad de jubilación porque éste es un aspecto que depende de las posibilidades de ahorro del 
trabajador, al cual se le exige un mínimo de cotizaciones, pero se le permite que haga aportes voluntarios adicionales al 
obligatorio. En todo caso, a la edad que escoja, el afiliado podrá pensionarse si el capital acumulado en su cuenta de ahorro le 
permite obtener una pensión mensual superior al 110% del salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de expedición de la 
Ley 100 de 1993, actualizado con el IPC. El monto de la pensión de vejez en este régimen depende del nivel de ahorro, de los 
rendimientos de su fondo de pensiones, y de las variables, como el comportamiento de las tasas de interés y la edad a la que 
decida pensionarse el afiliado. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 64.Ver sentencia de la Corte Constitucional T- 
1052 de 2008 Actualizado 7/12/09 

478 . QUÉ PASA SI NO SE ACUMULA EL CAPITAL NECESARIO PARA FINANCIAR UNA PENSIÓN 
EQUIVALENTE A UN SALARIO MÍNIMO? 

La Ley 100 prevé que quienes a las edades previstas (62 hombres y 57 mujeres) no hayan cotizado el número mínimo de 
semanas exigidas, y no hayan acumulado el capital necesario para financiar una pensión por lo menos igual al salario mínimo, 
tendrán derecho a la devolución del capital acumulado en su cuenta de ahorro individual, incluidos los rendimientos financieros 
y el valor del bono pensional, si a este hubiere lugar, o a continuar cotizando hasta alcanzar el derecho. FUNDAMENTO LEGAL: 
Ley 100 de 1993, artículo 66 Actualizado 7/12/09 

479 . EXISTE ALGUNA DIFERENCIA ENTRE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ DEL RÉGIMEN DE PRIMA 
MEDIA Y LA DEL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD? 

No. En el estado de invalidez los requisitos para obtener la pensión de invalidez y el sistema de calificación en el régimen de 
ahorro individual, se rige por las mismas disposiciones que para esta pensión estableció la Ley en sus artículos 38, 39, 40 y 41. 
Actualizado 7/12/09 

480 . CÓMO SE FINANCIA LA PENSIÓN DE INVALIDEZ EN EL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON 
SOLIDARIDAD? 

Las pensiones de invalidez se financiarán con la cuenta individual de ahorro pensional del afiliado, el bono pensional si a éste 
hubiere lugar, y la suma adicional que sea necesaria para completar el capital que financie el monto de la pensión. La suma 
adicional estará a cargo de la aseguradora con la cual se haya contratado el seguro de invalidez y de sobrevivientes. El monto 
acumulado en las cuentas individuales de ahorro pensional, en virtud de cotizaciones voluntarias, no hará parte del capital para 
financiar las pensiones de invalidez, salvo que así lo disponga el afiliado, o cuando ello sea necesario para acceder a la pensión 
mínima de invalidez. El pensionado por invalidez podrá disponer del monto de las cotizaciones voluntarias no utilizado. 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 70. Actualizado 7/12/09 

481 . QUÉ PASA SI EL AFILIADO SE INVALIDA SIN CUMPLIR LOS REQUISITOS PARA ACCEDER A UNA 
PENSIÓN DE INVALIDEZ? 

Se le entregará la totalidad del saldo abonado en su cuenta individual de ahorro pensional, incluidos los rendimientos 
financieros y adicionado con el valor del bono pensional, si a ello hubiere lugar. No obstante, el afiliado podrá mantener un 
saldo en la cuenta individual de ahorro pensional y cotizar para constituir el capital necesario para acceder a la pensión de 
vejez. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 100 de 1993, artículo 72. Actualizado 7/12/09 



482 . QUÉ SE ENTIENDE POR SISTEMA GENERAL DE RIESGOS PROFESIONALES? 

El sistema general de riesgos profesionales es un conjunto de normas, instituciones y procedimientos destinados a prevenir, 
proteger y atender los efectos que puedan ocasionar el accidente de trabajo y la enfermedad profesional, respecto de los 
trabajadores vinculados por contrato de trabajo o como servidores públicos. Son riesgos profesionales el accidente que se 
produce como consecuencia directa del trabajo o labor desempeñada, y la enfermedad que haya sido catalogada como 
profesional por el gobierno nacional. En otras palabras, las consecuencias a las que se encuentra expuesto el trabajador por la 
actividad que desarrolla en ejercicio de una relación de trabajo. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1295 de 1994, artículo 1° y 8º. 
Actualizado 7/12/09 

483 . QUÉ SE ENTIENDE POR ACCIDENTE DE TRABAJO? 

Es accidente de trabajo todo suceso repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo y que produzca en el 
trabajador lesión orgánica, perturbación funcional, invalidez o la muerte. Es también accidente de trabajo aquel que se produce 
durante la ejecución de órdenes del empleador, o de la realización de una labor bajo su autoridad, aún fuera del lugar y horas 
de trabajo. Igualmente se considera accidente de trabajo el que se produzca durante el traslado de los trabajadores desde su 
residencia a los lugares de trabajo y viceversa, cuando el transporte lo suministre el empleador. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 
1295 de 1994, artículo 9º. Inexequible - Corte Constitucional sentencia C-858 de 2006 Actualizado 7/12/09 

484 . QUÉ EVENTOS NO SE CONSIDERAN ACCIDENTES DE TRABAJO? 

No se consideran accidentes de trabajo: a) El que se produzca por la ejecución de actividades diferentes para las que fue 
contratado el trabajador, tales como labores recreativas, deportivas o culturales, incluidas las previstas en el artículo 21 de la 
Ley 50 de 1990, así se produzcan durante la jornada laboral, a menos que el trabajador actúe por cuenta o en representación 
del empleador; y b) El sufrido por el trabajador, fuera de la empresa, durante los permisos remunerados o sin remuneración, 
así se trate de permisos sindicales. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1295 de 1994, artículo 10º.- inexequible- Sentencia C-1155 
de 2008 Actualizado 7/12/09 

485 . QUÉ SE CONSIDERA ENFERMEDAD PROFESIONAL? 

Se considera enfermedad profesional todo estado patológico permanente o temporal que sobrevenga como consecuencia 
obligada y directa de la clase de trabajo que desempeña el trabajador, o del medio en que se ha visto obligado a trabajar, y 
que haya sido determinada como enfermedad por el Gobierno Nacional. La tabla de enfermedades profesionales fue adoptada 
por el Decreto Reglamentario de la Ley 100 de 1993. Actualizado 7/12/09 

486 . CUÁLES SON LAS PRESTACIONES A QUE TIENE DERECHO UN AFILIADO AL SISTEMA GENERAL 
DE RIESGOS PROFESIONALES? 

Todo afiliado al sistema general de riesgos profesionales que, en los términos del Decreto 1295 de 1994, sufra un accidente de 
trabajo o una enfermedad profesional, o como consecuencia de ellos se incapacite, se invalide o muera, tendrá derecho a que 
este sistema general le preste los servicios asistenciales y le reconozca las prestaciones económicas contenidas en esta norma. 
En las prestaciones económicas derivadas de la enfermedad profesional, la entidad administradora de riesgos profesionales que 
la atienda podrá repetir contra las entidades a las cuales cotizó el afiliado para ese riesgo con anterioridad, si las hubiese, a 
prorrata del tiempo durante el cual recibieron dicha cotización y, de ser posible, de la causa de la enfermedad. Estas 
prestaciones son: v PRESTACIONES ASISTENCIALES a) Asistencia médica, quirúrgica, terapéutica y farmacéutica. b) Servicios 
de hospitalización. c) Servicio odontológico. d) Suministro de medicamentos. e) Servicios auxiliares de diagnóstico y 
tratamiento. f) Prótesis y órtesis y su reparación, sólo en casos de deterioro o desadaptación, cuando a criterio de rehabilitación 
se recomiende. g) Rehabilitación física y profesional, y h) Gastos de traslado, en condiciones normales, que sean necesarios 
para la prestación de estos servicios. v PRESTACIONES ECONÓMICAS. a) Subsidio por incapacidad temporal. b) Indemnización 
por incapacidad permanente parcial. c) Pensión de invalidez. d) Pensión de sobrevivientes; y e) Auxilio funerario FUNDAMENTO 
LEGAL: Decreto 1295 de 1994, artículos 5º y 7º. Actualizado 7/12/09 

487 . CUAL ES EL INGRESO BASE DE COTIZACIÓN PARA LOS CONTRATISTAS? 

Para efectos de lo establecido en el artículo 271 de la Ley 100 de 1993, en los contratos en donde esté involucrada la ejecución 
de un servicio por una persona natural en favor de una persona natural o jurídica de derecho público o privado, tales como 
contratos de obra, de arrendamiento de servicios, de prestación de servicios, consultoría, asesoría, y cuya duración sea 
superior a tres (3) meses, la parte contratante deberá verificar la afiliación y pago de aportes al sistema general de seguridad 
social en salud. En el evento en que el ingreso base de cotización no corresponda con el valor mensualizado del contrato, 
siempre que estén pactados pagos mensuales, el contratante deberá requerir al contratista para que justifique la diferencia. Si 
esta diferencia no tiene justificación válida, deberá descontar del pago de un (1) mes, lo que falte para completar el 
equivalente a la cotización del doce por ciento (12%) sobre el cuarenta por ciento (40%) del valor bruto del contrato, dividido 
por el tiempo de duración del mismo, en períodos mensuales, para lo cual se entiende que el 60% restante corresponde a los 
costos imputables al desarrollo de la actividad contratada. En ningún caso se cotizará sobre una base inferior a dos (2) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. Las sumas descontadas se entregarán a la entidad promotora de salud, EPS, a la cual se 
encuentre afiliado el contratista, junto con un documento en el que se ponga en conocimiento la situación para que la EPS 



revise la presunción de ingresos del contratista y éste deba efectuar la autoliquidación de aportes sobre el nuevo ingreso. En el 
evento en que los pagos no sean mensuales y no exista justificación válida de la diferencia, el contratante deberá informar tal 
circunstancia a la entidad promotora de salud, EPS, a la cual se encuentre afiliado el contratista, para que dicha entidad le 
revise la presunción de ingresos. Para los efectos del presente artículo se entiende por "valor bruto", el valor facturado o 
cobrado antes de aplicarle los recargos o deducciones por impuestos o retenciones de origen legal. En los contratos de vigencia 
indeterminada, el ingreso base de cotización será el equivalente al cuarenta por ciento (40%) del valor bruto facturado en 
forma mensualizada. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1703 de 2002, art. 23º. 

488 . CUÁL ES EL PROCEDIMIENTO PARA CONSTITUIR UNA EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS 
DOMICILIARIOS DE NATURALEZA INDUSTRIAL Y COMERCIAL DEL ORDEN MUNICIPAL? 

El artículo 15 de la Ley 142 de 1994 establece quiénes pueden prestar servicios públicos y señala en primer lugar a las 
Empresas de Servicios Públicos, y entre otros a las entidades descentralizadas de cualquier orden territorial o nacional, que al 
momento de expedirse la Ley estuvieren prestando cualquiera de los servicios públicos y se ajusten a lo establecido en el 
parágrafo del artículo 17. ¿Artículo 15.- Personas que prestan servicios públicos. Pueden prestar los servicios públicos: 15.1 Las 
empresas de servicios públicos. (...). 15.6 Las entidades descentralizadas de cualquier orden territorial o nacional que al 
momento de expedirse esta Ley estén prestando cualquiera de los servicios públicos y se ajusten a lo establecido en el 
parágrafo del Artículo 17¿. Así mismo la Ley 142 de 1994 estableció en el capítulo I el régimen jurídico de las empresas de 
servicios públicos y, dentro de este capítulo, el artículo 17 determinó la naturaleza jurídica de las mismas, al disponer que ¿las 
empresas de servicios públicos son sociedades por acciones cuyo objeto es la prestación de los servicios públicos de que trata 
esta Ley¿; a su vez el artículo 19 precisa una serie de reglas para las mismas, y el numeral 19.15 remite, en lo demás, a la 
regulación de las sociedades anónimas en el Código de Comercio. Sin embargo, tratándose de las entidades descentralizadas, 
la Ley dejó una opción a sus propietarios consistente en poderlas transformar en empresas industriales y comerciales del 
Estado. En efecto, el parágrafo 1º del artículo 17 de la Ley 142 de 1994 prescribe: ¿Artículo 17. Naturaleza. Las empresas de 
servicios públicos son sociedades por acciones cuyo objeto es la prestación de los servicios públicos de que trata esta Ley. 
Parágrafo 1.- Las entidades descentralizadas de cualquier orden territorial o nacional, cuyos propietarios no deseen que su 
capital esté representado en acciones, deberán adoptar la forma de empresa industrial y comercial del Estado¿. (Subrayado y 
resaltado nuestro). El artículo 180 ebidem fijó un plazo de transición de dos años para que las entidades descentralizadas se 
transformaran en los términos del artículo 17 antes citado, plazo que fue ampliado en dieciocho (18) meses por el artículo 2º 
de la Ley 286 de 1996. De lo dispuesto en los artículos 15 y 17 de la Ley 142 de 1994 y 2º de la Ley 286 de 1996 se concluye 
que la opción de transformarse en empresas industriales y comerciales del Estado sólo es aplicable a las entidades 
descentralizadas, que al entrar en vigencia la Ley 142 de 1994 estaban prestando un servicio público, y no a los prestadores 
que se organizaron como Empresas de Servicios Públicos en cumplimento de la Ley 142 de 1994. ¿Ley 286 de 1996. Artículo 
2°.- Las entidades descentralizadas, y demás empresas que estén prestando los servicios a los que se refiere la Ley 142 de 
1994, se transformarán en Empresas de Servicios Públicos de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 142 de 
1994, en un plazo hasta de dieciocho (18) meses a partir de la vigencia de la presente Ley¿. (Subrayado fuera de texto). Lo 
anterior significa que la regla general es que las empresas de servicios públicos sean sociedades por acciones, y sólo por 
excepción empresas industriales y comerciales del Estado para aquellas entidades descentralizadas que se transformaron en los 
plazos ya indicados. Por lo anteriormente expuesto se considera que no es procedente a la luz de lo previsto en la Ley 142 de 
1994 crear una Empresa de Servicios Públicos como empresa industrial y comercial del Estado. FUENTE LEGAL: Ley 142 arts., 
15 y 17 Ley 286 de l.996, art. 2 Actualziado 7/12/09 

489 . CÓMO SE CONFORMA UNA EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS QUE TENGA EL CARÁCTER DE 
SOCIEDAD POR ACCIONES? 

Para constituir una empresa de servicios públicos que tenga el carácter de sociedad por acciones, hay que seguir los siguientes 
pasos: a. Celebrar un contrato de constitución de la sociedad, que se elevará a escritura pública y contendrá el nombre y 
domicilio de los otorgantes (socios), el tipo de sociedad que se constituye (generalmente una sociedad anónima) y el nombre 
de la misma, seguido por la sigla E.S.P. (empresa de servicios públicos), el domicilio, el objeto social (la prestación de 
determinados servicios públicos domiciliarios), el capital social, la forma de administrar los negocios de la sociedad, el 
funcionamiento de la asamblea de accionistas y de la junta directiva, los mecanismos para distribuir las utilidades, la duración 
de la misma (aunque puede ser indefinida), la forma y causales de liquidación de la sociedad, los mecanismos para solucionar 
las diferencias entre los socios (es decir si habrá arbitramento o si las diferencias se ventilaran ante la justicia ordinaria), los 
nombre y funciones del representante legal y el revisor fiscal, y los demás pactos que se estimen necesarios o convenientes. b. 
Registrar la escritura en la Cámara de Comercio correspondiente. El objetivo del registro es la existencia de la sociedad para 
que sea respetada por terceros c. Informar a la comisión de regulación respectiva y a la Superintendencia de Servicios Públicos 
de la existencia de la nueva empresa dentro de los 60 días siguientes al inicio de actividades. d. Cuando se trate de empresas 
que incorporen capital público (sean públicas, mixtas o privadas), es necesario contar con la aprobación del respectivo Concejo, 
Asamblea o del Congreso, según el caso. Esta función se deriva de las competencias de estas entidades, contenidas en los 
artículos 150, num. 7, art. 300 num. 7 y art. 313 num.6 de la Constitución Política. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142, art.19. 
Actualizado 7/12/09 

490 . CUÁL ES EL PROCEDIMIENTO LEGAL PARA QUE UN MUNICIPIO ASUMA LA PRESTACION 
DIRECTA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS? 

De acuerdo con el artículo 6 de la Ley 142 de l.994, los municipios pueden prestar directamente los servicios públicos 
domiciliarios en los siguientes casos: a. si hecha la invitación pública a empresas prestadoras de servicios públicos, ninguna se 



ofrece a prestarlos b. cuando no haya empresas que puedan prestar el servicio y el municipio hace oferta a otros municipios, al 
departamento al que pertenece, a la Nación y a otras entidades públicas o privadas para organizar una empresa de servicios 
públicos y no obtiene respuesta adecuada c. cuando existan empresas dispuestas a prestar el servicio, y estudios aprobados 
por la superintendencia de servicios públicos que demuestren que los costos y la calidad del servicio prestado por el municipio 
son mas convenientes para los usuarios. En estos casos, el municipio asume directamente la responsabilidad de la 
administración de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, a través de un órgano jerárquico inserto dentro de la 
estructura orgánica municipal o dependiente del despacho del alcalde. Cuando un municipio preste en forma directa uno o más 
servicios públicos, e incumpla las normas de calidad que las Comisiones de Regulación exijan de modo general, o suspenda el 
pago de sus obligaciones, o carezca de contabilidad adecuada después de dos años de entrar en vigencia esta Ley o, en fin, 
viole en forma grave las obligaciones que ella contiene, el Superintendente, en defensa de los usuarios y para proteger la salud 
y bienestar de la comunidad, además de sancionar a los Alcaldes y administradores, podrá invitar, previa consulta al Comité 
respectivo, cuando ellos estén conformados, a una Empresa de Servicios Públicos para que asuma la prestación del servicio, e 
imponer una servidumbre sobre los bienes municipales necesarios, para que pueda operar. De acuerdo con el Artículo 336 de la 
Constitución Política, la autorización para que un municipio preste los servicios públicos en forma directa no se utilizará, en 
caso alguno, para constituir un monopolio de derecho (...)¿. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142, art. 6 Constitución Política, art. 
336 Actualizado 7/12/09 

491 . LAS EMPRESAS ASOCIATIVAS DE TRABAJO ESTÁN AUTORIZADAS PARA PRESTAR SERVICIOS 
PÚBLICOS DOMICILIARIOS? 

El artículo 365 de la Constitución Política señala que los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la Ley 
y que podrán ser prestados directa o indirectamente por el Estado, por los particulares o por comunidades organizadas. Con 
esta perspectiva, el artículo 15.4 de la Ley 142 de 1994 dispone que pueden prestar servicios públicos, entre otras personas, 
las organizaciones autorizadas conforme a esa Ley para prestar servicios en municipios menores, en zonas rurales y en áreas o 
zonas urbanas específicas. A su turno, el artículo 20 de la Ley 142 prevé un régimen especial para las empresas de servicios 
públicos en municipios menores y zonas rurales, señalando que dichas empresas pueden apartarse de lo previsto en la norma 
general sobre régimen jurídico de las empresas de servicios públicos domiciliarios, contenido en el artículo 19 ibidem. Nótese 
que este régimen singular, como anota el profesor Palacios Mejía, ¿es claro que no se refiere a organizaciones distintas de las 
empresas¿. El numeral 14.5 de la Ley 142 fue reglamentado por el gobierno nacional mediante el Decreto 421 de 2000, en 
cuanto a los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico, el cual en el artículo 2° dispone: Artículo 2°. Se 
consideran municipios menores los correspondientes a las categorías quinta (5ª) y sexta (6ª ), definidas por los artículos 6° de 
la Ley 136 de 1994 y 93 de la Ley 388 de 1997. Son áreas rurales las localizadas por fuera del perímetro urbano de la 
respectiva cabecera municipal. Son áreas urbanas específicas, según el articulo 93 de la Ley 388 de 1997, los núcleos 
poblacionales localizados en suelo urbano que se encuentren clasificados en los estratos 1 y 2 de la metodología de 
estratificación socioeconómica vigente.¿(subrayado fuera de texto) De manera que la norma transcrita no puede aplicarse al 
objeto de la consulta, vale decir al servicio público domiciliario de energía en zonas no interconectadas. Con todo, la 
denominación de comunidades organizadas a que se refiere el artículo 365 de la C. P. debe entenderse en un sentido amplio, 
como todo tipo de organización destinada a la autogestión de los servicios públicos por parte de los propios receptores o 
usuarios. En ese sentido, estimamos que las empresas asociativas a que se refiere el artículo 3º de la Ley 10 de 1991 estarían 
comprendidas dentro del género de comunidades organizadas a que hacen referencia las disposiciones anteriormente 
mencionadas, toda vez que el objeto allí señalado no excluye tal alternativa. En efecto, el citado artículo es del siguiente tenor: 
¿Artículo 3o.- Las Empresas Asociativas de Trabajo tendrán como objetivo la producción, comercialización y distribución de 
bienes básicos de consumo familiar o la prestación de servicios individuales o conjuntos de sus miembros¿ FUNDAMENTO 
LEGAL: Ley 142 de l994, art. 15 y art. 20 Constitución Política, art. 365 Actualziado 7/12/09 

492 . COMPETENCIA DE LOS MUNICIPIOS PARA CONSTITUIR EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS. 

Los municipios pueden constituir empresas de servicios públicos con sujeción a lo dispuesto en el artículo 313 numeral 6° de la 
Constitución Política, donde se establece como competencia de los concejos municipales autorizar, a iniciativa del alcalde, la 
constitución de sociedades de economía mixta. Por otra parte, el municipio está habilitado para participar en las sociedades 
prestadoras de servicios públicos mixtas, al tenor de lo dispuesto por el artículo 14 numeral 6° de la Ley 142 de 1994: 
¿Empresa de servicios públicos mixta. Es aquella en cuyo capital la Nación, las entidades territoriales, o las entidades 
descentralizadas de aquella o éstas tienen aportes iguales o superiores al 50%". (Subrayas fuera de texto). El municipio 
también tiene opción de participar en las empresas prestadoras de estos servicios de carácter oficial, de acuerdo con la 
definición que la misma Ley trae en el numeral 5° del artículo 14: ¿Empresa de servicios públicos oficial. Es aquella en cuyo 
capital participan la Nación, las entidades territoriales, o las entidades descentralizadas (...)". (Subraya fuera de texto). 
Concordante con esta definición, el artículo 6.2 de la Ley 142 de 1994 faculta a los municipios para invitar a otros municipios, 
al departamento del cual hacen parte, a la Nación y a otras personas públicas y privadas para organizar una empresa de 
servicios públicos. Conviene también reseñar que el articulo 367 de la Constitución Política dispone que los municipios tienen la 
responsabilidad de la prestación de los servicios públicos domiciliarios, siempre y cuando las características técnicas y 
económicas del servicio, y las conveniencias generales, lo permitan y aconsejen, lo cual fue retomado por el artículo 6° de la 
Ley 142 de 1994. La creación de una empresa de servicios públicos domiciliarios está sujeta al régimen jurídico establecido por 
el artículo 19 de la Ley 142 de 1994 y, en lo no dispuesto en ella, por las normas del Código de Comercio sobre las sociedades 
anónimas. Sin embargo es importante examinar la competencia que la Ley confiere a los departamentos y a la Nación sobre 
tales servicios. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 art. 6, art. 19 Constitución Política, art. 313 Actualizado 7/12/09 

493 . CUÁL ES EL MONTO MÍNIMO DE CAPITAL REQUERIDO PARA CONSTITUIR UNA EMPRESA DE 



SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS? 

En Colombia existe libertad de empresa. Sin embargo, la Ley establece unos parámetros mínimos para llevar a cabo algunas 
actividades y asumir la prestación de ciertos servicios. Lo anterior, es aplicable a los servicios públicos domiciliarios y por ello 
se expidieron las Leyes 142 y 143 de 1994 donde se precisa, entre otras cosas, la naturaleza de las empresas prestadoras de 
servicios públicos domiciliarios, y se delimita el objeto social de las mismas a las actividades determinadas en dichas Leyes. En 
las Leyes 142 y 143 de 1994 no se encuentra ninguna disposición que fije un monto mínimo de capital para constituir las 
sociedades prestadoras de servicios públicos domiciliarios. Sin embargo, se trata de empresas que deben atender servicios 
públicos de manera permanente, pues incluso en los casos en que teman suspender sus actividades, deben informar a las 
autoridades respectivas sobre tal situación, a fin de determinar quién debe asumir la prestación del servicio. En efecto, se trata 
de empresas que prestan servicios calificados en los términos de la Constitución Política, como servicios públicos esenciales, 
esto es, que no pueden ser interrumpidos. En otras palabras, estas empresas deben tener clara la responsabilidad que asumen 
al constituirse. De otra parte, la constitución de toda sociedad implica someterse a la Ley, circunstancia de la que no pueden 
sustraerse las empresas de servicios públicos domiciliarios, puesto que si bien como regla general se rigen por la Ley 142 de 
1994 y, en lo que allí no se encuentre regulado, por lo establecido en el Código de Comercio de acuerdo con el numeral 15 del 
artículo 19. Como quiera que las sociedades comerciales tienen ánimo de lucro, y dentro de sus fines está el de obtener 
ganancias para distribuirlas, lo primero que deben llevar a cabo quienes están interesados en asociarse es un estudio de 
factibilidad del negocio. En consecuencia, la empresa que desee asumir la prestación de estos servicios debe contar con el 
suficiente respaldo económico, puesto que la prestación de los servicios públicos domiciliarios requiere de importantes 
inversiones en montaje de infraestructura, calidad del servido y ampliación de cobertura. Por lo demás, si la Ley 142 de 1994 
en su artículo 181 determinó que las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios que se encontraran funcionando 
en el momento de entrar en vigencia dicha Ley, debían hacer una evaluación de su viabilidad empresarial, a futuro, quienes 
pretendan constituirse para el mismo efecto, deben hacerlo sobre los supuestos legales citados. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 
de l.994 art. 181 Ley 143 de l.994 Código de Comercio Actualizado 7/12/09 

494 . CÓMO SE REALIZA LA ELECCIÓN DE LAS JUNTAS DIRECTIVAS DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS 
PUBLICOS? 

Teniendo en cuenta el artículo 32 de la Ley 142 de l994 en la cual se establece que ¿(..) la constitución y los actos de todas las 
empresas de servicios públicos, así como los requeridos para la administración y el ejercicio de los derechos de todas las 
personas que sean socios de ellas, en lo dispuesto en esta Ley se regirán exclusivamente por las reglas del derecho privado¿, 
las sociedades en las que las entidades públicas sean parte, sin consideración al porcentaje de sus aportes, ni a la naturaleza 
del acto o del derecho que se ejerce, quedan sujetas a dicho principio. En las siguientes empresas se eligen las juntas 
directivas de la siguiente manera: a. Empresas oficiales del orden municipal: en estas empresas el alcalde escoge los miembros 
de la junta así: la tercera parte entre los órganos de control y las dos terceras partes restantes de manera libre (art. 27, num. 
6 de la Ley 142 de l.994), únicamente estableciendo que sean personas idóneas para el desempeño de tales funciones. Es 
viable que empleados municipales sean elegidos como miembros de estas juntas, puesto que la Ley no lo prohíbe. b. Empresas 
mixtas: dado que este tipo de empresas deben constituirse como sociedades por acciones, es a la asamblea general de 
accionistas a la que le compete designar los miembros de las juntas directivas. c. Empresas privadas: a este tipo de empresas 
se les aplica lo analizado para las empresas mixtas (representación directamente proporcional a la participación accionaria) 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l.994, art. 32, art. 27 num. 6 y art. 19 num 16 Código de Comercio Actualizado 7/12/09 

495 . LOS ALCALDES MUNICIPALES PUEDEN SER MIEMBROS DE LAS JUNTAS DIRECTIVAS DE LAS 
EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS? 

El Artículo 27 de la Ley 142 de 1994 establece: ¿ Reglas especiales sobre la participación de entidades públicas. La nación, las 
entidades territoriales, y las entidades descentralizadas de cualquier nivel administrativo, que participen a cualquier título en el 
capital de las empresas de servicios públicos, están sometidas a las siguientes reglas especiales: 27.1 (...). 27.6 Los miembros 
de las juntas directivas de las empresas oficiales de los servicios públicos domiciliarios serán escogidos por el presidente, el 
gobernador o el alcalde, según se trate de empresas nacionales, departamentales o municipales de servicios públicos 
domiciliarios. En el caso de las juntas directivas de las empresas oficiales de los servicios públicos domiciliarios del orden 
municipal, estos serán designados así: dos terceras partes serán designados libremente por el alcalde y la otra tercera escogida 
entre los vocales de control registrados por los Comités de Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios. 
(...)¿. (Subrayado extra texto). En ese sentido es importante advertir que la prohibición se contrae a los actos de 
nombramiento y no a los de elección que se deban hacer en reuniones de asamblea general. Estos últimos corresponden no a 
un acto de autoridad, sino a decisiones soberanas de cuerpos colegiados y deliberatorios. A este respecto el profesor José 
Ignacio de Narváez afirma: ¿La junta de socios o la asamblea general de accionistas, en su caso, es el órgano de dirección por 
excelencia, pues en ella reside la máxima facultad directiva y supervisión de las actividades sociales y de todo cuanto tienda o 
procure la realización de la finalidad social. En su seno los asociados expresan las opiniones respecto de las operaciones o 
negocios de la compañía y, órgano supremo, establece controles internos, como elige administrados, traza directrices, aprueba 
estados financieros, recomendaciones, acuerdos, o decisiones relacionadas con su funcionamiento y cuanto tienda a la 
realización del objeto social. Y las declaraciones unilaterales de su voluntad prevalecen frente a las voluntades individuales de 
los asociados. Por eso se afirma que es el instrumento idóneo para expresar la voluntad social, como autoridad soberana que 
delibera, debate y decide sobre todos los asuntos que atañen al interés de la sociedad...¿ NARVÁEZ GARCIA, José Ignacio, 
Teoría General de las Sociedades, 8ª Edición, 1998, Bogotá, Legis Editores S.A., pág. 305. Esto significa que los alcaldes están 
habilitados para participar en las asambleas de las empresas en las cuales tenga participación el municipio, y en consecuencia, 
pueden votar en la elección de miembros de junta directiva, pues estas son declaraciones unilaterales de voluntad que 
prevalecen frente a las voluntades individuales de sus asociados. De otro lado, la inhabilidad del alcalde no se purga al ser 



reemplazado por un Secretario de Despacho cuando este asiste a la junta directiva a través de un acto de delegación 
administrativa en el caso de las empresas industriales y comerciales del Estado, o por poder otorgado por el alcalde en el caso 
de las empresas de servicios públicos sometidas al régimen jurídico señalado en el artículo 19 de la Ley 142 de 1994, dado que 
este último constituiría un simple mandato civil, mediante el cual una persona confía la gestión de uno o más negocios a otra, 
que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera (Código Civil, Art. 2142). Distinto es el caso de los secretarios de 
despacho cuando asisten a las juntas directivas por así disponerlo el acto de creación o los estatutos de la entidad 
descentralizada. FUNDAMENTO LEGAL: Art. 27 Ley 142 de l994 Actualziado 7/12/09 

496 . UN MUNICIPIO, CUANDO ASUME LA PRESTACIÓN DIRECTA DE UN SERVICIO PÚBLICO 
DOMICILIARIO, DEBE SEPARAR SU CONTABILIDAD DE LA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 
DOMICILIARIOS QUE PRESTA? 

De acuerdo con el artículo 6.4 de la Ley 142 de 1994 el municipio que asuma la prestación directa de un servicio público 
domiciliario debe llevar la contabilidad del municipio separada de la que corresponda a los servicios públicos domiciliarios; 
incluso establece que cuando presten varios servicios públicos domiciliarios, la de cada uno debe ser independiente de la de los 
demás. Esta disposición legal no establece parámetros diferentes en razón a las categorías del municipio, dependiendo de la 
metodología adoptada para su clasificación, es decir la de la Ley 136 de 1994 o la de la Ley 617 del 2001. ¿Artículo 6°.- 
Prestación directa de servicios por parte de los municipios. Los municipios prestarán directamente los servicios públicos de su 
competencia, cuando las características técnicas y económicas del servicio, y las conveniencias generales lo permitan y 
aconsejen, lo cual se entenderá que ocurre en los siguientes casos: 6.1 (...). 6.4 Cuando los municipios asuman la prestación 
directa de un servicio público, la contabilidad general del municipio debe separarse de la que lleve para la prestación del 
servicio; y si presta más de un servicio, la de cada uno debe ser independiente de la de los demás. Además, su contabilidad 
distinguirá entre los ingresos y gastos relacionados con dicha actividad, y las rentas tributarias y no tributarias que obtienen 
como autoridades políticas, de tal manera que la prestación de los servicios quede sometida a las mismas reglas que serían 
aplicables a otras entidades prestadoras de servicios públicos. (...)¿. Por otro lado, el penúltimo inciso del artículo 6° antes 
citado dispone: ¿Cuando un municipio preste en forma directa uno o más servicios públicos e incumpla las normas de calidad 
que las Comisiones de Regulación exijan de modo general, o suspenda el pago de sus obligaciones, o carezca de contabilidad 
adecuada después de dos años de entrar en vigencia esta Ley o en fin, viole en forma grave las obligaciones que ella contiene, 
el Superintendente, en defensa de los usuarios y para proteger la salud y bienestar de la comunidad, además de sancionar a 
los alcaldes y administradores, podrá invitar, previa consulta al comité respectivo, cuando ellos estén conformados, a una 
empresa de servicios públicos para que ésta asuma la prestación del servicio, (...). De acuerdo con el artículo 336 de la 
Constitución Política, la autorización para que un municipio preste los servicios públicos en forma directa no se utilizará, en 
caso alguno, para constituir un monopolio de derecho¿. (Subrayado fuera de texto). Sentencia de EXEQUIBILIDAD 
condicionada C¿284 de 1997. Así las cosas todo municipio, sin importar su categoría, debe llevar de manera independiente la 
contabilidad relacionada con los servicios públicos domiciliarios, puesto que ella es necesaria para saber si se mantienen las 
características técnicas y económicas del servicio para prestarlo y si las conveniencias generales lo permiten y aconsejan 
(Artículo 6° inciso primero de la Ley 142 de 1994). FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l.994, art. 6. Actualizado 7/12/09 

497 . LOS MUNICIPIOS ESTÁN OBLIGADOS A EFECTUAR TRANSFERENCIAS DE SU PRESUPUESTO A 
LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, TAL COMO LO DETERMINA EL ARTÍCULO 
14 DE LA LEY 617 DE 2000 SOBRE AJUSTE FISCAL? 

El artículo 14 de la Ley 617 de 2000 dispone: "Artículo 14.- Prohibición de transferencias y liquidación de empresas ineficientes. 
Prohíbese al sector central, departamental, distrital o municipal efectuar transferencias a las empresas de licores, a las loterías, 
a las Empresas Prestadoras de Servicios de Salud y a las instituciones de naturaleza financiera de propiedad de las entidades 
territoriales o con participación mayoritaria de ellas, distintas de las ordenadas por la ley o de las necesarias para la 
constitución de ellas y efectuar aportes o créditos, directos o indirectos bajo cualquier modalidad.(aparte subrayado 
inexequible) Cuando una Empresa Industrial y Comercial del Estado o sociedad de economía mixta, de aquellas a que se refiere 
el presente artículo genere pérdidas durante tres (3) años seguidos, se presume de pleno derecho que no es viable y deberá 
liquidarse o enajenarse la participación estatal en ella, en ese caso sólo procederán las transferencias, aportes o créditos 
necesarios para la liquidación". (Diario Oficial No. 44.188 del 9 de octubre de 2000). Cuando la Ley formula prohibiciones debe 
entenderse que son de carácter taxativo, de lo que se colige que dentro de las destinatarias que establece el citado artículo no 
se encuentran las Empresas Prestadoras de Servicios Públicos Domiciliarios, a estas últimas no les resulta aplicable la 
disposición en cita. Ahora bien, el precitado artículo fue declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia 
C¿540 del 22 de mayo de 2001, Magistrado ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño, salvo el aparte ¿a las Empresas Prestadoras de 
Salud¿ que fue declarado INEXEQUIBLE. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 617 de 2000, art. 14 Actualizado 7/12/09 

498 . CORRESPONDE A LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS LA 
OBLIGATORIEDAD DE SUSCRIBIR PLANES DE GESTIÓN Y RESULTADOS? 

El capítulo I del Título IV de la Ley 142 de 1994 estableció la obligatoriedad para las empresas de servicios públicos de contar 
con un conjunto de controles de gestión y resultados, el cual lo integran el Control Interno (Art. 46), el Control Fiscal (Art. 50) 
y la Auditoria Externa de Gestión y Resultados - AEG (Art. 51). El art. 45 de la Ley 142 establece los principios rectores del 
control. El artículo 52 de la Ley 142 de 1994 (LSPD), modificado por el artículo 7° de la Ley 689 de 2001, describe que los 
planes de gestión y resultados los deben presentar las personas prestadoras de servicios públicos domiciliarios. ¿Art. 52.- 
Concepto de control de gestión y resultados. El control de gestión y resultados es un proceso que, dentro de las directrices de 
planeación estratégica, busca que las metas sean congruentes con las previsiones. Las comisiones de regulación definirán los 



criterios, metodologías, indicadores, parámetros y modelos de carácter obligatorio que permitan evaluar la gestión y resultados 
de las entidades prestadoras. Así mismo, establecerán las metodologías para clasificar las personas prestadoras de los servicios 
públicos, de acuerdo con el nivel de riesgo, características y condiciones, con el propósito de determinar cuáles de ellas 
requieren de una inspección y vigilancia especial o detallada por parte de la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios. Para el diseño de esta metodología, las comisiones de regulación tendrán un plazo de un año, contado a partir de 
la vigencia de la presente Ley. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios deberá adoptar las categorías de 
clasificación respectivas que establezcan las comisiones de regulación y clasificar a las personas prestadoras de los servicios 
públicos sujetas a su control inspección, y vigilancia dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la clasificación 
por parte de cada una de las comisiones de regulación. Parágrafo: Las empresas de servicios públicos deberán tener un plan de 
gestión y resultados de corto, mediano y largo plazo, que sirva de base para el control que se ejerce sobre ellas. Este plan debe 
evaluarse y actualizarse anualmente, teniendo como base esencial lo definido por las comisiones de regulación, de acuerdo con 
el inciso anterior¿. (Subrayado nuestro). FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l.993 art. 45 yss. Actualziado 7712/09 

499 . CUALES SON LAS INHABILIDADES PARA LOS VOCALES DE CONTROL DE LOS COMITÉS DE 
DESARROLLO Y CONTROL SOCIAL, QUE FORMAN PARTE DE LAS JUNTAS DIRECTIVAS DE LAS 
EMPRESAS OFICIALES DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS DEL ORDEN MUNICIPAL? 

El artículo 66 de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 11 de la Ley 689 de 2001, frente al artículo 27.6 ibidem, en 
punto de la participación de los vocales de control social en las juntas directivas de las empresas de servicios públicos, dice: 
¿Artículo 11. Modificase el artículo 66 de la Ley 142 de 1994, el cual quedará así: Artículo 66.- Incompatibilidades e 
inhabilidades. Las personas que cumplan la función de vocales de control de los comités de desarrollo y control social, sus 
cónyuges o compañeros permanentes, y sus parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, primero de afinidad o 
único civil, así como quienes sean sus socios en sociedades de personas, no podrán ser socios ni participar en la administración 
de las Empresas de Servicios Públicos que vigilen, ni contratar con ellas, con la comisión o comisiones de regulación 
competentes en el servicio o los servicios públicos domiciliarios que vigilen, ni con la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, por el período de desempeño de sus funciones y un año más. Los ediles, concejales, diputados y congresistas no 
podrán ser elegidos vocales de control de los Comités de Desarrollo y control Social. La celebración de los contratos de servicios 
públicos o, en general, de los que se celebren en igualdad de condiciones con quien los solicite, no dan lugar a aplicar estas 
inhabilidades e incompatibilidades¿. (Subrayado y resaltado nuestro). En conclusión, los vocales de control de los servicios 
públicos no pueden participar en la administración de las empresas de servicios públicos que vigilen, a excepción de las 
empresas oficiales del orden municipal en los términos del numeral 6º del artículo 27 antes citado, norma jurídica que no fue 
objeto de modificación o derogatoria tácita por la Ley 689 de 2001. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l.992 art. 27 y art. 66 
Ley 689 de 2001 art. 11 Actualizado 7/12/09 

500 . LOS VOCALES DE CONTROL DE LOS COMITES DE DESARROLLO Y CONTROL SOCIAL DE LOS 
SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS QUE SEAN DESIGNADOS MIEMBROS DE JUNTAS DIRECTIVAS 
DE EMPRESAS PRESTADORAS, TIENEN DERECHO A PERCIBIR HONORARIOS POR ASISTIR A LAS 
SESIONES DE DICHAS JUNTAS? 

El artículo 62 de la Ley 142 de 1994 modificado por el artículo 10° de la Ley 689 de 2001, dispone: "Artículo 62.- Organización. 
En desarrollo del artículo 369 de la Constitución Política de Colombia, en todos los municipios deberán existir "Comités de 
Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios", compuestos por usuarios, suscriptores o suscriptores 
potenciales de uno (1) o más de los servicios públicos a los que se refiere esta Ley, sin que por el ejercicio de sus funciones se 
causen honorarios. (...)¿. (Subrayado nuestro). De manera que de conformidad con la norma citada, el desempeño de 
funciones deferidas por la Ley a los comités de desarrollo y control social, no son remuneradas a título de honorarios a quienes 
los conformen en calidad de usuarios, suscriptores o suscriptor- potenciales. En ese sentido, debe entenderse que el ejercicio 
ad- honorem, se está limitando a aquellas tareas que correspondan al ámbito del comité como órgano plural, y que serían las 
señaladas en los artículos 63 de la Ley 142 y 8° del Decreto reglamentario 1429 de 1995. FUNDAMENTO LEGAL: ley 142 de 
1.994 art.62, art. 63 Decreto 1429 de l.995 art. 12 Actualizado 7/12/09 

501 . QUÉ ENTIDAD TIENE COMPETENCIA PARA IMPONER SERVIDUMBRES EN MATERIA DE 
SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS? 

En materia de servidumbres la Ley 142 de 1994 creó un sistema complejo de competencias administrativas, que involucra a 
casi todos los agentes estatales comprometidos con el tema de los servicios públicos domiciliarios. La competencia de la 
superintendencia de servicios públicos se realiza de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6.4 de la Ley 142 de 1994 De 
suerte que el legislador radicó una competencia administrativa en una entidad cuya función es fundamentalmente de policía 
administrativa. Esta imposición de servidumbres sobre bienes municipales puede pensarse que habría de tener lugar por acto 
administrativo, así no lo diga el artículo 118 de la Ley 142 de 1994. Así mismo, hay quienes sostienen que este acto no sería 
sancionatorio, pues tal medida no está enlistada dentro de las sanciones previstas en el artículo 81 de la Ley 142 de 1994. La 
competencia de las comisiones de regulación, se encuentra establecida en el artículo 118 Ibidem asignó competencia de 
imposición de servidumbres por acto administrativo a las entidades territoriales, a la nación y a las comisiones de regulación. Al 
tenor de este artículo: La sola lectura del artículo 118 no permite hacer la distinción de competencias entre entes territoriales y 
comisiones de regulación para efectos de la aplicación del artículo 117 Ibidem, en el sentido de que una empresa de servicios 
públicos escoja el camino de la solicitud por acto administrativo o la opción de promover el proceso de imposición de que trata 
la Ley 56 de 1981. La competencia de los entes territoriales y la nación esta otorgada en el artículo 118 citado que otorga a los 
entes territoriales y la nación la facultad para imponer servidumbres por acto administrativo, cuando tengan competencia para 



prestar el servicio respectivo, siempre que no se trate de interconexión de redes. Este sería el caso de los servicios públicos de 
agua potable y saneamiento básico, que de conformidad con el numeral 1° del artículo 76° de la Ley 715 de 2001, pueden 
prestar directamente los municipios, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 6° de la Ley 142 de 1994. En conclusión, la Ley 
142 de 1994 estableció como regla general que la imposición de servidumbres se lleve a cabo por el procedimiento judicial 
previsto en la Ley 56 de 1981, y creó a su vez tres excepciones en las cuales procede por vía administrativa, a saber: a) 
Cuando en virtud del artículo 6° la impone la Superintendencia de Servicios Públicos, b) Cuando por tratarse de interconexión 
de redes las imponen las comisiones de regulación y c) En los casos en que los municipios presten directamente el servicio. 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l994, art. 6 y 118 Ley 56 de l981 Ley 715 de 2001, art. 76 Actualizado 7/12/09 

502 . LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS PUEDE OBLIGAR A UN 
ALCALDE O A UN GOBERNADOR A QUE CONTRIBUYAN CON LOS GASTOS DEL COMITÉ DE 
DESARROLLO Y CONTROL SOCIAL DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, PARA 
CAPACITACIÓN DE LAS COMUNIDADES USUARIAS? 

Las funciones asignadas a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios se contraen a las de control, inspección y 
vigilancia de los entes prestadores de servicios públicos domiciliarios. En consecuencia, no se encuentra dentro de ellas las de 
investigar y sancionar a los alcaldes municipales o gobernadores departamentales que no contribuyan económicamente a los 
Comités de Desarrollo y Control Social. De acuerdo con el artículo 65 de la Ley 142 de 1994, corresponde a las autoridades 
municipales una labor amplia y continua de concertación con la comunidad para poner en marcha las funciones de los comités, 
para lo cual deben procurar su capacitación y asesorarlos permanentemente en su operación. A su vez, los departamentos 
tienen a su cargo la promoción y coordinación del sistema de participación ciudadana, y, en coordinación con la 
Superintendencia, deben asegurar la capacitación de los VOCALES, dotándolos de los instrumentos que sean necesario, a fin de 
que puedan organizar mejor su trabajo (artículo 65.2 de la citada Ley). Por su parte a la Superintendencia le corresponde 
implementar un sistema de vigilancia que permita apoyar las tareas de los comités de desarrollo y control social. Así mismo, 
debe proporcionar a las autoridades territoriales apoyo técnico, tecnología, capacitación, orientación y elementos de difusión 
necesarios para la promoción de la participación de las comunidades. (artículo 65.3 ibidem). A este respecto, el Decreto 
reglamentario 1429 de 1995, en su artículo 19 estableció: ¿Para efectos de las funciones consagradas en los artículos 
anteriores, se entiende por `apoyo técnico y dotación de instrumentos básicos¿ el suministro de material pedagógico, 
bibliográfico, ayudas audiovisuales y didácticas que les permitan tanto a las autoridades territoriales, como a los Vocales de 
Control inscritos ante la Superintendencia, el adecuado ejercicio de sus funciones y derechos (...)¿. (se subraya) En lo que hace 
a las funciones que le competen a las Intendencias Delegadas Departamentales, es preciso subrayar que el artículo 28 del 
Decreto 548 del 31 de marzo de 1995 cuyo literal b, establece: ¿b. Ejercer, dentro del territorio de su jurisdicción, y en 
coordinación con la Intendencia de Control Social, las funciones establecidas en el numeral 3º del artículo 6 del presente 
decreto, en relación con la participación de los usuarios¿. En consecuencia, las Intendencias Regionales en relación con la 
participación ciudadana en los servicios públicos domiciliarios actúan en coordinación con la Intendencia de Control Social. Al 
efecto se dará traslado de sus inquietudes a esta Oficina a fin de que tome las medidas que estime convenientes. 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l994, art. 64 ¿ 65 Decreto 1429 de l995, art. 15 al 18 y art. 19 Decreto 548 de l995 art. 28 

503 . LOS HABITANTES DE UN MUNICIPIO DONDE SE UBICA UN RELLENO SANITARIO REGIONAL, 
PUEDEN TENER ALGÚN TIPO DE BENEFICIO TARIFARIO? 

Uno de los criterios señalados por el legislador para definir el régimen tarifario es el de la neutralidad, como uno de los 
instrumentos de intervención estatal en los servicios públicos, dirigido a asegurar que no exista ninguna práctica 
discriminatoria, y cuyo entendimiento significa la igualdad del tratamiento tarifario para cada consumidor en el supuesto de 
igualdad de costos para el prestador. Ley 142 de 1994: ¿Artículo 87.- El régimen tarifario. El régimen tarifario estará orientado 
por los criterios de eficiencia económica, neutralidad, solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y 
transparencia. 87.1 (...). 87.2 Por neutralidad se entiende que cada consumidor tendrá el derecho a tener el mismo 
tratamiento tarifario que cualquier otro si las características de los costos que ocasiona a las Empresas de Servicios Públicos 
son iguales. El ejercicio de este derecho no debe impedir que las Empresas de Servicios Públicos ofrezcan opciones tarifarias y 
que el consumidor escoja la que convenga a sus necesidades. (...)¿. Por otra parte, la licencia ambiental que debe emitir la 
autoridad competente, usualmente la Corporación Autónoma Regional respectiva, no contempla aspectos tarifarios asociados al 
servicio público de aseo, sino consideraciones de ingeniería y técnicas de manejo que preserven recursos naturales como el 
suelo, las aguas superficiales y subterráneas y la atmósfera, y otros principios dispuestos en la Ley 99 de 1993. 1. ¿Es posible 
no cobrar el servicio de transporte para el municipio donde se ubica? Como quedó dicho, la estructura de costos del servicio 
definida por la Resolución CRA 151 comprende lo que allí se denomina HO, que bien puede variar según las circunstancias de 
cada caso, beneficiándose ahí si por el tiempo menor que lógicamente se puede deducir de la cercanía al relleno. 2. ¿Existe 
alguna posibilidad de favorecer por vía tarifa al municipio donde se ubique el relleno sanitario?. La observancia del principio de 
la neutralidad impide que en materia tarifaría pueda darse favorecimiento a un grupo de usuarios, como lo serían los del 
municipio donde se halle el relleno sanitario, respecto de los usuarios de los otros municipios. No obstante, cuando el lugar de 
disposición final o el lugar de ubicación proyectado del relleno sanitario pertenece al municipio, este podrá condicionar su 
aporte a que su valor no se incluya en el cálculo de las tarifas que se hayan de cobrar a los usuarios de los estratos que pueden 
recibir subsidios de acuerdo con la Ley (Art. 87.9 Ley 142 de 1994). 3. ¿Existe alguna posibilidad de favorecer por cualquier 
otra vía diferente a la tarifaria al municipio en que se ubique el relleno sanitario?. Los Departamentos, a más de tener de 
conformidad con el artículo 7 de la Ley 142 de 1994 la función de apoyar financiera, técnica y administrativamente a las 
empresas de servicios públicos que operen en su jurisdicción, o a los municipios que hayan asumido la prestación directa, así 
como a las empresas organizadas con la participación de la Nación o de los Departamentos, deben coordinar y promover la 
organización de asociaciones de municipios para la prestación de servicios públicos o la celebración de convenios 



interadministrativos. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l.994, arts. 86, 87 y 7 Resolución CAR 151 Actualizado 7/12/09 

504 . LOS CONCEJOS MUNICIPALES TIENEN COMPETENCIA PARA LA FIJACIÓN DE TARIFAS DE 
SERVICIOS PÚBLICOS EN EL ORDEN MUNICIPAL? 

La Ley 81 de 1988 facultó a la Junta Nacional de Tarifas para que sometiera las tarifas a los regímenes de: Control Directo, 
Libertad Regulada o Libertad Vigilada. Mediante la Resolución 144 de 1992, expedida por la Junta Nacional de Tarifas, en 
desarrollo de lo previsto en el Artículo 60 de la Ley 81 de 1988, se sometieron todas las capitales de departamento al régimen 
de libertas regulada: ¿(...) La entidad (tarifaria) fijará los criterios y la metodología con arreglo a los cuales los productores y 
distribuidores podrán determinar o modificar, los precios máximos en cualquiera de los niveles respecto de los bienes y 
servicios sometidos a este régimen (...)¿. Adicionalmente, la Resolución citada determinó en su Artículo 1° que: ¿Las tarifas por 
los servicios públicos de acueducto y alcantarillado serán fijadas autónomamente, dentro del régimen de libertad regulada, por 
las juntas directivas de las entidades descentralizadas... o por el Alcalde del Municipio o Distrito, cuando lo servicios sean 
prestados directamente por la administración municipal o distrital (...)¿. (Se subraya). Con posterioridad, fue expedida la 
Resolución 04 de noviembre 26 de 1993 por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico en donde en su 
Artículo 20 titulado ¿VINCULACIÓN AL RÉGIMEN DE LIBERTAD REGULADA¿, manifiesta que: ¿Artículo 20.- Vinculación al 
régimen de libertad regulada. Todas las entidades que en el territorio nacional presten el servicio público de acueducto y 
alcantarillado, quedan sometidas al Régimen de Libertad Regulada¿. FUNDAMENTO LEGAL: Resolución 144 de 1992, Junta 
Nacional de Tarifas. Artículo 60 de la Ley 81 de 1988 Resolución 04 de noviembre 26 de 1993 Comisión de Regulación de Agua 
Potable y Saneamiento Básico Art. 20 

505 . PUEDE EXISTIR CONDONACIÓN O EXONERACIÓN EN EL PAGO DE SERVICIOS PÚBLICOS PARA 
USUARIOS DE ESCASOS RECURSOS ECONOMICOS? 

La Carta Política delegó en la Ley la determinación de los mecanismos de financiación de los servicios públicos domiciliarios, el 
régimen tarifario que se debe tener en cuenta, los criterios de costos, los de solidaridad y los de redistribución de ingresos. En 
tal virtud, la Ley 142 de 1994 dispuso que en materia de servicios públicos domiciliarios opera el principio de la suficiencia 
financiera, según el cual las tarifas deben garantizar la recuperación de los costos y gastos propios de operación, incluyendo la 
expansión, la reposición y el mantenimiento. Asimismo, permitirán remunerar el patrimonio de los accionistas y utilizar las 
tecnologías y sistemas administrativos que garanticen la mejor calidad, continuidad y seguridad a sus usuarios (Artículo 87.4 
ibidem). De suerte que, la tarifa, por expresa disposición constitucional tiene por objeto la recuperación de los costos del 
servicio, además de la cobertura y calidad, sin olvidar los criterios de solidaridad. Por ello se estableció en nuestro 
ordenamiento jurídico la figura de los subsidios que representan la diferencia entre lo que se paga por un bien o servicio, y el 
costo de éste, cuando tal costo es mayor al pago que se recibe. Según el artículo 368 de la Constitución Política, se trata de un 
mecanismo de ayuda económica, que facilita a las personas de menores ingresos o recursos el pago de las tarifas de los 
servicios públicos domiciliarios. Por lo demás, el artículo 367 ibidem señala que el régimen tarifario debe tener en cuenta el 
criterio de ¿costos¿. Por ello, la exoneración o rebaja en el pago de los servicios públicos domiciliarios no resulta viable, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 87.2 y 99.9 de la ley 142 de 1994. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l.994, art. 
99.9 Constitución Política, art. 367 y 368. Actualizado 7/12/09 

506 . UN MUNICIPIO SIENDO ACCIONISTA DE UNA EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS 
DOMICILIARIOS, DEBE PAGAR DICHOS SERVICIOS O SE PUEDE HACER CRUCE DE CUENTAS? 

El Artículo 12 de la Ley 142 de 1994, prescribe en relación con los deberes especiales de los usuarios del sector oficial: ¿El 
incumplimiento de las entidades oficiales de sus deberes como usuarios de servicios públicos, especialmente en lo relativo a la 
incorporación en los respectivos presupuestos de apropiaciones suficientes y al pago efectivo de los servicios utilizados, es 
causal de mala conducta para sus representantes legales y los funcionarios responsables, sancionables con destitución¿. 
(Subraya fuera de texto). De suerte que los entes oficiales no están eximidos del pago de los servicios públicos, aun cuando 
sean accionistas de las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios. En efecto, la nueva sociedad, una vez se haya 
constituido legalmente, forma una persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados. (Inciso final Art. 98 
Código de Comercio) Por otro lado, conforme al artículo 27.1 de la Ley 142 de 1994, las entidades públicas no pueden recibir 
ningún privilegio por el hecho de participar en la constitución en el capital de las Empresas de Servicios Públicos. FUNDAMENTO 
LEGAL: Ley 142 de 1.994, art. 12, 27, 28, 99 y 150 Actualizado 7/12/09 

507 . EN QUE CONSISTE EL CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS PÚBLICOS O DE 
CONDICIONES UNIFORMES? 

El sistema de contratación, regido por el derecho privado, garantiza que quien preste servicios públicos debe responder por lo 
pactado en el Contrato de Servicios Públicos (contrato de condiciones uniformes), CSP, particularmente en lo que se refiere a 
calidad y permanencia, respetando los derechos concedidos por la Ley a los usuarios de los servicios que ofrecen. La 
característica fundamental de este tipo de contratos es el equilibrio preliminar entre las partes. El Legislador dispuso unas 
conductas, que, incorporadas a las condiciones uniformes del contrato, no constituyen un abuso de la posición dominante de la 
empresa prestadora de un servicio público domiciliario, en relación con sus usuarios. Como se observa, la intención del 
Legislador fue la de no dejar desprotegido al usuario. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l.994, art. 128, 129, 131 Actualizado 
10/12/09 



508 . UNA EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS PUEDE RETIRAR TODAS LAS REDES, 
EQUIPOS Y ELEMENTOS QUE INTEGRAN LAS ACOMETIDAS EXTERNAS, CUANDO EL USUARIO SE 
ENCUENTRA EN MORA EN EL PAGO DEL RESPECTIVO SERVICIO PÚBLICO? 

La Ley 142 de 1994 en sus artículos 14.16 y 14.17 en consonancia con el artículo 28 en relación con las redes dispone: (¿) 
¿Redes. Todas las empresas tienen el derecho a construir, operar y modificar sus redes e instalaciones para prestar los 
servicios públicos, para lo cual cumplirán con los mismos requisitos, y ejercerán las mismas facultades que las leyes y demás 
normas pertinentes establecen para las entidades oficiales que han estado encargadas de la prestación de los mismos servicios, 
y las particulares previstas en esta ley. Las empresas tienen la obligación de efectuar el mantenimiento y reparación de las 
redes locales, cuyos costos serán a cargo de ellas¿. ( Articulo 28). Así las cosas el mantenimiento de las redes locales o 
externas está a cargo de la prestadora del servicio, para una eficiente prestación de los servicios públicos domiciliarios, cuando 
se suministre a los usuarios vinculados por un contrato de condiciones uniformes, siempre y cuando las redes sean externas y 
de su propiedad. De otro lado, en lo que dice a la propiedad de las redes, el artículo 135 ibídem establece: Artículo 135: ¿ De la 
propiedad de las conexiones domiciliarias. La propiedad de las redes, equipos y elementos que integran una acometida externa 
será de quien los hubiere pagado, si no fueren inmuebles por adhesión. Pero ello no exime al suscriptor o usuario de las 
obligaciones resultantes del contrato y que se refieran a esos bienes. Sin perjuicio de las labores propias de mantenimiento o 
reposición que sean necesarias para garantizar el servicio, las empresas no podrán disponer de las conexiones cuando fueren 
de propiedad de los suscriptores o usuarios, sin el consentimiento de ellos. Lo aquí dispuesto no impide que se apliquen los 
procedimientos para imponer a los propietarios las servidumbres o la expropiación, en los casos y condiciones previstos en la 
ley¿. Ahora bien, cuando hay incumplimiento de los deberes contractuales por parte de los usuarios, como en el caso 
consultado, la empresa bien puede suspender el servicio o dar por terminado el contrato, mientras se subsana el respectivo 
incumplimiento. En efecto los Artículos 140 y 141 de la Ley 142 de 1994 prescriben lo pertinente. Para restablecer el servicio, 
si la suspensión o el corte fueron imputables al suscriptor o usuario, éste debe eliminar su causa, pagar todos los gastos de 
reinstalación o reconexión en los que la empresa incurra, y satisfacer las demás sanciones previstas, todo de acuerdo a las 
condiciones uniformes del contrato. Si el restablecimiento no se hace en un plazo razonable, después de que el suscriptor o 
usuario cumpla con las obligaciones que prevé el inciso anterior, habrá falla del servicio. En todo caso, tanto las empresas 
como los suscriptores o usuarios podrán exigir la adopción de medidas que faciliten verificar la ejecución y cumplimiento del 
contrato. Como se observa, la empresa de servicios públicas domiciliarios puede retirar las redes, equipos y elementos que 
integran la acometida externa en caso de incumplimiento del usuario o suscriptor incumplido, si estos son de su propiedad; y 
siempre y cuando así lo estipule el contrato de condiciones uniformes, dejando la facilidad para su reinstalación cuando se haya 
subsanado el incumplimiento por parte del usuario o suscriptor. Una vez reinstalados los equipos, los gastos inherentes serán a 
cargo del usuario incumplido. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de l.994 art. 14, art. 135, art. 140,- modificado por el articulo 19 
ley 689 de 2001 art. 141. Actualizado 10/12/09 

509 . LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS PUEDEN INCLUIR EN LAS FACTURAS 
COBROS DIFERENTES A LOS PREVISTOS EN EL CONTRATO DE CONDICIONES UNIFORMES, POR 
EJEMPLO IMPUESTOS DE ORDEN TERRITORIAL? 

El Artículo 148 de la Ley 142 de 1994 señala: ¿Artículo 148.- Requisitos de las facturas. Los requisitos formales de las facturas 
serán los que determinen las condiciones uniformes del contrato, pero contendrán, como mínimo, información suficiente para 
que el suscriptor o usuario pueda establecer con facilidad si la empresa se ciñó a la ley y al contrato al elaborarlas, cómo se 
determinaron y valoraron sus consumos, cómo se comparan éstos y su precio con los de períodos anteriores, y el plazo y modo 
en el que debe hacerse el pago. .(¿) No se cobrarán servicios no prestados, tarifas, ni conceptos diferentes a los previstos en 
las condiciones uniformes de los contratos, ni se podrá alterar la estructura tarifaria definida para cada servicio público 
domiciliario¿. (Subrayado nuestro). En la factura de cobro de los servicios públicos domiciliarios sólo pueden cobrarse aquellos 
conceptos que previamente se hayan indicado en el contrato de condiciones uniformes adoptado por la respectiva empresa. 
Tales conceptos no pueden ser distintos de los que se refieran al servicio que preste la empresa o de servicios inherentes o 
adicionales al mismo. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de 1994, art.98 Constitución Política, artículos 300, numeral 4, y 313, 
numeral 4 Ley 136 de l994, art. 32 num. 7 Actualizado 10/12/09 

510 . CUÁL ES EL RÉGIMEN JURÍDICO APLICABLE AL SERVICIO DE ENERGIA ELÉCTRICA DESTINADO 
PARA ALUMBRADO PÚBLICO? 

A pesar de que el servicio de alumbrado público no corresponde al grupo de los servicios públicos domiciliarios, señalados 
taxativamente en el artículo 1° de la Ley 142 de 1994, no por eso dejamos de analizar su incidencia en los procesos 
administrativos municipales en la garantización y prestación del mismo. El servicio de alumbrado público es definido en la 
Resolución CREG 043 de 1995 en los siguientes términos: "Alumbrado Público.- Es el servicio consistente en la iluminación de 
las vías públicas, parques públicos, y demás espacios de libre circulación que no se encuentren a cargo de ninguna persona 
natural o jurídica de derecho privado o público, diferente al municipio, con el propósito de proporcionar la visibilidad adecuada 
para el normal desarrollo de las actividades tanto vehiculares como peatonales. También se incluirán los sistemas de 
semaforización y relojes electrónicos instalados por el municipio. Por vías públicas se entienden los senderos peatonales y 
públicos, calles y avenidas de tránsito vehicular. (...)¿. Corresponde al municipio el pago por el suministro de energía para el 
alumbrado público, como también del mantenimiento y expansión de las redes. De igual forma, dentro de las facultades que 
tiene el municipio para celebrar convenios con las empresas prestadoras del servicio, está la de acordar que los cobros se 
efectúen directamente a los usuarios por su intermedio y utilizando la infraestructura de tales distribuidores, tal como lo 
establece el artículo 9° de la Resolución CREG 043 del 23 de octubre de 1995, según el cual: "El municipio es responsable del 
pago del suministro, mantenimiento y expansión del servicio. Éste podrá celebrar convenios con las empresas de servicios 



públicos con el fin de que los cobros se efectúen directamente a los usuarios, mediante la utilización de la infraestructura de las 
empresas distribuidoras. "PARAGRAFO 1°. Los convenios estipularán la forma de manejo y administración de dichos recursos 
por parte de las empresas de servicios públicos. Éstas no asumirán obligaciones por manejo de cartera y, en todo caso, el 
municipio les cancelará la totalidad de la deuda por el servicio de alumbrado público, dentro de los períodos señalados para tal 
fin. "PARÁGRAFO 2°. El municipio no podrá recuperar más de los usuarios que lo que paga por el servicio, incluyendo expansión 
y mantenimiento." (Negrillas fuera de texto). De tal forma que el legislador definió el cobro del alumbrado público como 
impuesto, y autorizó a los municipios para su establecimiento. En tal sentido, el municipio podrá igualmente contratar la 
facturación y recaudo del tributo por intermedio de la empresa distribuidora, entendiendo que no se trata del cobro de un 
servicio consumido por el usuario, sino del recaudo de un tributo, cuyo convenio deberá ceñirse a lo señalado por la Comisión 
de Regulación de Energía y Gas. De otro lado, la prestadora del servicio de energía, mediante el acuerdo que se suscriba con el 
municipio, podrá pactar la forma en que se realice la contraprestación por parte del municipio, inclusive pactándose la 
compensación, pues la limitación que señala la Comisión de Energía y Gas se refiere a que las prestadoras no asumirán 
obligaciones por manejo de cartera. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 y 143 de 1.994 Resolución CREG 043 de 1995 Actualizado 
10/12/09 

511 . LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS PUEDEN DESARROLLAR 
ACTIVIDADES TALES COMO ADMINISTRACIÓN DE CENTROS DE ACOPIO, CEMENTERIOS, MATADEROS 
O PLAZAS DE MERCADO? 

El Artículo 15 de la Ley 142 de 1994 señala quiénes pueden prestar los servicios públicos domiciliarios y el Artículo 18 ibidem 
dispone: ¿Artículo 18.- Objeto. La empresa de servicios públicos tiene como objeto la prestación de uno o más de los servicios 
públicos a los que se le aplica esta ley, o realizar una o varias de las actividades complementarias, o una y otra cosa. Las 
comisiones de regulación podrán obligar a una empresa de servicios públicos a tener un objeto exclusivo cuando establezcan 
que la multiplicidad del objeto limita la competencia y no produce economías de escala o de aglomeración en beneficio del 
usuario. En todo caso, las empresas de servicios públicos que tengan objeto social múltiple deberán llevar la contabilidad 
separada para cada uno de los servicios que presten; y el costo y la modalidad de las operaciones entre cada servicio deben 
registrarse de manera explícita. Las empresas de servicios públicos podrán participar como socias en otras empresas de 
servicios públicos; o en las que tengan como objeto principal la prestación de un servicio o la provisión de un bien 
indispensable para cumplir su objeto, si no hay ya una amplia oferta de este bien o servicio en el mercado. Podrán también 
asociarse, en desarrollo de su objeto, con personas nacionales o extranjeras, o formar consorcios con ellas. (...)¿. En igual 
sentido, el numeral primero del Artículo 19 señala que el nombre de la empresa deberá ser seguido por las palabras "empresa 
de servicios públicos¿ o de las letras ¿E.S.P.". Así las cosas, el legislador ha definido con suficiente claridad la naturaleza y el 
objeto de las empresas de servicios públicos, de tal forma que las actividades que desarrollan sean exclusivamente la 
prestación de los servicios públicos o de sus actividades complementarias, de conformidad con las definiciones que para tales 
efectos trae el artículo 14 de la Ley 142 de 1994. No resulta admisible que una prestadora pueda dedicarse a otras actividades 
diferentes y no conexas con el objeto señalado, pues dicha circunstancia desfigura su naturaleza y la convierte en una entidad 
diferente. En el caso del servicio público de plazas de mercado no es un servicio público domiciliario, como tampoco lo son los 
centros de acopio, cementerios, de conformidad con lo estipulado en el artículo 1° de la Ley 142 de 1994. ¿Artículo 1°.- Ámbito 
de aplicación. Esta ley se aplica a los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, 
distribución de gas combustible, telefonía fija pública básica conmutada y la telefonía local móvil en el sector rural; a las 
actividades que realicen las personas prestadoras de servicios públicos de que trata el artículo 15 de la presente ley, y a las 
actividades complementarias definidas en el Capítulo II del presente título y a los otros servicios previstos en normas 
especiales de esta ley¿. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 142 de 1994, arts. 1, 14, 15, 18 y 19 Actualizado 10/12/09 

512 . EL SECRETARIO DEL CONCEJO MUNICIPAL ES FUNCIONARIO DE CARRERA? 

La Ley 136 de 1994, artículo 37, define el secretario: "ART. 37. - Secretario. El concejo municipal elegirá un secretario para un 
período de un año, reelegible a criterio de la corporación, y su primera elección se realizará en el primer período legal 
respectivo. En los municipios de las categorías especial deberán acreditar título profesional. En categoría primera deberán 
haber terminado estudios universitarios o tener título de nivel tecnológico. En las demás categorías deberán acreditar título de 
bachiller o acreditar experiencia administrativa mínima de dos años. En casos de falta absoluta habrá nueva elección para el 
resto del período y las ausencias temporales las reglamentará el concejo". Por lo tanto, los funcionarios de elección popular y 
período fijo, conforme a la Constitución Política y la ley, no pueden pertenecer a la Carrera Administrativa. FUNDAMENTO 
LEGAL: Ley 136 de l994, Art. 37. Ley 909 de 2004, Art. 5.- Parragrafo adicionado por la ley 1093 de 2006 Actualizado 
10/12/09 

513 . SON LOS EMPLEOS ASISTENCIALES O DE APOYO, PERO QUE ESTÉN EN LOS DESPACHOS 
SUPERIORES, DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN? 

El artículo 5º de la Ley 909 de 2004 establece, en su numeral 2º: 2. Los de libre nombramiento y remoción que correspondan a 
los siguientes criterios: (...) b) Los empleos cuyo ejercicio implica especial confianza, que tengan asignadas funciones de 
asesoría institucional, asistenciales o de apoyo, que estén al servicio directo e inmediato de los siguientes funcionarios, siempre 
y cuando tales empleos se encuentren adscritos a sus respectivos despachos así: FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004, Art. 
5.Adicionado por la Ley 1093 de 2006 Actualizado 10/12/09 

514 . CUÁLES SON LAS CONDICIONES PARA DEFINIR DOS EMPLEOS COMO EQUIVALENTES? 



Los siguientes decretos tratan el tema: 2329 de 1995, artículo 41; 1732 de 1997, artículo 44; 1572 de 1998, artículos 46, 136 
y 158; (Derogado mediante Decreto 1227 de 2004) .1568 de 1998, artículos 44 al 50 (Derogado Decreto 760 de 2004) y el 
decreto 1173 de 1999, (Derogado mediante Decreto 1227 de abril 21 de 2005) entre otros. De igual manera, la Corte 
Constitucional se ha referido a los empleos equivalentes en las sentencias C-370 de mayo 27 de 1999; C-642 de septiembre 1 
de 1999; C-994 de agosto 2 de 2000 y 1341 de octubre 4 de 2000. Los empleos se entienden como equivalentes cuando la 
naturaleza de las funciones de uno y otro son homologables, no importa que el empleo se denomine distinto uno de otro, o que 
los grados salariales sean diferentes. ( Art. 89 Decreto 1227 de 2005 ¿ Se entenderá por empleos equivalentes aquellos que 
sean similares en cuanto a funciones, requisitos de experiencia, estudios, competencias laborales y tengan una asignación 
salarial igual). FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1227 de abril 21 de 2005. 

515 . 

516 . 

517 . 

518 . 

520 . CÓMO PROCEDEN LOS NOMBRAMIENTOS EN PROVISIONALIDAD? 

El decreto número 3820 de 2005, por el cual se modifica el artículo 8 del decreto 1227 de 2005 determina en su artículo 1 
"parágrafo transitorio. La comisión nacional del servicio civil podrá autorizar encargos o nombramientos provisionales, sin 
previa convocatoria a concurso, cuando por razones de reestructuración, fusión, transformación o liquidación de la entidad o 
por razones de estricta necesidad del servicio lo justifique el jefe de la entidad. En estos casos el término de duración del 
encargo y del nombramiento provisional no podrá exceder de seis (6) meses, salvo cuando por circunstancias debidamente 
justificadas ante la comisión nacional del servicio civil ésta autorice su prorroga hasta que se supere la circunstancia que dio 
origen a la misma. El nombramiento provisional procederá de manera excepcional siempre que no haya empleados de carrera 
que cumplan con los requisitos para ser encargados y no haya lista de elegibles vigente que pueda ser utilizada para proveer la 
respectiva vacante. Los nombramientos provisionales efectuados de conformidad con el artículo 8 del decreto 1227 de 2004, 
podrán ser prorrogados en los términos y condiciones previstas en el anterior inciso." FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004. 
Decreto 1227 de 2005 Art.4 Decreto 3820 de 2005. 

521 . 

522 . 

523 . 

524 . UN EMPLEADO DE CARRERA ADMINISTRATIVA CON CARGO DE AUXILIAR, PUEDE SER 
ENCARGADO O COMISIONADO A UN CARGO DE PROFESIONAL ESPECIALIZADO O DE MAYOR 
JERARQUÍA? 

La ley 909 de 2004 establece en su artículo 24 sobre el encargo: ¿Mientras se surte el proceso de selección para proveer 
empleos de carrera administrativa, y una vez convocado el respectivo concurso, los empleados de carrera tendrán derecho a 
ser encargados de tales empleos si acreditan los requisitos para su ejercicio, poseen las aptitudes y habilidades para su 
desempeño, no han sido sancionados disciplinariamente en el último año y su última evaluación del desempeño sea 
sobresaliente. El término de esta situación no podrá ser superior a seis (6) meses El encargo deberá recaer en un empleado 
que se encuentre desempeñando el empleo inmediatamente inferior que exista en la planta de personal de la entidad, siempre 
y cuando reúna las condiciones y requisitos previstos en la norma. De no acreditarlos, se deberá encargar al empleado que 
acreditándolos desempeñe el cargo inmediatamente inferior y así sucesivamente. Los empleos de libre nombramiento y 
remoción en caso de vacancia temporal o definitiva podrán ser provistos a través del encargo de empleados de carrera o de 
libre nombramiento y remoción, que cumplan los requisitos y el perfil para su desempeño. En caso de vacancia definitiva el 
encargo será hasta por el término de tres (3) meses, vencidos los cuales el empleo deberá ser provisto en forma definitiva.¿ De 
acuerdo con el Artículo 8 del Decreto 1227 de 2005, el término de duración del encargo no podrá ser superior a seis (6) meses, 
salvo autorización de la Comisión Nacional del Servicio Civil cuando el concurso no se hubiere culminado en el termino previsto, 
caso en el cual éste se extenderá hasta que se produzca el nombramiento en periodo de prueba. Por lo tanto, no puede hacerse 
un encargo así por no ser el inmediatamente inferior. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004. Art.24. Decreto 1227 Art. 8. 
Actualizado 10/12/09 

525 . TIENEN LOS EMPLEADOS NOMBRADOS EN PROVISIONALIDAD, LOS MISMOS DERECHOS PARA 
ACCEDER A CAPACITACIÓN Y AL SISTEMA DE ESTÍMULOS DE LOS EMPLEADOS DE CARRERA 
ADMINISTRATIVA? 

De acuerdo con lo establecido en el Parágrafo del Artículo 73 del Decreto 1227 del 21 de abril de 2005 y en la Sentencia 1163 



de 2000 proferida por la Corte Constitucional, los empleados vinculados mediante nombramiento provisional, dado el carácter 
transitorio de su relación laboral, NO podrán participar de Programas de educación formal o no formal; únicamente tendrán 
derecho a recibir inducción y entrenamiento en el puesto de trabajo. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1227 de 2005. Art. 73. 

526 . CUÁL ES LA COMPETENCIA DEL ALCALDE PARA ORGANIZAR LA PLANTA DE PERSONAL CON 
BASE EN EL PRESUPUESTO APROBADO POR EL CONCEJO? 

La Administración Publica está facultada para adecuar su funcionamiento a las necesidades del servicio, por lo tanto se 
encuentra legitimada para crear, modificar, reorganizar y suprimir los cargos de su planta de personal, cuando las necesidades 
públicas o las restricciones económicas se lo impongan; o cuando el desempeño de los funcionarios así lo exijan, en 
cumplimiento de los fines impuestos por el artículo 209 de la Constitución. Siendo ello así, la facultad de suprimir cargos 
públicos, inclusive los que corresponden a la carrera administrativa, por motivos de necesidades de servicio, está debidamente 
autorizada por la Constitución Nacional. Confirma el postulado anterior lo dispuesto en el artículo 315 de la Carta Política que 
determina para el caso específico de los alcaldes municipales, que estos tienen atribuciones para: 7) Crear, suprimir o fusionar 
los empleos de sus dependencias. En el mismo sentido, el artículo 125 C.P. señala que el retiro de un cargo de carrera se 
produce por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo, por violación del régimen disciplinario y por las demás 
causales previstas en la Constitución o la Ley. Este precepto constitucional lo desarrolla la Ley 136 de 1994, en su artículo 91 
numeral 4 ordinales c). Esto es más que suficiente para que tenga carácter de imperativo. FUNDAMENTO LEGAL: Constitución 
Política Art. 209 y 315 Ley 136 de l994, Art. 91, num.4. Actualizado 10/12/09 

527 . PUEDE REFORMARSE UNA PLANTA DE PERSONAL QUE IMPLIQUE LA SUPRESIÓN DE CARGOS DE 
CARRERA ADMINISTRATIVA? ¿VULNERA ELLO EL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE GARANTIZAR EL 
EMPLEO? 

La Corte Constitucional responde a esta pregunta mediante la sentencia C-370 de 1999, Magistrado Ponente, Carlos Gaviria 
Díaz, el cual manifestó : Las razones que justifican la reforma de las plantas de personal son entonces de carácter objetivo y, 
en consecuencia, la necesidad de las medidas y su racionabilidad les corresponde evaluarlas a las autoridades competentes. 
También ha dicho la Corte Constitucional: "No hay duda de que la pertenencia a la carrera administrativa implica para los 
empleados escalafonados en ella la estabilidad en el empleo. Sin embargo, esa sola circunstancia no obliga al Estado a 
mantener los cargos que éstos ocupan, por siempre y para siempre, pues pueden existir razones y situaciones que justifiquen 
la supresión de los mismos. La estabilidad, como tantas veces se ha dicho, no significa que el empleado sea inamovible, como 
si la Administración estuviese atada de manera irreversible a sostenerlo en el puesto que ocupa, aún en los casos de 
ineficiencia, inmoralidad, indisciplina o paquidermia en el ejercicio de las funciones que le corresponden, pues ello conduciría al 
desvertebramiento de la función pública y a la corrupción de la carrera administrativa. (. ...... ) "El derecho a la estabilidad, no 
impide que la Administración por razones de interés general ligadas a la propia eficacia y eficiencia de la función pública, pueda 
suprimir determinados cargos, por cuanto ello puede ser necesario para que el Estado cumpla sus cometidos. Por consiguiente, 
cuando existan motivos de interés general, que justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública, es legítimo que el 
Estado lo haga, sin que puedan oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios, ya que éstos deben ceder ante el 
interés general. (C-527/94 M.P. Alejandro Martínez Caballero) FUNDAMENTO LEGAL: Sentencia C-370 de l.999 C-527 de l.994 

529 . Cuál es el criterio para calcular el valor de las indemnizaciones cuando se suprimen empleos de 
carrera al reformar una planta de personal? 

Conforme al Decreto 1227 de 2005 la indemnización se reconocerá y se pagará de acuerdo con la siguiente tabla: 1. Por menos 
de un (1) año de servicios continuos: cuarenta y cinco días de salarios. 2. Por un (1) año o más de servicios continuos y menos 
de cinco (5) cuarenta y cinco (45) días de salario, por el primer año, y quince (15) días por cada uno de los años subsiguientes 
al primero y proporcionalmente por meses cumplidos. 3. Por cinco (5) años o más de servicios continuos y menos de diez (10) 
Cuarenta y cinco (45) días de salario, por el primer año, y veinte (20) días por cada uno de los años subsiguientes al primero y 
proporcionalmente por meses cumplidos. 4. Por diez (10) años o más de servicios continuos: cuarenta y cinco (45) días de 
salario por el primer año y cuarenta (40) días por cada uno de los años subsiguientes al primero, proporcionalmente por meses 
cumplidos. El tiempo de servicios continuos se contabilizará a partir de la fecha de posesión como empleado público en el 
órgano o entidad en la cual se produce la supresión del empleo. La indemnización de que trata el Art. 44 de la Ley 909 de 
2004, se liquidará con base en el salario promedio causado durante el último año de servicios, teniendo en cuenta los 
siguientes factores: 1. Asignación básica mensual correspondiente al empleo del cual es titular a la fecha de supresión, a fecha 
de su supresión 2. Prima técnica cuando constituya factor salarial. 3. Dominicales y festivos. 4. Auxilios de alimentación y 
transporte. 5. Prima de navidad. 6. Bonificación por servicios prestados. 7. Prima de servicios. 8. Prima de antigüedad. 9. Prima 
de vacaciones. 10. Horas extras. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004 Art. 44. Decreto 1227 de 2005 Art. 90. Actualizado 
10/12/09 

533 . LA INCORPORACIÓN OPERARÁ POR SOLICITUD U OPCIÓN DEL FUNCIONARIO, O POR 
INICIATIVA DE LA ENTIDAD? 

Toda iniciativa del funcionario será bien recibida, inclusive cuando exprese su deseo de retirarse, previa la consulta de su 
eventual indemnización. No obstante, de acuerdo con las disposiciones legales, tales solicitudes no obligan a la Administración. 
Corresponde a ésta determinar, de conformidad con la jurisprudencia sobre la materia, quiénes son aptos jurídicamente para 
incorporar y quiénes no. La incorporación automática opera cuando existe un cargo igual o equivalente en la nueva planta de 



personal, al que venía ostentando un funcionario en la planta de personal anterior, para el caso de los empleados de carrera. 
Opera automáticamente, siempre y cuando exista el número suficiente de empleos iguales o equivalentes en la nueva planta de 
personal, respecto de los que había en la anterior. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004. Art. 44. Actualizado 10/12/09 

534 . QUÉ REQUISITOS SE EXIGIRÁN PARA LA INCORPORACIÓN? 

¿Cuando la incorporación se efectué en un empleo igual no podrán exigirse requisitos distintos a los acreditados por los 
servidores al momento de su inscripción o actualización en el Registro Público de Carrera administrativa en el empleo 
suprimido. Cuando la incorporación se realice en un empleo equivalente, deberán acreditarse los requisitos exigidos por la 
entidad que este obligada a efectuarla, de conformidad con el manual especifico de funciones y requisitos de la misma¿ 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004. Art. 45. Actualizado 10/12/09 

538 . ES OBLIGATORIA LA ADAPTACIÓN LABORAL EN PROCESOS DE REFORMA A LA PLANTA DE 
PERSONAL? 

La Ley 617 de octubre de 2000, plantea en su artículo 77: "El Departamento Administrativo de la Función Pública, los 
Departamentos y Municipios serán responsables de establecer y hacer seguimiento de una política de reinserción en el mercado 
laboral de las personas que deban desvincularse en cumplimiento de las disposiciones de esta Ley. La omisión total o parcial de 
esta disposición, dará lugar al ejercicio de la acción de cumplimiento a que se refiere el artículo 83 y la imposición de sanciones 
previstas en el artículo 84. La administración territorial puede adelantar procesos de readaptación de manera sostenida y 
concertada, utilizando los Comités de Adaptación Laboral, para evitar conflictos en los estrados judiciales, por fallos de acción 
de cumplimiento, que deterioran la imagen de la administración y pueden acarrear altos costos a las finanzas gubernamentales. 
En el enfoque de la readaptación se enfatiza además en potenciar al personal que continúe prestando el servicio, 
recalificándolo, para aumentar su capacidad de gestión y dé respuesta a las múltiples necesidades de la sociedad con criterios 
de eficacia, economía y equidad. Los procesos de Readaptación laboral, que logran resultados de inserción laboral y creación de 
nuevas unidades productivas, contribuyen a la paz social y estabilidad política. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 617 de 2000, art. 77 
Constitución Política, art. 20 Actualizado 10/12/09 

539 . PUEDE RETIRARSE UN EMPLEADO DE CARRERA POR MALA FE AL MOMENTO DE PRESENTAR 
DOCUMENTOS QUE ACREDITAN SU SITUACIÓN DE REQUISITOS DEL EMPLEO? 

La ley 190 de l.995 establece en el artículo 5º ¿En caso de haberse producido un nombramiento o posesión en un cargo o 
empleo público o celebrado un contrato de prestación de servicios con la administración sin el cumplimiento de los requisitos 
para el ejercicio del cargo o la celebración del contrato se procederá a solicitar su revocación o terminación, según el caso, 
inmediatamente se advierta la infracción.¿ Por su parte, La Corte Constitucional ha señalado al referirse a la mala fe del 
servidor público: ¿Esta puede, entonces, señalar semejantes circunstancias como causal de retiro y de pérdida de los derechos 
de carrera. La Corte, aunque, según lo dicho, halla que el precepto en cuestión se aviene a la Carta Política, estima necesario 
condicionar su constitucionalidad, bajo el entendido de que dicha vinculación irregular se haya producido como consecuencia de 
la mala fe probada del servidor público. (Referencia: Expedientes acumulados D-2246 y D-2252. Magistrado Ponente: Dr. JOSE 
GREGORIO HERNANDEZ GALINDO) FUNDAMENTO LEGAL: ley 190 de l.995 Art. 5. Actualuizado 10/12/09 

540 . PUEDE UN SERVIDOR PÚBLICO DE CARRERA ADMINISTRATIVA DESEMPEÑAR EMPLEOS DE 
LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN, Y MEDIANTE QUÉ FIGURA? 

La ley 909 de 2004 determina al respecto: Art.26 ¿Los empleados de carrera con evaluación de desempeño sobresaliente, 
tendrán derecho a que se les otorgue comisión hasta por el término de tres (3) años, para periodos continuos o discontinuos, 
pudiendo ser prorrogado por un termino igual, para desempeñar empleos de libre nombramiento y remoción o por el termino 
correspondiente cuando se trate de empleos de periodo, para los cuales hubieren sido nombrados en la misma entidad a la cual 
se encuentran vinculados o en otra. En todo caso, la comisión o la suma de ellas no podrá ser superior a seis (6) años, so pena 
de ser desvinculado del cargo de carrera administrativa en forma automática. Finalizado el termino por el cual se torgo la 
comisión, el de su prorroga o cuando el empleado renuncie al cargo de libre nombramiento y remoción o sea retirado del 
mismo antes del vencimiento del termino de la comisión, deberán asumir el empleo respecto del cual ostenta derechos de 
carrera. De no cumplirse lo anterior, la entidad declarará la vacancia de este y lo proveerá en forma definitiva.De estas 
novedades se informará a la Comisión Nacional del Servicio Civil¿ FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004, Art.26. Actualizado 
10/12/09 

542 . CÓMO PROCEDE LA FIGURA DE TRASLADO PARA UN CARGO DE CARRERA ADMINISTRATIVA? 

"El traslado está regulado por el Decreto 1950 de 1973, artículos 29, 30, 31, 32 y 33. En el Artículo 29 se establecen los 
presupuestos Jurídicos para que se dé la situación administrativa del traslado, y dice: Se produce traslado cuando se provee, 
con un empleado en servicio activo, un cargo vacante definitivamente con funciones afines al que desempeña de la misma 
categoría y para el cual se exigen requisitos mínimos similares..." Y en el artículo 30 se establece que el traslado: ¿se podrá 
hacer por necesidad del servicio, siempre que ello no implique condiciones menos favorables para el empleado..." De esta 
forma, el traslado no procede para un cargo de menor categoría, y menos aún cuando las condiciones laborales son 
desfavorables. El Decreto 1950 de 1973 en su artículo 29, reglamenta los traslados y taxativamente exige que las nuevas 
funciones deban ser afines a las que desempeña, de igual manera ser de la misma categoría y que se exijan similares 



requisitos mínimos. Se infiere de esta normatividad que si el trasladado no reúne los requisitos mínimos para el cargo vacante, 
no podrá ocupar el nuevo cargo. Debe tenerse muy en cuenta la expresión "un cargo vacante definitivamente", ya que esta 
situación administrativa está regulada por el artículo 22 de la misma codificación. Y el traslado debe de entenderse de manera 
horizontal, es decir, no puede ser un ascenso a un cargo con mayores requisitos. El Decreto 1569 del 5 de agosto de 1998 
define la noción de empleo, dando facultad para fijar las funciones y los requisitos específicos, siempre bajo la sujeción de las 
pautas generales establecidas en el este Decreto, Art. 3. De igual manera por él se establece el sistema de nomenclatura y 
clasificación de los empleos de las entidades territoriales, que deben regularse por las disposiciones de la Ley 909 de 2004 y 
sus decretos reglamentarios. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1950 de l973, Art. 29 y SS. Decreto 785 de 2005, Art. 3 

543 . CUÁL ES EL TRATAMIENTO QUE DEBE DÁRSELE A UN EMPLEADO DE CARRERA EN SITUACIÓN 
DE DESPLAZAMIENTO FORZADO POR VIOLENCIA? 

Sobre el amparo jurídico que trae la Ley 909 de 2004 en su artículo 52 ¿Cuando por razones de violencia un empleado con 
derechos de carrera administrativa demuestre su condición de desplazado ante la autoridad competente, de acuerdo con la Ley 
387 de 1997 y las normas que la modifiquen o complementen, la Comisión del servicio Civil ordenará su reubicación en una 
sede distinta a aquella donde se encuentre ubicado el cargo del cual es titular o en otra entidad¿. Por su parte, la Ley 962 de 
2005 ART. 32. ¿Simplificación del trámite de inscripción en el programa de beneficios para desplazados. El artículo 32 de la Ley 
387 de 1997, quedará así: ¿ART. 32. ¿Tendrán derecho a recibir los beneficios consagrados en la presente ley, los colombianos 
que se encuentren en las circunstancias previstas en el artículo 1º de la misma y que hayan declarado esos hechos ante la 
Procuraduría General de la Nación, o ante la Defensoría del Pueblo, o ante las personerías municipales o distritales, en formato 
único diseñado por la red de solidaridad social. Cualquiera de estos organismos que reciba la mencionada declaración remitirá 
copia de la misma, a más tardar el día hábil siguiente, a la red de solidaridad social o a la oficina que esta designe a nivel 
departamental, distrital o municipal, para su inscripción en el programa de beneficios. PAR. ¿Cuando se establezca que los 
hechos declarados por quien alega la condición de desplazado no son ciertos, esta persona perderá todos los beneficios que 
otorga la presente ley, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar¿. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004. 
Actualizado 10/12/09 

544 . BAJO QUÉ CONDICIONES DEBE OPERAR LA CALIFICACIÓN DE SERVICIOS DE LOS ACTUALES 
EMPLEADOS DE CARRERA? 

La ley 909 de 2004 establece sobre la a evaluación del desempeño: ¿ART. 38. ¿Evaluación del desempeño. El desempeño 
laboral de los empleados de carrera administrativa deberá ser evaluado y calificado con base en parámetros previamente 
establecidos que permitan fundamentar un juicio objetivo sobre su conducta laboral y sus aportes al cumplimiento de las metas 
institucionales. A tal efecto, los instrumentos para la evaluación y calificación del desempeño de los empleados se diseñarán en 
función de las metas institucionales. Sobre la evaluación definitiva del desempeño procederá el recurso de reposición y de 
apelación. Los resultados de las evaluaciones deberán tenerse en cuenta, entre otros aspectos, para: a) Adquirir los derechos 
de carrera; b) Ascender en la carrera; c) Conceder becas o comisiones de estudio; d) Otorgar incentivos económicos o de otro 
tipo; e) Planificar la capacitación y la formación; f) Determinar la permanencia en el servicio.¿ Por su parte, el decreto 760 de 
2005 establece en su ART. 34. ¿La calificación definitiva anual o la extraordinaria se notificará personalmente dentro de los dos 
(2) días siguientes a la fecha en que se produzca. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004 Art.38, 39, y 40. Decreto 760 de 
2005. Actualizado 10/12/09 

545 . CUANDO UN FUNCIONARIO ESTÁ PRESTANDO LA COMISIÓN DE SERVICIOS, ¿QUIÉN ES EL 
COMPETENTE PARA CALIFICAR? 

De acuerdo con el Decreto 1271 de 2005, el Art.60 indica ¿Quienes estén cumpliendo comisión de servicios en otra entidad 
serán evaluados y calificados por la entidad en la cual se encuentran en comisión, con base en el sistema que rija para la 
entidad en donde se encuentran vinculados en forma permanente. Esta evaluación será remitida a la entidad de origen¿. 
FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1227 de 2005 Art. 60 ¿. Actualizado 10/12/09 

548 . CUÁLES SON LOS CRITERIOS PARA OTORGAR PRIMA TÉCNICA? 

El Decreto 1335 de 1999, que modificó el Decreto 2164 de 1991, en su artículo 1º establece que para su asignación serán 
tenidos en cuenta alternativamente uno de los siguientes criterios, siempre y cuando, en el primer caso, excedan de los 
requisitos establecidos para el cargo que desempeñe el funcionario o empleado: a) Título de estudios de formación avanzada y 
tres (3) años de experiencia altamente calificada, y b) Evaluación del desempeño En su Artículo 2 determina sobre la prima 
técnica por formación avanzada y experiencia. Por este criterio tendrán derecho a prima técnica los empleados que 
desempeñen en propiedad cargos de nivel ejecutivo, asesor o directivo, que sean susceptibles de asignación de prima técnica 
de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 7º del presente Decreto; y que acrediten título de estudios de formación avanzada y 
experiencia altamente calificada en el ejercicio profesional o en la investigación técnica o científica, en áreas relacionadas con el 
ejercicio profesional o con la investigación técnica o científica, en áreas relacionadas con las funciones propias del cargo, 
durante un término no menor de tres (3) años. El título de Estudios de formación avanzada podrá compensarse por tres (3) 
años de experiencia en los términos señalados en el inciso anterior. PAR. - La experiencia a que se refiere este artículo será 
calificada por el jefe del organismo o su delegado, con base en la documentación que el empleado acredite. Por su parte, el 
Decreto 1336 de 2003 determina, en su artículo 1º, que la prima técnica establecida en las disposiciones legales vigentes, sólo 
podrá asignarse por cualquiera de los criterios existentes, a quienes estén nombrados con carácter permanente en un cargo del 
nivel directivo, jefes de oficina asesora, y a los de asesor cuyo empleo se encuentre adscrito a los despachos de los siguientes 



funcionarios: ¿Ministro, viceministro, director de departamento administrativo, superintendente y director de unidad 
administrativa especial o sus equivalentes en los diferentes órganos y ramas del poder público.¿ FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 
1335 de l999 Decreto 1336 de 2003- Ver concepto Consejo de Estado 1702 de 2005 Actualizado 10/12/09 

549 . SE DEBE CANCELAR UNA PRIMA TÉCNICA AL ALCALDE MUNICIPAL? 

Son factores de salario las horas extras, los recargos nocturnos, los dominicales, las primas de antigüedad, técnica, bonificación 
de servicios, viáticos, auxilios de transporte y alimentación, siempre que ellos se establezcan en las entidades territoriales. El 
Decreto 694 de 2002 en su artículo 1º establece el monto máximo que podrán autorizar las asambleas departamentales y los 
concejos municipales y distritales como salario mensual de los gobernadores y alcaldes. Estará constituido por la asignación 
básica mensual y los gastos de representación y en ningún momento podrá superar el límite máximo salarial mensual fijado en 
el presente decreto, en concordancia con lo establecido en los artículos 10 y 12 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en 
contrario carecerá de efectos y no creará derechos adquiridos. Por lo tanto, no puede el alcalde recibir prima técnica. 
FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 694 de 2002 Decreto 1919 de 2002 Ley 4 de l992, arts. 10 y 12 Actualizado 10/12/09 

550 . PUEDEN LAS CORPORACIONES PÚBLICAS ¿ASAMBLEAS Y CONCEJOS- DETERMINAR LAS 
PRESTACIONES SOCIALES? 

Partiendo del principio fundamental de la Constitución Política, en su Art. 150, le corresponde al Congreso por medio de las 
leyes regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales. Estas funciones en lo pertinente a 
prestaciones sociales son indelegables en las corporaciones públicas territoriales y éstas no podrán arrogárselas. Así lo 
manifiesta la Ley 4 de 1992, artículo 12. Este principio fundamental lo intenta desarrollar el Art. 41 de la Ley 11 de 1989, que 
reformó el Art. 291 del Régimen Municipal, Decreto 1333 de 1986, donde escuetamente se dice que las prestaciones sociales 
de los empleados públicos municipales serán las que establezca la Ley. De tal manera, las normas legales y reglamentarias que 
establecen prestaciones para los empleados territoriales, no pueden ser modificadas unilateralmente por las administraciones 
empleadoras, ni por las asambleas ni por los concejos municipales, sino por medio de una Ley o un Decreto expedido por el 
Presidente de la República en ejercicio de facultades extraordinarias o legales. Al efecto el gobierno nacional expidió el decreto 
1919 de 2002 que determina el régimen de prestaciones sociales de los siguientes empleados: ¿ los vinculados o que se 
vinculen a las entidades del sector central y descentralizado de la rama ejecutiva de los niveles departamental, distrital y 
municipal, a las asambleas departamentales, a los consejos distritales y municipales, a las contralorías territoriales, a las 
personerías distritales y municipales, a las veedurías, así como el personal administrativo de empleados públicos de las juntas 
administradoras locales, de las instituciones de educación superior, de las instituciones de educación primaria, secundaria y 
media vocacional, gozarán del régimen de prestaciones sociales señalado para los empleados públicos de la rama ejecutiva del 
poder público del orden nacional.¿ Según el mencionado decreto los empleados públicos del nivel territorial tendrán derecho 
únicamente a las siguientes prestaciones sociales: 1. prima de navidad 2. vacaciones 3. prima de vacaciones 4. subsidio 
familiar 5. auxilio de cesantía 6. intereses a las cesantías 7. calzado y vestido de labor 8. pensión de vejez (jubilación) 9. 
indemnización sustitutiva de la pensión de vejez 10. pensión de invalidez 11. indemnización sustitutiva de la pensión de 
invalidez 12. pensión de sobrevivientes 13. auxilio de maternidad 14. auxilio por enfermedad 15. indemnización por accidente 
de trabajo o enfermedad profesional 16. auxilio funerario 17. asistencia medica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria, servicio 
odontológico Las anteriores prestaciones sociales constituyen el mínimo de derechos y garantías de que podrán gozar los 
trabajadores oficiales, sin perjuicio de lo que se establezca en el contrato de trabajo, las convenciones colectivas, laudos 
arbítrales, conforme a las disposiciones legales que regulen la materia. Los trabajadores oficiales pueden llegar a obtener el 
reconocimiento de primas especiales mediante pactos, convenciones colectivas o laudos arbitrales celebrados legalmente, que 
se encuentren vigentes y hayan sido contemplados en el presupuesto de la vigencia. El Decreto 1333 de 1986 en su artículo 
293 establece que los trabajadores oficiales se rigen por la Ley, las cláusulas del respectivo contrato y la convención colectiva 
de trabajo, si la hubiere, de conformidad con lo establecido en el art. 150, num 19, literal e) y f) de la Constitución Política 
FUNDAMENTO LEGAL: Ley 4 de l992, arts. 10 y 12 Decreto 1919 de 2002 Actualizado 10/12/09 

552 . QUE PERTINENCIA TIENE LA PRIMA DE NAVIDAD EN EL MUNICIPIO? 

De conformidad con lo establecido en el Decreto 1919 de 2002, sí es procedente su pago a los funcionarios del municipio. La 
prima de Navidad es una bonificación excepcional que se concede al empleado oficial como complemento anual de su salario, 
en razón de la época navideña, que normalmente ocasiona mayores necesidades y gastos al empleado y su familia. Es por lo 
tanto, es una prestación especial propia del régimen laboral público, por cuanto no es retributiva de los servicios prestados por 
el empleado, sino un reconocimiento económico por las necesidades mismas que conlleva esa época. Esta prima, de 
conformidad con la circular 001 del 28 de agosto de 2002, del DAFP, será equivalente a un mes del salario que corresponda al 
cargo desempeñado a treinta de noviembre de cada año, y se pagará en la primera quincena del mes de diciembre. Lo anterior 
de acuerdo con lo establecido en el Decreto 3135 de l968, art. 11, modificado por el Decreto 3148 de l968; Decreto 
reglamentario 1848 de l969, art. 51; y Decreto 1045 de l978 arts. 32 y 33. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1919 de 2002 
Decreto 3135 de l968, art. 11 Actualizado 10/12/09 

553 . QUÉ FACTORES SE UTILIZAN PARA CANCELAR LA PRIMA DE NAVIDAD? 

Para liquidar la prima de navidad se deben tener en cuenta los siguientes factores, al tenor de lo dispuesto en el artículo 33 del 
Decreto 1045 de 1978: a. La asignación básica mensual señalada para el respectivo cargo. b. Los incrementos de remuneración 
a que se refieren los artículos 49 y 97 del Decreto Ley 1042 de 1978. c. Los gastos de representación. d. La prima técnica 
(Cuando constituya factor de salario). e. Los auxilios de alimentación y de transporte. f. La prima de servicios y la de 



vacaciones. g. La bonificación por servicios prestados. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1045 de l978 Actualizado 10/12/09 

554 . EN QUÉ CONDICIONES LA ADMINISTRACIÓN DEBE ENTREGAR CALZADO Y VESTUARIO DE 
LABOR A LOS TRABAJADORES? 

El suministro de calzado y vestido de labor está regulado por la Ley 70 de 1998, la cual fue reglamentada por el Decreto 1978 
de 1989. Del literal de la norma se deduce claramente que, desde el primero de septiembre de 2002, los municipios como 
entidades territoriales que son, quedan obligadas al suministro de esta prestación. Es una prestación social consistente en el 
suministro cada cuatro meses de calzado y vestido de labor a empleados que devenguen una asignación básica mensual 
inferior a dos veces el salario mínimo legal vigente, siempre que el empleado haya laborado para la respectiva entidad por lo 
menos tres meses en forma ininterrumpida, antes de la fecha de cada suministro. El Decreto 1919 de 2002 permitió que se 
cancelen a los empleados de los entes territoriales las prestaciones de que gozan los empleados de la rama ejecutiva del nivel 
nacional. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 70 de 1998 Decreto 1978 de 1989 Decreto 1919 de 2002 Actualizado 10/12/09 

555 . PUEDE EL CONCEJO MUNICIPAL, DETERMINAR POR ACUERDO, UNA PRIMA DE MANEJO PARA EL 
CARGO DE ALCALDE MUNICIPAL? 

El artículo 87 de la Ley 136 de 1994: " Los Salarios y Prestaciones de los Alcaldes se pagarán con cargo a los respectivos 
presupuestos municipales, y los Concejos Municipales señalarán las asignaciones de acuerdo a sus categorías (Municipios)... 
Sin embargo, tal norma fue declarada inexequible mediante Sentencia C-510/99, que en su parte fundamental declara; "... Las 
razones expuestas, llevan a esta Corporación a declarar la inexequibilidad del artículo 87 de la Ley 136/94, teniendo como 
referente lo que se explicó sobre la competencia de los distintos órganos para fijar el régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos del orden territorial, donde se observa que el legislador en el precepto demandado excedió su competencia 
al señalar los salarios mínimos y máximos que podía devengar la primera autoridad Municipal, por cuanto se arrogó una 
competencia privativa del gobierno nacional¿. Dada la competencia legal de quién debe determinar el régimen salarial de las 
autoridades territoriales, se concluye que no existe disposición fundada en el ordenamiento jurídico, que autorice la creación de 
una prima de manejo para el cargo de Alcalde Municipal. Al efecto el Decreto 694 de 2002 establece los topes máximos del 
salario del alcalde, con los gastos de representación y, como prestación social, una bonificación de dirección equivalente a tres 
(3) veces el salario mensual. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 136/1994 Sentencia C-510-1999 Decreto 694 de 2002- Derogado por 
el articulo 7 del decreto 3574 de 2003 Actualizado 10/12/09 

556 . PUEDEN INCLUIRSE EN UN ACUERDO, LOS GASTOS DE REPRESENTACIÓN COMO FACTOR 
SALARIAL PARA EL CARGO DE ALCALDE MUNICIPAL? 

Los gastos de representación, cuando a ello hubiere lugar, hacen parte del salario asignado al Alcalde, y por ende se consideran 
factor salarial, de acuerdo con lo establecido en el Decreto 694 de 2002. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 136/1994 Decreto 694 de 
2002- Derogado por el articulo 7 decreto 3574 de 2003 Actualizado 10/12/09 

557 . CÓMO DEBEN FIJAR SUS INCREMENTOS SALARIALES LAS EMPRESAS INDUSTRIALES Y 
COMERCIALES DEL NIVEL MUNICIPAL O DISTRITAL? 

Al derogar la Ley 489 de 1998 los Decretos - Leyes 1050 de 1968, 3130 de 1968 y 130 de 1976, dispuso que las Empresas 
Industriales y Comerciales del Estado, ya sean del orden nacional, departamental o municipal, o de otra categoría, se rijan por 
lo dispuesto en esa normatividad. En especial por los artículos 69,85,86,87,88,89,90 y 91 que señalan en forma clara la 
constitución, funcionamiento y desarrollo de tales entidades. En consecuencia, para el aumento salarial de sus funcionarios 
deben consultarse los estatutos que rigen la entidad, teniendo en cuenta las políticas oficiales en materia salarial, su propio 
presupuesto y las normas municipales. Al respecto ha dicho la Corte en sentencia de octubre 28 de 1999 Expediente 15.954: 
"Las personas que prestan sus servicios en las empresas industriales y comerciales del estado, son trabajadores oficiales; sin 
embargo, los estatutos de dichas empresas precisarán qué actividades de dirección o de confianza deban ser desempeñadas 
por personas que tengan la calidad de empleados. Para la Corte los establecimientos públicos y las empresas industriales y 
comerciales del estado, como entidades descentralizadas, están dotados de un conjunto de cualidades, entre las cuales se 
destaca la autonomía administrativa con la cual cuenta la entidad para organizarse y gobernarse a sí misma. La personalidad 
jurídica y el patrimonio independiente son dos elementos concedidos en apoyo de la autonomía administrativa de estos entes 
descentralizados, pues son garantía de independencia en el desarrollo de sus actividades; además, la autonomía a través de 
descentralización conduce a una mayor libertad de las diversas instancias en la toma de decisiones, y como consecuencias de 
ello, una mayor eficiencia en el manejo de la cosa pública,..." FUNDAMENTO LEGAL: Ley 489 de 1998 Sentencia de la Corte de 
Octubre 28 de 1999 Actualizado 10/12/09 

559 . DE ACUERDO A LA NUEVA CATEGORIZACIÓN DE LOS MUNICIPIOS, AL CAMBIAR DE CATEGORÍA 
UN MUNICIPIO, Y EN CONSECUENCIA AL BAJAR EL SALARIO DEL ALCALDE, SE TIENEN QUE BAJAR 
OBLIGATORIAMENTE LOS SALARIOS DE TODOS LOS EMPLEADOS? 

La sentencia C-1098 de octubre 18 de 2001 determina: ¿3.1. La reducción de los salarios de los servidores públicos de las 
entidades territoriales como consecuencia del descenso en la categoría de las mismas. 3.1.2. La Corte encuentra que las 
normas acusadas no implican una reducción necesaria de los salarios de los servidores de las entidades territoriales. En efecto, 



los artículos primero y segundo de la Ley 617 de 2000 regulan las consecuencias que se siguen de un eventual descenso de 
categoría de un departamento, distrito o municipio en razón al cambio de sus condiciones económicas o poblacionales y los 
ajustes presupuestales necesarios para atender esta circunstancia (20). ..... 3.1.3. No obstante lo anterior, esta corporación 
constata, de acuerdo con lo establecido en los artículos primero y segundo mencionados, que si bien el descenso de categoría 
de una entidad territorial es eventual en la medida en que para que ello suceda es necesario que se den las causales que así lo 
exigen, en caso de que las mismas sobrevengan, la entidad territorial habrá de descender de categoría y ello sí implicará una 
reducción de los salarios de sus servidores. ... Sin embargo, encuentra que este condicionamiento daría lugar a una vulneración 
del principio según el cual a trabajo igual, salario igual, consagrado en el artículo 53 de la Constitución, pues las personas que 
ingresaran exactamente al mismo cargo luego de la reclasificación de la entidad territorial tendrían, por esa sola circunstancia, 
una menor remuneración. 3.1.5. Como fue ya advertido, los parágrafos 3º del artículo primero y 4º del artículo segundo de la 
Ley 617 de 2000, señalan que si una entidad territorial desciende de categoría, ¿los salarios y/o honorarios de los servidores 
públicos serán los que correspondan a la nueva categoría¿, es decir, que serán reducidos. En consecuencia, dichos parágrafos 
contemplan que los servidores públicos de las entidades territoriales que desciendan de categoría, se verán afectados por una 
desmejora clara e incontrovertible de sus condiciones laborales. Como es bien sabido, los derechos no son absolutos. Sin 
embargo, constata también la Corte que en esta oportunidad las autoridades no demostraron que la limitación de los derechos 
consagrados en el artículo 53 de la Constitución por parte de las normas acusadas, estaba dirigida a alcanzar un fin imperioso y 
que el medio era necesario y estrictamente proporcional para ello. Además, lo que está en juego en este caso no es la 
movilidad del salario ni el criterio para su aumento. Por el contrario, los parágrafos acusados ordenan que los salarios sean 
nominalmente reducidos, de manera automática, generalizada e incondicionada. Esto menoscaba los derechos de los 
trabajadores y viola de manera directa una prohibición expresa. En efecto, el último inciso del artículo 53 dice: ¿La ley, los 
contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los 
trabajadores. Ante la contradicción evidente entre el texto constitucional citado y los parágrafos 3º del artículo primero y 4º del 
artículo segundo de la Ley 617 de 2000 procede la declaratoria de inexequibilidad de dichas normas legales. Aunque el análisis 
anterior ha versado sobre los salarios, la inexequibilidad de la norma comporta también la de la expresión ¿honorarios¿ que por 
sí sola carecería de sentido normativo. Finalmente, no le corresponde a la Corte señalar cómo se debe proceder a realizar las 
metas de ajuste fiscal en las entidades territoriales ante la imposibilidad de disminuir los salarios de los servidores públicos 
respectivos por orden directa del legislador¿ FUNDAMENTO LEGAL: Sentencia C-1098 de 2001 Actualizado 10/12/09 

561 . CON QUÉ BASE SE LIQUIDAN LAS VACACIONES DE UN EMPLEO? 

El Decreto 1045 de l978 determina que se tendrá derecho a 15 días hábiles de vacaciones por cada año de servicio, los cuales 
se liquidarán con el salario que esté devengando el empleado al momento de empezar a disfrutarlas. El Decreto 1045 de 1978, 
en su artículo 8, estipula que los empleados públicos y trabajadores oficiales tienen derecho a quince (15) días hábiles de 
vacaciones por cada año de servicios, salvo lo que se disponga en normas o estipulaciones especiales. En los organismos cuya 
jornada semanal se desarrolle entre lunes y viernes, el sábado no se computará como día hábil para efecto de vacaciones. El 
artículo 13 del Decreto 1045 de 1978 determina el término durante el cual se puede verificar la acumulación de vacaciones. 
"Sólo se podrán acumular vacaciones hasta por dos años, siempre que ello obedezca a aplazamiento por necesidades del 
servicio" Y en lo referente a la compensación excepcional de vacaciones en dinero, estipula el decreto en comento en su 
artículo 20 que las vacaciones sólo podrán ser compensadas en dinero en los siguientes casos: a) Cuando el jefe del respectivo 
organismo así lo estime necesario para evitar perjuicios en el servicio público, evento en el cual sólo puede autorizar la 
compensación en dinero de las vacaciones correspondientes a un año, y b) Cuando el empleado público o trabajador oficial 
quede retirado definitivamente del servicio sin haber disfrutado de las vacaciones causadas hasta entonces (negrillas fuera de 
texto) FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1045 de 1978, arts. 8 y 13 Actualizado 10/12/09 

563 . CUÁNDO UN EMPLEADO DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN SE DECLARA INSUBSISTENTE 
Y NO HA GOZADO SUS VACACIONES, ¿A CUANTOS DÍAS TIENE DERECHO POR VACACIONES 
INDEMNIZADAS AL MOMENTO DE LIQUIDAR LAS PRESTACIONES SOCIALES? 

Las vacaciones se liquidan con base en el último sueldo que el empleado devengaba al momento de causarse, de acuerdo con 
el Decreto 2939 del 1994, artículo 3. El Decreto 1045 de l978, en el artículo 21, establece ¿Del reconocimiento de vacaciones 
no causadas en caso de retiro del servicio. Cuando una persona cese en sus funciones faltándole treinta días o menos para 
cumplir un año de servicio, tendrá derecho a que se le reconozcan y compensen en dinero las correspondientes vacaciones 
como si hubiera trabajado un año completo.¿ Cuando las vacaciones no son disfrutadas en tiempo deben ser pagadas en dinero 
y obviamente ese pago debe abarcar todo el espacio de tiempo durante el cual el trabajador hubiera podido descansar, porque 
de otra manera resultaría desfavorable para él esta última alternativa, con el agravante de no haber podido, por circunstancias 
generalmente ajenas a su voluntad, recuperar sus fuerzas con el descanso a que tiene derecho. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 
1045 de l978, art. 21- Derogado por el articulo 2 ley 995 de 2005 Actualizado 10/12/09 

564 . EL RÉGIMEN OFICIAL NO CONTEMPLA EL PAGO DE INTERESES DE CESANTÍAS A LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. SIN EMBARGO, CON LA CREACIÓN DE LOS FONDOS PRIVADOS DE 
CESANTÍA, LEY 50 DE 1990, ¿LAS ENTIDADES QUE NO GIRARON LOS DINEROS DE CESANTÍAS DE 
SUS EMPLEADOS A LOS FONDOS, DEBERÁN ASUMIR LOS INTERESES A LAS CESANTÍAS QUE 
PUDIERON GANAR SUS SERVIDORES PÚBLICOS? 

La Ley 344 de 1996, en su artículo 13, establece: que las personas que se vinculen a los órganos y entidades del estado 
tendrán el siguiente régimen de cesantías; literal a): El 31 de Diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de 
cesantías, por la anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha diferente por 



terminación de la relación laboral. La Ley 244 de 1995, en su artículo 2, parágrafo 1, establece: "En caso de mora en el pago 
de las cesantías de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, 
un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual sólo bastará acreditar 
la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, 
cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a éste. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 344 de l996 Ley 
244 de 1995, art. 2 Artículo subrogado por el artículo 5o. de la Ley 1071 de 2006 C-428 de l.997 Actualizado 10/12/09 

566 . SI UN FUNCIONARIO AMPARADO POR CARRERA ADMINISTRATIVA FALTA A SUS LABORES SIN 
JUSTA CAUSA POR MÁS DE TRES DÍAS, ¿REQUIERE DE APERTURA DE INVESTIGACIÓN 
DISCIPLINARIA? CUÁL ES EL PROCEDIMIENTO A SEGUIR PARA SU SANCIÓN? 

El Decreto 1950 de 1973, en su artículo 126, se refiere al abandono del cargo, el cual se produce cuando un empleado, sin 
justa causa: 1. No reasume sus funciones al vencimiento de una licencia, permiso, vacaciones, comisión, o dentro de los treinta 
(30) días siguientes al vencimiento de la prestación del servicio militar. 2. Deja de concurrir al trabajo por tres (3) días 
consecutivos. 3. No concurre al trabajo antes de serle concedida autorización para separarse del servicio en caso de renuncia, 
antes de vencerse el plazo de que trata el Artículo 113 del presente Decreto. 4. Se abstiene de prestar el servicio, antes de que 
asuma el cargo quien ha de remplazarlo El Consejo de Estado, sección Segunda, Sentencia de enero 15 de 1982, ha dicho al 
respecto: "La declaratoria de vacancia por abandono del cargo no requiere procedimiento previo". Conforme a los artículos 25 
del Decreto 2400 de 1968 y 105 del 1950 de 1973, las causales de retiro de los servidores son, entre otras, la insubsistencia 
del nombramiento, la renuncia regularmente aceptada, la supresión del empleo, la pensión de jubilación, la invalidez absoluta, 
la edad, la destitución y el abandono del cargo. Con base en lo antes expuesto, se considera que la declaratoria de vacancia por 
abandono no requiere previo adelantamiento de proceso disciplinario, consagrado en los artículos 149 a 167 del Decreto 1950 
de 1973. Significa lo anterior que el abandono del cargo es una figura independiente, con características especiales, que la 
distingue de las demás causas de retiro, toda vez que el mismo decreto al regular lo relativo a éstas le asigna unas normas a 
esa forma de separación, como son los artículos 126, 127 y 128. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 1950 de 1973, art. 126 
Actualizado 10/12/09 

567 . DESDE EL MOMENTO QUE EL EMPLEADO ES RETIRADO DEL CARGO, QUÉ TIEMPO LEGAL TIENE 
EL EMPLEADOR PÚBLICO PARA CANCELAR SUS PRESTACIONES SOCIALES? 

En la Ley 244 de 1995 se fijan los términos para el pago oportuno de las cesantías para los servidores públicos y se establecen 
sanciones en caso de mora. Establece que una vez presentada la solicitud de liquidación de cesantías definitivas, la entidad 
patronal deberá expedir la resolución que la ordene, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes. Si no reúne los requisitos 
la solicitud, tendrá solo diez (10) días para informar al peticionario qué requisitos le hacen falta y, una vez aportados los 
faltantes, comenzarán a contarse quince (15) días hábiles nuevamente, para el acto administrativo. A partir de la fecha en que 
el acto administrativo quede en firme, la entidad tendrá cuarenta y cinco (45) días hábiles para cancelar la prestación social. El 
Art. 62 de Código Contencioso Administrativo establece cuándo los actos administrativos quedarán en firme. Pasados los 
cuarenta y cinco (45) días hábiles, es decir el día cuarenta y seis (46), siempre contados desde la fecha en que haya quedado 
en firme el acto administrativo, se pondrá en mora la entidad. Y desde este día (46) se comenzará a contar un día de salario 
por cada día de retardo, hasta que se haga efectivo el pago de las cesantías, como sanción por no pagarlas dentro de los 45 
días iniciales. El artículo 3 de la Ley 244 de 1995, establece que los organismos de control del Estado garantizarán que los 
funcionarios encargados del pago de las prestaciones sociales de los servidores públicos cumplan con los términos señalados en 
esta Ley 244 de 1995; Según el Decreto 1227 de 2005 ART.91 ¿El pago de la indemnización estará a cargo de la entidad que 
retira al empleado y deberá cancelarse en efectivo dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de liquidación de la 
misma. En caso de mora en el pago se causarán intereses a favor del ex -empleado a la tasa variable de los depósitos a 
termino fijo (DTF) que señale el Banco de la Republica, a partir de la fecha del acto de liquidación¿. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 
244 de 1995. Decreto 1227 de 2005 ART.91 Actualizado 10/12/09 

568 . QUÉ DIFERENCIAS EXISTEN ENTRE UN EMPLEADO DE PLANTA EN UN MUNICIPIO Y UN 
CONTRATISTA EXTERNO? 

El contrato de prestación de servicios constituye una de las formas de vinculación de particulares a entidades del estado, para 
desarrollar actividades relacionadas con la administración y funcionamiento de la entidad. Al efecto la Ley 80 de l993, en el 
artículo 32, numeral 3, lo definió así: ¿...3 - Contrato de prestación de servicios. Son contratos de prestación de servicios los 
que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la 
entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales (cuando dichas actividades no puedan realizarse con 
personal de planta o)* requieran conocimientos especializados. (En ningún caso)* Estos contratos (generan relación laboral ni 
prestaciones sociales)* y se celebrarán por el término estrictamente indispensable. *(Nota: el texto entre paréntesis fue 
Declarado exequible por la Corte Constitucional en Sentencia C-154 de 1997, salvo que se acredite la existencia de una relación 
laboral subordinada)¿ Para la prestación de servicios, cuando tienen la naturaleza de profesionales, se autoriza la contratación 
directa. Al respecto la ley no explica qué debe entenderse por tal, por lo que debe recurrirse al uso de su acepción natural y 
obvia (Código de Comercio, Art. 28). Con este criterio, serían servicios profesionales los que tengan que ver con una profesión 
de las denominadas liberales. En cuanto a los empleados de planta, a ellos se refiere la Ley 443 de 1998, artículo 3, que dice: 
"Campo de aplicación. Las disposiciones contenidas en la presente Ley son aplicables a los empleados del Estado que presten 
sus servicios en las entidades de la rama ejecutiva de los niveles nacional, departamental, distrital, municipal, y sus entes 
descentralizados; en las corporaciones autónomas regionales; en las personerías; en las entidades públicas que conforman el 
sistema general de seguridad social en salud; al personal administrativo de las instituciones de educación superior de todos los 



niveles, cuyos empleos hayan sido definidos como de carrera; al personal administrativo de las instituciones de educación 
primaria, secundaria y media vocacional de todos los niveles; a los empleados no uniformados del Ministerio de Defensa 
Nacional, fuerzas militares y de la Policía Nacional; así como a los de las entidades descentralizadas adscritas o vinculadas a los 
anteriores. PAR.1. En caso de vacíos de las normas que regulan las carreras especiales a las cuales se refiere la Constitución 
Política, serán aplicables las disposiciones contenidas en la presente Ley y sus complementarias y reglamentarias. PAR. 2. 
Mientras se expidan las normas de carrera para el personal de las contralorías territoriales, para los empleados de la Unidad 
Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, y para los empleados del Congreso de la República, de las Asambleas 
Departamentales, de los Concejos Distritales y Municipales, y de las Juntas Administradoras Locales, les serán aplicables las 
disposiciones contenidas en la presente Ley". FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 2004. Ley 80 de l993, Art. 32.- Ley 1150 de 
2007 Decreto 2170 de 2002, Art. 13. Actualizado 10/12/09 

571 . CUÁLES SON LAS INHABILIDADES PARA EJERCER UN CARGO PÚBLICO? 

La Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único, consagra las inhabilidades e incompatibilidades, y en sus artículos 37 y 38 
establece: Artículo 37. Inhabilidades sobrevinientes. Las inhabilidades sobrevinientes se presentan cuando al quedar en firme la 
sanción de destitución e inhabilidad general, o la de suspensión e inhabilidad especial, o cuando se presente el hecho que las 
generan, el sujeto disciplinable sancionado se encuentra ejerciendo cargo o función pública diferente de aquel o aquella en cuyo 
ejercicio cometió la falta objeto de la sanción. En tal caso, se le comunicará al actual nominador para que proceda en forma 
inmediata a hacer efectivas sus consecuencias. Artículo 38. Otras inhabilidades. También constituyen inhabilidades para 
desempeñar cargos públicos, a partir de la ejecutoria del fallo, las siguientes: 1. Además de la descrita en el inciso final del 
artículo 122 de la Constitución Política, haber sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito 
doloso dentro de los diez años anteriores, salvo que se trate de delito político. 2. Haber sido sancionado disciplinariamente tres 
o más veces en los últimos cinco (5) años por faltas graves o leves dolosas o por ambas. Esta inhabilidad tendrá una duración 
de tres años contados a partir de la ejecutoria de la última sanción. 3. Hallarse en estado de interdicción judicial o inhabilitado 
por una sanción disciplinaria o penal, o suspendido en el ejercicio de su profesión o excluido de ésta, cuando el cargo a 
desempeñar se relacione con la misma. 4. Haber sido declarado responsable fiscalmente. Parágrafo 1°. Quien haya sido 
declarado responsable fiscalmente será inhábil para el ejercicio de cargos públicos y para contratar con el Estado durante los 
cinco (5) años siguientes a la ejecutoria del fallo correspondiente. Esta inhabilidad cesará cuando la Contraloría competente 
declare haber recibido el pago o, si este no fuere procedente, cuando la Contraloría General de la República excluya al 
responsable del boletín de responsables fiscales. Si pasados cinco años desde la ejecutoria de la providencia, quien haya sido 
declarado responsable fiscalmente no hubiere pagado la suma establecida en el fallo ni hubiere sido excluido del boletín de 
responsables fiscales, continuará siendo inhábil por cinco años si la cuantía, al momento de la declaración de responsabilidad 
fiscal, fuere superior a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes; por dos años si la cuantía fuere superior a 50 sin 
exceder de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes; por un año si la cuantía fuere superior a 10 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes sin exceder de 50, y por tres meses si la cuantía fuere igual o inferior a 10 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. Parágrafo 2°. Para los fines previstos en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política a que se 
refiere el numeral se entenderá por delitos que afecten el patrimonio del Estado aquellos que produzcan de manera directa 
lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o 
deterioro de los bienes o recursos públicos, producida por una conducta dolosa, cometida por un servidor público. Para estos 
efectos la sentencia condenatoria deberá especificar si la conducta objeto de la misma constituye un delito que afecte el 
patrimonio del Estado. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 734 de 2002 Actualizado 10/12/09 

573 . PUEDE LA ADMINISTRACIÓN CAMBIAR O MODIFICAR LAS FUNCIONES Y REQUISITOS DEL 
MANUAL DE FUNCIONES DE LA MISMA ENTIDAD Y CÓMO? 

¿La adopción, adición, modificación o actualización del manual especifico se efectuara mediante acto administrativo de la 
autoridad competente con sujeción a las disposiciones del presente decreto¿. FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 785 de 2005. 
Art.32 y 33. Actualizado 10/12/09 

574 . CUÁLES SON LAS PRESTACIONES CONCERNIENTES A MATERNIDAD? 

La Ley 50 de 1990 y el Código Sustantivo del Trabajo, del artículo 236 al 246, consagran la protección a la maternidad: Ley 50 
de 1990. ART. 33 - protección a la maternidad. La maternidad gozará de la protección especial del Estado. ART. 34 - Descanso 
remunerado en la época del parto. Toda trabajadora en estado de embarazo tiene derecho a una licencia de doce (12) semanas 
en la época del parto, remunerada con el salario que devengue al entrar a disfrutar del descanso. 2. Si se tratare de un salario 
que no sea fijo, como en el caso de trabajo a destajo o por tarea, se toma en cuenta el salario promedio devengado por la 
trabajadora en el último año de servicios, o en todo el tiempo si fuere menor. 3. Para los efectos de licencia de que trata este 
artículo, la trabajadora debe presentar al patrono un certificado médico, en el cual debe constar: a) El estado de embarazo de 
la trabajadora; b) La indicación del día probable del parto, y c) La indicación del día desde el cual debe empezar la licencia, 
teniendo en cuenta que, por lo menos, ha de iniciarse dos semanas antes del parto. 4. Todas las provisiones y garantías 
establecidas en el presente capítulo para la madre biológica se hacen extensivas, en los mismos términos y en cuanto fuere 
procedente, para la madre adoptante del menor de siete (7) años de edad, asimilando la fecha del parto a la de la entrega 
oficial del menor que se adopta. 5. La licencia se extiende al padre adoptante sin cónyuge o compañera permanente. Estos 
beneficios no excluyen al trabajador del sector público. (Negrilla fuera de texto). PAR. - La trabajadora que haga uso del 
descanso remunerado en la época del parto podrá reducir a once (11) semanas su licencia, cediendo la semana restante a su 
esposo o compañero permanente, para obtener de éste la compañía y atención en el momento del parto y en la fase inicial del 



puerperio. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 50 de 1990, art. 33 Actualizado 10/12/09 

575 . CUÁLES SON LAS CALIDADES PARA SER GERENTE DE EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO? 

El Decreto 1569 de 1998 establece el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos de las entidades territoriales que 
deben regularse por las disposiciones de la Ley 443 de 1998. El artículo 24 consagra los requisitos. La norma, en su parte 
pertinente, dice: "ART 24 - De los requisitos para el ejercicio de los empleos del nivel Directivo. Para el desempeño de los 
empleos correspondientes al nivel directivo de que trata el artículo 18 del presente decreto se deberán acreditar los siguientes 
requisitos: (...) Código Denominación 065 Director de Hospital 085 Gerente de empresa social del estado Para el ejercicio de 
los empleos de director de hospital y de gerente de entidad descentralizada de carácter departamental o municipal que 
pertenezcan al sistema general de seguridad social en salud, se exigirán los siguientes requisitos: a) Director de hospital y 
gerente de empresa social del Estado de primer nivel de atención. Para el desempeño del cargo de gerente de una empresa 
social del estado o director de institución prestadora de servicios de salud, del primer nivel de atención, se exigirán los 
siguientes requisitos, establecidos de acuerdo con la categorización de los municipios regulada por la Ley 136 de 1994, en el 
artículo 6º. 1. Para la categoría especial y primera se exigirán como requisitos, título universitario en áreas de la salud, 
económicas, administrativas o jurídicas; título de postgrado en salud; y experiencia profesional de dos (2) años en cargos del 
nivel directivo, ejecutivo, asesor o profesional en organismos o entidades públicas o privadas que integran el sistema general 
de seguridad social en salud. 2. Para la categoría segunda exigirá como requisitos, título universitario en áreas de la salud, 
económicas, administrativa; título de postgrado en salud pública, administración o gerencia hospitalaria, administración en 
salud; y experiencia profesional de un (1) año en cargos de nivel directivo, ejecutivo, asesor o profesional en organismos o 
entidades públicas o privadas que integran el sistema general de seguridad social en salud. 3. Para las categorías tercera, 
cuarta, quinta y sexta se exigirán como requisitos, título universitario en el área de la salud y experiencia profesional de un (1) 
año, en organismos o entidades públicas o privadas que integran el sistema general de seguridad social en salud; b) Director 
de hospital y gerente de empresa social del Estado de segundo nivel de atención. Los requisitos que se deberán acreditar para 
ocupar estos cargos son: Título universitario en áreas de la salud, económicas o administrativas: título de postgrado en salud 
pública, administración o gerencia hospitalaria, administración en salud u otro en el área administración en salud; y experiencia 
profesional de tres (3) años en cargos del nivel directivo, asesor, ejecutivo o profesional en organismos o entidades públicas o 
privadas que integran el sistema general de seguridad en salud. PAR. - Sin perjuicio de la experiencia que se exija para el 
cargo, el título de postgrado podrá ser compensado por dos (2) años de experiencia en cargos del nivel directivo, asesor, 
ejecutivo o profesional en organismos o entidades públicas o privadas que conforman el sistema general de seguridad social en 
salud. Actualizado 10/12/09 

576 . QUÉ BENEFICIO Y QUÉ TIEMPO SE LES RECONOCE A AQUELLAS PERSONAS QUE HAN PRESTADO 
EL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO Y LABOREN EN ENTIDADES DEL ESTADO? 

La Ley 48 de 1993, en el artículo 40 ordinal a), establece que toda persona que haya prestado el servicio militar obligatorio 
tendrá los siguientes derechos: a) En las entidades del estado de cualquier orden el tiempo de servicio militar le será 
computado para efectos de cesantía, pensión de jubilación, de vejez y prima de antigüedad en los términos de la Ley; (...)" El 
beneficio de que habla el ordinal a) de la Ley 48 de 1993, está vigente para ser reconocido como tiempo de servicio laboral al 
momento del funcionario requerir el derecho de pensión. El campo de aplicación de la Ley está determinado para todo 
colombiano que haya prestado el servicio militar y se reconocerá el beneficio cuando se acredite el derecho a pensión de 
conformidad con la Ley 100 de 1993. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 48 de l993 Actualizado 10/12/09 

577 . ES OBLIGATORIO PRACTICAR EXAMEN MÉDICO A UN TRABAJADOR AL MOMENTO DE SU 
DESVINCULACIÓN, MÁXIME SI MEDIA UN ACCIDENTE ESTANDO EN EL SERVICIO? 

El Decreto 2541 de 1945 artículo 3º ordena: "Adicionase el artículo 26 del Decreto número 2127 de 1945, con el siguiente 
ordinal, que se considerará incorporado entre los ordinales 10 y 11 del mismo: "hacerle practicar examen médico al trabajador 
que lo solicite a la expiración del contrato, y hacerle expedir el correspondiente certificado de salud, siempre que haya sido 
sometido anteriormente a otro examen médico como condición para ingresar a la empresa o para permanecer en ella" 
FUNDAMENTO LEGAL: Decreto 2541 de 1945 

618 . COMO SE REALIZA EL PAGO DE TRANSPORTE A LOS CONCEJALES,EXISTE ALGUNA 
REGLAMENTACIÓN AL RESPECTO 

Consulta: Pago de transporta a concejales. Concepto: El reconocimiento de transporte para los concejales territoriales es 
consagrado en el artículo 67 de la Ley 136 de 1994: ¿ART. 67.¿Reconocimiento de transporte. Reconócese el valor del 
transporte, durante las sesiones plenarias, a los concejales que residan en zonas rurales y deban desplazarse hasta la cabecera 
municipal, sede principal del funcionamiento de las corporaciones municipales.¿ La norma no tiene posibilidad de interpretación 
equivoca, es decir, se debe reconocer el valor del transporte, durante las sesiones plenarias, a quienes residan en zonas 
rurales, se sobreentiende que estas zonas rurales pertenezcan o sean de la jurisdicción del mismo municipio, y los concejales 
deban desplazarse hasta la cabecera municipal, sede principal de funcionamiento de la corporación. Las tarifas se deben 
establecer de acuerdo al lugar de residencia y con fundamento en las tarifas vigentes del transporte que opere en su región. El 
concejo, mediante el reglamento interno, debe de establecer las normas para el pago de tal derecho, determinando los valores 
según la distancia a que se viva de la cabecera municipal como de los requisitos para cancelarla, si es obligatorio una 
constancia escrita del pago de transporte o por el contrario con el simple hecho de hacerse presente en cada una de las 
sesiones ordinarias, se pagaran, es decir, cuando conste su presencia en la sesión se tendrá como contraprestación para el 



pago del transporte. Esta metodología debe implementarse de acuerdo con los requisitos y necesidades de cada municipio. De 
todas formas el primer aporte de medición lo encontrara en la empresa de transporte de su municipio. No hay norma genérica 
dada la autonomía municipal. Es totalmente contrario a la Ley pagar costos de transporte desde otro municipio. En los 
anteriores términos se ha dado respuesta a su consulta, es necesario precisar que no es de competencia de este consultorio 
entrar a dilucidar casos de carácter particular y concreto, por lo cual la consulta se absuelve en forma general y abstracta. No 
sin antes manifestarle que los efectos del presente pronunciamiento no comprometen la responsabilidad de la entidad, ni son 
de obligatorio cumplimiento o ejecución, de conformidad con lo contemplados en el artículo 25 del Código Contencioso 
Administrativo. Cordialmente, WILLIAM HOLMAN HERNANDEZ G. Consultorio de Administración Pública Departamento de 
Asesorías y Consultoría. Actualizado 10/12/09 

639 . SE PUEDE RECONOCER EL TRANSPORTE A LOS CONCEJALES POR ORDEN DEL PRESIDENTE 

La norma no tiene posibilidad de interpretación equivoca, es decir, se debe reconocer el valor del transporte, durante las 
sesiones plenarias, a quienes residan en zonas rurales, se sobreentiende que estas zonas rurales pertenezcan o sean de la 
jurisdicción del mismo municipio, y los concejales deban desplazarse hasta la cabecera municipal, sede principal de 
funcionamiento de la corporación. Las tarifas se deben establecer de acuerdo al lugar de residencia y con fundamento en las 
tarifas vigentes del transporte que opere en su región. El concejo, mediante el reglamento interno, debe de establecer las 
normas para el pago de tal derecho, determinando los valores según la distancia a que se viva de la cabecera municipal como 
de los requisitos para cancelarla, si es obligatorio una constancia escrita del pago de transporte o por el contrario con el simple 
hecho de hacerse presente en cada una de las sesiones ordinarias, se pagaran, es decir, cuando conste su presencia en la 
sesión se tendrá como contraprestación para el pago del transporte. Esta metodología debe implementarse de acuerdo con los 
requisitos y necesidades de cada municipio. De todas formas el primer aporte de medición lo encontrara en la empresa de 
transporte de su municipio. No hay norma genérica dada la autonomía municipal. Es totalmente contrario a la Ley pagar costos 
de transporte desde otro municipio. El seguro de vida para los concejales, el pago de transporte cuando hay lugar y los gastos 
de atención médica asistencial, efectivamente también hacen hace parte de los gastos de funcionamiento del respectivo 
municipio, le corresponde pagarse con cargo a la sección presupuestal del concejo. La Ley presupuestal, faculta al concejo, una 
vez asumida la autonomía presupuestal por acuerdo, para que su Mesa Directiva sea el ordenador del gasto Los rubros 
computan para el límite máximo de los gastos del concejo, tal como lo ordena la Ley 617 de 2000. Cuando la Ley dice que las 
primas estarán a cargo del municipio, esta excluyendo al Departamento y a la Nación. En virtud de la autonomía presupuestal 
que le otorgo a los municipios la Constitución Política de 1991. Cuando la Ley manifiesta que debe pagar el municipio esta 
hablando de una forma genérica, que no esta determinando como se manejan las finanzas municipales, esta consagradas en el 
Decreto 111 de 1996. Actualizado 10/12/09 

640 . COMO SE EFECTUA ELPAGO DE TRANSPORTE A LOS CONCEJALES 

La norma no tiene posibilidad de interpretación equivoca, es decir, se debe reconocer el valor del transporte, durante las 
sesiones plenarias, a quienes residan en zonas rurales, se sobreentiende que estas zonas rurales pertenezcan o sean de la 
jurisdicción del mismo municipio, y los concejales deban desplazarse hasta la cabecera municipal, sede principal de 
funcionamiento de la corporación. Las tarifas se deben establecer de acuerdo al lugar de residencia y con fundamento en las 
tarifas vigentes del transporte que opere en su región. El concejo, mediante el reglamento interno, debe de establecer las 
normas para el pago de tal derecho, determinando los valores según la distancia a que se viva de la cabecera municipal como 
de los requisitos para cancelarla, si es obligatorio una constancia escrita del pago de transporte o por el contrario con el simple 
hecho de hacerse presente en cada una de las sesiones ordinarias, se pagaran, es decir, cuando conste su presencia en la 
sesión se tendrá como contraprestación para el pago del transporte. Esta metodología debe implementarse de acuerdo con los 
requisitos y necesidades de cada municipio. De todas formas el primer aporte de medición lo encontrara en la empresa de 
transporte de su municipio. No hay norma genérica dada la autonomía municipal. Es totalmente contrario a la Ley pagar costos 
de transporte desde otro municipio. Actualizada 10/12/09 

700 . EN QUÉ MOMENTO SE APLICARÁ LA CARRERA ADMINISTRATIVA PARA LAS ENTIDADES QUE 
ESTÁN EN PROCESO DE FUSIÓN, COMO ES EL CASO DE LOS FONDOS ROTARIOS DE LAS FUERZAS 
MILITARES? 

La Ley 909 de 2004 al definir el campo de aplicación dispone que las previsiones en ella contenida se aplicarán, entre otros, a 
los empleados públicos de las entidades descentralizadas adscritas o vinculadas al Ministerio de Defensa Nacional, las Fuerzas 
Militares y a la Policía Nacional y a los Empleados Públicos Civiles no uniformados del Ministerio de Defensa Nacional, de las 
Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, por lo tanto y según lo dispuesto en la mencionada Ley en el artículo transitorio del 
titulo X, se deberá proceder a la convocatoria de concursos abiertos para proveer los cargos que se encuentran provistos 
mediante nombramiento provisional o encargo a mas tardar el día 6 de diciembre de 2005. FUNDAMENTO LEGAL: Ley 909 de 
2004 

703 . SEGÚN LA CATEGORIZACIÓN DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES, CÓMO ESTAN 
CATEGORIZADOS LOS DEPARTAMENTOS? 

Los Departamentos que de acuerdo con su población deban clasificarse en una determinada categoría, pero que superen el 
monto de ingresos corrientes de libre destinación anuales señalados en la Ley, se clasifican en la categoría inmediatamente 
superior. Los departamentos cuya población corresponda a una categoría determinada, pero cuyos ingresos corrientes de libre 
destinación anuales no alcancen el monto señalado en el presente artículo para la misma, se clasificarán en la categoría 



correspondientes a sus ingresos corrientes de libre destinación anuales. FUENTE LEGAL. Ley 617 de 2000 Art.1 Parágrafo 1 

704 . SEGÚN LA CATEGORIZACIÓN DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES, CÓMO ESTAN 
CATEGORIZADOS LOS DISTRITOS Y LOS MUNICIPIOS? 

Los Distritos o Municipios que de acuerdo con su población deban clasificarse en una categoría, pero cuyos ingresos corrientes 
de libre destinación anuales difieran de los señalados en la Ley para la misma, se clasificarán en la categoría correspondientes a 
los ingresos corrientes de libre destinación anuales. FUENTE LEGAL. Ley 617 de 2000 Art. 2 Parágrafo 1 

705 . PUEDE UN CONCEJAL SER MIEMBRO DE JUNTAS DIRECTIVAS DE LAS ENTIDADES 
DESCENTRALIZADAS DEL ORDEN MUNICIPAL? 

No. Por constituir incompatibilidad ser miembro de juntas o consejos directivos de los sectores central o descentralizado del 
respectivo municipio; y de empresas que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social. FUENTE LEGAL: Ley 
136/94, artículo 45. Ley 617, artículo 41 Ley 489/98, Art. 68 

706 . COM0 SE DEBEN FINANCIAR LOS GASTOS DE FUNCIONAMIENTO DE LAS ENTIDADES 
TERRITORIALES? 

según los ingresos corrientes de libre destinación; de tal manera que estas sean suficientes para atender sus obligaciones 
corrientes, provicionar el pasivo prestacional y pensional; y financiar al menos parcialmente, la inversión pública Autónoma de 
las mismas. FUENTE LEGAL: Ley 617 

708 . QUE SON RENTAS CON DESTINACIÓN ESPECIFICA? 

El situado fiscal; La participación de los municipios en los ingresos corrientes de la Nación de forzosa inversión; Los ingresos 
percibidos a favor de terceros que, por mandato Legal o convencional, las entidades territoriales que estén encargadas de 
administrar, recaudar o ejecutar; Los recursos del balance, conformados por los saldos de apropiación financiados con recursos 
de destinación especifica; Los recursos de cofinanciación; Las regalías y compensaciones. FUENTE LEGAL. Ley 617 de 2000 
Parágrafo 1 

709 . QUE SON RENTAS DE DESTINACIÓN ESPECIFICA? 

Las operaciones de crédito público, salvo las excepciones que se establezcan en las Leyes excepcionales sobre la materia; Los 
activos, inversiones y rentas titularizadas, así como el producto de los procesos de titularización; La sobretasa al ACPM; El 
producto de la venta de activos fijos; Otros aportes y transferencias con destinación especifica o de carácter transitorio; Los 
rendimientos financieros productos de rentas de destinación especifica. FUENTE LEGAL. Ley 617 de 2000 Parágrafo 2-3-4 

710 . CUÁL ES EL LÍMITE DE GASTOS DE FUNCIONAMIENTO DE LOS DEPARTAMENTOS? 

Según Fuente Legal 617 de 2000, Art.4; Los gastos de funcionamiento de los departamentos no podrán superar, como 
proporción de sus ingresos corrientes de libre destinación, los siguientes límites: CATEGORIA ESPECIAL 50% CATEGORIA 
PRIMERA 55% CATEGORIA SEGUNDA 60% CATEGORIA TERCERA Y CUARTA 70% 

711 . CUÁL ES EL LÍMITE DE GASTOS DE FUNCIONAMIENTO DE LOS DISTRITOS Y MUNICIPIOS? 

Según Fuente Legal 617 de 2000, Art.6; Los gastos de funcionamiento de los distritos y municipios no podrán superar como 
proporción de sus ingresos corrientes de libre destinación, los siguientes límites: CATEGORIA ESPECIAL 50% CATEGORIA 
PRIMERA 65% CATEGORIA SEGUNDA TERCERA 70% CATEGORIA CUARTA, QUINTA Y SEXTA 80% 

712 . CUAL ES EL VALOR MAXIMO DE LOS GASTOS DE LAS ASAMBLEAS Y CONTRALORIAS 
DEPARTAMENTALES? 

A partir del año 2001, durante cada vigencia fiscal, en las Asambleas de los departamentos, de categoría especial los gastos 
diferentes a la remuneración de los diputados no podrán superar el: CATEGORIA LÍMITE Especial 80% Primera 60% Segunda 
60% Tercera y Cuarta 25% FUENTE LEGAL. Ley 617 de 2000 Art. 8 

713 . CUAL ES LA CUOTA DE FISCALIZACIÓN PARA LAS CONTRALORÍAS DEPARTAMENTALES? 

Las entidades descentralizadas del orden departamental deberán pagar una cuota de fiscalización hasta del punto dos por 
ciento (0.2%), calculado sobre el monto de los ingresos ejecutados por la respectiva entidad en la vigencia anterior, excluidos 
los recursos de crédito; los ingresos por la venta de activos fijos; y los activos, inversiones y rentas titularizados, así como el 



producto de los procesos de titularización. FUENTE LEGAL. Ley 617 de 2000 Art.9 Parágrafo 1 

714 . Se puede nombrar Personero a un cuñado del concejal. 

Una vez hecha la revisión normativa y partiendo del supuesto que: Si la persona o servidor público (cuñado) objeto de la 
consulta, no están incluidos dentro de las prohibiciones relativas a los cónyuges, compañeros permanentes y parientes de los 
Gobernadores, Diputados, Alcaldes Municipales y Distritales; Concejales Municipales y Distritales; y Miembros de Juntas 
Administradoras Locales Municipales y Distritales, norma consagrada en el artículo 1° de la Ley 821 de julio 10 de 2003 que 
modificó el artículo 49 de la Ley 617 de 2000, se debe hacer claridad que esta prohibición surte efectos jurídicos cuando el 
servidor público, llámese Alcalde, Concejal o Gobernador ya ostenta la calidad como tal, es decir, ya ha tomado posesión del 
cargo, no podrá nombrar, elegir ni designar a algún familiar, dentro de los límites siguientes: Hasta cuarto de consanguinidad: 
Papá, Abuelo, bisabuelo y tatarabuelo; hermano, sobrino y sobrino en segundo grado (el hijo de un sobrino); nieto, bisnieto y 
tataranieto. Hasta segundo de afinidad: Suegro y papá del suegro; cuñado; hijastro e hijo del hijastro. Hasta único civil: hijo 
adoptivo. Con fundamento en lo anterior se concluye que: La persona (cuñado) que aspira a ocupar cargos en la Administración 
Municipal, sí pueden laborar sin impedimento legal para ejercerlos, siempre y cuando, no estén dentro de los grados de 
consanguinidad, afinidad y primero civil, con el Alcalde o Concejales Municipales. Ley 617 de 2000 modificado articulo 1ley 
1148 de 2007 Actualizado 10/12/09 

721 . inhabilidad a la alcaldia tolima 

Bogotá, Distrito Capital, 31 de Agosto de 2007 CONSULTA N°1267 -2007 Señor (a) OMAR ANTONIO SAAVEDRA. Notificación: 
Manzana C 1 Casa No 1 del Barrio Villa Catalina. Municipio del Espinal ¿ Tolima. Consulta: Inhabilidad para ser Alcalde. 
Concepto: En atención a la consulta remitida por usted, manifestamos lo siguiente: Al observar esta dependencia las 
inhabilidades consagradas en el artículo 37 de la ley 617, hay que resaltar que los empleados públicos que se encuentre en 
numeral de la respectiva norma, no pueden aspirar a la alcaldía municipal, siempre y cuando el empleado público haya ejercido 
autoridad política, civil, administrativa o militar.(Parte subrayada) De igual manera para determinar la autoridad que ejerce un 
empleado se debe remitir al manual de funciones y procedimientos para cada cargo. En caso de duda o discusión sobre si 
existe o no una autoridad determinada, administrativa, civil, política o militar, le corresponde al juez determinar en cada caso 
concreto si un empleado publico ejerce o no autoridad civil, administrativa o militar. Artículos 188 al 1991 de la ley 136 de 
1994. De una parte debe estudiarse el carácter funcional del cargo; o dicho de otro modo, debe averiguarse que tipo de 
funciones tiene asignada y, de otro lado, debe analizar el grado de autonomía en la torna de decisiones, esto es, la estructura 
orgánica del empleo.(Parte subrayada.) El respectivo candidato deberá estudiar el artículo nombrado anteriormente para 
establecer o determinar si se encuentra, o no dentro de unas de las causales de inhabilidad para poder aspirar al cargo de 
alcalde municipal. Las inhabilidades son taxativa, por lo tanto, si se encuentra en curso de algunas de ellas, el ciudadano no 
podrá presentar su nombre a consideración de la comunidad La Constitución Política, en el artículo 23, consagra el derecho 
fundamental de petición, el cual se encuentra desarrollado en el Código Contencioso Administrativo, Finalmente, sobre el 
alcance del derecho de petición, el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, establece en el inciso tercero: ¿Las 
respuestas en estos casos no comprometerán la responsabilidad de las entidades que las atienden, ni serán de obligatorio 
cumplimiento o ejecución¿. Cordialmente, REINER PALMEZANO RIVERO Departamento de Asesorías y Consultoría. Actualziado 
10/12/09 

722 . Si por el hecho de ser contratista con la policía nacional está inhabilitado para aspirar a la 
Asamblea Departamental del Chocó. 

Medellín, 8 de Marzo de 2007 Señor FLAMINIO RAMOS LEDESMA Lloro - Chocó Asunto: Consulta de fecha 7 de marzo de 2007 
Radicado 2007- 874 Radicado 2007- 875 Respetado señor Ramos: En atención a su consulta de la referencia, me permito 
contestarla en los siguientes términos: En su caso concreto el artículo 33 Numeral 4 de la ley 617 / 2000 estipula lo siguiente: 
¿ARTÍCULO 33. DE LAS INHABILIDADES DE LOS DIPUTADOS. No podrá ser inscrito como candidato ni elegido diputado: 4. 
Quien dentro del año anterior a la elección haya intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas de nivel 
departamental o en la celebración de contratos con entidades publicas de cualquier nivel en interés propio o de terceros, 
siempre que los contratos deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento. Así mismo , quien dentro del año 
anterior haya sido representante legal de entidades que administren tributos, tasa o contribuciones, o de las entidades que 
presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social de salud en el régimen subsidiado en el respectivo departamento.¿ 
(Subraya nuestra). Como usted contrató con una entidad pública (Policía Nacional), el suministro de medicamentos y dicho 
contrato se ejecuta en el municipio de Lloro, jurisdicción del departamento de Chocó, esta inhabilitado para aspirar a la 
Asamblea Departamental del Chocó de acuerdo con la mencionada norma. Por otro lado, un diputado no puede contratar con 
ninguna entidad pública por si o por interpuesta persona, debido que incurriría en una incompatibilidad, de acuerdo con el 
artículo 34 de la misma norma. Actualizado 10/12/09 El presente oficio, se expide por solicitud del interesado, en los términos 
del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, no es de obligatorio cumplimiento y no genera responsabilidades para la 
ESAP Territorial Antioquia Choco. Atentamente, ADRIANA MARIA CORDOBA ISAZA Directora Territorial Elb / giby 

723 . inhabilidad para ser personero paren madre 

Bogotá, Distrito Capital, Diciembre 14, de 2007 CONSULTA N° 1492 -2007 Señor (a) RONALD CUESTA MURILLO. Calle 53B No 
85E-31 Urbanización calazania II Etapa Bloque 8 Apto 470. Municipio del Atrato- Choco. Consulta: Concepto Jurídico Sobre 
Inhabilidad. Concepto: En atención a la consulta remitida por la procuraduría general de la nación, manifestamos lo siguiente: 
Siguiendo con el tema, la ley 136 DE 1994 en el artículo 174, establece las inhabilidades para ser personero; "ARTICULO 174. 



INHABILIDADES: No podrá ser elegido personero quien: a) Esté incurso en las causales de inhabilidad establecidas para el 
alcalde municipal, en lo que le sea aplicable; articulo 37 ley 617 de 2000. De igual manera la ley 617 de de 2000 en el artículo 
37 numeral cuarto establece: 4. Quien tenga vínculos por matrimonio, o unión permanente, o de parentesco hasta el segundo 
grado de consanguinidad, primero de afinidad o único civil, con funcionarios que dentro de los doce (12) meses anteriores a la 
elección hayan ejercido autoridad civil, política, administrativa o militar en el respectivo municipio; o con quienes dentro del 
mismo lapso hayan sido representantes legales de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las 
entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social de salud en el régimen subsidiado en el respectivo 
municipio. En conclusión, para atender la pregunta sobre la situación de un hijo de la actual alcaldesa, quiera ser personero 
municipal, se responde que si concurre la causal de inhabilidad e incompatibilidad por cuanto a si lo establecen los artículos 
nombrados anteriormente. Las inhabilidades son taxativa, por lo tanto, si se encuentra en curso de algunas de ellas, el 
ciudadano no podrá presentar su nombre a consideración de la corporación. La Constitución Política, en el artículo 23, consagra 
el derecho fundamental de petición, el cual se encuentra desarrollado en el Código Contencioso Administrativo, Finalmente, 
sobre el alcance del derecho de petición, el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, establece en el inciso tercero: 
¿Las respuestas en estos casos no comprometerán la responsabilidad de las entidades que las atienden, ni serán de obligatorio 
cumplimiento o ejecución¿. Cordialmente, REINER PALMEZANO RIVERO Departamento de Asesorías y Consultoría. 

724 . inahbilidad para ser personero por ser concejal 

Bogotá, Distrito Capital, Diciembre 14, de 2007 CONSULTA N° 1494 -2007 Señor (a) GUIOMAR FERNANDO RODRIGUEZ DIAZ. 
Edificio caja Agraria piso 5 Oficina 506. Sincelejo- Sucre Consulta: Concepto Jurídico Sobre Inhabilidad. Concepto: En atención 
a la consulta remitida por la procuraduría general de la nación, manifestamos lo siguiente: El concejal, por definición 
constitucional, no es empleado público (artículo 312); como lo dice el artículo 123 de la C. Política, es un servidor público 
sujeto a las responsabilidades que la ley le atribuye (artículo 124 ibidem). Es importante establecer el concepto de servidor 
público para que la consulta en mención sea mas transparente; El artículo 123 de la constitución política define quienes son 
servidores públicos así: ¿Son servidores públicos los miembros de las Corporaciones públicas y trabajadores del Estado y de sus 
entidades descentralizadas territorialmente y por servicios¿ equivalentemente, las calidades e inhabilidades para ser elegido o 
designado como personero municipal se encuentran establecidas en los artículos 173 y 174 la Ley 136 de 1994, además de las 
establecidas en la Constitución Política y la Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario Único). ARTÍCULO 173. CALIDADES. Para ser 
elegido personero en los municipios y distritos de las categorías especial, primera y segunda se requiere ser colombiano por 
nacimiento, ciudadano en ejercicio y ser abogado titulado. En los demás municipios se podrán elegir personeros quienes hayan 
terminado estudios de derecho. ARTÍCULO 174. INHABILIDADES. No podrá ser elegido personero quien: a) Esté incurso en las 
causales de inhabilidad establecidas para el alcalde municipal, en lo que le sea aplicable; b) Haya ocupado durante el año 
anterior, cargo o empleo público en la administración central o descentralizada del distrito o municipio; c) Haya sido 
condenado, en cualquier época, a pena privativa de la libertad excepto por delitos políticos o culposos; d) Haya sido sancionado 
disciplinariamente por faltas a la ética profesional en cualquier tiempo; e) Se halle en interdicción judicial; De igual manera, es 
importante destacar que en artículo posterior, como fue llamado a ocupar el cargo de concejal, quedará sometido al mismo 
régimen de incompatibilidades a partir de su posesión, es por eso que el artículo 43 de la ley 617 plasma las incompatibilidades 
de los concejales que dice; Artículo 47. Modificado. Ley 617 de 2000, artículo 43. Duración de las incompatibilidades. Las 
incompatibilidades de los concejales municipales y distritales, tendrán vigencia hasta la terminación del período constitucional 
respectivo. En caso de renuncia se mantendrán durante los seis meses siguientes a su aceptación, si el lapso que faltare para el 
vencimiento del período fuere superior. Quien fuere llamado a ocupar el cargo de concejal, quedará sometido al mismo régimen 
de incompatibilidades a partir de su posesión. En conclusión, para atender la pregunta sobre la situación de un concejal que se 
le termina el periodo el 31 de diciembre y aspira a ser personero en el respectivo municipio, se responde que no concurre la 
causal de incompatibilidad por cuanto a si lo estable el artículos nombrados anteriormente. Las inhabilidades son taxativa, por 
lo tanto, si no se encuentra en curso de algunas de ellas, el ciudadano podrá ocupar dichos cargos. La Constitución Política, en 
el artículo 23, consagra el derecho fundamental de petición, el cual se encuentra desarrollado en el Código Contencioso 
Administrativo, Finalmente, sobre el alcance del derecho de petición, el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, 
establece en el inciso tercero: ¿Las respuestas en estos casos no comprometerán la responsabilidad de las entidades que las 
atienden, ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución¿. Cordialmente, REINER PALMEZANO RIVERO Departamento de 
Asesorías y Consultoría. 

725 . Personero elegido puede posesionarse antes del periodo, por la renuncia del personero 
anterior? 

726 . INHABILIDADES 

RESPONDIDA 

728 . PRIMA DE SERVICIOS 

RESPONDIDA 

729 . 

730 . Si a los Proyectos de Vivienda Social se le aplica la ley 80 de 1993 y 1150 de 2007 y su Decreto 
reglamentario066 de 2008, o por si el contrario estan exentos de los procedimientos de escogencia 



del Contratista que contienen esas normas, especialmente la seleccion abreviada de menor cuantia 
que seria aplicable en casi todos los casos. 

Los proyectos de Viviendas no aplican a la Ley 80, por las siguientes razones: Primero: Son Programas especiales del Gobierno 
Nacional Segundo: Cuando el proyecto de vivienda es apropiado y publicado en la lista de proyectos elegibles, el oferente o 
contratista que licito y gana el proyecto, automaticamente queda vinculado en el proceso para la ejecucion y no se sometera a 
ninguna otra seleccion. Actualizado 10/12/09 

731 . Soy presidenta del concejo municipal de Restrepo Valle, en este momento hay una vacante 
absoluta, la cual debo procesder a suplir con el siguiente en lista ...... ¿puedo darle posesión a esta 
persona a sabiendas de que existe inhabilidad? pues es evidente y de público conocimiento.... 

En consulta al CONSEJO DE ESTADO su sala de SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL, mediante el Consejero ponente: Javier 
Henao Hadrón, el 17 de febrero de mil novecientos noventa y ocho (1.998). mediante su respuesta radicada con el No. 1.081, 
señalo ¿En ese momento, que corresponde a la fecha dispuesta por la ley para la realización de los comicios, es cuando se 
cuenta, hacia atrás, el lapso de doce meses establecido por la Constitución como inhabilidad para que los funcionarios públicos 
que hayan ejercido jurisdicción o mando, puedan ser congresistas. De no ser así, podrían dejar organizada su campaña para 
llegar al Congreso e inscribirse en un renglón de la lista - obviamente quienes se consideran inhabilitados prefieren el segundo 
o tercero -, con el argumento de que los doce meses se cuentan hasta cuando sean llamados a reemplazar al principal y a 
tomar posesión, caso en el cual desaparecería la inhabilidad. Por su parte nuestra Constitución Política en su ARTÍCULO 6º.¿ 
señala : ¿ Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 
públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones¿. Disposiciones que permiten 
a los organismos de control intervenir en el caso que se viole el principio de legalidad por parte de un servidor del Estado, es 
claro el principio Constitucional al ordenar el cumplimiento de lo determinado en la Ley, pero para efectos de la consulta 
interesa destacar que en cuanto a las inhabilidades algunas operan de plano, sin necesidad de un pronunciamiento judicial o 
administrativo y son autónomas e independientes frente al proceso penal o disciplinario y de la pena o sanción que con ocasión 
de los mismos sobrevenga. Actualizado 10/12/09 

732 . Inscripción a la Asamblea Departamental de un concejal en ejercicio 

La Constitución Política en su artículo 179 numeral 8 manifiesta: Nadie podrá ser elegido para más de una corporación o cargo 
público, ni para una corporación y un cargo, si los respectivos períodos coinciden en el tiempo, así fuere parcialmente. La 
renuncia a alguno de ellos no elimina la inhabilidad. (Reformado. Acto Legislativo No. 01 de 2003. ART. 10º). La ley 617 en su 
Artículo 33.- sobre las inhabilidades de los diputados, dispone:¿No podrá ser inscrito como candidato ni elegido diputado: 3. 
Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la fecha de la elección haya ejercido como empleado público, jurisdicción o 
autoridad política, civil, administrativa o militar, en el respectivo departamento, o quien como empleado público del orden 
nacional, departamental o municipal, haya intervenido como ordenador de gasto en la ejecución de recursos de inversión o 
celebración de contratos, que deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento¿. Para el caso los periodos no 
coinciden en el tiempo y el oncejal no es empleado público , razón por la cual puede inscribirse como cadidato a la Asamblea 
Departamental Revisar sentencia C-665 de 2009 Actualizado 10/12/09 

733 . ¿Teniendo en cuenta el proceso que se avecina de elección de Senado y Cámara y la ley de 
garantías que debe regir 6 o 4 meses antes de esta elección, es de anotar que todas las nominas de 
los entes territoriales se congelan ¿puede el Concejo municipal hacer la elección de secretario 
general? .¿ 

En cuanto a las restricciones de nómina, la ley de Garantías las relaciona en el artículo 32 de la Ley 996 de 2005 ¿ Se 
suspenderá cualquier forma de vinculación que afecte la nómina estatal, en la Rama Ejecutiva del Poder Público, durante los 
cuatro (4) meses anteriores a la elección presidencial y hasta la realización de la segunda vuelta, si fuere el caso¿ lo cual se 
complementa con la restricción del parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005, que establece: ¿La nómina del respectivo 
ente territorial o entidad no se podrá modificar dentro de los cuatro (4 En razón que el cargo de Secretario General del Concejo 
Municipal es de periodo fijo y de elección, que crea una falta definitiva en la corporación en el momento de cumplir su periodo, 
consideramos que forma parte de las excepciones que estable la Ley de Garantías permitiendo su elección. En razón a que el 
cargo de Secretario General del Concejo Municipal es de periodo fijo y de elección, que crea una falta definitiva en la 
corporación en el momento de cumplir su periodo, consideramos que forma parte de las excepciones que estable la Ley de 
Garantías permitiendo su elección. Actualziado 10/12/09 

734 . ¿Puede un concejal laborar en CAVASA y ser concejal de un municipio del Valle del Cauca, 
puede incurrir en devengar doble asignación del estad.¿ 

La Constitución Política en su ARTÍCULO 128.¿ dispuso que: ¿ Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo 
público ni recibir más de una asignación que provenga del Tesoro público, o de empresas o de instituciones en las que tenga 
parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente determinados por la ley. Enmiéndese por Tesoro público el de la 
Nación, el de las entidades territoriales y el de las descentralizadas¿. ¿ Por las consideraciones anteriores la Corte declaró 
exequible el numeral 3º del artículo 43 de la ley 136 de 1994, salvo la expresión ¿de Educación Superior¿, la cual se declaró 
INEXEQUIBLE. ¿Los honorarios que reciben los concejales constituyen asignaciones provenientes del tesoro público, "con cargo 



a los respectivos presupuestos municipales o distritales", de manera que al percibirse simultáneamente con cualquiera otra 
asignación proveniente del mismo tesoro público, o de empresas o instituciones en que tenga parte mayoritaria el Estado, se 
configura la prohibición constitucional de que trata el artículo 128 de la Carta Fundamental ..... " Actualziado 10/12/09 

735 . ¿Es necesario que el c. municipal faculte al alcalde para abrir una licitación pública 
concerniente al servicio público de aseo? 

La Constitución Política establece: "ARTICULO 313.- corresponde a los concejos: 3.- Autorizar al alcalde para celebrar contratos 
y ejercer pro témpore precisas funciones de las que corresponden al Concejo." Por su parte, el artículo 32-3 de la Ley 136 de 
1994, dispone: ARTICULO 32.- ATRIBUCIONES.- Además de las funciones que se le señalan en la Constitución y la ley, son 
atribuciones de los concejos las siguientes: "3. Reglamentar la autorización al alcalde para contratar señalando los casos en 
que requiere autorización previa del Concejo." . De la norma se puede extraer que le corresponde al Concejo Municipal 
reglamentar las autorizaciones para contratar señalando los casos en que requiere el Alcalde la autorización, lo demás es parte 
del resorte autónomo del este en lo relacionado con los procesos de contratación pero conforme al marco jurídico, al plan de 
desarrollo económico, social y con el presupuesto. Actualizado 10/12/09 

736 . ¿Puede el concejo reglamentar la contratación de un municipio...? 

En sentencia C-738 de 2001, expediente D-3250, Magistrado EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT, de julio 11 de 2001 la Corte 
Constitucional señalo:¿Sin embargo, debe advertir esta Corporación que la atribución otorgada en la norma bajo estudio, 
siendo como es una función administrativa, sólo podrá ser ejercida por los Concejos con el alcance y las limitaciones propias de 
su naturaleza. Así, cualquier reglamentación efectuada por dichas Corporaciones, debe ser respetuosa del ámbito reservado 
constitucionalmente al Legislador, por lo cual no puede entrar a establecer procedimientos de selección, normas generales 
aplicables a los contratos, etc., puesto que ello forma parte del núcleo propio del Estatuto de Contratación .... Actualizado 
10/12/09 

737 . ¿Puede el concejo reglamentar la contratación de un municipio 

En sentencia C-738 de 2001, expediente D-3250, Magistrado EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT, de julio 11 de 2001 la Corte 
Constitucional señalo:¿Sin embargo, debe advertir esta Corporación que la atribución otorgada en la norma bajo estudio, 
siendo como es una función administrativa, sólo podrá ser ejercida por los Concejos con el alcance y las limitaciones propias de 
su naturaleza. Así, cualquier reglamentación efectuada por dichas Corporaciones, debe ser respetuosa del ámbito reservado 
constitucionalmente al Legislador, por lo cual no puede entrar a establecer procedimientos de selección, normas generales 
aplicables a los contratos, etc., puesto que ello forma parte del núcleo propio del Estatuto de Contratación .... Actualziado 
10/12/09 

739 . indemnizacion perjuicios morales en menores de edad, en procesos administrativos 

San Juan de Pasto Señor: JOSE GABRIEL PASAJE PALACIOS L. C. REFERENCIA: CONSULTA INDEMNIZACION MENOR Sobre la 
indemnización de perjuicios y su - liquidación y la reparación integral o Indemnización futura se tiene que para efectos de 
liquidación, el tiempo a indemnizar será el comprendido entre la fecha en la cual el menor cumplirá su mayoría de edad, época 
en la que se supone iniciaría su vida laboral y económica independiente, hasta la fecha de vida probable de acuerdo con la tabla 
colombiana de mortalidad. Se tomará como salario base el mínimo vigente a la fecha de los hechos actualizado a la de esta 
sentencia y no el salario mínimo proyectado a la fecha en que el menor cumplirá 18 años, ya que el monto de la indemnización 
se calcula a la fecha de ocurrencia del hecho con la correspondiente actualización a fin de que la reparación sea integra. La 
anterior información esta supeditada al artículo 25 del Código Contencioso Administrativo que expresa ¿las respuestas en estos 
casos no comprometerán las responsabilidades que las atienden ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución. Atentamente 
LUIS ARTURO RENGIFO CALIZ Actualziado 10/12/09 

740 . 1. Elaboracion del Presupuesto Municipal del Tablon de Gomez 2. Transferencias 
Presupuestales 3. Implicaciones de las Transferencias 

El Presupuesto es una herramienta que sirve para ejecutar desciones tomando como base el plan de desarrollo, el marco fiscal 
de mediano plazo, el plan financiero. El Presupuesto es un Acto administrativo que relaciona de manera detallada y anticipada, 
los ingresos y autoriza los gastos del municipio y sus establecimientos publicos para una vigencia fiscal que incia el primero de 
enero y termina el 31 de diciembre de cada año. Consta de 3 Partes: Presupesto de Ingresos, Presupuesto de Gastos y 
desiciones Generales Teniendo en cuenta que el hermano es pariente en segundo grado de consanguinidad, y que es al Concejo 
a quien compete la elección del secretario del mismo, está prohibida la elección del hermano de un concejal para dicho cargo. 
FUENTE LEGAL: Constitución Política, art. 292 Ley 821 de 2003 Actualizado 10/12/09 

741 . 1. Analisis Decreto 770/2005 2. Competencias Laborales 

El decreto 770/2005 establece el sistema de funciones y de requesitos generales que regira para los empleos publicos y 
ademas establece la nocion de empleo como el conjunto de funciones, tareas y responsabilidades que se asignan a una persona 
y las competencias requeridas para llevarlas a cabo con el proposito de satisfacer el cumplimiento de los planes de desarrollo 



del estado. Las competencias laborales funciones y requisitos especificos para su ejercicio seran fijados por los repectivos 
organismos entidades, con sujeccion a los que establesca el gobierno nacional deacurdo con los parametros señalado en el 
articulo 5 del mencionado decreto, para aquellos empleos cuyas funciones y requisitos esten señalado en la constitucion politica 
y la ley. Se han establecido los siguientes niveles: Directivo, Asesor, Profesional, Tecnico, Asistencial Actualizado 10/12/09 

742 . 1. Impedimento para Contratar de Concejal 2. Difierncia entre inhabilidad e impedimento 

En términos generales se tiene por inhabilidad la prohibición constitucional o legal para que un servidor público pueda, mientras 
ocupa su cargo o ejerza su investidura, desempeñar otro empleo, recibir otra asignación del tesoro, celebrar determinados 
contratos u ocuparse de determinadas gestiones o actividades. En relación con este tema especifico la Ley 80 de 1993, Estatuto 
General de Contratación de la Administración Pública en el artículo octavo literal f) expresa lo siguiente: ¿Artículo 8. De las 
inhabilidades e incompatibilidades para contratar. 1. Son inhábiles para participar en licitaciones o concursos y para celebrar 
contratos con las entidades estatales: .. f) los servidores públicos...¿ Por su parte, la Constitución Política en el artículo 123 
sobre el tema de las inhabilidades expresa: ¿Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los 
empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios¿. La oficina jurídica 
resalta. Como se observa, esta norma incluye a los concejales, en tanto estos son miembros de una corporación pública, como 
lo es el concejo municipal al tenor de lo indicado por el artículo 312 de la Carta. Por su parte, el inciso primero del artículo 127 
de la Constitución señala que: ¿Los servidores públicos no podrán celebrar, por sí o por interpuesta persona, o en 
representación de otro, contrato alguno con entidades públicas o con personas privadas que manejen o administren recursos 
públicos, salvo las excepciones legales.¿ De la normas constitucionales transcritas se desprende que en su calidad de concejal, 
al contratar usted con una entidad municipal del mismo departamento, sería susceptible de encontrarse incurso en dicho 
precepto superior, toda vez que aunque se trata de una entidad municipal diferente a la suya, maneja recursos públicos 
entregados para la realización de las diferentes obras, lo cual esta previsto expresamente en la disposición anotada que como 
se sabe goza de supremacía en atención a lo establecido en el artículo 4 de la Constitución, y por lo tanto es de aplicación 
directa. Nótese que la norma cubre a todas las entidades que manejen recursos o dineros públicos, sin distinguir su origen. 
Además, en el artículo 46 de la ley 136 de 1994, adicionado por la ley 617 de 2000, norma que contempla las excepciones a las 
incompatibilidades, no se encuentra una excepción expresa a lo normado por la carta en el artículo 127 ya transcrito. 
Actualziado 10/12/09 

743 . 1. Cargo mediante encargatura alcaldia 

La figura del encargo, constituye una situación administrativa (también puede ser una forma de provisión temporal de un 
empleo) que se presenta cuando quiera que haya necesidad de proveer un cargo, por el tiempo que dure una vacancia 
temporal o por el término máximo legal cuando la vacancia sea definitiva; siempre que la ley lo autorice, el encargo puede ser 
total o parcial, pudiendo el encargado separarse de su empleo, o, a la par desempeñar las funciones de cuyo empleo es titular 
con las asignadas al cargo vacante. A. POLITICAS. - En desarrollo de esta función, el alcalde debe acoplar la actividad municipal 
con los lineamientos y actividades gubernamentales a niveles nacional y departamental, poniendo en marcha, de manera 
precisa y en el tiempo indicado, los planes y programas trazados por las autoridades nacionales y departamentales; de igual 
manera, debe cumplir y asegurarse de que en su municipio se cumplan la constitución, las leyes, las ordenanzas, los acuerdos 
y decretos que estén en vigor. B. ADMINISTRATIVAS. - El alcalde es el jefe de la administración municipal (arts. 200 de la C.N. 
y 128 del C.R.M.) y en tal calidad no solo tiene las atribuciones específicas, para lo cual el alcalde debe ejercer el control 
necesario, objetando, de ser preciso, los proyectos de Acuerdos que se aparten de tal precepto. El ejercicio de algunas de las 
funciones administrativas citadas, no puede ser aplazado sin que se entrabe la gestión local a causa de la interpretación 
caprichosa que de la ley hagan los alcaldes, pues, lejos de constituirse en cabeza de la administración terminan siendo 
obstáculo de su propio programa de trabajo. C) FUNCIONES POLICIVAS. - Estas funciones se ejercen cuando los alcaldes 
conocen y resuelven procesos civiles preventivos de policía, v.gr. de amparo domiciliario, posesorios sobre aguas, etc.; también 
se ejercen, cuando deben reemplazar a la autoridad judicial como cuando reciben denuncias, capturan a presuntos autores o 
participes en los caos de flagrancia, etc., siendo por demás absurdo prohibir mediante acto administrativo el ejercicio siquiera 
temporal de tales funciones a un alcalde encargado, pues, dada su gravedad, exigen la aplicación siempre urgente de medidas 
que impidan su desbordamiento y a la vez garanticen tranquilidad a la comunidad. En los eventos de falta temporal, excepto la 
suspensión, corresponde al alcalde titular encargar de sus funciones a uno de los secretarios o quien haga sus veces, si no 
pudiera hacerlo, el Secretario de Gobierno o único del lugar asume las funciones mientras el titular se reintegra o encarga a 
uno de sus secretarios. Actualizado 10/12/09 

744 . la desconcetración, requiero ejemplos puntuales que permitan diferenciarlo de la 
descentralización¿ 

la Corte ha entendido que la descentralización ¿es un principio organizacional que tiene por objeto distribuir funciones entre la 
administración central y los territorios (descentralización territorial), o entre la primera y entidades que cumplen con labores 
especializadas (descentralización por servicios), de manera que el ejercicio de determinadas funciones administrativas sea 
realizado en un marco de autonomía por las entidades territoriales o las instituciones especializadas¿6 De otro lado, la 
¿delegación y la desconcentración (¿) atienden más a la transferencia de funciones radicadas en cabeza de los órganos 
administrativos superiores a instituciones u organismos dependientes de ellos, sin que el titular original de esas atribuciones 
pierda el control y la dirección política y administrativa sobre el desarrollo de esas funciones. Por eso, se señala que estas dos 
fórmulas organizacionales constituyen, en principio, variantes del ejercicio centralizado de la función administrativa¿ 
Actualizado 10/12/09 
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administración central y los territorios (descentralización territorial), o entre la primera y entidades que cumplen con labores 
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Actualizado 10/12/09 

746 . debo de abstenerme de dar posesión a la persona que sigue en lista por encontrarse incurso en 
causal de inhabilidad para ser posesionado.¿¿ ya que fue contratista del municipio hasta diciembre 
de 2007, durante el año anterior a la inscripción y elección 

El Consejo de Estado mediante Sentencia nº 63001-23-31-000-2004-00569-01(3758) de la Sección Quinta, de 22 de 
Septiembre 2005 , señalo: ¿ El constituyente previó la aplicación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades al que están 
sometidos los candidatos elegidos por voto popular en las Corporaciones Públicas, también para quienes no fueron elegidos, en 
el evento de que, efectivamente, entren a reemplazar a los candidatos elegidos de la correspondiente lista electoral; y además, 
el legislador determinó el momento a partir del cual se aplica el citado régimen de inhabilidades e incompatibilidades, a los 
concejales que son llamados a ocupar el cargo. Resulta entonces claro que el llamado a ocupar el cargo, tiene origen en la 
elección, toda vez que el candidato participó en ella y aunque no resultó elegido, si obtuvo una votación y hace parte de la lista 
correspondiente a la del concejal titular, circunstancias éstas, que por mandato constitucional le otorgan el derecho a ser 
llamado a ocupar la curul en caso de vacancia;¿ Actualizado 10/12/09 

747 . debo de abstenerme de dar posesión a la persona que sigue en lista por encontrarse incurso en 
causal de inhabilidad para ser posesionado.¿¿ ya que fue contratista del municipio hasta diciembre 
de 2007, durante el año anterior a la inscripción y elección 

El Consejo de Estado mediante Sentencia nº 63001-23-31-000-2004-00569-01(3758) de la Sección Quinta, de 22 de 
Septiembre 2005 , señalo: ¿ El constituyente previó la aplicación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades al que están 
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elección, toda vez que el candidato participó en ella y aunque no resultó elegido, si obtuvo una votación y hace parte de la lista 
correspondiente a la del concejal titular, circunstancias éstas, que por mandato constitucional le otorgan el derecho a ser 
llamado a ocupar la curul en caso de vacancia;¿ Actualizado 10/12//09 

748 . ¿ La inhabilidad de un docente que aspire al Concejo o ejerza ambas funciones, en el 
municipio¿ 

La Corte en su fallo aclara, que en el evento de que el concejal ejerza una función docente que requiera una vinculación con 
carácter de tiempo completo o de medio tiempo, propia del desempeño del respectivo empleo, se configura la violación a la 
prohibición constitucional de que trata el artículo 128 según el cual ¿nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un 
empleo público ni recibir más de una asignación que provenga del tesoro público¿¿, en concordancia con el artículo 291 de la 
misma, que prohíbe a los miembros de las corporaciones públicas de las entidades territoriales aceptar cargo alguno en la 
administración pública, igualmente señala la Corte en referencia al artículo 312 del mismo estatuto, que ¿la aceptación de 
cualquier empleo público, constituye falta absoluta¿. En armonía con el artículo 96 numeral 6º de la Ley 136 de 1994, ya 
declarado exequible por la Corporación en la Sentencia No. C-194 de 1995. Actualzado 10/12/09 

749 . ¿Cual es la metodología y la forma de calificar al servidor público que concursa para ser carrera 
administrativa¿ 

El art.38 de la ley 909 determino:" El desempeño laboral de los empleados de carrera administrativa deberá ser evaluado y 
calificado con base en parámetros previamente establecidos que permitan fundamentar un juicio objetivo sobre su conducta 
laboral y sus aportes al cumplimiento de las metas institucionales. A tal efecto, los instrumentos para la evaluación y 
calificación del desempeño de los empleados se diseñarán en función de las metas institucionales". En su art. 40 señalo que se 
reralizara: "De acuerdo con los criterios establecidos en esta Ley y en las directrices de la Comisión Nacional del Servicio Civil, 
las entidades desarrollarán sus sistemas de evaluación del desempeño y los presentarán para aprobación de esta Comisión.¿ 
De las normas citadas se puede concluir que los métodos de evaluación y calificación se harán con base en parámetros 
previamente establecidos que permitan fundamentar un juicio objetivo sobre su conducta laboral y sus aportes al cumplimiento 
de las metas institucionales y de acuerdo con los criterios establecidos en la Ley 909 y en las directrices de la Comisión 



Nacional del Servicio Civil, las entidades desarrollarán sus sistemas de evaluación del desempeño. Actualizado 10/12/09 

750 . ¿si es posible dar continuidad a los beneficios de los que faltan o suspender momentáneamente 
y con prudencia estas aspiraciones a encargos¿ 

En cuanto al encargo la ley 909 de 2004, ordena en su artículo 24: ¿Mientras se surte el proceso de selección para proveer 
empleos de carrera administrativa, y una vez convocado el respectivo concurso, los empleados de carrera tendrán derecho a 
ser encargados de tales empleos si acreditan los requisitos para su ejercicio, poseen las aptitudes y habilidades para su 
desempeño, no han sido sancionados disciplinariamente en el último año y su última evaluación del desempeño sea 
sobresaliente. El término de esta situación no podrá ser superior a seis (6) meses. El encargo deberá recaer en un empleado 
que se encuentre desempeñando el empleo inmediatamente inferior que exista en la planta de personal de la entidad, siempre 
y cuando reúna las condiciones y requisitos previstos en la norma. De no acreditarlos, se deberá encargar al empleado que 
acreditándolos desempeñe el cargo inmediatamente inferior y así sucesivamente. Los empleos de libre nombramiento y 
remoción en caso de vacancia temporal o definitiva podrán ser provistos a través del encargo de empleados de carrera o de 
libre nombramiento y remoción, que cumplan los requisitos y el perfil para su desempeño. En caso de vacancia definitiva el 
encargo será hasta por el término de tres meses, vencidos los cuales el empleo deberá ser provisto en forma definitiva¿. Así, 
mientras se surte el proceso de selección convocado para proveer empleos de carrera, los empleados de carrera, tendrán 
derecho preferencial a ser encargados de tales empleos, si acreditan los requisitos de estudio y experiencia y el perfil para su 
desempeño. Sólo en caso de que no sea posible realizar el encargo podrá hacerse nombramiento provisional. Actualizado 
10/12/09 

751 . ¿Un Concejal cuya esposa labora en el Municipio en un cargo de carrera administrativa como 
Secretaria en una Secretaria de Gabinete Municipal, puede este concejal votar todos los proyectos de 
acuerdo sin que este le cause alguna falta por conflicto de intereses o en que puede incurrir ¿ 

Por tratarse de una servidora de carrera administrativa, que no tiene funciones de autoridad política o administrativa, mando o 
dirección u ordenadora del gasto, o influir directamente sobre una decisión, conforme a las normas señaladas considero que no 
se presenta conflicto de intereses en el cumplimiento de su función de concejal. Actualizado 10/12/09 

752 . ¿Un Concejal cuya esposa labora en el Municipio en un cargo de carrera administrativa como 
Secretaria en una Secretaria de Gabinete Municipal, puede este concejal votar todos los proyectos de 
acuerdo sin que este le cause alguna falta por conflicto de intereses o en que puede incurrir ¿ 

Por tratarse de una servidora de carrera administrativa, que no tiene funciones de autoridad política o administrativa, mando o 
dirección u ordenadora del gasto, o influir directamente sobre una decisión, conforme a las normas señaladas considero que no 
se presenta conflicto de intereses en el cumplimiento de su función de concejal. Actualizado 10/12/09 

753 . ¿ Que se puede hacer cuando en un presupuesto municipal se incluye un presupuesto para las 
juntas y no se ejecuta sino un 5% de los presupuestado¿ 

Su pregunta me permite prever que se trata de un presupuesto escapista" que no es otra cosa que anunciar asignación de 
recursos a políticas públicas específica sin llegar a ejecutarlas. El gobierno maneja un "presupuesto sin llegar a ejecutarlo, dado 
que la restricción última de caja no lo permite una vez se haya agotado todo el cupo vigente de endeudamiento. El gobierno 
autoriza apropiación de gasto a sabiendas que de hecho no tendrá lugar. Las pérdidas de apropiación son el fiel reflejo de esta 
situación, el presupuesto es público pertenece a la entidad territorial municipal y conforme a la norma no pasa al patrimonio de 
la junta comunal y quien tiene un rublo especial que requiere ser ejecutado pero no de cualquier manera si no conforme a las 
normas vigentes y se ejecutarán estrictamente conforme al fin para el cual fueron programadas Actualziada 10/12/09 

754 . La ley orgánica de presupuesto rige solo por un año?¿ 

Una cosa es una ley orgánica y otra la ley ordinaria, la ley ordinaria de presupuesto se expide anualmente y es para esa 
vigencia fiscal, mientras que la ley orgánica no tiene termino de vigencia y rige hasta que otra ley de su misma categoría la 
derogue o modifique Actualizada 10/12/09 

755 . La ley orgánica de presupuesto rige solo por un año?¿ 

Una cosa es una ley orgánica y otra la ley ordinaria, la ley ordinaria de presupuesto se expide anualmente y es para esa 
vigencia fiscal, mientras que la ley orgánica no tiene termino de vigencia y rige hasta que otra ley de su misma categoría la 
derogue o modifique Actualziada 10/12/09 

756 . Procedimiento de Subasta Inversa Ley 80, decreto 2474 de 2005. 

NORMATIVIDAD APLICABLE AL PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN Y AL CONTRATO Teniendo en cuenta la naturaleza jurídica del 
contrato a celebrar, (adquisición de bienes de condiciones técnicas uniformes y de común utilización), la modalidad de selección 



que se debe adelantar es la de selección abreviada, definida en el artículo 2, numeral 2, literal a) de la Ley 1150 de 2007, 
reglamentado y establecido mediante los factores de selección en los artículos 11 al 13, 16 al 19, y 23 al 25, del Decreto 066 
de 2008. Se utilizara para la selección del contratista el procedimiento de subasta inversa presencial, reglamentado por los 
articulo 12 y 25 del Decreto 066 de 2008, teniendo en cuenta que a la fecha la entidad no cuenta con la infraestructura 
tecnológica para realizar subasta inversa de manera electrónica. En consideración a lo anterior, y acorde a lo exigido en el 
parágrafo del artículo 23 del Decreto 066 de 2008, el jefe o representante legal de la entidad certifica que no cuenta con la 
infraestructura tecnológica para realizar subasta inversa electrónica. Los pliegos de condiciones que elabore la entidad para el 
presente proceso de selección deberán contener además de los requisitos exigidos en el numeral 5 del artículo 24 de la Ley 80 
de 1993 reglamentado por el articulo e del Decreto 679 de 1994, los definidos en el artículo 6 del Decreto 066 de 2008, así 
como los específicos de cada modalidad de selección. En materia de publicidad del proceso de selección se debe observar y 
cumplir lo dispuesto en los artículos 4 del Decreto 066 de 2008, referente a la convocatoria pública en los procesos de 
licitación, selección abreviada y concurso de meritos, así como lo dispuesto en los artículos 8 (publicidad del procedimiento en 
el SECOP, Portal Único de Contratación Estatal), y 9 (publicidad proyecto de pliegos de condiciones y pliegos de condiciones 
definitivos) del mismo Decreto. Adicional a lo anterior, dentro de las etapas precontractual, contractual, y post contractual, se 
debe aplicar lo dispuesto en el Decreto 3512 de 2003, especialmente lo expresado en su artículo 13, concordado con los 
Acuerdos No. 04 y 05 de 2005, No. 09 de 2006 y No. 11 de 2007, así como la circular No.1 de 2008, expedidos por la 
Contraloría General de la República, referentes al cumplimiento de las obligaciones en el SICE. De acuerdo con la ley 
Colombiana, las normas actualmente vigentes se entienden conocidas por todos los PROPONENTES que participen en el 
presente procedimiento de selección. NOTA: Hasta tanto no entre a regir lo dispuesto en el artículo 6 y 33 de la Ley 1150 de 
2007, en lo referente a la exigencia de inscripción de los oferentes en el Registro único de proponentes, Decreto 856 de 1994. 
Si el PROPONENTE considera que existen omisiones o contradicciones, o se tuviere dudas sobre la interpretación, significado o 
alcance de cualquier parte de las condiciones o especificaciones de los Pliegos de Condiciones, EL PROPONENTE deberá solicitar 
por escrito la aclaración pertinente a la Entidad. Situación que la entidad deberá estar disponible, para conocimiento de todos 
Se recomienda que si existe alguna objeción dentro del proceso contractual este se debe sujetar con evidencias validas y 
efectivas de lo contrario seria algo infructuoso. Considero que de la conversación que tuvimos llegamos a la conclusión que era 
procedente redactar un oficio con los argumentos que usted mencionaba parar darlo a conocer a la entidad, con el fin de que se 
realice por lo menos una contratación transparente. Por lo demás una vez revisada la parte normativa es muy difícil ya en esta 
instancia detener la ejecución de la subasta. No obstante existen organismos de control que pueden realizar una investigación 
mas de fondo como son la Procuraduría, y la fiscalia si el caso lo amerita todo claro si existen evidencias para argumentar las 
presuntas irregularidades. Atte LUIS ARTURO RENGIFO CALIZ SISICAP - ESAP 

757 . EFECTOS LEY DE GARANTIAS 

ASPECTOS A TENER EN CUENTA EN MATERIA DE CONTRATACIÓN Y NÓMINA CON OCASIÓN DE PROCESOS ELECTORALES. 
Congelación de la nómina estatal. La ley de garantías exige la congelación de la nómina estatal cuatro meses antes de las 
elecciones de presidente de la República. Lejos de ser un obstáculo para la ejecución del presupuesto, la norma lo que hace es 
demandar celeridad al funcionario encargado. Con el fin de facilitar la aplicación de la Ley 996 de 2005, y en concordancia con 
sentencia de constitucionalidad 1153 DE 2005, durante los próximos procesos electorales, a saber: de miembros del Congreso 
de la República que se llevará a cabo el día 14 de marzo de 2010, y la primera vuelta para las elecciones presidenciales 
programadas para el día 30 de mayo de 2010, se advierte a todos los sobre la necesidad de revisar y ajustar el Plan 
Contractual para la siguiente vigencia (2010), priorizando la contratación de bienes y servicios que requieran la continua y 
eficiente prestación de los servicios, teniendo en cuenta que se trate de bienes y servicios inaplazables e imprescindibles que 
afecten el normal funcionamiento de la entidad. Se tomará las medidas necesarias para garantizar el normal funcionamiento la 
disponibilidad de los recursos aprobados a partir del 02 de enero de 2010. Actualizada 10/12/09 

758 . EFECTOS LEY DE GARANTIAS 

RESTRICCIONES EN MATERIA CONTRACTUAL FECHA DE INICIO DE LA RESTRICCIÓN FECHA DE TERMINACIÓN DE LA 
RESTRICCIÓN ACTIVIDADES Y CONTRATOS 1.- A partir de la primera hora del día 13 de noviembre de 2009. Hasta las 24 
horas del día 14 de marzo de 2010. No se podrán realizar convenios ínter administrativos para la ejecución de recursos 
públicos. A partir de la primera hora del día 29 de enero de 2010. Hasta las 24 horas del día 30 de mayo de 2010 (fecha de la 
elección presidencial) o hasta la hora 24:00 del día de realización de la segunda vuelta. Queda restringida la Compra o 
Adquisición directa, la Contratación Directa y la Invitación Directa. 2.- De igual manera, está restringida la contratación de 
bienes y servicios de todos los entes de Estado, a través de procesos de contratación directa. 3.- Tratándose de contratos cuyo 
plazo de ejecución finalice después del 29 de enero de 2010 y que no se encuentren dentro de las excepciones previstas en la 
Ley 996 de 2005, será preciso establecer si para el cumplimiento de los fines estatales y la continua y eficiente prestación del 
servicio es necesario acordar la prórroga y/o adición del contrato, la cual podrá hacerse antes de la fecha de vencimiento 
prevista en el mismo y dentro de los límites contenidos en el Estatuto de Contratación. Actualizada 10/12/09 

759 . EFECTOS LEY DE GARANTIAS 

RESTRICCIONES EN MATERIA CONTRACTUAL FECHA DE INICIO DE LA RESTRICCIÓN FECHA DE TERMINACIÓN DE LA 
RESTRICCIÓN ACTIVIDADES Y CONTRATOS 1.- A partir de la primera hora del día 13 de noviembre de 2009. Hasta las 24 
horas del día 14 de marzo de 2010. No se podrán realizar convenios ínter administrativos para la ejecución de recursos 
públicos. A partir de la primera hora del día 29 de enero de 2010. Hasta las 24 horas del día 30 de mayo de 2010 (fecha de la 
elección presidencial) o hasta la hora 24:00 del día de realización de la segunda vuelta. Queda restringida la Compra o 
Adquisición directa, la Contratación Directa y la Invitación Directa. 2.- De igual manera, está restringida la contratación de 
bienes y servicios de todos los entes de Estado, a través de procesos de contratación directa. 3.- Tratándose de contratos cuyo 



plazo de ejecución finalice después del 29 de enero de 2010 y que no se encuentren dentro de las excepciones previstas en la 
Ley 996 de 2005, será preciso establecer si para el cumplimiento de los fines estatales y la continua y eficiente prestación del 
servicio es necesario acordar la prórroga y/o adición del contrato, la cual podrá hacerse antes de la fecha de vencimiento 
prevista en el mismo y dentro de los límites contenidos en el Estatuto de Contratación. Actualizado 10/12/09 

760 . EFECTOS LEY DE GARANTIAS 

RESTRICCIONES EN MATERIA CONTRACTUAL FECHA DE INICIO DE LA RESTRICCIÓN FECHA DE TERMINACIÓN DE LA 
RESTRICCIÓN ACTIVIDADES Y CONTRATOS 1.- A partir de la primera hora del día 13 de noviembre de 2009. Hasta las 24 
horas del día 14 de marzo de 2010. No se podrán realizar convenios ínter administrativos para la ejecución de recursos 
públicos. A partir de la primera hora del día 29 de enero de 2010. Hasta las 24 horas del día 30 de mayo de 2010 (fecha de la 
elección presidencial) o hasta la hora 24:00 del día de realización de la segunda vuelta. Queda restringida la Compra o 
Adquisición directa, la Contratación Directa y la Invitación Directa. 2.- De igual manera, está restringida la contratación de 
bienes y servicios de todos los entes de Estado, a través de procesos de contratación directa. 3.- Tratándose de contratos cuyo 
plazo de ejecución finalice después del 29 de enero de 2010 y que no se encuentren dentro de las excepciones previstas en la 
Ley 996 de 2005, será preciso establecer si para el cumplimiento de los fines estatales y la continua y eficiente prestación del 
servicio es necesario acordar la prórroga y/o adición del contrato, la cual podrá hacerse antes de la fecha de vencimiento 
prevista en el mismo y dentro de los límites contenidos en el Estatuto de Contratación. Actualizado 10/12/09 

761 . EFECTOS LEY DE GARANTIAS 

RESTRICCIONES EN MATERIA CONTRACTUAL FECHA DE INICIO DE LA RESTRICCIÓN FECHA DE TERMINACIÓN DE LA 
RESTRICCIÓN ACTIVIDADES Y CONTRATOS 1.- A partir de la primera hora del día 13 de noviembre de 2009. Hasta las 24 
horas del día 14 de marzo de 2010. No se podrán realizar convenios ínter administrativos para la ejecución de recursos 
públicos. A partir de la primera hora del día 29 de enero de 2010. Hasta las 24 horas del día 30 de mayo de 2010 (fecha de la 
elección presidencial) o hasta la hora 24:00 del día de realización de la segunda vuelta. Queda restringida la Compra o 
Adquisición directa, la Contratación Directa y la Invitación Directa. 2.- De igual manera, está restringida la contratación de 
bienes y servicios de todos los entes de Estado, a través de procesos de contratación directa. 3.- Tratándose de contratos cuyo 
plazo de ejecución finalice después del 29 de enero de 2010 y que no se encuentren dentro de las excepciones previstas en la 
Ley 996 de 2005, será preciso establecer si para el cumplimiento de los fines estatales y la continua y eficiente prestación del 
servicio es necesario acordar la prórroga y/o adición del contrato, la cual podrá hacerse antes de la fecha de vencimiento 
prevista en el mismo y dentro de los límites contenidos en el Estatuto de Contratación. Actualizado 10/12/09 

762 . RESPONDIDA 

TRAMITES DE LA CONTRATACIÓN EN VIGENCIA DE LA LEY DE GARANTIAS Si la entidad tiene pendiente, tramite alguno 
relacionado con la firma de Convenios o Contratos Interadministrativos con entidades gubernamentales de carácter nacional, 
departamental, distrital o municipal, se advierte la necesidad de desarrollar su trámite antes del 13 de noviembre de 2009 por 
cuanto por mandato del parágrafo del artículo 38 de la ley 996/05, ¿Los Gobernadores, Alcaldes Municipales y/o Distritales, 
Secretarios, Gerentes y directores de Entidades Descentralizadas del orden Municipal, Departamental o Distrital, dentro de los 
cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos 
públicos¿¿ Actualziada 10/12/09 

763 . ¿cuales son los ítems o nombres que los Municipios tiene discriminados como Ingresos 
Corrientes de Libre Destinación¿ 

En el artículo 3° de la Ley 617 de 6 de octubre de 2000, el legislador reguló el tema atinente a la financiación de los gastos de 
funcionamiento de las entidades territoriales, en los siguientes términos: ¿Parágrafo 1°. Para efectos de lo dispuesto en esta 
ley se entiende por ingresos corrientes de libre destinación los ingresos corrientes excluidas las rentas de destinación 
específica, entendiendo por estas las destinadas por ley o acto administrativo a un fin determinado. Los ingresos corrientes son 
los tributarios y los no tributarios, de conformidad con lo dispuesto en la ley orgánica de presupuesto". para que se tenga en 
cuenta al discriminar los ingresos de libre destinación o ingresos corrientes, separando los de destinación especifica. Señalo con 
que recursos no se podrán financiar gastos de funcionamiento , lo que se debe tener en cuenta al discriminar los ingresos de 
libre destinación o ingresos corrientes, separando los de destinación especifica. Reglamentado decreto 2577 de 2005 
Actualizado 10/12/09 

764 . :¿Como puedo conocer el procedimiento para presentar un proyecto de mi comunidad" 

Para la presentación de proyectos y requisitos legales exigidos se debe guiar conforme a lo establecido en la Ley 152/94 art. 
49, Decreto Ley 111 de 1996 , el Decreto 841 de 1990, Decreto 805 de 2005 y Decreto 875 de 2008 . De acuerdo a la 
normatividad señalada, el Banco de Programas y Proyectos de Inversión Nacional, Bpin, es un sistema de información sobre 
programas y proyectos de inversión pública, viables técnica, financiera, económica, social, institucional y ambientalmente, 
susceptibles de ser financiados o cofinanciados con recursos del Presupuesto General de la Nación. "El Departamento Nacional 
de Planeación organizará y coordinará una Red Nacional de Bancos de Proyectos, la cual estará conformada por los Bancos de 
Proyectos de Inversión de los diferentes niveles territoriales del sector público, tanto central como descentralizado, que reúnan 
los requisitos necesarios para participar¿. Para mayor información ponerse en contacto con el Departamento Nacional de 



Planeación en la dirección www.dnp.gov.co ¿ BPIN 

765 . ¿ Aclaración sobre el porque le cobran los contadores de agua y energía a los usuarios, si las 
empresas públicas los deben dar¿ 

La presente consulta se enmarca dentro de nuestra Constitución Política en su Artículo 369 al determinar : ¿La ley determinará 
los deberes y derechos de los usuarios, el régimen de su protección y sus formas de participación en la gestión y fiscalización 
de las empresas estatales que presten el servicio ...... ¿ La Ley 142 de 1994 señala: ¿ARTÍCULO 144. DE LOS MEDIDORES 
INDIVIDUALES. Los contratos uniformes pueden exigir que los suscriptores o usuarios adquieran, instalen, mantengan y 
reparen los instrumentos necesarios para medir sus consumos. En tal caso, los suscriptores o usuarios podrán adquirir los 
bienes y servicios respectivos a quien a bien tengan; y la empresa deberá aceptarlos siempre que reúnan las características 
técnicas a las que se refiere el inciso siguiente. La empresa podrá establecer en las condiciones uniformes del contrato las 
características técnicas de los medidores, y del mantenimiento que deba dárseles. ARTÍCULO 145. CONTROL SOBRE EL 
FUNCIONAMIENTO DE LOS MEDIDORES. Las condiciones uniformes del contrato permitirán tanto a la empresa como al 
suscriptor o usuario verificar el estado de los instrumentos que se utilicen para medir el consumo; y obligarán a ambos a 
adoptar precauciones eficaces para que no se alteren. Se permitirá a la empresa, inclusive, retirar temporalmente los 
instrumentos de medida para verificar su estado¿. Actualñizado 10/12/09 

766 . CONCEPTO URGENCIA MANIFIESTA 

El artículo 24 literal f), de la Ley 80 de 1993, entre otros casos, permite contratar directamente cuando existe "urgencia 
manifiesta". Y según el art. 42 ibídem, ella existe "cuando la continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la 
prestación de servicios o la ejecución de obras en el inmediato futuro, cuando se presenten situaciones relacionadas con los 
estados de excepción; cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o 
constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones inmediatas, y, en general, cuando se trate de situaciones 
similares que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o de concurso público". Según la transcrita disposición, los 
motivos de urgencia manifiesta deben evaluarse específicamente y se presentan en todos los casos en los cuales, según las 
circunstancias de hecho, resulte imposible acudir a un procedimiento de selección o concurso público. Ante la premura del 
tiempo, muchas veces no podrán adjudicarse mediante licitación o concurso; de donde resulta que es urgente celebrarlos 
directamente. La urgencia manifiesta se declara mediante acto administrativo motivado. Del art. 42 inciso segundo se infiere 
que la declaratoria de urgencia puede referirse a uno o a varios contratos que se funden en el mismo motivo; pero, en la 
motivación se debe hacer referencia específica a cada uno de los contratos que se vayan a celebrar con el objeto de señalar 
claramente su causa y finalidad. Articulo 32 ley 1150 de 2007 Actualizado 10/12/09 

767 . TRAMITE PRIMER DEBATE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONCEJO MUNICIPAL A PROYECTO DE 
ACUERDO, QUE MODIFICA EL REGLAMENTO INTERNO. 

Todo proyecto de acuerdo que se someta a estudio y consideración del concejo municipal surte las siguientes etapas: - Se 
radica en la Secretaria de la Corporación - La secretaria lo deja a disposición de la mesa directiva, para conocimiento y tramite 
por parte del presidente - El presidente de la Corporación lo envía a estudio ante la respectiva comisión, designándole un 
ponente entre los integrantes de la misma. - La comisión lo estudia en primer debate, previa citación por parte del presidente 
de la comisión. - El ponente del proyecto esta encargado de preparar, soportar y sustentar la ponencia del proyecto de acuerdo 
acorde con lo que haya sucedido en comisión, para lo cual elabora un informe denominado ponencia. - Si el proyecto de 
acuerdo es aprobado en primer debate, por mayoría de votos, en comisión, se envía a la secretaria del concejo para que 
informe a la presidencia de la Corporación. - El presidente de la corporación trascurridos mínimo tres días después de haberse 
surtido el primer debate, incluye el estudio del proyecto dentro del orden del día para que en plenaria se surta el segundo 
debate. - Si el proyecto obtiene aprobación, por mayoría de votos, en plenaria, dentro de los ocho días siguientes es suscrito 
por el presidente y la secretaria de la Corporación y se envía al alcalde para la sanción. - El alcalde procede a la sanción 
convirtiéndolo en acuerdo o, en caso contrario lo objeta. - Una vez sancionado el alcalde devuelve el acuerdo a la corporación, 
para que se efectué la respectiva publicación. Actualziada 10/12/09 

768 . derechos laborales de funcionaria de libre nombramiento y remocion en estado de embarazo 

Respecto a si es viable desvincular a una empleada de libre nombramiento y remoción en estado de embarazo le informo: 1.- 
La Constitución Política, señala: ¿Articulo 43. La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá 
ser sometida a ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y 
protección del Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada. (Resaltado 
mío) El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia.¿ ¿Articulo 53. El Congreso expedirá el estatuto del 
trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de 
oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; 
estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir 
y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 
interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de 
las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección 
especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. (Resaltado mío) (...)¿ 4. El artículo 236 del Régimen 
Laboral Colombiano, subrogado por el artículo 34 de la ley 50 de 1990, establece: "Toda trabajadora en estado de embarazo 
tiene derecho a una licencia de doce (12) semanas en la época del parto, remunerada con el salario que devengue al entrar a 



disfrutar del descanso. "(¿)" Estos beneficios no excluyen al trabajador del sector público." En cuanto al fuero de estabilidad de 
las empleadas de libre nombramiento y remoción, la Corte Constitucional, en sentencia T-494 de mayo 4 de 2000, con 
ponencia del Magistrado Alejandro Martínez Caballero, expresó lo siguiente: "Estabilidad laboral reforzada en cargos de libre 
nombramiento y Remoción Actualizada 10/12/09 

769 . 1.- Se puede disminuir la base de retencion en la fuente a titulo de impuesto sobre renta por 
concepto de ingresos laborales con el aporte de salud 2.- Tramite para solicitarlo 

CONSULTA: TRAMITE DISMINUCION DE BASE RETENCION EN LA FUENTE POR HONORARIOS DE SERVICIOS PARA 
CONTRATISTAS INDEPENDIENTES SEGÚN EL DECRETO 2271 DE JUNIO DE 2009 Sobre el tema en particular es menester, 
mencionar que los trabajadores independientes podrán disminuir la base de retención en la fuente por honorarios de servicios, 
con los pagos que realicen al sistema de seguridad social en salud. Recordemos que los trabajadores independientes deben 
pagar por su cuenta la totalidad de los aportes a salud, esto es el 12.5%, pago que podrán utilizar para disminuir la base de 
retención. Sobre el respecto ha dicho decreto 2271 de junio de 2009: Articulo 4. Disminución de la base para trabajadores 
independientes. El monto total del aporte que el trabajador independiente debe efectuar al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud es deducible. En este caso, la base de retención en la fuente al momento del pago o abono en cuenta, se 
disminuirá con el valor total del aporte obligatorio al Sistema General de Seguridad Social en Salud realizado por el 
independiente, que corresponda al periodo que origina el pago y de manera proporcional a cada contrato en los casos en que 
hubiere lugar. En tal sentido, no se podrá disminuir la base por aportes efectuados en contratos diferentes al que origina el 
respectivo pago y el monto a deducir no podrá exceder el valor de los aportes al Sistema General de Seguridad Social en Salud 
que le corresponda efectuar al independiente por dicho contrato. Parágrafo 1°. Para los efectos previstos en el presente 
artículo, el trabajador independiente deberá adjuntar a su factura, documento equivalente o a la cuenta de cobro, si a ello 
hubiere lugar, un escrito dirigido al agente retenedor en el cual certifique bajo la gravedad de juramento, que los documentos 
soporte del pago de aportes obligatorios al Sistema General de Seguridad Social en Salud corresponden a los ingresos 
provenientes del contrato materia del pago sujeto a retención. En el caso de que su cotización alcance el tope legal de 
veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por la totalidad de sus ingresos por el respectivo periodo de 
cotización deberá dejar expresamente consignada esta situación. Parágrafo 2°. Los agentes retenedores serán responsables por 
las sumas deducidas en exceso provenientes de aportes diferentes al contrato que origina el pago o abono en cuenta sujeto a 
retención. Actualizada 10/12/09 

770 . 1. conformacion mesa directiva concejo municipal 2. tramite eleccion mesa directiva segun la 
ley de bancadas 

La Mesa Directiva del Concejo Se compondrá de un Presidente y dos Vicepresidentes, elegidos separadamente para un período 
de un año. Las minorías tendrán participación en la primera vicepresidencia del Concejo, a través del partido o movimiento 
político mayoritario entre las minorías. Se constituirá así: (Artículo 28 de la Ley 136 de 1994) ¿ Presidente. ¿ Primer 
Vicepresidente: Corresponderá al partido o movimiento político mayoritario ente las minorías. ¿ Segundo Vicepresidente. 
FUNCIONES DE LA MESA DIRECTIVA Como órgano de orientación y dirección del Concejo, le corresponde: 1. Adoptar las 
decisiones y medidas necesarias y procedentes para una mejor organización interna, en orden a una eficiente labor 
administrativa. 2. Elaborar el proyecto de presupuesto anual del Concejo, y enviarlo al Alcalde Municipal para su consideración 
en el Proyecto de Acuerdo definitivo sobre rentas y gastos del municipio. 3. Vigilar el funcionamiento de las Comisiones y velar 
por el cumplimiento oportuno de las actividades encomendadas. 4. Solicitar al Tribunal Administrativo la declaratoria de pérdida 
de la investidura de un Concejal, en los términos del parágrafo segundo del artículo 48 de la ley 617 de 2000. 5. Autorizar 
Comisiones oficiales de Concejales fuera de la sede del Concejo, siempre que no impliquen utilización de dineros del tesoro 
público. 6. Expedir mociones de duelo y de reconocimiento cuando ellas sean conducentes. 7. Aceptar la renuncia, conceder 
licencia, vacaciones y permisos al Personero, con fundamento en la atribución conferida en el inciso final del artículo 172 de la 
ley 136 de 1994. 8. Aprobar los casos de incapacidad física, calamidad doméstica y licencias no remuneradas, según lo 
establece el artículo 261 de la Constitución. 9. Expedir las resoluciones para el reconocimiento de honorarios a los Concejales 
por su asistencia a las sesiones plenarias, de conformidad con lo establecido en la Ley y el presente reglamento y ordenar su 
publicación en el medio oficial de información del Concejo (Inciso Final del Artículo 65 de la Ley 136 de 1994, Modificado por el 
Acuerdo 28 de 2005). 10. Suscribir, junto con el Secretario General, las resoluciones que le corresponda. ELECCIÓN DE LA 
MESA DIRECTIVA . Elección de la Mesa Directiva. Para la elección de dignatarios del Concejo se procederá así: 1. Abrir 
postulaciones. 2. Verificar la aceptación del Postulado. 3. Cerrar las Postulaciones y anunciar los postulados. 4. Cada Concejal 
escribirá en una papeleta los nombres y apellidos completos del Concejal por el cual va a sufragar. 5. El presidente designa una 
Comisión escrutadora. 6. Los escrutadores procederán a contar el número de papeletas y enseguida leerán en voz alta el 
número de votos. 7. Una vez finalizada la lectura se procederá a verificar quien obtuvo el mayor número de votos. 8. Los 
resultados de las votaciones se harán constar en el acta de la respectiva sesión. Actualizada 10/12/09 

771 . 

773 . PUEDE UNA EMPRESA INDUSTRIAL Y COMERCIAL DEL ESTADO DEL ORDEN NACIONAL, 
RECONOCER PRESTACIONES SOCIALES A UNA PERSONA QUE HA TENIDO VINCULACIÓN MEDIANTE 
ORDEN DE PRESTACIÓN DE SERVICIO O CONTRATO?. 

El Artículo 32 de la Ley 80 de 1.993 numeral 3° define lo que es el contrato de prestación de servicios así: ¿Son contratos de 
prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración 
o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no 



puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. En ningún caso estos contratos generan 
relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el termino estrictamente indispensable¿. Al efecto, se señalan las 
características más relevantes del contrato de prestación de servicios: El contrato de prestación de servicios, se celebra por el 
Estado en aquellos casos en que la función de la administración no puede ser suministrada por personas vinculadas con la 
entidad oficial contratante o cuando requiere de conocimientos especializados para lo cual se establecen las siguientes 
características: a. La prestación de servicios es una obligación de ejecutar labores en razón de la experiencia, capacitación, 
formación profesional de una persona, en determinada materia, con la cual se acuerdan las respectivas labores profesionales. 
El objeto contractual es la realización temporal de actividades inherentes al funcionamiento de la entidad respectiva, es decir, 
relacionadas con el objeto y finalidad para la cual fue creada y organizada. b. La autonomía e independencia del contratista 
constituye el elemento esencial de este contrato. Es decir que el contratista dispone de un amplio margen de discrecionalidad 
en cuanto concierne a la ejecución del objeto contractual, dentro del plazo fijado, y a la realización de la labor, según las 
estipulaciones acordadas. c. La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe ser por tiempo limitado, el 
indispensable para ejecutar el objeto contractual convenido. Al respecto, se pronuncio la Corte Constitucional en sentencia C - 
l54 de 1.997: ¿Por último, teniendo en cuenta el grado de autonomía e independencia del contrato de prestación de servicios 
de que trata el precepto acusado y la naturaleza de las funciones desarrolladas, no es posible admitir confusión alguna con 
otras formas contractuales y mucho menos con los elementos configurativos de la relación laboral, razón por la cual no es 
procedente en aquellos eventos el reconocimiento de los derechos derivados de la subordinación y del contrato de trabajo en 
general, pues es claro que si se acredita la existencia de las características esenciales de éste quedará desvirtuada la 
presunción establecida en el precepto acusado y surgirá entonces el derecho al pago de las prestaciones sociales a favor del 
contratista, en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo. Así las cosas, 
la entidad no está facultada para exigir subordinación o dependencia al contratista ni algo distinto del cumplimiento de los 
términos del contrato, ni pretender el pago de un salario como contraprestación de los servicios derivados del contrato trabajo, 
sino más bien, honorarios profesionales a causa de la actividad del mandato respectivo¿. Por lo tanto. no puede la empresa 
entrar a reconocer el pago de prestaciones sociales cuando lo que entre ellos existe es una relación contractual, pues de existir 
derecho a los mismos por reunirse los requisitos de la vinculación laboral, le corresponde a la justicia ordenar su pago. En el 
caso de darse el reconocimiento de estas prestaciones directamente por la empresa estatal, es menester tener en cuenta lo 
previsto en el Artículo 90 de la Constitución Política que determina: ¿El Estado responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades publicas. En el evento de ser 
condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños que haya sido consecuencia de la. conducta dolosa o 
gravemente culposa de un agente suyo, aquel deberá repetir contra éste¿. Es decir. que además de las sanciones disciplinarias 
también se puede estar incurso en las sanciones penales correspondientes. FUENTE LEGAL: Ley 80 DE 1.993 Art. 32 
ACTUALIZADA 12/11/2009 

 


